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Corte Interamericana
deDerechos Humanos.
Caso Yatama vs. Nicaragua
Sentencia del 23 de junio de 2005

En el caso YATAMA,
La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la

Corte Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”), integrada por los
siguientes jueces:

Sergio García Ramírez, Presidente;
Alirio Abreu Burelli, Vicepresidente;
Oliver Jackman, Juez;
Antônio A. Cançado Trindade, Juez;
CeciliaMedina Quiroga, Jueza;
Manuel E. Ventura Robles, Juez;
DiegoGarcía-Sayán, Juez; y
AlejandroMontiel Argüello, Juez ad hoc;

Presentes, además,
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta;

De conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención
Americana sobre DerechosHumanos (en adelante “la Convención” o
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“la Convención Americana”) y con los artículos 29, 31, 37, 56, 57 y 58
del Reglamento de la Corte (en adelante “el Reglamento”),1 dicta la
presente Sentencia.

I
INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA

1. El 17 de junio de 2003, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 50 y 61 de la Convención Americana, la Comisión
Interamericana de DerechosHumanos (en adelante “la Comisión” o
“la Comisión Interamericana”) sometió ante la Corte una demanda
contra el Estado de Nicaragua (en adelante “el Estado” o “Nicara-
gua”), la cual se originó en la denuncia No. 12.388, recibida en la
Secretaría de la Comisión el 26 de abril de 2001.

2. La Comisión presentó la demanda con el fin de que la Corte
decidiera si el Estado violó los artículos 8 (Garantías Judiciales), 23
(DerechosPolíticos) y 25 (Protección Judicial) de laConvenciónAme-
ricana, todos ellos en relación con los artículos 1.1 (Obligación de
Respetar losDerechos) y 2 (Deber de Adoptar Disposicionesde Dere-
cho Interno) de dicho tratado, en perjuicio de los candidatos a alcal-
des, vicealcaldes y concejales presentados por el partido político
regional indígena Yapti Tasba MasrakaNanih Asla Takanka (en ade-
lante “YATAMA”). Según lo alegado por la Comisión, dichas perso-
nas fueron excluidas de participar en las elecciones municipales
realizadas el 5 de noviembre de 2000 en lasRegiones Autónomasdel
Atlántico Norte y del Atlántico Sur (en adelante “la RAAN” y “la RAAS”),
como consecuencia de la resolución emitida el 15 de agosto de 2000
por el Consejo Supremo Electoral. En la demanda se indicó que las
presuntas víctimas presentaron diversos recursos contra dicha reso-
lución y, finalmente, el 25 de octubre de 2000 la Corte Suprema de
Justicia de Nicaragua declaró improcedente un recurso de amparo

1 La presente Sentencia se dicta según los términos del Reglamento aprobado por la
Corte Inter americ ana de Der echos Humanos en su XLIX Per íod o Ordinar io de
Sesiones mediante Resolución de 24 de noviembre de 2000, el cual entró en vigor
el 1 de j unio de 2001, y según la reforma parcial aprobad a por la Corte en su LXI
Período Ordinario de Sesiones mediante Resoluci ón de 25 de noviembre de 2003,
vigent e desde el 1 de enero de 2004.
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interpuesto por éstos. La Comisión señaló que el Estado no previó
un recurso que hubiese permitido amparar el derecho de dichos can-
didatos de participar y ser elegidos en las elecciones municipales de
5 de noviembre de 2000, como tampoco adoptó medidas legislativas
o de otro carácter que fuesen necesarias para hacer efectivos tales
derechos, especialmente no previó “normas en la ley electoral, en
orden a facilitar la participación política de lasorganizaciones indíge-
nas en los procesos electorales de la Región Autónoma de la Costa
Atlántica de Nicaragua, de acuerdo al derecho consuetudinario, los
valores, usos y costumbres de los pueblos indígenas que la habitan”.

3. Asimismo, la Comisión solicitó a la Corte que, de conformidad
con el artículo 63.1 de la Convención, ordenara al Estado que adopte
determinadas medidas de reparación indicadas en la demanda. Por
último, solicitó al Tribunal que ordenara al Estado el pago de las
costas y gastos generados en la tramitación del caso en la jurisdicción
interna y ante losórganosdel Sistema Interamericano.

II
COMPETENCIA

4. La Corte es competente para conocer el presente caso, en los
términosde los artículos 62 y 63.1 de laConvención, en razón de que
Nicaragua es Estado Parte en laConvención Americana desde el 25
de septiembre de 1979 y reconoció la competencia contenciosa de la
Corte el 12 de febrero de 1991.

III
PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN

5. El 26 de abril de 2001 la organización YATAMA, el CentroNica-
ragüense de Derechos Humanos (en adelante “CENIDH”) y el Centro
por la Justicia y el Derecho Internacional (en adelante “CEJIL”) pre-
sentaron una denuncia ante la Comisión.

6. El 3 de diciembre de 2001 la Comisión aprobó el Informe Nº
125/01, mediante el cual declaró admisible el caso. Ese mismodía, la
Comisión se puso a disposición de las partes con el objeto de alcan-
zar una solución amistosa.
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7. El 4 de marzo de 2003 la Comisión, de conformidad con el
artículo 50 de la Convención, aprobó el Informe Nº 24/03, mediante
el cual recomendó al Estado:

1.Adoptaren suderecho interno,de conformidadconel artículo 2de
laConvención Americana, lasmedidas legislativas, administrativasy
decualquier otro carácterque sean necesarias paracrear un recurso
efectivoysencillo de impugnación de las resolucionesdelConsejo
SupremoElectoral, sin limitacionesrespectoa la materia recurrida.

2.Adoptar enelderecho interno, de conformidadconel artículo2
dela Convención Americana, las medidas legislativas, administrati-
vasy de cualquier otro carácter quesean necesarias para promo-
very facilitarla participación electoral de los pueblos indígenas y
susorganizaciones representativas, consultándolos, tomando encon-
sideración y respetando elderecho consuetudinario, losvalores,
usos y costumbres de los pueblos indígenas que habitan en las
Regiones Autónomas de laCosta Atlántica de Nicaragua.

3. Indemnizar a las víctimas.

4. Adoptar las medidas necesarias para evitarque en el futuro se
produzcan hechos similares, conforme al deber de prevención y
garantía de los derechos fundamentales reconocidos en la Con-
vención Americana.

8. El 19 de marzo de 2003 la Comisión transmitió el referido infor-
me al Estado y le otorgó un plazo de dosmeses, contado a partir de la
fechade su transmisión, para que informara sobre lasmedidas adop-
tadas con el fin de cumplir las recomendaciones formuladas.

9. El 19 de marzo de 2003 laComisión comunicó a los peticiona-
rios la aprobación del informe de conformidad con el artículo 50 de
la Convención Americana de Derechos Humanos y les solicitó que
presentaran, dentro del plazo de dos meses, su posición sobre el
sometimiento del caso a la Corte.

10. El 2 de mayo de 2003 YATAMA, CENIDHy CEJIL presentaron
un escrito en el que solicitaron a la Comisión que, en el supuesto de
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que el Estado no cumpliera con las recomendaciones formuladas en
su informe, sometiera el caso a laCorte.

11. El 11 de junio de 2003 el Estado remitió a la Comisión su res-
puesta a las recomendacionesdel informe de fondoNº 24/03.

12. El 12 de junio de 2003, después de analizar la respuesta del
Estado, la Comisión decidió someter el caso a laCorte.

IV
PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE

13. El 17 de junio de 2003 laComisión Interamericanapresentó la
demanda ante la Corte (supra párr. 1), a la cual adjuntó prueba docu-
mental y ofreció prueba testimonial y pericial. La Comisión designó
como delegados a la señora Susana Villarán y al señor Santiago A.
Canton, y como asesores legales a la señora Isabel Madariaga y al
señor Ariel Dulitzky.

14. El 21 de agosto de 2003 la Secretaría de la Corte (en adelante
“la Secretaría”), previo examen preliminar de la demanda realizado
por el Presidente de la Corte (en adelante “el Presidente”), la notificó
junto con los anexos a los representantes de las presuntas víctimas
(en adelante “los representantes”) y al Estado. A este último también
le informó sobre losplazos para contestarla y designar su representa-
ción en el proceso. Ese mismo día la Secretaría, siguiendo instruccio-
nes del Presidente, informó al Estado de su derecho a designar un
juez ad hoc que participara en la consideración del caso.

15. El 2 de septiembre de 2003 el Estado designó como Agente al
señor José Antonio Tijerino Medrano, como asesor al señor Carlos
Hernández Palacios y como asistente a la señora María Cecilia
Contreras Benavides,2 e informó que había designado como Juez ad
hoc al señor Alejandro Montiel Argüello.

16. El 14 de noviembre de 2003 los representantes de laspresun-
tas víctimas remitieron su escrito de solicitudes y argumentos, al cual

2 El 9 de febrero de 2004 el Estado remitió un escrito medi ante el cual informó que
nombró a la señora María Cecilia Contreras Benavides como agente alterna, y el 29
de abril de 2005 el Estado remitió una comunicación, en la q ue indicó que nombró
como asist ente a la señora Kar la Elaine Carcache Hernández.
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acompañaron pruebadocumental y ofrecieron prueba testimonial y
pericial.

17. El 14 de noviembre de 2003 elWisconsin Coordinating Council
on Nicaragua, con sede en Wisconsin (EstadosUnidos), presentó a la
Corte un escrito en calidad de amicus curiae.

18. El 17 de diciembre de 2003 el Estado presentó escrito de inter-
posiciónde excepciones preliminares, contestaciónde la demanda y
observaciones al escrito de solicitudes y argumentos, al cual adjuntó
prueba documental y ofreció pruebapericial.

19. El 3 de febrero de 2004 los representantes presentaron sus
alegatos escritos sobre las excepciones preliminares interpuestaspor
el Estado.

20. El 11 de febrero de 2004 laComisión remitió sus alegatos escri-
tos sobre las excepciones preliminares interpuestas por el Estado.

21. El 27 de febrero de 2004 el Estado remitió un escrito, en el que
expuso consideraciones respecto de lasobservaciones que los repre-
sentantes y la Comisión formularon sobre las excepcionesprelimina-
res, y adjuntó diversos documentos.

22. El 12 de mayode 2004 la Secretaría informó al Estado, siguien-
do instrucciones del Presidente, que se había resuelto no aceptar el
anterior escrito por tratarse de un acto procesal escrito no previsto en
el Reglamento de laCorte y que, al emitir la sentencia correspondien-
te, la Corte resolvería sobre la procedencia de incorporar como prue-
ba documental superveniente los tres documentospresentados por
el Estado como anexos al escrito de 27 de febrero de 2004. Asimismo,
la Secretaría, siguiendo instrucciones del Presidente, solicitó al Esta-
do que remitiera la lista final oficial de candidatos a alcaldes,
vicealcaldes y concejalespresentadospor el partidopolíticoYATAMA
en la RAAN y por la Alianza del Partido de Pueblos Costeños y
YATAMA en la RAAS para las elecciones municipales de noviembre
de 2000.

23. El 4 de agosto de 2004 el Estado presentó un oficio del Direc-
tor General de Organización y Logística Electoral del Consejo Supre-
moElectoral, mediante el cual se informa que “laOrganización Política
YATAMA, no llegó siquiera al acto de presentaciónde candidatos ni
el Consejo SupremoElectoral ha realizado calificación alguna sobre el
cumplimiento de los requisitos de la Ley Electoral, por cuanto dicha
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Organización de previo, no cumplió el requisito del 3% de firmas de
respaldo, ni los 6 meses de formación previo a la Elección, todo de
conformidad con la Ley”. El agente del Estado expresó que de esa “for-
ma se da[ba] cumplimiento a lo ordenado por la Corte Interamericana
de DerechosHumanosen comunicación del 12 de mayo del año en
curso” (supra párr. 22).

24. El 9 de diciembre de 2004 la Secretaría, siguiendo instruccio-
nes del pleno de la Corte, solicitó al Estado su cooperación para el
envío de la referida lista final de candidatos (supra párrs. 22 y 23),
independientemente de que el partido YATAMA no hubiera partici-
pado en las referidas elecciones porque se estimara que no cumplía
con los requisitos legales y de que los candidatospropuestosno hu-
bieran sido inscritos.

25. El 14 y 17 de enero de 2005 la Secretaría, siguiendo instruccio-
nesdel Presidente, solicitó a los representantes y al Estado, respecti-
vamente, que remitieran, a más tardar el 24 de enero del mismo año,
las observaciones que estimaran pertinentes sobre la solicitud reali-
zada por la Comisión en la demanda de que la Corte incorporara la
prueba pericial del caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas
Tingni, “ordenando se tenga por reproducida las referencias a la his-
toria, situación y organización de los pueblos indígenas de la Costa
Atlántica de Nicaragua”.

26. El 21 de enero de 2005 el Estado presentó un escrito, mediante
el cual expresó su oposición a que se accediera a la solicitud de la
Comisión respecto de la incorporación de la prueba pericial del caso
de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni (supra párr. 25). El
25 de enero de 2005 los representantes remitieron a la Corte un escri-
tomediante el cual manifestaron su apoyo a la referida solicitud de la
Comisión (supra párr. 25).

27. El 25 de enero de 2005 el Estado presentó un escrito, al cual
adjuntó una lista del Consejo Supremo Electoral relacionada con los
alcaldes, vicealcaldes y concejales electos en los comicios electorales
municipales de 7 de noviembre de 2004, como prueba documental
“originada, recientemente, en relación con el proceso electoral de
municipalidades efectuado enNicaragua”.

28. El 28 de enero de 2005 el Presidente dictó una Resolución,
mediante la cual requirió que los señoresCenturianoKnight Andrews,
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Nancy Elizabeth Henríquez Jamesy Eklan JamesMolina, propuestos
como testigos por la Comisión y por los representantes, así como las
señoras Hazel Law Blanco y Cristina Póveda Montiel, propuestas como
testigos por los representantes, prestaran sus testimonios a través de
declaraciones rendidas ante fedatario público (affidávits). También
requirió que la señora María Luisa Acosta Castellón, propuesta como
perito por la Comisión, el señor Manuel Alcántara Sáez, propuesto
como perito por los representantes, y los señores Mauricio Carrión
Matamoros y Lydia de Jesús Chamorro Zamora, propuestos como
peritos por el Estado, prestaran sus dictámenes a través de declara-
ciones rendidas ante fedatario público (affidávits). Asimismo, en di-
cha Resolución el Presidente convocó a las partes a una audiencia
pública que se celebraría en la sede de la Corte Interamericana, a
partir del 9 de marzode 2005, para escuchar sus alegatos finales ora-
les sobre las excepciones preliminares y eventuales fondo, reparacio-
nes y costas, y las declaraciones testimonialesde Jorge Teytom Fedrick,
Brooklyn Rivera Bryan, propuestospor la Comisión Interamericana y
hechos suyos por los representantes, las declaraciones testimoniales
de John Alex Delio Bans y Anicia Matamoros de Marly propuestos
por los representantes, así como los dictámenes del señor Robert
Andrés Courtney Cerda, propuesto como perito por la Comisión, de
la señora MaríaDolores Alvarez Arzate, propuesta como perito por
los representantes y de los señores Carlos Antonio HurtadoCabrera
y Marvin Saúl Castellón Torrez, propuestos como peritospor el Esta-
do. Además, en esta Resolución el Presidente informó a las partes
que contaban con plazo hasta el 11 de abril de 2005 para presentar
sus alegatos finales escritos en relación con las excepciones prelimi-
nares y eventuales fondo, reparaciones y costas.

29. El 8 de febrero de 2005 el Estado remitió las declaraciones
juradas escritas rendidas ante fedatario público (affidávits) por dos
peritos (supra párr. 28).

30. El 15 de febrero de 2005 la Comisión Interamericana remitió la
declaración jurada rendida por una testigo, así como la declaración
jurada escrita rendida ante fedatario público (affidávit) por unaperi-
to (supra párr. 28). En lamisma fecha los representantes presentaron
las declaraciones juradas escritas rendidas ante fedatario público
(affidávits) por tres testigos, y la declaración jurada rendida por un
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testigo, y expresaron que “desist[ían] del peritaje del Sr. Manuel
Alcántara” (supra párr. 28).

31. El 23 de febrero de 2005 la Comisión remitió la declaración
jurada rendida por el perito Robert Andrés Courtney Cerda, quien
había sido convocadopor el Presidente a rendir su dictamen en au-
diencia pública (supra párr. 28), y solicitó fuese aceptada por la im-
posibilidad del perito de asistir a la audiencia.

32. El 25 de febrero de 2005 los representantes presentaron un
escrito, mediante el cual informaron a la Corte que no tenían obser-
vaciones a las declaraciones juradas escritas rendidas ante fedatario
público (affidávits) remitidas por la Comisión y el Estado, ni a la
declaración jurada escrita remitida por la Comisión (supra párrs. 29,
30 y 31).

33. El 25 de febrero y el 1 de marzode 2005 el Estado remitió sus
observaciones a las declaraciones juradas escritas presentadas por la
Comisión y los representantes (supra párrs. 30 y 31). Asimismo, en el
escrito de 1 de marzode 2005, en respuesta a lo solicitado por el Presi-
dente y el pleno de la Corte (supra párrs. 22 y 24), el Estado adjuntó el
“informe del Consejo SupremoElectoral al Ministro de RelacionesExte-
riores […] del 25 de febrero [de] 2005”. Comoparte de esta documenta-
ción el Estado aportó un documento suscrito por el Presidente del
Consejo Electoral Regional de la RAAN, en el cual hace constar que el
15 de julio de 2000 el representante legal de YATAMApresentó la hoja
de inscripciones de los candidatos que participarían en las elecciones
municipales en dicha región.

34. El 8 de marzo de 2005 laUniversidadpara la Paz de Naciones
Unidaspresentó un escrito en calidad de amicus curiae.

35. El 9 de marzo de 2005 los representantes remitieron un escrito,
mediante el cual presentaron “copia de la Resolución Final emitida
en el expediente No. 217/00, el pasado 3 de marzo del año 2001, por
la Procuraduría para la Defensa de los DerechosHumanos de Nicara-
gua”. En lamisma fecha los representantes remitieron a la Corte un
escrito en el que aclararon que la resolución fue emitida el 3 de mar-
zo de 2005 y que aportaban dicho documento como “pruebanueva
en el proceso”.

36. El 9 de marzode 2005 laComisión remitió un escrito, en el cual
remitió sus observaciones a lasobjeciones presentadas por el Estado
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respecto de “lasdeclaraciones escritas rendidaspor los testigos Nancy
Elizabeth Henríquez James, CenturianoKnight Andrews, Eklan James
Molina, Hazel Law Blanco y Cristina Póveda Montiel, así como por la
peritoMaría LuisaAcosta Castellón” (supra párr. 33). El 12 de marzo
de 2005 la Secretaría de la Corte, siguiendo instruccionesdel Presiden-
te, informó a laComisión que el escrito de 9 de marzo de 2005 no fue
aceptado debido aque se trata de un acto procesal escrito no previsto
en el Reglamento de la Corte.

37. Losdías 9 y 10 de marzo de 2005 laCorte celebró la audiencia
pública sobre excepciones preliminares y eventuales fondo, repara-
ciones y costas, en la cual recibió las declaraciones de los testigos y
los dictámenes de los peritos propuestos por las partes (supra párr.
28). Asimismo, la Corte escuchó los alegatos finales de la Comisión,
los representantes y el Estado. En la audiencia el testigo Jorge Teytom
Fedrick aportó diversos documentos.

Comparecieron ante la Corte:
Por la Comisión Interamericana:

Isabel Madariaga, asesora;
Juan Pablo Albán, asesor;
Víctor H. Madrigal Borloz, asesor, y
Lilly Ching, asesora.

Por los representantes de las presuntas víctimas:
VivianaKrsticevic, directora ejecutiva de CEJIL;
Soraya Long, directora CEJIL Mesoamérica;
Gisela De León, abogadade CEJIL;
Will Bloomfield, asistente de CEJIL, y
Norwin Solano, abogadode CENIDH.

Por el Estado de Nicaragua:
José Antonio TijerinoMedrano, Agente;
María Cecilia ContrerasBenavides, Agente alterna, y
Carlos José Hernández López, asesor.



297CASO YATAMA VS. NIC ARAGUA

© TEPJF
TERCERA ÉPOC A

Testigospropuestos por la Comisión y por los representantes:
Brooklyn RiveraBryan, y
Jorge Teytom Fedrick.

Testigos propuestos por los representantes:
John Alex Delio Bans, y
Anicia Matamoros de Marly.

Perito propuesta por los representantes:
María DoloresÁlvarez Arzate.

Peritos propuestos por el Estado:
Carlos Antonio Hurtado Cabrera, y
Marvin Saúl Castellón Torres.

38. El 24 de marzo de 2005 el Programa de Derechos y Políticas
Indígenas de la Universidad de Arizona presentó un escrito en cali-
dad de amicus curiae.

39. El 31 de marzode 2005 la Secretaría recordó al Estado que laCorte
le solicitó en la audiencia públicaque, amás tardar el 11 de abril de 2005,
presentara una copia de la decisión del Comité Regional, mediante la
cual, según el Estado indicó en la audiencia, se notificó a la organización
YATAMA que no cumplía con los requisitospara que se inscribieran sus
candidatos a alcaldes, vicealcaldes y concejalespara las elecciones muni-
cipales de noviembre de 2000. Asimismo, recordó a las partesque en
dicha audiencia la Corte requirió que aportaran, amás tardar el 11 de
abril de 2005, la información necesaria para que el Tribunal pudiera de-
terminar quiénes eran laspresuntas víctimasen el caso, pues la lista de la
Comisión difería de la de los representantes. Al respecto, también recor-
dó al Estado que nohabía remitido la lista de candidatos de la RAASy
tampoco había señalado si existía alguna razónpara nopoder hacerlo.

40. El 8 de abril de 2005, en respuesta a lo solicitado por el Presi-
dente y laCorte (supra párrs. 22, 24 y 39), el Estado presentó un escrito



298 SUBSEC CIÓN DE ACTUALIDAD

JUSTICI A ELECTO RAL
VOL. 1, NÚM. 1, 2007

mediante el cual aportó diversosdocumentos. Con respecto a la copia
de la decisión que habría emitido el Comité Regional (supra párr. 39),
en este escrito el Estado señaló que “no hubo resolución del Consejo
Regional”. Entre los documentos presentados, el Estado incluyó una
constancia emitida el 5 de abril de 2005 por el Director General de
Atención aPartidosPolíticos del Consejo Supremo Electoral, en la que
hizo constar que “según los registros de inscripción de candidatos
que llevó esta Dirección General para las elecciones de Alcaldes,
Vicealcaldes y miembros de los ConcejosMunicipalespara las eleccio-
nes de noviembre de 2000, el partidoYapti TasbaMasrakaNanih Asla
Takanka (YATAMA) nopresentó candidatos ante el Consejo Supremo
Electoral en la RegiónAutónomaAtlántico Sur (RAAS)”.

41. El 8 de abril de 2005 el Estado presentó los alegatos finales
escritos sobre las excepcionespreliminares y eventuales fondo, repa-
raciones y costas (supra párr. 28), y aportó copia de tresdocumentos
que había adjuntado a su primer escrito de 8 de abril de 2005 (supra
párr. 40), así como dos nuevos documentos.

42. El 8 de abril de 2005 la Procuraduría para la Defensa de los
DerechosHumanos de Nicaragua presentó un escrito en calidad de
amicus curiae.

43. El 11 de abril de 2005 los representantes remitieron sus alegatos
finales escritos sobre las excepciones preliminares y eventuales fondo,
reparaciones y costas (supra párr. 28), a los cuales adjuntaron anexos.

44. El 12 de abril de 2005 la Comisión remitió sus alegatos finales
escritos sobre las excepcionespreliminares y eventuales fondo, repa-
raciones y costas (supra párr. 28).

45. El 15 de abril de 2005 la Secretaría, siguiendo instrucciones del
Presidente, solicitó al Estado que remitiera, a la mayor brevedad, cual-
quier lista o constancia con la que contara respecto de los candidatos
presentados por YATAMA en la RAAS, independientemente de que se
tratara de documentosque nohubiesen sido presentadosdirectamente
ante el Consejo SupremoElectoral sino ante una autoridad electoral re-
gional o de constanciasque nohubiesen sido emitidas por dichoConse-
jo sino por una autoridad electoral regional (supra párrs. 22, 24 y 39).

46. El 21 de abril de 2005, en respuesta al oficio de 15 de abril de
2005 de la Secretaría, el Estado remitió un escrito, en el que señaló
que la Secretaría “aparentemente confundió, en este particular, la RAAN
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con la RAAS” y, por ende, aportó unanueva constancia emitida el 20
de abril de 2005 por el Director General de Atención aPartidos Polí-
ticos del Consejo Supremo Electoral, mediante la cual se indicó que
“para las elecciones de Alcaldes, Vicealcaldes y miembrosde los Con-
cejos Municipales […] de noviembre de 2000, el partidoYapti Tasba
Masraka Nanih Asla Takanka (YATAMA) nopresentó candidatos ante
el Consejo Supremo Electoral, ni ante el Consejo Electoral en la Re-
gión Autónoma Atlántico Sur (RAAS)”.

47. El 27 de abril de 2005 la Secretaría, siguiendo instrucciones del
Presidente, reiteró al Estado (supra párrs. 22, 24, 39 y 45) que presen-
tara una copia oficial de la lista de candidatos que la alianza entre
YATAMA y el Partido de los Pueblos Costeños había presentado ante
el Consejo SupremoElectoral, la Dirección General para las eleccio-
nes de alcaldes, vicealcaldes y concejales municipales, el Consejo
Electoral Regional o cualquier otra autoridad electoral nacional o re-
gional, pues en el capítulo titulado “considerando” de la resolución
emitida por el Consejo Supremo Electoral el 15 de agosto de 2000
consta que “con fechaquince de julio [de 2000] la AlianzaPPC/YATAMA
presentó candidatos aAlcaldes, Vicealcaldes y Concejales” en la RAAS.

48. El 29 de abril de 2005 la Secretaría, siguiendo instrucciones del
Presidente, solicitó a la Comisión y a los representantes que presen-
taran aclaraciones y explicaciones respecto de las diferencias surgi-
das en relación con las listas de candidatos de YATAMA aportadas
durante el proceso ante la Corte y les indicó que, en caso de excluir a
algunas de las personas que se encuentran en algunas de las listas
que constan en el expediente del caso, describieran las razones por
las cuales se realizaba dicha exclusión.

49. El 5 de mayo de 2005, en respuesta a lo solicitadopor el Presi-
dente y la Corte (supra párrs. 22, 24, 39, 45 y 47), el Estado presentó
un escrito mediante el cual aportó “una constancia librada el día [3 de
mayo de 2005], por el Director de Atención a Partidos Políticos del
Consejo Supremo Electoral, que contiene la lista de fichas de candi-
datos [que] la ‘AlianzaPPC/YATAMA’ present[ó] para participar en las
eleccionesmunicipalesde noviembre del año 2000, en la Región Au-
tónomadel Atlántico Sur, ante el Consejo Electoral Regional”.

50. El 9 de mayode 2005 la Secretaría, siguiendo instrucciones del
Presidente, solicitó a la Comisión y a los representantes que en las
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aclaraciones y explicaciones que presentaran en respuesta a las du-
das planteadas mediante notas de 29 de abril de 2005 (supra párr.
48), en relación con la determinaciónde laspresuntas víctimas en el
presente caso, también hicieran referencia a la constancia de nom-
bres de “candidatos a Alcaldes y Concejales” remitida por el Estado el
5 de mayode 2005 (supra párr. 49) e incluyeran una explicación so-
bre las diferencias que pudieran surgir de la comparación de lasdis-
tintas listas de presuntas víctimas en la RAAS que constan en el
expediente ante la Corte.

51. El 13 de mayo de 2005 los representantes, en respuesta a las
notas de la Secretaría de 29 de abr il y 9 de mayo de 2005 (supra
párrs. 48 y 50 ), remitie ron un escrito con el fin de presentar las
aclaraciones y explicaciones respecto de las dudas sobre las dife-
rente s listas de candidatos presentadas durante el proceso ante la
Corte. El 16 de mayo de 2005 la Comisión, en respuesta a dichas
notas de la Secretaría, presentó un escrito en el cual indicó que “la
manifestación incluida en el escrito de alegatos finales respecto del
hecho [de] que ‘las presuntas víctimas eran candidatos a alcaldes,
vicealcaldes y concejales’ presentados por YATAMApara las eleccio-
nes municipalesdel 5 de noviembre de 2000, en la [RAAN] y la [RAAS],
obedeció a unaposición de principio”, pues “la Comisión estimó que
la parte lesionada, a través de su representación, estaba en una mejor
posición de presentar las importantes aclaraciones de detalle que fue-
ron requeridas […] durante la audiencia pública celebrada en el caso”.

52. El 18 de mayo de 2005 el Estado remitió dos escritos, en los
cuales se refirió al escrito presentado por los representantes de las
presuntas víctimas el 13 de mayo de 2005 (supra párr. 51).

53. El 19 de mayo de 2005 el Estado presentó un escrito, en el cual
remitió sus “observaciones a las comunicaciones [… de la] Comisión
Interamericana de Derechos Humanos y [d]e CEJIL [presentadas] el
pasado 16 y 13 de mayode [2005]” (supra párr. 51), así como también
señaló que “en ninguna etapa del juicio aport[ó] pruebas para mejor
resolver lo que dese[a] que se consigne en el expediente respectivo”.

54. El 14 de junio de 2005 el Presidente dirigió una comunicación
al Estado en relación con los tres escritospresentados el 18 y el 19 de
mayo de 2005 (supra párrs. 52 y 53).
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V
EXCEPCIONESPRELIMINARES

55. En el escrito de contestación de la demanda y observaciones al
escrito de solicitudes y argumentos (supra párr. 18), el Estado inter-
puso las siguientes excepcionespreliminares:

“Primera: Falta de jurisdicción de la Corte Interamericana
de Derechos Humanos;”

“Segunda: Falta de los Requisitosde admisibilidad previs-
tos en el artículo 46 de la ConvenciónAmericana
sobre Derechos Humanos;”

“Tercera: Ilegitimidad en la Representación;”
“Cuarta: Falta de acción”, y
“Quinta: Oscuridad de la Demanda y de suAmpliación”.

56. La Corte procederá a analizar de manera conjunta la primera y
la cuarta excepcionespreliminaresplanteadas por el Estado, y poste-
riormente analizará en forma separada lasdemás excepciones preli-
minares, en el orden en que fueron interpuestas.

PRIMERAY CUARTAEXCEPCIONES PRELIMINARES
“Falta de jurisdicción de la Corte Interamericana

de DerechosHumanos” y “Falta de acción”

Alegatosdel Estado
57. Con respecto a la primera excepción:

a) debido a que enNicaragua existen normasque regulan la
presentación de candidatos a los cargos de alcaldes, vicealcaldes
y concejales, así como la elección de losmismos, “no correspon-
de que la Comisión Interamericanade Derechos Humanos afir-
me que el Estado […] ha incumplido el deber de adoptar
disposicionesde Derecho Interno que faciliten el ejercicio de los
Derechos reconocidos en el Artículo 1, Numeral 1 de laConven-
ción y, como consecuencia, la Corte carece de Jurisdicción para
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conocer de una transgresión que no existe; comonecesaria con-
clusión de lo anterior tampoco puede la Comisión […] afirmar
que el Estado Nicaragüense […] ha incumplido la Obligación
General de Respetar los Derechosaque se refiere el Art[ícul]o. 1,
Número 1 de laConvención. [P]or ello, […] la Corte carece de
Jurisdicción para conocer de una transgresión inexistente”;

b) “no existe la violación del Artículo 8 de la Convención,
que la Comisión Interamericana de DerechosHumanos atribu-
ye al Estado de Nicaragua y por ende, la Corte carece de Juris-
dicción para conocer de una violación inexistente”;

c) en cuanto a la alegada violación al artículo 8.2.h de laCon-
vención, “en este caso estamos enpresencia de un fallo dictado
por el Consejo SupremoElectoral de la República de Nicaragua[,]
que es el más alto Tribunal del Poder Electoral de Nicaragua”.
“[L]as personas a cuyo nombre demanda la Comisión […] hicie-
ron uso de losRecursos establecidos en la Ley Electoral, […] el
que esos Recursos noprosperasen, de ningunamanera significa
que el Estado de Nicaragua haya faltado al Deber de adoptar
disposicionesde Derecho Interno necesarias para hacer efecti-
vos losderechos consagrados en laConvención”;

d) “[p]or lo que hace a la pretendida violacióndel Art[ícul]o.
23 de la Convención, [… l]a Ley Electoral […] reglamenta el
ejercicio de los derechos y oportunidades a que alude el inciso
1 del Art[ícul]o. 23 de la Convención, atendiendo a los
parámetros contenidos en el inciso 2 de la misma regla”. “[E]l
que las personaspor quienes demanda la Comisión y los orga-
nismos citados en su ampliación no hayan cumplido las regula-
ciones de la Ley Electoral y, como consecuencia, no hayan
participado en el proceso de elección de Alcaldes, Vice – Alcal-
des y Concejales, de ninguna manera significa violación a sus
Derechos Políticos”; y

e) “[e]n cuanto a la pretendida violación del Artículo 25 de la
Convención, […] la ConstituciónPolítica de la República de Ni-
caragua, la Ley de Amparo y la Ley Electoral establecen losRe-
cursos para reclamar contra actos que se estimen violatoriosde
losDerechosFundamentales […. P]or consiguiente[,] la Comi-
sión […] no tiene fundamentopara afirmar que el Estado de Ni-
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caragua ha violado el Art[ícul]o. 25 de la ConvenciónAmericana
sobre DerechosHumanos”. Si los recursos son estimados impro-
cedentes, el Estado nopuede actuar en contra de esta decisión.
58. Con respecto a la cuarta excepción:

a) “[e sta] excepción […] se fundamenta en que el Estado
de Nicaragua no ha violado los derechos establecidos en los
artículos 8, 25, 2 y 1 y 23, 24 y 2 de la Convención”. “[E]l
par tido polí tico YATAMA us[ó] todos los recursos de de re-
cho interno que regulan los procesos electorales”;

b) la Comisión Interamericana reconoce la existencia de
numerosas disposicione s constitucionales y legales a favor
de las comunidades de la Costa Atlántica para vivi r y de sa-
rrollarse bajo su forma y organización social. El Estado “man-
tiene el concepto de igualdad absoluta ante la ley de todos
los ciudadanos nicaragüenses”; y

c) “se han aplicado rigurosamente la Constitución Política y
leyes vigentes”. LaConstituciónPolítica en su artículo 173.14 in
fine atribuye facultades judiciales al Consejo Supremo Electoral,
al establecer que contra sus resolucionesno habrá recurso alguno
ordinario ni extraordinario. Debido aque “se han aplicado leyes
vigentes[, …] la Comisión no tiene acción en contra del Estado de
Nicaragua y [el Estado] pid[e] respetuosamente a la Excelentísima
Corte que así se declare”. “En el derecho comparado se aprecia un
sistema de facultades jurisdiccionales análogas a las atribuidas
por [la] CartaMagna al Consejo SupremoElectoral”.
Alegatos de la Comisión
59. La Comisión Interamericana solicitó a la Corte que “desestime

de plano” la primera excepción preliminar e indicó que:
a) es improcedente la presentación de argumentos del Esta-

do que controvierten la existencia de las violaciones alegadas,
con el objeto de evitar que la Corte se pronuncie sobre el fon-
do del caso; y

b) loshechosmateria de este caso ocurrieron con posteriori-
dad a la fechade reconocimiento de la competencia de laCorte
por Nicaragua.
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60. La Comisión solicitó a la Corte que rechace “de plano” la cuar-
ta excepciónpreliminar, e indicó que es “manifiestamente improce-
dente” que el Estado presente exclusivamente “argumentosde fondo
[…] sobre las violaciones alegadas[,] con el objeto de evitar que la
Corte se pronuncie sobre el fondo del caso”.

Alegatos de los representantes de las presuntas víctimas
61. Los representantes solicitaron al Tribunal que “postergue el

conocimiento de la [primera] objeción estatal a la etapade fondodel
asunto y posteriormente la rechace[,] por cuanto han existido viola-
ciones a laConvención Americana”, y alegaron que:

a) la primera excepción no esuna verdadera excepción pre-
liminar, “sino simples objeciones del Estado que se refieren al
fondo del asunto”;

b) el debate sobre si el Estado ha incurrido o no en respon-
sabilidad internacional por infringir la Convención Americana,
“sólo podría constituir una excepción preliminar en lamedida
en la que la demandano exponga hechosque caractericen una
violación a la Convención”, lo cual no ocurre en este caso; y

c) conforme a la ratificaciónde laConvención realizadapor
Nicaragua y al reconocimiento de la competencia contenciosa
de la Corte, ésta es competente para conocer de cualquier caso
relativo a la interpretación y aplicación de la Convención.
62. Los representantes solicitaron a la Corte que la cuarta excep-

ciónpreliminar “sea conocida al tratarse el fondo de la presente cau-
sa” y señalaron que:

a) la cuarta excepción no es una verdadera excepciónpreli-
minar, “sino simples objeciones” que “ineludiblemente se
refiere[n] al fondo del asunto”; y

b) solicitan a la Corte que “declare que la Comisión tiene
plenas facultades para someter el presente caso al conocimien-
to de la Corte, de acuerdo al artículo 61.1 de la Convención
Americana y al artículo 32 del Reglamento de la Corte, puesto
que se agotaron los procedimientos consagrados en los artícu-
los 44 a 51 de la Convención”.
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Consideraciones de laCorte
63. La Corte considera que los argumentos planteados por el Esta-

do respecto de la primera y cuarta excepciones preliminares se refie-
ren al fondodel caso, es decir, a la existencia o no de violaciones a la
Convención Americana.

64. La demanda que la Comisión interpuso ante la Corte expone
una serie de hechosque describen posibles violaciones a normas de
la ConvenciónAmericana. Tanto la Comisión como los representan-
tesde laspresuntas víctimas han presentado alegatos que se refieren
a violaciones a dicho tratado supuestamente cometidas por Nicara-
gua. Los hechos expuestos por la Comisión habrían ocurrido con
posterioridad al reconocimiento de la competencia de la Corte por
parte de Nicaragua.

65. Corresponde a la Corte determinar lo que sucedió en este caso,
para lo cual realizará el examen de las pruebas reunidas y de las
manifestaciones de las partes. Con base en loshechosque determine
como probados, la Corte se pronunciará sobre la existencia o no de
las violaciones alegadas.

66. Al resolver sobre el fondo de este caso, la Corte tomará en
consideración los alegatos planteados por el Estado respecto de la
primera y cuarta excepciones preliminares, pues se trata de argumen-
tos que controvierten la existencia de las violaciones alegadas.

67. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte desesti-
ma la primera y la cuarta excepciones preliminares por no tratarse
propiamente de excepciones.

SEGUNDA EXCEPCIÓN PRELIMINAR
“Falta de losRequisitos de admisibilidad previstos

en el artículo 46 de la Convención Americana

sobre Derechos Humanos”

68. Alegatos del Estado:
a) “[e]n el presente caso no existen las situaciones de que

tratan las letras a), b) y c) del numeral 2 del […] artículo [46 de la
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Convención Americana]. Por tanto, no ha debido admitirse la
denuncia y su ampliación”. La Corte no tiene competencia para
conocer este caso, de conformidad con el párrafo 2 del artículo
61 de dicho tratado;

b) se encontraba “vigen[te …] el debido proceso legal para
la protección del Derecho o Derechos que se alega han sido
violados[,] ya que losquejosos agotaron la vía interna de acuerdo
a la Constitución Política y a la Ley Electoral”. El Estado tam-
bién se refirió a las competencias que otorga la Ley Electoral a
los Consejos Electorales Departamentales (CED), Regionales
(CER) y Municipales (CEM). Las leyes internas que regulen el
ejercicio de los derechos políticos deben ajustarse a los
parámetros de la Convención Americana “hasta donde lo per-
mita la ConstituciónPolítica del Estado”;

c) “la propia Comisión admite que se agotaron los recursos
vigentes”;

d) “las facultades que los artículos 46 y 47 de la Convención
[…] otorgan a la Comisión Interamericana […], permiten a ésta
determinar si una petición de una presunta víctima es o no
admisible”. Sin embargo, esa decisión sólo vincula a la presun-
ta víctima y a la Comisión, pero no vincula a la Excelentísima
Corte ni al Estado demandado”; y

e) “el Derecho del Estado para oponer a laDemanda la falta
de requisito de Admisibilidad lo ejerció en la oportunidad de-
bida, ante la Excelentísima Corte Interamericana, mediante Ex-
cepcionesPreliminares”.
69. Alegatos de la Comisión
La Comisión Interamericana solicitó a la Corte que “desestime de

plano” e sta excepción prel iminar por se r “improcedente y
extemporánea”, y alegó que:

a) el Estado manifiesta expresamente que los recursos de la
jurisdicción interna han sido agotados. “[N]o existe entonces
controversia al respecto”;

b) la excepciónde falta de agotamiento de los recursos in-
ternos “debe rechazarse porque desconoce una decisión expre-
sa de la Comisión […] en el Informe 125/01 de 3 de diciembre
de 2001”, que resolvió declarar admisible la denuncia. La revi-
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sión de cuestionesde admisibilidad por la Corte “parecería aten-
tar contra la igualdad procesal y crear una disparidad entre las
partes; y

c) en dicho informe sobre admisibilidad consta que el Estado
no ejerció, dentro de la oportunidad procesal contemplada en el
artículo 48 de laConvención y en el artículo 30 del Reglamento,
el derecho a remitir información, realizar observaciones y con-
trovertir o cuestionar los requisitos de admisibilidad de la de-
nuncia. De conformidad con la jurisprudencia de laCorte y las
normas convencionales, la oportunidad para presentar objecio-
nes al agotamiento de recursos internos es ante la Comisión.
70. Alegatos de los representantes de las presuntas víctimas
Los representantes solicitaron al Tribunal que “deseche los alega-

tosdel Estado por ser notoriamente improcedentes” e indicaron que:
a) el Estado aceptó que “los quejosos agotaron la vía inter-

na de acuerdo a laConstituciónPolítica y a la Ley Electoral”;
b) “[e]s obvio que el Estado ha hecho una errónea interpre-

tación del artículo 46 de la Convención Americana”. Los requi-
sitos de admisibilidad de una petición se encuentran en el
artículo 46.1 de la Convención y las excepciones a éstos se
encuentran en el inciso 2 de dicho artículo. “Si, como en el
presente caso, los recursos internos han sido agotados y se ha
presentado la petición dentro del plazo de los seis meses, el
numeral 2 del Art. 46 no tiene aplicación”; y

c) el Estado no presentó observaciones a la petición inicial,
ni presentó argumentos válidosque justifiquen la necesidad de
reabrir la discusión sobre admisibilidad.
Consideraciones de laCorte
71. En la segunda excepción preliminar Nicaragua no alega la falta

de agotamiento de recursos, sino presenta argumentos sobre cuestio-
nes de fondo. Al referirse a la existencia “de Legislación interna […
sobre] el debido Proceso Legal para la protección del derecho odere-
chosque se alega han sido violados”, y señalar que en este caso “no
existen las situacionesde que tratan las letras a), b) y c) del numeral
2 del […] artículo [46 de la Convención Americana]”, en realidad alu-
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de al fondo de las alegadas violaciones a los artículos 8 y 25 de la
Convención Americana.

72. Al resolver sobre el fondo de este caso, la Corte tomará en
consideración los alegatos planteados por el Estado respecto de esta
segunda excepción preliminar, pues se trata de argumentos que
controvierten la existencia de las violaciones alegadas.

73. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte desesti-
ma la segunda excepción preliminar.

TERCERAEXCEPCIÓN PRELIMINAR
“Ilegitimidad en la Representación”

74. Alegatos del Estado:
a) no se ha cumplido lo dispuesto en el artículo 23.1 y 23.2

del Reglamento de la Corte, sobre la participación de las pre-
suntas víctimas. En la comunicación de 13 de agosto de 2003
dirigida por el señor Brooklyn Rivera al Secretario de la Corte,
“aquél confiesa que no ha acompañado los poderes de los can-
didatos a favor de CEJIL y CENIDH[,]”;

b) “en la página siete de la Ampliación de Demanda los
firmantes miembros del CEJIL y del CENIDH, confiesan la ile-
gitimidad en su Representación” al solicitar a la Corte “que
requiera al Estado la presentación de las listas oficiales y se
[les] permita que, una vez que conozca[n] la lista oficial y final
de los candidatos y candidatas presentados por YATAMA en
la RAAN y en la RAASpara las eleccionesmunicipales de 2000,
presente[n] los poderes de representación de cada una de las
víctimas”;

c) los poderes otorgados a CENIDH y a CEJIL por las pre-
suntas víctimas tienen “visibles infracciones a la ley del Nota-
riado de Nicaragua en vigor (arto. 23, inco 3) […]”;

d) “[u]na cosa esque se hayan presentado sesenta y cuatro
poderes de representación, defectuosos o correctos, que es
potestad [de la Corte] el aceptar o no como válidos, y otra cosa
esno haber presentado poderesde representación, que consti-
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tuye falta absoluta de representación, que es lo que el Estado
de Nicaragua reclamamediante [esta] excepción”;

e) los representantes de las supuestas víctimas “no han es-
pecificado, ni mucho menos justificado las supuestas circuns-
tancias explicandopor virtud de las cualesno pudieron obtener
lospoderes de representación”; y

f) “respecto de que el Estado de Nicaraguano hadado faci-
lidadespara conocer con exactitud a las supuestas víctimas para
obtener sus listados oficiales, en Nicaragua existen procedi-
mientos legales para obtener la exhibiciónde documentos o de
cosas muebles, según lo establecido en el artículo 921 del Có-
digo de ProcedimientoCivil”.
75. Alegatos de la Comisión
LaComisión Interamericana solicitó a la Corte que “desestime de pla-

no” esta excepción preliminar por ser “improcedente y extemporánea”, y
alegó que:

a) la Corte Interamericanaha establecido que el procedimien-
to ante un tribunal internacional de derechos humanos no está
sujeto a las mismas formalidades de la legislación interna; y

b) el alegato del Estado de que los poderes otorgados a
CEJIL y a CENIDH infringen la Ley de Notariado de Nicaragua,
“no tiene cabida ante una corte internacional de derechos hu-
manos, en virtud de que el Estado nicaragüense conoce quién
representa a las [presuntas] víctimas del caso y los formalismos
en cuanto a la firma de poderes no afecta[n] su derecho de
defensa de manera alguna”.
76. Alegatos de los representantes de las presuntas víctimas
Los representantes solicitaron al Tribunal que “deseche la presen-

te excepciónpreliminar” e indicaron que:
a) los poderes presentados por los representantesno deben

cumplir los requisitos previstos en la legislación interna. Su
validez radica en que deben identificar de manera unívoca al
otorgante, reflejar una manifestación de voluntad libre de vi-
cios, individualizar con claridad al apoderado y señalar con
precisión el objeto de la representación. En lospoderesotorga-
dos en este caso consta claramente la identificaciónde los otor-
gantes y se individualiza con claridad a los apoderados;
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b) “lo expuesto en la audiencia pública por el Agente del
Ilustre Estado de Nicaragua […] indica sin lugar a dudas que su
representado ha retirado los argumentos correspondientes a la
falta de formalidades de los poderes presentados”;

c) lospoderesde representación nodebenpresentarse necesa-
riamente en un solo momento. Los representantespueden pre-
sentar lospoderes “en cualquier momento posterior a la notificación
de la demandade laComisión. […] Mientras esto sucede, la Comi-
sión Interamericana, de conformidad con el Art. 33.3 del Regla-
mento de laCorte, ‘será la representante procesal’ de todas aquellas
[presuntas] víctimasque no señalen representante”;

d) el artículo 44 de la Convención “otorga amplia flexibili-
dad para presentar peticiones ante la Comisión”;

e) existen circunstancias especiales que justifican que los
representantes no hayan presentado todos los poderes de re-
presentación;

f) hubo dificultades para identificar a los candidatos elegi-
dos por las comunidades indígenas de laCosta Atlántica, debi-
do a su cultura oral, que explica la ausencia de registros escritos,
y a la “actitud obstructiva del Estado nicaragüense”. En su con-
testación a la demanda, el Estado no presentó las listas oficia-
les de candidatos “y, por ende, los representantes de las
[presuntas] víctimasno p[u]d[ieron] individualizarlas y obtener
de cada una de ellas los respectivos poderes”;

g) se han presentado dificultades para obtener lospoderesde
los candidatospresentadospor YATAMA, debido igualmente a la
preeminencia de la cultura oral, a losproblemasde acceso y trans-
porte en las Regiones Autónomas del Atlántico y su alto costo
para las poblaciones indígenas, al elevado número de presuntas
víctimas y a la diferencia cultural y ubicación de las mismas; y

h) al referirse a “los representantesdebidamente acredita-
dos”, los artículos 23, 33, 35 y 36 del Reglamento de la Corte
tienen por objeto garantizar que las presuntas víctimas o sus
familiares, “una vez que tienen pleno derecho a presentar sus
argumentos, solicitudes y pruebas, no queden en estado de
indefensión en el procedimiento ante la Corte”.
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Consideraciones de laCorte
77. Los alegatosdel Estado respecto de la excepción de “Ilegiti-

midad en la Representación” se centran en dos asuntos principales:
a) que no se presentaron poderes de representación de todas las
presuntas víctimas; y b) que los pode res otorgados a CENIDH y a
CEJIL por algunas presuntas víctimas tienen “visibles infracciones a la
ley del Notariado de Nicaragua en vigor”.

a) Falta de presentación de poderes de representación de
todas las presuntas víctimas
78. El artículo 44 de laConvención establece que
[c]ualquier personao grupo depersonas, o entidad no guberna-
mental legalmentereconocida enunoo más Estados miembrosde
la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que
contengan denunciaso quejas de violaciónde esta Convención
por un EstadoParte.

79. El artículo 33 (Escrito de demanda) del Reglamento de la Cor-
te, vigente cuando la Comisión presentó la demanda de este caso
ante la Corte,3 estipulaba que:

El escritode lademandaexpresará:
1. las pretensiones (incluídas las referidas a las reparaciones y

costas); las partes en el caso; la exposiciónde los hechos; las
reso luc iones de apertu ra del proced imien to y de
admisibili dad de la denuncia por la Comisión; l as pruebas
ofrecidas con indicación de los hechos sobre los cuales ver-
sarán; la individualización de los testigos yperitos y el obje-
to de sus declaraciones; los fundamentos de derecho y las
conclusiones pertinentes. Además, la Comisión deberá con-
signar el nombre y la dirección del denunciante original, así
como el nombre y la dirección de las presuntas víctimas, sus
familiares o sus representantes debidamente acreditados en
caso de ser posible.

3 Este artículo fue modific ado por la Corte durante su Sexagésimo Primero Período
Or dina rio de Sesiones, el 25 de novi embr e d e 2003, ad icionándose le un inci so
tercero. Esa adición entró en vigor a partir del 1 de enero de 2004. La demanda en
este caso fue presentada por la Comisión el 17 de junio de 2003.
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2. losnombresde losAgenteso de los Delegados.
Juntocon la demanda se acompañaráel informea que se refiereel
artículo 50 de laConvención si es laComisión laque la introduce.

80. El artículo 35 del Reglamento (Notificación de la demanda)
dispone que el Secretario comunicará la demanda a:

a. el Presidente y losjueces de laCorte;
b. elEstado demandado;
c. laComisión, si noesella lademandante;
d. eldenunciante original, si se conoce;
e. lapresuntavíctima, susfamiliares o sus representantesdebida-

mente acreditadossi fuere el caso.
81. El artículo 23 (Participación de las presuntas víctimas) del Re-

glamento de la Corte, acercadel cual el Estado sostiene que “no se ha
cumplido” en este caso (supra párr. 74.a), establece que:

1. Después de admitida la demanda, las presuntas víctimas, sus
familiares o sus representantes debidamente acreditados podrán
presentar sussolicitudes, argumentosy pruebasen formaautóno-
madurante todo elproceso.
2.Deexistir pluralidad de presuntasvíctimas, familiares o represen-
tantes debidamente acreditados,deberándesignar un interviniente
comúnque será el único autorizado para lapresentación desolicitu-
des, argumentos y pruebas enel curso del proceso, incluidaslas
audienciaspúblicas.
3. En casodeeventual desacuerdo, la Corteresolverá lo conducente.

82. El acceso del individuo al Sistema Interamericano de Protec-
ción de los Derechos Humanos no puede ser restringido con base en
la exigencia de contar con representante legal. La denuncia puede ser
presentada por una persona distinta a la presunta víctima. La Corte
ha señalado que “las formalidades característicasde ciertas ramasdel
derecho interno no rigen en el derecho internacional de los derechos
humanos, cuyoprincipal y determinante cuidado es la debida y com-
pletaprotección de esos derechos”.4

4 Cfr . Caso Castillo Petr uzzi y otr os. Exc epciones Pre liminares. Sentencia de 4 de
septiembre de 1998. Ser ie C No. 41, p árr. 77.
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83. El artículo 33 del Reglamento vigente cuando se presentó la
demanda indicaba que “en caso de ser posible” la Comisión debía
consignar el nombre y la dirección de las presuntas víctimas, sus fa-
miliares o sus representantes debidamente acreditados. Se entiende
que la omisión de estos datos no implicaba el rechazo de la deman-
da. El artículo 35 del Reglamento establecía y establece que la de-
manda será notificada, inter alia, a “la presunta víctima, sus familiares
o sus representantes debidamente acreditados si fuere el caso”. Se
contempla, pues, la posibilidad de que las presuntas víctimas o sus
familiares no hubieren designado representantes.

84. El alcance de lo dispuesto en los citados artículos de la Con-
vención Americana y del Reglamento debe ser interpretado por la
Corte conforme al objeto y fin de dicho tratado, que es la protección
de los derechos humanos,5 y de acuerdo al principio del efecto útil
de las normas.6

85. El citado artículo 23 del Reglamento, que regula la participa-
ción de las presuntas víctimas en el proceso ante la Corte, a partir
de la admisión de la demanda, contiene una de las modificaciones
reglamentarias más importantes que introdujo el Reglamento apro-
bado el 24 de noviembre de 2000, que entró en vigor el 1 de junio
de 2001. Esta norma reconoce a las presuntas víctimas y sus familia-
res el derecho de participar en forma autónoma en todas las etapas
del proceso. Los anteriores reglamentos de la Cor te no les otorga-
ban una legitimación tan amplia. La Corte no podría interpretar el
referido artículo 23 del Reglamento en el sentido de restringir los
derechos de las presuntas víctimas y sus familiares y cesar en el
conocimiento del caso cuando aquéllos no cuenten con un repre-
sentante debidamente acreditado.

5 Cfr. Caso Ricardo Canese. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párr.
178; Caso 19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr.
173; y Caso Baena Ricardo y otros. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de
2003. Serie C No. 104, párr. 100.

6 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Excepciones Preliminares. Sentenci a de 23
de noviembre d e 2004. Ser ie C No. 118, p árr. 69; Ca so B aena Ri card o y otros.
Competencia, supra nota 5, párrs. 66, 67 y 100; y Caso Constantiney otros. Excepciones
Preliminares. Sentencia de 1 de septiembre de 2001. Serie C No. 82, párr. 74.
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86. Si no se admitiera una demanda porque se carece de represen-
tación, se incurriría en una restricción indebidaque privaría a la pre-
sunta víctima de la posibilidad de acceder a la justicia.

87. La modificación que aprobó la Corte el 25 de noviembre de
2003 al artículo 33 de su Reglamento (supra párr. 79), que señala los
datos que deberá contener la demanda, permite reafirmar la anterior
conclusión. Ese precepto indica en su inciso 3 que la demanda expre-
sará “el nombre y dirección de los representantes de las presuntas
víctimas y sus familiares” y que:

[…] Encaso de que esta información noseaseñaladaen lademan-
da, laComisión será la representanteprocesal de aquéllas como
garantedel interés públicobajo laConvención Americana,demodo
a evitar la indefensiónde lasmismas.

88. El Tribunal tiene presente que lo dispuesto en el referido inci-
so 3 del artículo 33 del Reglamento, respecto de la representación
procesal que podría ejercer la Comisión, no estaba vigente al mo-
mento de la presentaciónde la demanda en este caso, pero constitu-
yó una práctica constante del Tribunal durante casi diez años. Esta
práctica permite establecer que cuando la demanda no señale los
datosde los representantes, la Corte podrá conocer del caso.

89. En el caso que nosocupa, la Corte observa que la Comisión
aportó los testimonios notarialesde lospoderes de representaciónde
34 de las 109 personas señaladas como presuntas víctimas en la de-
manda, en los cuales se manifiesta la clara voluntad de ser representa-
dos por funcionariosde CENIDHy de CEJIL en el trámite del caso ante
la Corte. Asimismo, señaló la dirección y otros datos de dichos repre-
sentantes, y aportó poderes de representación de 25 personasque no
se encontraban en la lista de presuntas víctimas. Ante esta situación, la
Secretaría, siguiendo instruccionesdel Presidente, solicitó a la Comi-
sión que aclarara “si las 75 presuntas víctimas que no ha[bía]n otorga-
do poder también ser[ían] representadaspor CENIDHy CEJIL, caso en
el cual deb[ían] remitir lospoderes a la brevedad”. Asimismo, se indicó
que “[e]n el caso de que esto no sea así, la Comisión deberá velar por
los interesesde estaspersonas, para asegurarse de que sean represen-
tadas efectivamente en las diferentes etapas procesales ante la Corte”.
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90. La Comisión presentó unanota el 12 de agosto de 2003, en la
que comunicó a la Corte que “ha[bía] sido informada por los peticio-
narios originales que por diversas dificultades no ha[bían] logrado
obtener la totalidad de los poderesde las [presuntas] víctimas señala-
das en la demandade la C[omisión]; sin embargo, [CEJIL y CENIDH]
asumir[ía]n la representación de todas las [presuntas] víctimas en el
presente caso”.

91. El 22 de agosto de 2003 los referidos representantes presenta-
ron una comunicación del señor Brooklin Rivera, representante legal
de YATAMA, dirigida a laCorte, en la cual éste indica que “[l]a orga-
nización indígena […] YATAMA […] señala […] que […] CEJIL y […]
CENIDH, son los representantes legales de todos los candidatos de
YATAMA, tanto de la Región Autónomadel AtlánticoNorte, comode
la Región Autónoma del Atlántico Sur, que fueron excluidos de las
elecciones municipales el cuatro de noviembre de 2000”, y explica
que “[l]os poderes de cada uno de los candidatos a favor de CEJIL y
CENIDH están siendo aún recogidos en cada una de las localidades
de residencia de los candidatos” y que “[p]or la distancia y el núme-
ro de candidatos esta labor ha sido difícil, por lo que presentar[ían]
a la H. Corte los respectivos poderes conforme los [fueran] reco-
giendo”. En su escrito de solicitudes y argumentos de 14 de noviem-
bre de 2003 , CENIDH y CEJ IL indicaron que en diversas
oportunidades habían solicitado al Estado que les faci litara las lis-
tas oficiales de candidatos presentados por YATAMA para las elec-
ciones municipales de 2000, pero que aquél únicamente les entregó
la misma lista de candidatos de la RAAN que fue presentada en el
trámite del caso ante la Comisión. En esta oportunidad los repre-
sentantes no proporcionaron ningún otro poder o mandato. Poste-
riormente, el 17 de febrero de 2005 los representantes remitieron el
testimonio notarial del poder otorgado el 14 de febrero de 2005 por
siete presuntas víctimas. Finalmente, al presentar sus alegatos fina-
les escritos, los representantes aportaron los testimonios notariales
de los poderes otorgados por 79 presuntas víctimas.

92. De esta forma, durante el transcurso del proceso ante la Corte
fueron aportados los poderes de la mayoría de las presuntas vícti-
mas. El Tribunal considera que lo óptimo hubiera sido contar con los
poderes desde el inicio del proceso ante la Corte; sin embargo, esti-
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ma que las razones alegadas por los representantes (supra párr. 76)
demuestran la existencia de problemasque lo impidieron, los cuales
fueron indicados a la Corte y a la Comisión por los representantes
desde la primera oportunidad en que intervinieron de forma autóno-
ma en este proceso. Esasdificultades guardan estrecha relación con
la pluralidad de presuntas víctimas, su cultura predominantemente
oral, los problemas de acceso y transporte para llegar a las distintas
comunidades en laCostaAtlántica y la falta de documentación oficial
en la cual constaran los nombres de todas las personas presentadas
como candidatos (infra párrs. 135 y 136).

93. En vista de algunos alegatos del Estado (supra párr. 74), la
Corte considera conveniente aclarar que aunque CENIDH y CEJIL,
la Comisión o alguno de los representantes de YATAMA hubiere
expresado en algún escrito que las primeras dos organizaciones re-
presentaban a “todas” las presuntas víctimas, cuando el Tribunal se
ha referido a dichas organizaciones como “los representantes de las
presuntas víctimas” lo ha hecho en el entendido de que lo serían de
aquellas presuntas víctimas que efectivamente les otorgaron poder
de representación y que, mientras esto no ocurriera, la Comisión se-
ría la encargada de velar por los intereses de quienes carecían de
representación. Asimismo, el Tribunal reconoce que, durante todo el
proceso ante la Corte, CENIDHy CEJIL presentaron solicitudes, argu-
mentos y pruebas a favor de todas las presuntas víctimas, aunque no
todas los hubiesen nombrado como representantes.

b) “[V]isibles infracciones a la ley del Notariado de Nicaragua
en vigor” de los poderes otorgados a CENIDHy a CEJIL
por algunas de laspresuntas víctimas

94. La Corte ha establecido que no es indispensable que lospoderes
otorgadospor las presuntas víctimaspara ser representadas en el proce-
so ante la Corte cumplan las mismas formalidadesque regula el derecho
interno del Estado demandado.7 Asimismo, ha señalado que:

7 Cfr. Caso Castillo Páez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos
Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43, párrs. 65 y 66; y
Caso Loayza Tamayo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos
Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42, párrs. 97, 98 y 99.
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La práctica constante de esta Corte con respecto a las reglas de
representación seha guiado por[dichosparámetros] y, en conse-
cuencia, ha sido flexible yse ha aplicadosin distinción […].

[…]Estaamplitud decriterio al aceptar losinstrumentosconstitutivos
dela representacióntiene, sinembargo, ciertoslímitesqueestándados
porel objeto útil dela representaciónmisma. Primero, dichosinstru-
mentosdeben identificar demanera unívoca al poderdantey reflejar
unamanifestaciónde voluntad libredevicios. Debenademásindivi-
dualizarcon claridadal apoderado y, porúltimo, deben señalarcon
precisiónel objetodela representación. Enopinióndeesta Corte, los
instrumentosquecumplan conlosrequisitosmencionados sonválidos
yadquierenplena efectividadal serpresentados anteelTribunal.8

95. En los poderesotorgadospor la mayoría de las presuntas vícti-
mas aCENIDH y CEJIL se hace constar claramente las calidadesde los
otorgantes, losdatosde los apoderados, el objeto del poder y la volun-
tad de los primeros de ser representados por funcionarios de dichas
organizaciones. Por ello, la Corte encuentra que los poderesde repre-
sentación son válidos y efectivos en el proceso ante este Tribunal. Asi-
mismo, el que algunaspresuntas víctimas no hubieren otorgadopoder
no conlleva a que la Corte se abstenga de conocer el caso, pues ello
implicaría una restricción indebida (supra párrs. 82 a 92).

96. En consecuencia, la Corte desestima la tercera excepción
preliminar.

QUINTA EXCEPCIÓN PRELIMINAR
“Oscuridad de la Demanda y de su Ampliación”

97. Alegatos del Estado:
a) “si las personas por quienes demandan la Comisión y los

organismos citados en su ampliación, no cumplieron con las

8 Cfr. Caso Cast illo Páez . Reparac iones, supra nota 7, párrs. 65 y 66; y Caso Loayza
Tamayo. Reparaciones, sup ra nota 7, párr s. 97 y 99.
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regulaciones de la ley electoral y, como consecuencia, no […]
participa[ron] en el proceso de elección de Alcaldes, Vice–Al-
caldes y Concejales, de ninguna manera significa violación a
sus derechospolíticos”;

b) es competencia de losorganismos electoralesdeterminar
si el partido YATAMA cumplió o no los requisitos exigidos por la
Ley Electoral nicaragüense para participar en las elecciones mu-
nicipalesde 5 de noviembre del 2000. El Consejo Supremo Elec-
toral es el más alto organismo de Nicaragua enmateria electoral
y constituye la última instancia sobre dicha materia. “[L]a Ley en
materia electoral le da al Consejo una función jurisdiccional […]
y por ello resolvió como un organismo judicial de última instan-
cia, de acuerdo con laConstitución Política vigente”;

c) la demanda esoscura porque no se sabe qué es lo que se
pide en concreto. En el petitorio, la Comisión solicita a la Corte
que declare que Nicaragua debe reformar la legislación interna
para facilitar la participación política de lasorganizaciones indíge-
nas en los distintosprocesos electorales de la Región Autónoma
de laCostaAtlántica de Nicaragua, de acuerdo al derecho consue-
tudinario, los valores, usos y costumbres de lospueblos indíge-
nas que la habitan. “Esa petición no aparece fundamentada”; y

d) lo planteadopor la Comisión y los representantes “apun-
ta a una revisión abstracta de la compatibilidad del Derecho
Interno con la Convención Americana”.
98. Alegatos de la Comisión
La Comisión Interamericana solicitó a la Corte que rechace “de

plano” esta excepción, con base en que:
a) de los argumentos esgrimidos por el Estado “no se des-

prenden siquiera fundamentosde derecho que puedan susten-
tar tal reclamación”; y

b) el artículo 37.2 del Reglamento de laCorte dispone que
al oponer excepciones preliminares, el Estado deberá exponer
“loshechos referentes a las mismas, los fundamentos de dere-
cho, las conclusiones y los documentos que las apoyen, así
como el ofrecimiento de los medios de prueba que el
promovente pretende hacer valer”.
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99. Alegatos de los representantes de las presuntas víctimas
Los representantes indicaron que esta excepción no reviste el carácter

de preliminar, solicitaron al Tribunal que la “deseche” e indicaron que:
a) la Comisión y los representantes buscan “la determina-

ción de la Corte Interamericana respecto [de] las violaciones a
los derechos humanos de los candidatos y candidatas presen-
tados por YATAMApara las eleccionesmunicipales de 2000 y,
en caso que la Corte así lo haga, la adecuación de las leyes
internas a la ConvenciónAmericana”. Esto se desprende clara-
mente del texto de la demanda y del escrito de solicitudes y
argumentos de los representantes;

b) no se reclama la violación de losderechosde las presuntas
víctimaspor la sola existencia de la Ley Electoral, “sino que h[an]
señalado actos concretos que violaron derechosde personas de-
bidamente identificadas, así como la existencia y ausencia de nor-
mas que las afectan directamente, al no proteger susderechos”; y

c) la Corte ha ordenado a varios Estados que adecuen su
legislación interna a la Convención. “La responsabilidad inter-
nacional recae sobre todo el Estado y no solamente en uno de
sus Poderes”.
Consideraciones de la Corte
100. En la demanda y en el escrito de solicitudes y argumentosno

se plantea una solicitud de “revisión abstracta de la compatibilidad
del Derecho Interno con la ConvenciónAmericana”. La Comisión se-
ñaló que el Estado debería ser declarado responsable por determina-
dos actos y omisiones en relación con la supuesta exclusión de los
candidatosde YATAMA en la RAAN y en la RAAS de participar en las
elecciones municipales de 2000, y sostuvo que la Ley Electoral que
fue aplicada no garantizaba el derecho a la participaciónpolítica de
las organizaciones indígenas en las Regiones Autónomas de la Costa
Atlántica de Nicaragua, de acuerdo a los valores, usos y costumbres
de sus miembros. La determinación de dicha responsabilidad corres-
ponde al fondo de la controversia.

101. El aspecto sustancial de la controversia en este caso no es
que la Corte determine si YATAMA cumplió o no la normativa electo-
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ral interna (supra párr. 97.b), sino si Nicaragua ha violado las obliga-
ciones internacionales que contrajo al constituirse en Estado Parte en
la Convención Americana.9 El Derecho Internacional de los Derechos
Humanos tiene por objeto proporcionar al individuo medios de pro-
tección de los derechos humanos reconocidos internacionalmente fren-
te al Estado.10

102. Corresponde a la Corte determinar si el Estado cumplió el
deber de adecuar su normativa interna a la Convención para hacer
efectivos los derechos consagrados en ésta. Para ello, el Tribunal
tomará en consideración los alegatos planteados por el Estado res-
pecto de esta quinta excepción preliminar, pues se trata de argumen-
tos que se dirigen a controvertir la existencia de las violaciones
alegadas.

103. En virtud de las anteriores consideraciones, la Corte desesti-
ma la quinta excepción preliminar por no tratarse propiamente de
una excepción.

104. Una vez desestimadas las cinco excepciones preliminares in-
terpuestas por el Estado, la Corte procede a analizar el fondo del caso.

VI
PRUEBA

105. Antes de examinar las pruebas ofrecidas, la Corte formulará,
a la luz de lo establecido en los artículos 44 y 45 del Reglamento,
algunas consideraciones desarrolladas en la jurisprudencia del Tri-
bunal y aplicables a este caso.

106. En materia probatoria rige el principio del contradictorio, que
respeta el derecho de defensa de las partes. El artículo 44 del Reglamen-

9 Cfr. Caso Cesti Hur tado. Excep ciones Preliminares. Sentenci a de 26 de enero de
1999. Serie C No. 49, párr . 47.

1 0 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C
No. 120, párr. 54; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio
de 2004. Serie C No. 110, párr. 73; y Caso 19 Comerciantes, supra nota 5, párr. 181.
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to contempla este principio, en lo que atañe a la oportunidad en que
debe ofrecerse la pruebapara que haya igualdad entre las partes.11

107. Según la práctica del Tribunal, al inicio de cada etapa proce-
sal en la primera oportunidad que se les concede para pronunciarse
por e scrito las partes deben señalar qué pruebas ofrecerán. Ade-
más, en ejercicio de las potestades discrecionales contempladas en
el ar tículo 45 de su Reglamento, la Corte o su Pre sidente podrán
solicitar a las partes elementos probatorios adicionales como prue-
ba para mejor resolver, sin que ello se traduzca en una nuevaopor-
tunidad para ampliar o complementar los alegatos, salvo que el
Tribunal lo permita expresamente.12

108. LaCorte ha señalado, en cuanto a la recepción y valoración
de la prueba, que los procedimientos que se siguen ante ella no es-
tán sujetos a las mismas formalidades que las actuaciones judiciales
internas, y que la incorporaciónde determinadoselementos al acer-
vo probatorio debe ser efectuada prestando particular atención a las
circunstancias del caso concreto y teniendo presentes los límitesque
impone el respeto a la seguridad jurídica y al equilibrio procesal de
las partes. Además, la Corte ha tenido en cuenta que la jurispruden-
cia internacional, al considerar que los tribunales internacionales tie-
nen la potestad de apreciar y valorar las pruebas según las reglas de
la sana crítica, no ha adoptado una rígida determinación del quantum
de la prueba necesaria para fundar un fallo. Este criterio es válido
para los tribunales internacionales de derechoshumanos, que dispo-
nen de amplias facultades en la valoración de la prueba rendida ante
ellos sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas de la
lógica y con base en la experiencia.13

109. Con fundamento en lo anterior, la Corte procederá a examinar y
valorar los elementosprobatoriosdocumentales remitidos por la Comi-
1 1 Cfr. Caso Caesar. Sentencia de 11 de marzo de 2005. Serie C No. 123, párr. 31; Caso

de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 31; y Caso Lori Berenson Mejía.
Sentenc ia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, pá rr. 62.

1 2 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 32; Caso Lori Berenson
Mejí a, supra nota 11, párr . 63; y Caso Molina Theissen. Rep arac iones (art. 63.1
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 3 de juli o de 2004.
Serie C No. 108, pá rr. 22.

1 3 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 42; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra
nota 10, pá rr. 33; y Caso Lori Berenson Mejía, supr a nota 11, párr. 64.
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sión, los representantes y el Estado en diversasoportunidadesprocesa-
les o como pruebapara mejor resolver que les fue solicitadapor el Tri-
bunal y su Presidente, así como la pruebapericial y testimonial rendida
ante la Corte durante la audiencia pública, todo lo cual conforma el
acervo probatorio del presente caso. Para ello el Tribunal se atendrá a
los principios de la sana crítica, dentro del marco legal correspondiente.

A) Pruebadocumental
110. LaComisión, los representantes y el Estado remitieron decla-

raciones testimoniales y dictámenes periciales rendidos ante fedata-
rio público (affidávits), y la Comisión aportó dosdeclaraciones juradas
escritas, en respuesta a lo dispuesto por el Presidente en su Resolu-
ción de 28 de enero de 2005 (supra párr. 28). Dichasdeclaraciones y
dictámenes se resumen a continuación.

TESTIMONIOS

a) Propuestos por la Comisión Interamericana
y por los representantes
1. CenturianoKnight Andrews, representante legal

de YATAMA en la RAAN
YATAMA surgió en la década de 1970 con el nombre de

ALPROMISU. En 1978 extendió su cobertura a todos los munici-
piosde la RAAN. En 1979 adoptó el nombre de MISURASATA, y en
1987 pasó a denominarse YATAMA, que significa “Organización
de loshijos de la madre tierra”.

Las comunidades indígenas consideran que la organización
YATAMA es su protectora y acuden a sus representantes antesque
a cualquier otra autoridad. Desde 1990 inició su participación en
las elecciones regionales como asociación de suscripción popu-
lar, lo cual “implicabaque cualquier organización podía participar
en las elecciones si recogía cierto número de firmas y no se exigía
la presentación de candidatos en todas las circunscripciones terri-
toriales”. La figura de la suscripción popular fue eliminada por la
Ley Electoral de 2000, obligando a la organización a convertirse
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enpartido político el 4 de mayode 2000. Este cambio ha sido una
imposición del Gobierno y ha impedido “proseguir con las accio-
nesque hacían como organización indígena[;] por ejemplo, tienen
dificultad[es] para conseguir fondosde cooperación internacional,
que no le son entregados por ser partido político”.

Para participar en las elecciones municipales de 2000, los can-
didatos de YATAMA fueron elegidos de acuerdo a las formas
“organizativas” de las comunidades indígenas en asambleas terri-
toriales municipales. En principio, sólo se puede ser candidato de
YATAMAuna vez. Muchos de los candidatos que no participaron
en las elecciones municipalesde 2000 nopudieron hacerlo en las
de 2004 por dicha circunstancia.

“En octubre del año 2000” el Consejo SupremoElectoral notificó
a YATAMAque nopodría participar en las elecciones municipales
de 2000, señalando que “no consiguieron la personería jurídicaden-
tro de los seis meses anteriores” y que nohabían presentado candi-
datos en el 80% de losmunicipios, lo cual no era cierto por cuanto
YATAMA obtuvo su personería el 4 de mayo de 2000 y propuso
candidatos en “cinco de las seis municipalidades” de la RAAN. La
RAASy la RAAN son regiones “distintas e independientes” y por
ello el que se hubiese impedido a YATAMA participar en la RAAS
nodebió afectar su derecho aparticipar en la RAAN. Debido a esta
exclusión YATAMA presentó un recurso de amparo ante el Tribunal
de Apelaciones de la circunscripciónAtlánticoNorte, cuyosmagis-
trados resolvieron a favor de YATAMA. Sin embargo, la Corte Su-
premade Justicia confirmó la decisión del Consejo SupremoElectoral.

La exclusión de YATAMA de las elecciones afectó a los candida-
tos y a sus familias, que invirtieron dinero, tiempo y “dejaron de
trabajar para dedicarse a la […] campañapolítica”. Asimismo, afectó
a YATAMA, que “financió la realización de las asambleas, y a las
comunidades indígenas, que no contaron con los representantes
“que ya habían elegido”. En las elecciones hubo abstencionismo:
sólo se votó en los grandes centros urbanosy en “zonasde presen-
ciamestiza”. El no tener representantes indígenashizo que “lama-
yoría de las inversiones y proyectos fueran trasladadas a lugares
donde residen simpatizantes de quienes fueron electos”. Las comu-
nidadesno tienen “representación en el poder legislativo”, aun cuan-
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do los indígenas constituyen el 80% de la población de la RAAN, el
20% de la RAAS y el 15%de la población nacional. Sólo cincodipu-
tados representan a la RAAN y a la RAAS, los cuales pertenecen a
los partidos tradicionales y ninguno tiene “una visión indígena”.
Los siete miembrosdel Consejo Supremo Electoral pertenecen a los
partidos políticos tradicionales y ningunode ellos es indígena. La
Ley Electoral debe ser reformada, estableciendo una “cuota política
fija para lospueblos indígenas en laAsamblea Legislativa y en los
demás órganos del Estado”.

2. Nancy ElizabethHenríquez James, miembro
del Directorio del partido YATAMA

El Consejo SupremoElectoral, mediante resolución de 15 de agos-
to de 2000, excluyó a YATAMA de las elecciones municipales de
2000 no obstante que YATAMA había cumplido los requisitos esta-
blecidos en la Ley Electoral y sus candidatos habían sido presenta-
dosdentro del tiempo estipulado. Debido a la exclusión de YATAMA
las comunidades indígenas “salieron a manifestarse en las calles de
Puerto Cabezas”. El Gobierno respondió a estas manifestaciones
con el envío de fuerzas especiales de la Policía Nacional.

3. Eklan James Molina, propuesto como candidato
a alcalde por YATAMA en el Municipio de Prinzapolka
de la RAASpara las elecciones municipales de 2000

El testigo fue electo candidato por YATAMA entre febrero y marzo
de 2000. Los candidatosdebían contar con el respaldo de la comuni-
dad, representadopor mil firmas con número de cédula y con el
“visto bueno de los líderes de YATAMA”. El procedimiento de elec-
ción fue abierto. Después de ser electo candidato visitó las comuni-
dades con el fin de “presentar el plan de gobierno”. Las comunidades
le brindaron su apoyo. En la campañade 2000 invirtió quinientosmil
córdobas por gastosde transporte acuático, terrestre y aéreo, alquiler
de locales y el pago de “una planilla a los activistas”.

Los candidatos a alcaldes de los diferentes municipios se re-
unieron en un taller realizado en la “Clínica Bilwi Auditoría”, en



325CASO YATAMA VS. NIC ARAGUA

© TEPJF
TERCERA ÉPOC A

Puerto Cabezas, y en esa ocasión el Consejo Supremo Electoral
manifestó que YATAMA noparticiparía en las elecciones porque
no había presentado “en tiempo la personería jurídica” y se había
aliado con el Partido de losPueblosCosteños en una región, mien-
trasque en otra se presentaba con sus propias listas. Al conocer la
decisión del Consejo Supremo Electoral YATAMA interpuso un
recurso de amparo ante la “delegación regional del Tribunal de
Apelaciones de Puerto Cabezas”, obteniendo fallo favorable. La
exclusión de YATAMA afectó al declarante, pues renunció a su
trabajo y esto generó problemas en su familia por cuanto “era res-
ponsable de los gastos del hogar”.

Las comunidades demostraron su apoyo a YATAMA con “pro-
testas cívicas” ante el Consejo Supremo Electoral. El Gobierno de
Nicaragua respondió con unidades del Ejército y de la policía.
Como consecuencia de la exclusión de YATAMA de las elecciones
se produjo un abstencionismodel 85%y “no se abrieron las juntas
de votos a nivel municipal”.

Se debe reformar la Ley Electoral y promover “elecciones autó-
nomas”, que el pueblo indígena realice conforme a sus costumbres.

4. Hazel Law Blanco, abogada
YATAMA participó en dosocasiones en las elecciones regiona-

les autónomasde la Costa Atlántica, bajo la figura de la asociación
de suscripción popular. En el 2000 laAsamblea Nacional reformó
la Ley Electoral y YATAMA tuvo que transformarse en partidopo-
lítico indígena regional para participar en las elecciones. Debió
presentar “su constitución y estatutos” contenidos en escritura
pública y conformar “DirectivasRegionales-Territoriales y Direc-
tivas Municipales”, lo cual implicó “gastos de viaje a la capital, a
Bluefields y demás cabeceras municipales”. Esta transformación
a partido político fue una imposición del Estado y tuvo el efecto
de provocar “mayores exigencias de recursos económicos, por las
formalidades que la Ley exige a los partidos políticos, tales como
presentar nóminas de candidatos hasta en 80%”.

La elección de los candidatosde YATAMA en el 2000 se realizó
mediante “asambleas municipales de los líderes territoriales”.
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El Consejo SupremoElectoral adujo dos razones para excluir a
YATAMA de las eleccionesmunicipalesde 2000: que no inscribió
sus candidatos oportunamente; y que la alianza con el Partido de
los Pueblos Costeños era ilegal porque este último no presentó
todas las firmas necesarias. Sin embargo, este argumento no fue
invocado cuando se realizó la inscripción de los candidatos, sino
cuando “anunciaron la exclusión”.

La ausencia de YATAMA en las eleccionesde 2000 significó un
factor más de dominación y la expresión de un “poder arbitrario y
racista”. El pueblo indígena se indignó y reaccionó conprotestas
en los diferentes municipios, a las cuales se sumaron “amigos
mestizos”. La abstención política en la RAAN ascendió al 80%.

YATAMA interpuso un recurso de amparo ante la SalaCivil del
Tribunal de Apelaciones de la RAAN, alegando la violación de sus
derechos políticos. La referida Sala remitió el recurso a la Corte
Suprema de Justicia, la cual declaró “sin lugar el recurso de ampa-
ro”, indicando que según la Ley Electoral no procede ningún re-
curso contra las decisiones del Consejo Supremo Electoral.
YATAMA también presentó recurso de revisión ante el Consejo
Supremo Electoral, que no adoptó decisión al respecto.

5. Cristina Poveda Montiel, propuesta como candidata
a alcaldesa por YATAMA en el municipio de Rosita
de la RAASpara las elecciones municipales de 2000

Ante la imposibilidad de participar en las eleccionesmunicipa-
lesde 2000, la testigo se vio afectada emotiva y económicamente,
pues invirtió dinero para hacer la campaña y obtuvo préstamos
que ascienden a ciento cincuenta mil córdobas. También se causó
perjuicios a su familia. El pueblo indígena se sintió discriminado y
“salió a las calles en manifestaciones”.

El Estado debería asumir las obligaciones que adquirieron los
candidatos, pues si estos hubiesen participado en las elecciones
municipales de 2000 “además de alcaldías, tendría[n] candidatos a
con[c]ejales y el consecuente reembolso de gastos”. El Estado debe
respetar la dignidad de los pueblos indígenas, que tienen “derecho
a elegir” sus gobiernos, de acuerdo a sus costumbres y tradiciones.
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PERITAJES
a) Propuestos por la Comisión Interamericana

y por los representantes
1. María Luisa Acosta Castellón, abogada de algunas

comunidades indígenas de la Costa Atlántica
YATAMAno es sólo unpartido político regional, sino la organi-

zación etnopolítica de mayor trayectoria en la Costa Atlántica de
Nicaragua, pues está conformada por las comunidades indígenas y
étnicas, especialmente por “miembrosdel pueblo indígenamiskitu”.
YATAMA se formó con el fin de “promover el autogobierno comu-
nal, por medio de la democracia comunitaria, y en particular, para
la defensa de sus tierras comunales tradicionales”. Esta forma de
democracia comunitaria la ejerce YATAMA aplicando losusos y cos-
tumbres de los pueblos indígenas.

El conjunto de prácticas culturales indígenas que generan estos
usos y costumbres es lo que se hadenominado derecho consuetudi-
nario, el cual esobligatorio para los miembros de las comunidades,
se transmite oralmente y se preserva a travésde lamemoria histórica
y colectiva. Los artículos 5, 89 y 180 de la Constitución de Nicaragua
reconocen la validez del derecho consuetudinario de estos pueblos
indígenas. El concepto de pueblo indígena “trae consigo el reconoci-
miento de derechos colectivos[,] tales comoel derecho a su cultura,
lengua, a elegir a sus autoridades y a administrar sus asuntos loca-
les, conforme a sus costumbres y tradiciones”. El reconocimiento de
la diversidad étnica tiene comopropósito eliminar la discriminación
de que han sido objeto estospueblos. Dicho reconocimiento tam-
bién busca garantizar el ejercicio de sus derechospolíticos, de con-
formidad con sus costumbres y tradiciones. Los pueblos indígenas
tienen un derecho constitucional a su autogobierno, el cual también
está consagrado en el artículo 15 del Estatuto de Autonomía.

La elección de los miembros del Consejo de Ancianos, del Sín-
dico, del Wihta ode cualquier otra autoridad comunal o territorial
en las comunidades indígenas de la Costa Atlántica, “no obedece
a alguna norma del derecho escrito, legislado o codificado, sino a
su propio derecho consuetudinario”.
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Mientras YATAMA planteó desde su conformación la autono-
mía como “autogobierno territorial indígena”, el Gobierno
sandinista aprobó el estatuto de autonomía. “[D]entro del régimen
de autonomíamultiétnica lospueblos indígenas continúan siendo
minoría” y los partidospolíticos nacionales mantienen hegemonía
en los Consejosde las regiones autónomas de laCosta Atlántica.

La participación política de YATAMA es trascendental comouna
formade contribuir a la protección de la supervivencia cultural y
económica de los pueblos indígenas. La exclusión de YATAMAde
las elecciones municipales de 2000 “generó desesperanza para los
pueblos indígenas y étnicos de la Costa Caribe y Jinotega”, pues
los partidos tradicionales no logran identificarse con los pueblos
indígenasque formanparte de YATAMA. Los pueblos indígenas y
las comunidades étnicas tienen unahistoria común con YATAMA.
Mientras los otros partidos políticos hacen sus campañas en los
centros urbanos, YATAMA realiza sus actividades en el seno de
los pueblos indígenas.

2. Robert Andrés Courtney Cerda, Director Ejecutivo de la
organizaciónno gubernamental “Ética y Transparencia”

El partido políticoYATAMA, con el fin de participar en las elec-
ciones municipales de la RAAS, inició un proceso de alianza con
el Partido Indígena Multiétnico y con el Partido de los Pueblos
Costeños. Aunque se determinó que este último partido no cum-
plió con la presentación del 3% de firmas de ciudadanos inscritos
en el padrón electoral, YATAMA consideró inscritos a sus candi-
datos. Sin embargo, el Consejo Supremo Electoral declaró que el
partido YATAMA no presentó candidatos suficientes, lo cual coin-
cidió “con el vencimiento de losplazos establecidos en el Calen-
dario Electoral”, quedando YATAMA fuera de las elecciones.

YATAMA consideró que como su caso no estaba previsto en la
Ley Electoral, el Consejo Supremo Electoral debió flexibilizar el
proceso de presentación de candidatos en vez de excluirlos. Pre-
sentó una solicitud al Consejo Supremo Electoral para que revisa-
ra su caso, “lo que no se logró hasta que se venció el tiempopara
presentar a los candidatos en el 80% de las municipalidadesde la
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Costa Atlántica”. El caso de YATAMA ameritaba un tratamiento
especial, pues la Ley Electoral no prevé que en una alianza en la
cual uno de los partidos ha sido descalificado, el otro no pueda
participar con sus propios candidatos.

YATAMA interpuso un recurso de amparo administrativo, que fue
admitido por el Tribunal de Apelacionesde la RAAN, el cual ordenó
al Consejo SupremoElectoral restituir las cosas al estado que tenían
antesde la resolución emitida por dicho Consejo el 15 de agosto de
2000, en la que excluyó aYATAMAde las eleccionesde noviembre
de ese año. El Consejo SupremoElectoral indicó al Tribunal de Ape-
lacionesde la RAAN que la competencia enmateria electoral era ex-
clusiva del Consejo SupremoElectoral. La Corte Supremade Justicia
decidió que el recurso de amparo no podía ser admitido.

YATAMA insistió ante el Consejo SupremoElectoral en que se
diera respuesta positiva acercade su participación. El Consejo man-
tuvo su decisión de no autorizar la participación de YATAMA.

Las elecciones municipales en la RAAN se realizaron con un
abstencionismo del 80%, lo cual significa que las autoridades fue-
ron legalmente elegidas, pero carecen de legitimidad porque no
representan a la población, especialmente a los pueblos indígenas.
b) Propuestos por el Estado

3. Mauricio CarriónMatamoros, abogado
Se refirió a la supremacía de la Constitución sobre las leyes

electorales. El principio de jerarquía impide que unanormade infe-
rior categoría contradiga a la Constitución y el principio de compe-
tencia dispone que entre dos normasde igual jerarquía prevalecerá
la que regule la “materia de que se trate”.

La Ley Electoral es una ley constitucional, pues la Carta Políti-
ca de Nicaragua dispone que debe ser adoptada con el voto del
60% de los diputados de laAsamblea.

De las disposiciones consagradas en los artículos 140, 141, 191
y 195 de laConstitución Política se infiere que la Asamblea Nacio-
nal es el “únicopoder que tiene la competencia para aprobar re-
formas a la Ley Electoral”.
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4. Lydia de Jesús Chamorro Zamora, abogada
Se refirió a la supremacía de laConstitución Política de Nicaragua y

a susmecanismosde defensa, establecidos en los artículos 182 a 195.
El ordenamiento nicaragüense consagra dos clasesde leyes: cons-

titucionales y ordinarias. Las constitucionales regulan asuntos elec-
torales, amparo y estadosde emergencia, y las ordinarias se ocupan
de otras materias. La Constitución exige mayorías calificadaspara
aprobar las leyes constitucionales, en tanto que las ordinarias sólo
requierenmayoría simple. Lamismamayoría calificada se aplica en
el caso de reformas a la Constitución.

EnNicaragua la Ley Electoral tiene carácter constitucional. Es infe-
rior a la Constitución, pero superior a las leyesordinarias. La Consti-
tución estableceque la aplicación de laLey Electoral “esde competencia
exclusiva del Consejo SupremoElectoral”. Ni siquiera esposible acu-
dir al amparo ante la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema
de Justicia. La reformade la Ley Electoral depende de la voluntad de
la Asamblea Legislativa. Actualmente la mayoría calificada sólo se
obtendría “por acuerdo de ambospartidos mayoritarios”.

B) PRUEBA TESTIMONIAL Y PERICIAL

111. El 9 y el 10 de marzo de 2005 la Corte recibió en audiencia
pública las declaracionesde los testigospropuestos por la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos y por los representantesde las
presuntas víctimas y de los peritos propuestos por el Estado y por los
representantes. A continuación, el Tribunal resume las partes princi-
pales de dichos testimonios y peritajes.

TESTIMONIOS

a) Propuestos por la Comisión Interamericana
y por los representantes
1. Brooklyn RiveraBryan, principal dirigente

de la organización YATAMA
El testigo es miskito. En la Costa Atlántica de Nicaragua lamayo-

ría de la población es indígena. YATAMA surgió en la década de
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1970 como la formaorganizativa básicade lospueblos indígenasde
la Costa Atlántica, y desde esa época ha estado a la cabezade sus
luchas y actividades. La estructura de YATAMA está ligada a las tradi-
ciones, usos y costumbres de dichas comunidades. Esparte de su
identidad cultural. La organización funciona sobre la base de una
participación activa de los miembrosde los pueblos indígenas, de
acuerdo con sus usos y costumbres. Los líderes y representantes
son elegidos por las comunidades. Los candidatos son propuestos
por las comunidades, luego las comunidades de un territorio se
reúnen y eligen a los candidatos, y por último se pasa a un tercer
nivel que corresponde a las asambleas regionales, en las cuales se
ratifica a los candidatos electos. Lospartidos políticos tradicionales
desarrollan sus campañas electoralesde una forma que no respon-
de a dichosusos y prácticas. Cuando se trata de eleccionesmunici-
paleso regionales, YATAMApermite que participen como candidatos
“todos los otrospueblos que no son indígenas, como los mestizos”.

YATAMA decidió incursionar en la vida política para lograr la
reivindicación de los derechos de los pueblos indígenas. Se vio
obligada a transformarse enpartido político para cumplir los reque-
rimientos de la Ley Electoral de 2000, que eliminó la figura de la
asociación de suscripción popular. El partidopolítico esuna forma
de organización ajena a las tradiciones de las comunidades indíge-
nas. Esto llevó a la organización a pasar de una tradición oral a una
escrita. Para cumplir los requisitos de la Ley Electoral, los candida-
tosde YATAMA han tenido que participar políticamente en territo-
riosdonde no existen comunidades indígenas. En estas áreas hay
municipios en los que YATAMA tiene influencia, pero también al-
gunos que no revisten interés para la organización.

En las elecciones de 2000 YATAMA cumplió los requisitos dis-
puestos en la Ley Electoral, tanto en la RAAN como en la RAAS. En
esta última YATAMA formó alianza con el Partidode los Pueblos
Costeños y el Partido IndígenaMultiétnico. Este último se retiró de
la alianza. Al enterarse de que el Partido de los Pueblos Costeños
no reunía los requisitos legales, YATAMA solicitó que se permitiera
su participación en el proceso electoral con su “propia identidad”.
El Consejo Supremo Electoral no aceptó esta solicitud y YATAMA
fue excluido de las elecciones, a pesar de reunir los requisitosque



332 SUBSEC CIÓN DE ACTUALIDAD

JUSTICI A ELECTO RAL
VOL. 1, NÚM. 1, 2007

la ley exige. A raíz de esta situación los candidatos de la RAAN
también fueron excluidos, aun cuando la lista de candidatos en la
que estaban incluidos ya había sido publicada. Estas exclusiones
obedecen a que los dos partidos políticos “grandes” hicieron un
pacto para no permitir la participación de otrospartidos y así con-
centrar el resultado de las elecciones, lo cual fue posible porque
ellos “dominan las estructuras electorales en Nicaragua”. Cuando
se produjo tal situaciónYATAMA intentó comunicarse, en reitera-
dasoportunidades, con el Consejo SupremoElectoral, pero no ob-
tuvo respuesta. Al ser publicada la lista definitiva y no aparecer en
ella los candidatos de YATAMAde las dos regiones, se presentó un
recurso de revisión ante el Consejo Supremo Electoral, el cual no
fue resuelto. Luego se interpuso un recurso de amparo ante la Corte
Supremade Justicia, que fue resuelto en forma desfavorable.

La exclusión de YATAMA representapara las comunidades in-
dígenas de la Costa Atlántica un atraso de cuatro años. Aunque
pudieron participar en las elecciones de 2004, debido a sus reite-
rados reclamos, durante esos cuatro años no contaron con una
organizaciónque representara sus intereses.

2. Jorge Teytom Fedrick, a cargo de las “relaciones
internacionales” de YATAMA

Pertenece al pueblo indígena miskito. En la Costa Atlántica
existen tradiciones culturales diferentes a las de la Costa Pacífica y
se hablan seis idiomas distintos. Además, los sistemas comunita-
rios, la relación con los recursos y la tierra y la cosmovisión de la
vida son distintas. Los pueblos indígenas tienen una tradición
comunitaria y la toma de decisiones se produce en función de la
estructura comunitaria. Esuna “sociedad colectiva” con una sólida
“tradición moral”.

YATAMA esel producto de la secuencia histórica de un proce-
so de lucha. En la década de 1990 se presentaron cambios en la
situación política de Nicaragua y se creó la figura de la asociación
de suscripciónpopular. Con esta figura YATAMA se propuso cu-
brir espacios políticos a través de su participación política. El Es-
tado, en una “negociación partidista”, reformó la Ley Electoral como
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estrategia para impedir la participación de YATAMA. Sin embargo,
YATAMA conformó un equipo para incidir en la reforma a la Ley
Electoral, en la cual se dispuso que las organizaciones indígenas
de la Costa Atlántica podían constituirse en partido político de
carácter regional. YATAMA es más que un partido. Es parte de la
vida, es la historia, es un proceso de lucha, es la “organización de
los hijos de la madre tierra”, pues “sin tierra no existimos”.

La Ley Electoral consagra requisitos que contradicen las cos-
tumbres de los pueblos indígenas. La primera contradicción es el
carácter de partidopolítico. En el sistema comunitario indígena la
toma de decisiones se produce por consenso. El sistema partida-
rio es diferente porque genera una lucha de “competidores”, de
intereses personales. Para que una persona sea elegida candidato
en las comunidades indígenas debe ser distinguida.

Debido a la exclusión de YATAMA de las elecciones de 2000 el
testigo tuvo que realizar gestiones orientadas a incidir en el Con-
sejo Supremo Electoral para mantener la estabilidad y lograr la
participación de YATAMA en las elecciones. Sus gestiones fueron
infructuosas.

En cuanto a la reforma de la Ley Electoral para garantizar la
participación de los pueblos indígenas en condiciones de igual-
dad, la expresión igualdad “es relativa”, pues estospueblos tienen
tradiciones culturales diferentes y las leyesdeberían ajustarse a esa
situación. La demarcación de circunscripciones no se ajusta a las
condiciones socialesde las comunidades, ya que los territorios in-
dígenasno coinciden con lo dispuesto en la Ley Electoral.
b) Propuestospor los representantes de las presuntas

víctimas
3. John Alex Delio Bans, representante de YATAMA

en la RAASen el 2000
El testigo es miskito. El Estado ha discriminado a las comuni-

dades indígenas. Estas consideran que la distinción entre RAAN y
RAAS es producto de una división artificial promovida por los
partidos políticos nacionales, que no corresponde a la concep-
ciónque los pueblos indígenas tienen de la Costa Atlántica, como
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una sola. Dichos pueblos consideran a YATAMA como parte de su
tradición. Los miembros de estas comunidades dicen que son
YATAMA “de sangre, de corazón”. Los candidatos de YATAMA son
elegidos de acuerdo con la tradición de las comunidades indíge-
nas. Se escoge a los candidatos en asambleas comunitarias. En la
actualidad, para la elección de las autoridades comunales se debe
consultar al Consejo Supremo Electoral, lo cual no ocurría antes.
El Estado debería permitir a lospueblos indígenas seleccionar sus
candidatos y elegir a sus representantes ante el Congreso.

Para participar en la RAAS en las elecciones municipales de
noviembre de 2000, YATAMA decidió conformar la alianza con el
Partido Indígena Multiétnico y con el Partido de losPueblosCos-
teños, porque son partidos creados para la defensa de los pue-
blos multiétnicos, y al tener ese propósito común podría lograr
mejores resultados en la Costa Atlántica. No obstante, el Partido
IndígenaMultiétnico decidió separarse, tal vez como producto de
la presión del Partido Liberal Constitucionalista. Cuando se publi-
có la lista preliminar de candidatos aparecían los candidatos de
YATAMA para las elecciones de la RAAN, pero no para las de la
RAAS. Se reclamó ante el Consejo Supremo Electoral, donde les
indicaron que se tratabade una equivocación. Sin embargo, en la
lista definitiva de candidatos no se incluyó a los candidatos de
YATAMA de la RAAN ni de la RAAS, lo cual no tiene justificación
alguna porque YATAMA cumplió todos los requisitos previstos en
la Ley Electoral. En el 2000 había siete municipios en la RAAS y se
requería que el partido presentara candidatos en el 80% de los
municipios. YATAMA propuso candidatos en los siete municipios,
esdecir, superó el 80%exigido.

A raíz de la exclusión de YATAMA de las eleccionesde 2000
muchos candidatos no han podido regresar a sus comunidades
por las deudasque tienen, contraídas conmotivo del proceso elec-
toral. Hubo que informar a las comunidades la razón por la que
YATAMA no participaría en las elecciones de 2000 y explicarles
cómo se iban a pagar los gastos generados.
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4. Anicia Matamoros de Marly, propuesta como candidata
a vicealcaldesa por YATAMA en el Municipio Puerto
Cabezas de la RAAN para las elecciones municipales
de 2000

La testigo pertenece al pueblo indígena miskito. Los candida-
tos son escogidos por las comunidades y se someten a una asam-
blea. Estas comunidades ven a YATAMA como una organización
que encierra los sentimientos de los indígenas, a través de la cual
pueden incidir en diferentes espacios. Sin YATAMA el pueblo no
tiene voz. Las comunidades no aceptan que YATAMA sea unpar-
tido político. Esta caracterización deriva de una imposición del
Estado.

Al ser elegida como candidata tuvo que buscar un sustituto en
el trabajo. Cuando se supo que YATAMA había sido excluida de
las elecciones, la comunidad responsabilizó a sus líderes, pero
luego se aclaró que no habían tenido nada que ver en esta situa-
ción. Muchos candidatos renunciaron a sus trabajos para dedicar
su tiempo a visitar las comunidades, y despuésde la exclusión de
YATAMAno pudieron reintegrarse a esos empleos. Al saber que
su organizaciónno participaría en las elecciones, la testigo se des-
moralizó y pensó que a la exclusión social que ha sufrido su pue-
blo se sumabaunanueva discriminación. Además, llegó a imaginar
que el motivo de la exclusión era su nombre o su falta de capaci-
dad. Hubo que explicar a las comunidades los alcances de la si-
tuación y evitar que se acudiera a la violencia. Debido a que
YATAMA no participó en las elecciones el pueblo se “sintió sin
representatividad”, y esta circunstancia se reflejó en la abstención
electoral: “casi la mayoría del pueblo no votó”. Al participar
YATAMA en las elecciones de 2004 sintió alegría, ya que se estaba
recuperando el espacio de las comunidades indígenas que se ha-
bía perdido en el 2000.
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PERITAJES
a) Perito propuesta por los representantes de laspresuntas

víctimas
1. María Dolores Álvarez Arzate, antropóloga y etnóloga
La Costa Atlántica de Nicaragua ocupa el 50% del territorio na-

cional y tiene unapoblación aproximadade medio millón de per-
sonas, de las cuales 170.000 mil son indígenas.

Las formas de organización social de los grupos indígenas tie-
nen algunas variaciones locales, pero en general se basan en asam-
bleas comunitarias. Las autoridades internasdentro de la asamblea
comunitaria son el “wihta o juez y el síndico”. Además, los miem-
bros de los pueblos “con su presencia y voto también participan
de las decisiones comunitarias”. A estas asambleas se han incor-
porado autoridades de salud, “algunos curanderos”, maestros, el
pastor, mujeres y ancianos. También existen otras “instancias su-
periores de organización” como los consejos territoriales y los re-
gionales donde se toman lasdecisiones más importantes. Algunas
formas de organización social y política de las comunidadesde la
Costa Atlántica se rigen por costumbres, y la palabra cumple un
papel importante porque en ella se sustenta la autoridad de las
personas. YATAMA “representa esos modos o formas de organiza-
ción tradicional de formas ancestrales” y la diversidad indígena y
“costeña”.

En las asambleas territoriales, realizadas en las comunidades,
las personas manifiestan si están de acuerdo en que determinada
personaparticipe como candidato. Laspersonas electas en la asam-
blea territorial reciben el “respaldo pleno de sus comunidades para
llevar a cabo su campaña electoral respectiva”. Para ser electos
representantesde las comunidades las personas deben gozar de
prestigio y ser moralmente solventes. Las comunidades apoyan a
sus candidatos con medios de transporte o asumiendo la respon-
sabilidad social de la persona mientras ejerce como candidato y
visita a las comunidades en su campaña electoral.

Algunas circunstancias que dificultaron la participación políti-
ca de los ciudadanos de la CostaAtlántica están relacionadas con
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la ausencia de oficinas que estén “cedulando constantemente”.
También existen problemas con el padrón electoral, pues losmiem-
bros de estos pueblos tienen modos de vida que los llevan a cam-
biar su ubicación geográfica para extraer los recursos del bosque
sin agotarlos. Otro factor que dificultó la participaciónpolítica es
que losdocumentos electoralesno se emiten en lenguas indíge-
nas, sino en castellano y en muchos casos esto representa unpro-
blema por la ausencia de educación plena. Las reglas de la Ley
Electoral “responden a una visión global del país” y a la intención
del Estado de que toda fuerza política cumpla dichas reglas, olvi-
dando las particularidades culturales de los pueblos de la Costa
Caribe. A YATAMA se le indujo a adoptar formasde organización,
como la de los partidospolíticos, que no corresponden a la “tradi-
ción oral que tienen estos pueblos”.

Al conocerse la exclusión de los candidatos de YATAMA de las
elecciones de 2000, las comunidades empezaron a cuestionar a
dichos candidatos, preguntando qué habían hecho mal, cuáles
habían sido sus problemas. La reacción de muchos candidatos fue
considerar que no habían tenido la capacidad suficiente para par-
ticipar. Algunos candidatos tardaron dos años en regresar a sus
comunidades, pues “no sentían valor moral” por las deudas que
habían asumido.
b) Peritos propuestos por el Estado

2. Carlos Antonio Hurtado Cabrera, a cargo
de la Secretaría de la Presidencia de la República
para los Asuntos de la Costa Atlántica

La Secretaría de la Presidencia de la República para los Asuntosde
laCostaAtlántica fue creada a finalesde julio de 2004, considerando la
importancia estratégicaque tiene la CostaAtlántica para todo el país,
así como su biodiversidad y multietnicidad. EstaCosta representa el
50%del territorio nacional. Asimismo, se tuvo en cuenta la necesidad
de dar coherencia y hacer efectiva la gestión de las instituciones que
intervienen en laCostaAtlántica. El presupuesto de esta región ascien-
de a cincuentamillonesde dólares. El Presidente de la República ha
cambiado el modelo tradicional de relaciones con la Costa Atlántica,
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tanto en el marco de la autonomía política de la que gozan las regio-
nes de la CostaAtlántica como con las comunidades indígenas. Este
nuevomodelo se basa en la necesidad de una comunicación perma-
nente de dos vías: del Gobierno central hacia las regiones y de éstas
hacia aquél, mediante una comunicación respetuosa de las institucio-
nes y de las característicasparticularesde estas regiones autónomas.

Una de las atribucionesde la Secretaría para los Asuntosde la
CostaAtlántica es relacionarse con las comunidades indígenas. Al
respecto, el Presidente de Nicaragua firmó, en tiemposde su cam-
paña electoral, un acuerdo con la organización política YATAMA,
en el cual se establecían varios compromisos. YATAMA “es la princi-
pal organización política indígenaque existe en el país” y el principal
interlocutor de las comunidades indígenas con el Gobierno. El triun-
fo electoral de YATAMA en las eleccionesmunicipalesde noviembre
de 2004 ha sido valoradopor el Gobierno central.

La Ley Electoral anterior respondía más a las “aspiraciones de
democracia del pueblo de Nicaragua”, pues contemplaba la figura
de la asociación de suscripción popular y consagrabamenos requisi-
tos para la conformación de partidospolíticosque la actual Ley Elec-
toral. Esto hace que seauna “necesidad imperiosa” que la Ley Electoral
sea reformada. Sin embargo, lospartidospolíticosmayoritarios, con
asiento en laAsambleaNacional, “ni siquiera la tienen en la agenda
y parecen estar muy cómod[o]s con esta ley actual”.

3. Marvin Saúl Castellón Torres, Procurador Auxiliar
de la Propiedad

Se refirió a la supremacía de la Constitución Pol ítica de Ni-
caragua, consagrada en el artículo 182 de la Constitución de
Nicaragua. En la jurisprudencia nicaragüense se ha establecido
que el recurso por inconstitucionalidad pretende garantizar di-
cha supe rioridad. El per ito se refirió al pr incipio de indepen-
dencia y separación de poderes.

El artículo 173 de laConstitución Política dispone que contra “las
resolucionesdel Consejo Supremo Electoral en materia electoral no
habrá recurso alguno ordinario o extraordinario”. La Corte Suprema
de Justicia de Nicaraguaha establecidoque enmateria electoral no
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procede recurso alguno, pero cuando se trata de un acto administra-
tivo del Consejo SupremoElectoral se puede interponer el recurso de
amparo. Cuandoun ciudadano interpone un recurso de revisión y el
Consejo Supremo Electoral no se pronuncia, el ciudadano estaría
“limitado” porque la resolución del Consejo esdefinitiva.

Una reforma a la Ley Electoral requeriría el “60%del voto favora-
ble de losdiputados”. Teniendo en cuenta la composición política
de las fuerzas en el Poder Legislativo se necesitaría un acuerdo de
las dos fuerzas mayoritarias, que son el Frente Sandinista de Libera-
ciónNacional y el Partido Liberal Constitucionalista. En el evento
de que la reforma fuese posible debería ser “fruto de un análisis
integral” que tendría que hacer el Consejo SupremoElectoral.

C) Valoración de la Prueba
Valoración de la Prueba Documental
112. En este caso, como en otros,14 el Tribunal admite el valor

probatorio de aquellos documentos presentados por las partes en su
oportunidad procesal, o como prueba para mejor resolver de confor-
midad con el artículo 45.2 de su Reglamento, que no fueron contro-
vertidosni objetados, ni cuya autenticidad fue puesta en duda.

113. Por otra parte, el Estado presentó prueba en relación con
hechos supervenientes a la presentación de la demanda, de confor-
midad con el artículo 44.3 del Reglamento, por lo cual la Corte admite
como prueba aquellos documentos que no fueron objetados, y cuya
autenticidad no fue puesta en duda, y que guardan relación con el
presente caso (supra párr. 27).15

114. El Estado formuló una objeción respecto de un documento
presentado por los representantes como “pruebanueva en el proceso”
(supra párr. 35), el cual consiste en la Resolución de la Procuraduría

1 4 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 46; Caso de las Hermanas Serrano Cruz , supra
nota 10, pá rr. 37; y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 11, párr. 77.

1 5 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 37; Caso de la Cruz
Flores. Sentencia de 18 de noviembre de 2004. Serie C no. 115, párr. 58; y Caso de
los hermanos Gómez Paq uiyauri, supra nota 10, párr . 50.



340 SUBSEC CIÓN DE ACTUALIDAD

JUSTICI A ELECTO RAL
VOL. 1, NÚM. 1, 2007

para laDefensa de losDerechosHumanosde Nicaraguade 3 de marzo
de 2005, expediente No. 217/00, relacionada con una “denuncia inter-
puesta por el […] representante legal de […] YATAMA” el 24 de agosto
de 2000. El Estado manifestó, inter alia, que “no se concibe que las
institucionesdel Estado como la Procuraduría [...] puedan intervenir a
su arbitrio en contra de los intereses del propio Estado en el ramo
internacional”, lo que “implica aparente deslealtad con el Estado”. Pese
a ello, estaCorte, tomando en consideración las objeciones del Estado,
aplicando las reglasde la sana crítica y apreciando dicho documento
en el conjunto del acervo probatorio, lo admite por cuanto se trata de
unadecisión relativa a los hechos del presente caso, emitida por una
institución estatal nicaragüense el 3 de marzode 2005. Por lo tanto, se
agrega al acervo probatorio, conforme al artículo 44.3 del Reglamento,
tal comoha hecho en otro caso semejante.16

115. En relación con las declaraciones testimoniales y losdictáme-
nespericiales escritos rendidos ante fedatario público (affidávits), de
conformidad con lo dispuesto por el Presidente mediante Resolución
de 28 de enero de 2005 (supra párr. 28), la Corte los admite en cuanto
concuerden con el objeto que fue definido en la referida Resolución y
los valora en el conjunto del acervo probatorio, aplicando las reglas
de la sana crítica y tomando en cuenta las observacionespresentadas
por el Estado (supra párr. 33). La Corte acepta el desistimiento de los
representantes de presentar, mediante affidávit, el peritaje del señor
Manuel Alcántara Sáez (supra párr. 30).

116. Respecto de las declaraciones juradas no rendidas ante fedata-
rio público por los testigosNancy ElizabethHenríquez Jamesy Eklan
James Molina, propuestos por la Comisión y hechos suyos por los re-
presentantes (supra párrs. 28 y 30), la Corte las admite y las aprecia en
el conjunto del acervo probatorio, aplicando las reglas de la sana críti-
ca y tomando en consideración las objeciones del Estado. LaCorte ha
admitido en otras ocasiones declaraciones juradas que no fueron ren-
didas ante fedatario público, cuando no se afecta la seguridad jurídica
y el equilibrio procesal entre laspartes.17 Como ha señalado esta Cor-
1 6 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 42.
1 7 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 39; Caso Lori Berenson

Mejía, sup ra nota 11, párr . 82; y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, sup ra
nota 10, párr. 58.
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te, las declaraciones de las presuntas víctimas pueden proporcionar
información útil sobre las alegadas violaciones y sus consecuencias.18

117. El Estado objetó la declaración juradadel perito Roberto Courtney
Cerda, presentadapor la Comisión el 23 de febrero de 2005 (supra párr.
31), debido “a la imposibilidad” en que se encontrabade rendir perso-
nalmente su dictamenpericial en la audiencia pública. El Estado señaló,
inter alia, que dichadeclaración jurada era extemporánea y omitió “for-
malidades elementales”, e indicó que el señor Courtney Cerda “no rin-
dió su peritaje de acuerdo con la Resolución” del Presidente. Al respecto,
la Corte estimaque, tal como lo determinó el Presidente, este dictamen
“puede contribuir a la determinación, por parte de laCorte, de los he-
chosdel presente caso”, en cuanto concuerde con el objeto que fue defi-
nido en la referida Resolución, y lo valora en el conjunto del acervo
probatorio, aplicando las reglasde la sana crítica y tomando en cuenta
las observaciones presentadaspor el Estado (supra párr. 33).

118. La Corte estimaútiles losdocumentos presentados durante la
audiencia pública por el testigo Jorge Teytom Fedrick (supra párr.
37), así como los documentos remitidospor los representantes en sus
alegatos finales escritos (supra párr. 43), que no fueron controverti-
dos ni objetados, y cuya autenticidad o veracidad no fueron puestas
en duda, por lo cual este Tribunal los agrega al acervo probatorio, de
conformidad con el artículo 45.1 del Reglamento.

119. En cuanto a los documentos de prensa presentados por las
partes, este Tribunal ha considerado que podrían ser apreciados cuan-
do recojan hechos públicos y notorioso declaracionesde funcionarios
del Estado, o cuando corroboren aspectos relacionados con el caso.19

120. El Estado “negó valor legal alguno a cualquier escrito de
Amicus Curiae que se hayapresentado en el juicio o posteriormente
a la audiencia oral”. LaCorte admite estos elementos, considerando
que se trata de cuatro escritos presentados en calidad de amicus curiae
por instituciones que tienen interés en la materia de la demanda y
proveen información útil (supra párrs. 17, 34, 38 y 42).
1 8 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 40; Caso Lori Berenson

Mejía, sup ra nota 11, párr. 78; y Caso Carpio Ni colle y otros. Sentenci a de 22 de
noviembre de 2004. Seri e C No. 117, párr. 71.

1 9 Cfr. Caso de la Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 43; Caso Lori Beronson
Mejía, supra nota 11, párr. 80; y Caso De la Cruz Flores, supra nota 15, párr. 70.



342 SUBSEC CIÓN DE ACTUALIDAD

JUSTICI A ELECTO RAL
VOL. 1, NÚM. 1, 2007

121. Asimismo, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 45.1
del Reglamento, la Corte incorpora al acervo probatorio del presente
caso la Ley No. 28 de 30 de octubre de 1987 denominada “Estatuto de
Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua”, la
Ley Electoral No. 211 de 8 de enero de 1996, el informe del Instituto
Nacional de Estadísticas y Censos de Nicaragua (INEC) denominado
“Población total por área de residencia y sexo, según departamento y
grupos de edades, años 2002 y 2003” y la Investigaciónde la Funda-
ciónpara laAutonomía y el Desarrollo de la CostaAtlántica de Nica-
ragua (FADCANIC) denominada “Caracterización Fisiogeográfica y
Demográfica de las Regiones Autónomas del Caribe de Nicaragua”,
ya que resultan útiles para la resolucióndel presente caso.

Valoración de la prueba testimonial y pericial
122. En relación con lasdeclaraciones rendidas por los dos testi-

gos propuestospor la Comisión y hechos suyos por los representan-
tes, por dos testigos y una perito propuestospor los representantes y
por los dos peritos presentados por el Estado en el presente caso
(supra párr. 111), la Corte los admite en cuanto concuerden con el
objeto del interrogatorio establecido por el Presidente mediante Re-
solución de 28 de enero de 2005, y les reconoce valor probatorio,
tomando en cuenta las observaciones realizadas por las partes. Este
Tribunal estima que el testimonio de la señora Anicia Matamoros (supra
párr. 111.b.4), que resulta útil en el presente caso, no puede ser valo-
rado aisladamente por tratarse de una presunta víctima y tener un
interés directo en este caso, sino debe serlo dentro del conjunto de
las pruebas del proceso.20

123. El Estado objetó la solicitud de laComisión, “apoy[ada]” por
los representantes, de que el Tribunal “considere como acervo pro-
batorio […] la prueba pericial prestada en el Caso de laComunidad
Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001.
Serie C Nº 79, ordenando se tengan por reproducidas las referencias

2 0 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 47; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra
nota 10, pá rr. 45; y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 11, párr. 78.
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a la historia, situación y organización de los pueblos indígenas de la
CostaAtlántica de Nicaragua” (supra párrs. 25 y 26). El Estadomani-
festó, inter alia, que “no corresponde y es improcedente esa supuesta
prueba por cuanto se refiere amateria distinta (electoral y demarca-
ción territorial) sin coincidencias alguna de personas aparentemente
perjudicadas”. La Corte considera pertinente y útil incorporar el dic-
tamen pericial rendido ante el Tribunal por e l señor Rodolfo
Stavenhagen Gruenbaum en cuanto haga referencia a la historia, si-
tuación y organización de los pueblos indígenas de la Costa Atlántica
de Nicaragua, y valora dicho peritaje en el conjunto del acervo proba-
torio, aplicando las reglas de la sana crítica y tomando en cuenta las
observaciones presentadas por el Estado (supra párr. 25).

VII
HECHOS PROBADOS

124. Con fundamento en las pruebas aportadas y considerando
lasmanifestaciones formuladas por laspartes, la Corte considera pro-
bados los siguientes hechos:

Respecto de la Costa Atlántica o Caribe de Nicaragua
124.1) La población de Nicaragua es multiétnica, multicultural y

multilingüe. En ella se encuentran diferentes comunidades indígenas
y étnicas, que habitan en la Región del Pacífico y Centro Norte, así
como en la Costa Atlántica o Caribe.21

124.2) LaConstitución Política de Nicaragua establece en su Capí-
tulo VI, titulado “Derechos de las comunidades de la Costa Atlántica”,

2 1 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nac ional de Asesoría p ara l a Formula ción de Políti cas c on apoyo del
Consejo Nacional de Planificación Económica Social (CONPES) (expediente de anexos
a la demanda, tomo II, anexo 7, folio 470); artículo 5 de la Constitución Política de la
República de Nicaragua de 1987 con las reformas constitucionales. Publicación oficial
de la Presidencia (anexos al escrito de excepciones prelim inares, contesta ción a la
demanda y observaciones al escrito de sol icitudes y argumentos, anexo C); Ley No.
28 de 30 de octubre de 1987 denominada “Estatuto de Autonomía de las Regiones
de la CostaAtlántica de Nicaragua”; y mapa titulado“Nicaragua, un país multilingüe,
multiétni co y multi cul tura l” (expedient e d e anexos a l escri to de soli cit udes y
argumentos, anexo 4, folio 913).
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que éstas comunidades “son parte indisoluble del pueblo nicaragüen-
se” y tienen derecho a “preservar y desarrollar su identidad cultural
en la unidad nacional; dotarse de sus propias formas de organización
social y administrar sus asuntos locales conforme a sus tradiciones”.22

124.3) La Ley No. 28 de 2 de septiembre de 1987, publicada en “La
Gaceta”No. 238 de 30 de octubre de 1987, denominada “Estatuto de
Autonomía de lasRegionesde la CostaAtlántica de Nicaragua”, dividió
la Costa Atlántica o del Caribe en la Región Autónoma del Atlántico
Norte (RAAN) y la RegiónAutónomadel Atlántico Sur (RAAS), debido a
que “la autonomía hace posible el ejercicio efectivo del derecho de las
comunidades de laCostaAtlántica a participar en el diseño de lasmoda-
lidadesde aprovechamiento de los recursos naturalesde la región y de
la formaen que los beneficiosde la misma serán reinvertidos en la Costa
Atlántica”. Dicha ley reconoce que “las poblaciones indígenas [se en-
cuentran] sometidas a un proceso de empobrecimiento, segregación,
marginalidad, asimilación, opresión, explotación y exterminio[, que] exi-
gen una transformación profundadel orden político, económico y cultu-
ral, para el logro efectivo de susdemandas y aspiraciones”.23 El régimen
de autonomía de dichas regiones se encuentra regulado por las disposi-
cionesdel Reglamento de 2 de octubre de 2003 a la Ley No. 28.24

124.4) La Costa Atlántica representa aproximadamente un 45,8%
de la superficie territorial del Estado y constituye la segunda área
más poblada de Nicaragua, pues en ella habitan alrededor de 626.619

2 2 Cfr. Constitución Polí tica de la Rep ública de Nic aragua de 1987 con las reformas
consti tucionales. Publ ic ac ión of ic ia l d e la Presidenc ia (anexos a l escr it o de
exc epciones p relim inares, contesta ción a la demanda y observaciones al escr ito
de solic itudes y ar gumentos, a nexo C).

2 3 Cfr. Ley No. 28 de 30 de octubre de 1987 denominada “Estatuto de Autonomía de
las Regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua” (prueba incorporada de oficio por la
Corte de c onformidad con el ar tículo 45.1 de su Reglamento).

2 4 Cfr. Ley No. 28 de 30 de octubre de 1987 denominada “Estatuto de Autonomía de
las Regiones de la Costa Atlántica de Nicaragua” (prueba incorporada de oficio por la
Corte de conformidad con el artículo 45.1 de su Reglamento); y Decreto No. 3584 de
2 de octubre de2003 denominado Reglamento a la Ley No.28 “Estatuto de Autonomía
de las Reg iones d e la Cost a At lá nt ica d e Nica ragua” (anexos a l escr it o de
exc epciones p relim inares, contesta ción a la demanda y observaciones al escr ito
d e sol i ci t ud es y a r gument os, anexo F, expedient e sobr e excep ciones
pr elim ina res, fondo y repa rac iones, tomo I I, foli os 404-410).
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personas, es decir, el 11,4% de la población total del país.25 Aproxi-
madamente el 72,54%de la población es mestiza. El 28% de la pobla-
ción de la Costa Atlántica o del Caribe se identifica con alguna
comunidad indígena.26 Aproximadamente 172.069 habitantes de la
CostaAtlántica pertenecen a comunidades indígenas y étnicas, es decir,
el 3,13%de la población nacional. En la RAAN se concentra el mayor
número de población indígena de Nicaragua.27

124.5) En la Costa Atlántica o del Caribe habitan diferentes comu-
nidades étnicas e indígenas multilingües, como los mestizos, miskitos,
sumos, ramas, creoles y garífunas. Poseen identidad cultural, mantie-
nen rasgos y valores de su cultura tradicional, así como formas de
tenencia y uso comunal y de organización social propias.28

124.6) La RAAN tiene actualmente siete municipios: Rosita, Bo-
nanza, Waslala, Prinzapolka, Puerto Cabezas, Waspam y Siuna. En el
2 5 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el

Programa Nacional de Asesoría para la Formulación de Políticas con apoyo del Consejo
Nacional de PlanificaciónEconómica Social (CONPES) (expediente de anexosa la demanda,
tomoII, anexo 7, folio 502);e informe denominado “Población totalpor área deresidencia
y sexo, según departamento y grupos de edades, años 2002 y 2003”. Instituto Nacional
de Estadísticas y Censos de Nicaragua (INEC), en www.inec.gob.niprueba incorporada de
oficio por la Corte de conformidad con el artículo 45.1 de su Reglamento).

2 6 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nacional de Asesoría para la Formulación de Políticas con apoyo del Consejo
Nacional de PlanificaciónEconómica Social (CONPES) (expediente de anexosa la demanda,
tomo II, anexo 7, folio 470); y Ley No. 28 de 30 de octubre de 1987 denominada
“Estatuto de Autonomía de las Regiones de la C osta Atlántica de Nicaragua” (prueba
incorporada de oficio por laCortede conformidad conel artículo45.1 desu Reglamento).

2 7 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nacional de Asesoría para la Formulación de Políticas con apoyo del Consejo
Nacional de PlanificaciónEconómica Social (CONPES) (expediente de anexosa la demanda,
tomo II, anexo 7, folio 470); e informe denominado Poblacióntotal por área de residencia
y sexo, según departamento y grupos de edades, años 2002 y 2003. Instituto Nacional
de Estadísticas y Censos de Nicaragua (INEC), en www.inec.gob.ni(prueba incorporada
de oficio por la Corte de conformidad con el artículo 45.1 de su Reglamento).

2 8 Cfr. artículo 3 del Decreto 3584 de 2 de octubre de 2003 denominado Reglamento
a la Ley No. 28 “Est atuto de Autonomía de las Regiones de l a Costa Atlántica de
Nicaragua” (anexos al escrito deexcepciones preliminares, contestación a la demanda
y observaciones al escrito de solici tudes y ar gumentos, anexo F, expediente sobre
excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo II, folios 404 y 405); testimonio
del señor Brookli n Rivera Bryan rend ido ant e la Corte Interamericana durant e la
audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005; e Indigenous people and poverty:
The cases of Bolivia, Guatemala, Hondura s and Nicaragua (expediente de anexos al
escri to de soli citudes y argument os, tomo I, anexo 13, folio 376).
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año 2000 la RAAN contaba con los seis primerosmunicipios anterior-
mente mencionados. Dicha región tiene una extensión equivalente al
24,7% del territorio nacional. Su sede administrativa se encuentra en
la ciudad de Bilwi, en el municipio de Puerto Cabezas. En la RAAN,
aproximadamente el 45%de la población es miskitu, el 38% esmesti-
za de habla hispana, el 14% es creole de habla inglesa y de raza
negra, y el 3% es mayagna de habla twahka.29

124.7) La RAAS tiene actualmente once municipios: La Cruz de Río
Grande, la Desembocadura del RíoGrande, Tortuguero, Lagunade Per-
las, Bluefields, Corn Island, KubraHill, el Rama, NuevaGuinea, Muelle de
losBueyes y Bocanade Paiwas. En el año 2000 la RAAS contaba con los
primeros siete municipios anteriormente mencionados. La RAAS tiene una
superficie del 21,1%del territorio nacional, y su sede administrativa se
encuentra en la ciudad de Bluefields, del mismomunicipio.30 En la RAAS
aproximadamenteel 85,5%de la población esmestiza, el 10,3%creole, el
2,8%miskitu, el 0,7%garífuna, el 0,4% ramay el 0,3% mayagna.31

Respecto de la organización indígena YATAMA
a) yatama comoorganización indígena y étnica

124.8) En 1969 se creó el movimiento ecuménico Asociación de
Clubes Agrícolas de Río Coco (ACARIC), que se basaba en cooperati-
2 9 Cfr. Caracterización Fisiogeográfica y Demográfica de las Reg iones Autónomas del

Caribe de Nicaragua. Investigación del señor Alfonso Navarrete. Fundación para la
Aut onomía y el Desar roll o de la Costa Atlá ntic a de Nica ragua (FADCAN IC), en
www.fadcanic.org/investigacion/investigacion1.htm (prueba incorporada de oficio por
la Corte de conformidad con el artículo 45.1 de su Reglamento).

3 0 Cfr. testimonio del señor John Alex Delio Bans rendido ante la Corte Interamericana
durante la audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005; Desarrollo humano en
la Costa Caribe d e Nicaragua. Consejo Nacional de Planificación Económica Social
(CONPES) (exp ediente de anexos a l a demand a, tomo II , anexo 7, foli o 470); y
Caracterización Fisiogeográfica y Demográfica de las Regiones Autónomas del Caribe
de Nicaragua. Investigacióndel señor Alfonso Navarrete. Fundaciónpara la Autonomía
y el Desarrollo de la Costa Atlántica de Nicaragua (FADCANIC), en www.fadcanic.org/
investigacion/investigacion1.htm (prueba inc orporada de oficio por la Corte de
conformid ad con el artículo 45.1 de su Reg lamento).

3 1 Cfr. Caracteriz ación Fisiogeográf ica y Demográfica de las Regiones Autónomas del
Caribe de Nicaragua. Investigación del señor Alfonso Navarrete. Fundación para la
Aut onomía y el Desar roll o de la Costa Atlá ntic a de Nica ragua (FADCAN IC), en
www.fadcanic.org/investigacion/investiga cion1.htm (prueba incorpor ada de oficio
por la Corte de conformidad con el artículo 45.1 de su Reglamento).
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vas comunales de comercialización de productos agrícolas en el Río
Coco (Wanki), “con el objetivo de promover la mejora de la vida
social y económica de la población indígena”.32

124.9 ) La organización indígena YAPTI TASBA NANIH
ASLATAKANKA (en adelante “YATAMA”), que significa “la organiza-
ción de los Pueblos de la Madre Tierra” o la “organización de los
hijos de la madre tierra”,33 se originó en la década de 1970 en el
municipio de Waspam con el nombre de Alianza para el Progreso de
los Pueblos Miskitus y Sumos (ALPROMISU), y se expandió hacia la
RAAN. ALPROMISU tenía el objetivo, entre otros, de “defender sus
territorios y sus recursos naturales”.34

124.10) El 11 de noviembre de 1979 se celebró unaAsamblea Ge-
neral de los pueblos indígenas, en la cual ALPROMISU cambió de
nombre y se constituyó en la organización MISURASATA (Miskitos,
Sumos, Ramas, Sandinistas Aslatakanaka).35

3 2 Cfr. declaración jurada escrita de la señora Hazel Law Blanco rendida ante fedatario
público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones preliminares,
fondo y reparaciones, tomo III, folio 905); declaración jurada escrita del señor Centuriano
Knight Andrews rendida ante fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005
(expediente sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo III, folio 891);
y artículo periodístico titulado “Yapti Tasba Masraka nani Aslatakanka”,publicado en la
página web: www.miskito-nicaragua.de/miskito/yatama2.htm (expediente de anexos
al escrito de solicitudes y argumentos de los representantes, anexo 1, folio 906).

3 3 Cfr. declara ción jurada escrita del señor Centuri ano Knight Andrews rendida ante
fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo II I, folio 891).

3 4 Cfr. declaración juradaescrita del señorCenturiano Knight Andrewsrendidaantefedatario
público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones preliminares,
fondo y reparaciones, tomo III, folio 891); artículo periodístico titulado “Yatama, una
historia de resistencia”, publicado en la página web: www.miskito-nicaragua.de/miskito/
yatama2.htm (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 1,
folio 889);y artículoperiodístico titulado“Yapti TasbaMasraka naniAslatakanka”,publicado
en la página web: www.miskito-nicaragua.de/miskito/yatama2.htm (expediente de
anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 1, folio 909).

3 5 Cfr. declaración juradaescrita del señorCenturiano Knight Andrewsrendidaantefedatario
público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones preliminares,
fondo y reparaciones, tomo III, folio 891); artículo periodístico titulado “Yatama, una
historia de resistencia”, publicado en la página web: www.miskito-nicaragua.de/miskito/
yatama2.htm (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 1,
folio 889); y artículo periodístico titulad o “”Yapti Tasba Masraka nani Aslatakanka”,
publi cado en la página web: www.mi skit o-nica rag ua.d e/m isk ito/ya tama2.htm
(expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 1, folio 909).
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124.11) En 1987 se celebró una Asamblea General de lospueblos
indígenas en Honduras, durante la cual la antigua organización
MISURASATA se constituyó en la “organización etnopolítica regio-
nal” YATAMA.36 En la actualidad, numerosas comunidades indíge-
nas y étnicas de la Costa Atlántica o Caribe nicaragüense se
consideran representadas por YATAMA,37 “primordialmente [los]
miembros del pueblo indígena miskitu”.38 YATAMA se formó con el
propósito de “def[ender] el derecho histórico de los pueblos indíge-
nas y comunidades étnicas sobre sus terr itorios tradicionales y
prom[over] el autogobierno, […] impulsar el desarrollo económico,
social y cultural de Yapti Tasba, forjando así la democracia comuni-
taria en el marco de la democracia, la paz y la unidad de estado/
nación nicaragüense”.39

b) Estructura e integración de Yatama
124.12) Sonmiembros de la organización de base de las comuni-

dades de YATAMA “los hijos y las hijas de las comunidades indígenas
y étnicas de la Moskitia nicaragüense, que reconocen su identidad

3 6 Cfr. artículo periodístico titulado “Yapti Tasba Masraka nani Aslatakanka”, publicado en
la página web: www.miskito-nicaragua.de/miskito/yatama2.htm (expediente de anexos
al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 1, folio 910); testimonio del señor Jorge
Teytom Fedrickrendido antela CorteInteramericana durantela audiencia pública celebrada
el 9 de marzo de2005; y declaración jurada escrita del señor Centuriano Knight Andrews
rendida ante fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre
excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo III, folio 891).

3 7 Cfr. declara ción jurada escrita del señor Centuri ano Knight A ndrews rendi da ante
fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones
prelimina res, fondo y rep arac iones, t omo III, fol io 891); dict amen per icia l de la
señora María Luisa Acosta Castellón rendido ante fedat ario público (affidá vit) el 14
de febrero d e 2005 (expedi ente sobre exc ep ci ones p reli mi na res, fond o y
repa raciones, tomo I II, foli o 874); y artículo 6 del Estatut o de YAT AMA de 20 de
marzo de 2000 (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 9, folio 560).

3 8 Cfr. dictamen pericial dela señora María Luisa Acosta Castellónrendido ante fedatario
públ ic o (a ff id ávit ) el 14 d e febr er o de 2005 (expedi ente sobre exc ep ci ones
preli minares, fondo y reparaciones, tomo II I, folio 874).

3 9 Cfr. dictamen pericial dela señora María Luisa Acosta Castellónrendido ante fedatario
públ ic o (a ff id ávit ) el 14 d e febr er o de 2005 (expedi ente sobre exc ep ci ones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo III, folio 874); y artículo 2 del Estatuto de
YATAMA d e 20 de marzo de 2000 (expedi ente de anexos a la demanda, tomo II,
anexo 9, fol io 560).
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étnica y defienden [sus] intereses estratégicos”.40 Sin embargo, cuan-
doYATAMA participa en elecciones regionales omunicipales, permi-
te que sean candidatos miembros de “todos los otros pueblos que no
son indígenas, como los mestizos”.41

124.13) YATAMA tiene una formaorganizativa propia heredadade
sus ancestros, denominada “democracia comunitaria”, la cual se basa en
asambleas de comunidades y barrios, territoriales en los territorios indí-
genaso étnicos, y regionales en la RAAN, RAASy Jinotega.42Cada asam-
blea comunal, instancia de decisión de la comunidad y barrio, está
integrada por la asambleade las familias (TawanAslika), es decir, por
todas las familias indígenas o étnicas pertenecientes a la comunidad o
barrio, y dicha asamblea comunal está dirigidapor el Consejo Comunal
(WihtaDaknika), que es la estructura ejecutiva de la asamblea.43

124.14) Las asambleas territoriales están compuestaspor los repre-
sentantes de las asambleas comunales de las comunidades y barrios
indígenas y étnicos correspondientes al territorio, y su estructura eje-
cutiva es el Consejo Territorial. Cada comunidad designa a sus candi-
datos y los propone a la asamblea. La Asamblea territorial es la
encargada de elegir a los candidatos de YATAMA para cargosde con-
cejales ante el Consejo Regional y el Consejo Municipal, así como a los
candidatos a alcalde y vicealcalde del territorio y municipio que lo inte-
gra. Se reúne al menos dos veces al año.44 Las votaciones son públicas.

4 0 Cfr. artículo 6 del Estatuto de YATAMA de 20 de mar zo de 2000 (expediente de
anexos a la demanda, tomo II, anexo 9, folio 560).

4 1 Cfr. testimonio del señor Brooklin Rivera Bryan rendido ante la Corte Interamericana
durante la audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005.

4 2 Cfr. artículo 16 del Estatuto de YATAMA de 20 de marzo de 2000 (expediente de
anexos a l a demanda, t omo II , anexo 9, folio 560); t estimonio del señor Brooklyn
Rivera Br yan r endido ante la Corte Interamericana dur ante la aud ienci a públ ica
celebrada el 9 de marzo de 2005; y testimonio de la señora Anicia Ma tamoros de
Marly rendido ante la Corte Interamericana durante la audiencia pública celebrada el
9 de marzo de 2005.

4 3 Cfr. artículos 17 y 18 del Estatuto de YATAMA de 20 de marzo de 2000 (expediente
de anexos a la demanda, tomo II, anexo 9, folio 560).

4 4 Cfr. artículo 20 del Estatuto de YATAMA de 20 de marzo de 2000 (expediente de
anexos a la d emanda, tomo II, anexo 9, folio 565); testimonio de la señora Anicia
Matamoros de Mar ly rendido ante la Corte Interamericana durante la audiencia
públi ca celebr ada el 9 de marzo de 2005; y testimonio del señor Br ooklyn Rivera
Bryan rendido ante la Corte Interamericana durante la audiencia pública celebrada el
9 de marzo de 2005.
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Las personas electas van a las mismas comunidades apresentarse como
candidatos.45

124.15) La asamblea regional está compuesta por los representantesde
las “asambleas territoriales de las comunidades, o barrios indígenas o
étnic[o]s”que pertenecen adeterminadaregión. La asamblea regionalaprue-
ba el programaelectoral y elige a los candidatosde YATAMA para cargos
de diputados ante la Asamblea Nacional, así como a los candidatos a
alcalde y vicealcalde de las cabeceras regionales (Bilwi, Bluefields) y rati-
fica al resto de los candidatos a los cargos de elección popular de los
demásmunicipios y a los consejos regionalesde la RAAN y de la RAAS.46

124.16) “Cualquier dirigente o miembro de la organización tiene
derecho a ser postulado candidato a cualquier puesto de elecciónpo-
pular por parte de cualquiera estructura u organismo de ésta”. Las es-
tructuras integrantespodrán postular candidatos que no seanmiembros
de YATAMA, con el apoyo de “al menosquinientas firmas certificadas
por el Consejo de Ancianos y serán elegidos por voto mayoritario de
los representantes de la asamblea regional respectiva”.47

c) Participaciónde YATAMA en elecciones enNicaragua
como organización indígena y étnica

124.17) YATAMA participó por primera vez en las elecciones re-
gionalesde Nicaragua en 1990. En 1994 volvió a participar en dichas
elecciones.48 En 1996 YATAMA participó por primera vez en las elec-
cionesmunicipales. En 1998 participó en las elecciones de concejales

4 5 Cfr . testimonio de la señora Anici a Ma tamor os d e Ma rly r endido ante l a Corte
Int eramericana d urante la aud ienci a públic a celebrada el 9 d e ma rzo d e 2005;
test imonio d el señor Brooklyn Rivera Bryan rendido ante la Corte Interameri cana
durante la audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005; y declaración jurada
escrita del señor Centuriano Knight Andrews rendida ante fedatario público (affidávit)
el 14 de febr ero de 2005 (exped iente sobre excepc iones p rel iminares, fondo y
repa raciones, tomo III, folio 894).

4 6 Cfr. artículo 21 del Estatuto de YATAMA de 20 de marzo de 2000 (expediente de
anexos a la demanda, tomo II, anexo 9, folio 565).

4 7 Cfr. artículo 39 del Estatuto de YATAMA de 20 de marzo de 2000 (expediente de
anexos a la demanda, tomo II, anexo 9, folio 565).

4 8 Cfr. declara ción jurada escrita del señor Centuri ano Knight Andrews rendida ante
fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo II I, folio 892).
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al parlamento regional, en las cuales obtuvo 8 de 45 escañosde Con-
cejosRegionales Autónomos de la RAAN y 4 de 45 en la RAAS.49

124.18) YATAMAparticipó en las contiendas electorales menciona-
das bajo la figura de “asociación de suscripción popular”, de acuerdo
con lo dispuesto en las leyes electorales de 1990 y de 1996. Dicha
figura permitía la participación política de cualquier organización que
reuniera un mínimo de 5% de ciudadanos incluidos en el padrón elec-
toral de la respectiva circunscripción electoral, o inscritos en los Catá-
logosde Electores de la última elección. Las asociaciones de suscripción
popular podían presentar candidatospara alcaldes, vicealcaldes y con-
cejalesmunicipales en todo el país y paramiembrosde losConsejos de
las Regiones Autónomasde la Costa Atlántica.50

124.19) Las comunidades indígenas y étnicas a las que se dirige o
que forman parte de YATAMAno cuentan con una red vial, por lo que
lamayor parte del trayecto para acceder a sus territorios, sobre todo
en la RAAS, se debe hacer por vía fluvial. No existe transporte públi-
co, lo que encarece los gastos para acceder a la mayoría de dichas
comunidades. Las comunidades se encuentran esparcidas, con una
densidad poblacional de 11,72 habitantes por kilómetro cuadrado en
la RAAS y 7,2 en la RAAN; la media nacional es de 42,14 habitantes
por kilómetro cuadrado.51 Pese a ello, los candidatos electos por
4 9 Cfr. recursode amparo presentadopor losrepresentantes legales deYATAMA ante la Sala

de lo Civil y Laboral del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción Atlántico Norte,
Puerto Cabezas (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 8.1, folio 528).

5 0 Cfr. declara ción jurada escrita del señor Centuri ano Knight Andrews rendida ante
fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo III, folio 892); recurso de amparo presentado
por los repr esentant es legales de YATAMA ante la Sa la de lo Civil y Laboral del
Tr ibunal d e Ap elac iones de la Circunscr ipción At lánt ico Norte, Puerto Cabezas
(expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 8.1, folios 528); Desarrollo humano
en la Costa Caribe deNicaragua. Informe elaborado por el Programa Nacional de Asesoría
para la Formulación dePolíticas conapoyodel ConsejoNacionaldePlanificaciónEconómica
Social (CONPES) (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 7, folios 512 y
513); y artículos 1, 81 y 82 de la Ley Electoral No. 211 de 8 de enero de 1996 (prueba
incorporada de oficio por laCortede conformidad conel artículo45.1 desu Reglamento).

5 1 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nacional de Asesoría para la Formulación de Políticas con apoyo del Consejo
Nacional de PlanificaciónEconómica Social (CONPES) (expediente de anexosa la demanda,
tomoII, anexo 7, folio471); y dictamen pericial de la señora María Luisa AcostaCastellón
rendido ante fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre
excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo III, folio 880).
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YATAMA mantienen contacto directo y personal con las comunida-
des que los eligieron, de quienes reciben apoyo en las elecciones.
YATAMA realizaba sus gestiones conforme a su tradición oral.52

YATAMA en las elecciones municipalesde 5 de noviembre
de 2000
A) Emisión de la Ley Electoral No. 331 de 24 de enero
de 2000

124.20) El 24 de enero de 2000 se publicó en la GacetaOficial de
Nicaraguaunanueva Ley Electoral (Ley No. 331) (en adelante “Ley Elec-
toral de 2000” o “Ley Electoral No. 331 de 2000”), aproximadamente 9
meses antesde la fecha de las siguientes eleccionesmunicipales. Esta
nueva Ley no contempló la figura de las asociaciones de suscripción
popular para que participaran en las elecciones, que se recogía en las
leyes electorales de 1990 y 1996 (suprapárr. 124.18).53 En la nueva ley
sólo se permite la participación en losprocesos electorales a través de la
figura jurídica de partidospolíticos,54 formade organizaciónque no es
propia de las comunidades indígenas y étnicasde la CostaAtlántica.55
5 2 Cfr. dictamen pericial dela señora María Luisa Acosta Castellónrendido ante fedatario

públ ic o (a ff id ávit ) el 14 d e febr er o de 2005 (expediente sobre exc ep ciones
prel iminares, fondo y repar aciones, tomo I II, fol io 874); y dict amen pericial d e la
señora María Dolores Álvarez Arzate rend ido ante la Corte Interamericana durante
la audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005.

5 3 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones
preliminares, contestac ión a la demanda y observaciones al escrito de solici tudes
y arg ument os, a nexo D, exp ediente sobre excep ciones p relim ina res, fondo y
reparac iones, tomo II ); Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nicaragua. Informe
elaborado por el Programa Nacional de Asesor ía para la Formulación de Polí ticas
con apoyo del Consejo Naciona l de Pla ni fic ación Ec onómica Soc ia l (CONPES)
(exp ediente de anexos a l a demand a, tomo II, anexo 7, folio 513).

5 4 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones
preliminares, contest ación a la demanda y observaciones al esc rito de solicitudes y
argumentos, anexo D, expediente sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones,
tomo II);y declaración jurada escrita del señor Centuriano Knight Andrews rendida ante
fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo III, folio 893).

5 5 Cfr. testimonio del señor Brooklyn Rivera Bryan rendido ante la Corte durante la audiencia
pública celebrada el 9 de marzo de 2005; testimonio del señor John Alex Delio Bans
rendidoante laCorte Interamericanadurantela audienciapública celebrada el9 de marzo
de 2005; y dictamen pericial de la señora María Dolores Álvarez Arzate rendido ante la
Corte Interamericana durantela audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005.
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124.21) El artículo 71 de la Ley Electoral de 2000 establece que en
las “Regiones Autónomas de la Costa Atlántica podrán formarse par-
tidos regionales, cuyo ámbito de acción estará limitado a sus circuns-
cripciones. Los requisitos serán los mismos establecidos para los
partidosnacionales, pero remitidos a la división político administra-
tiva de las Regiones Autónomas”. Dicha ley establece que “[e]n el
caso de las organizaciones indígenas para que formen los partidos
regionales se respetará su propia forma natural de organización y
participación”.56

124.22) El artículo 65.9 de la Ley Electoral de 2000 establece que
para obtener personalidad jurídica un partido político debe “[p]resentar
documento debidamente autenticado que contenga el respaldo de al
menos el tres por ciento (3%) de firmas de ciudadanos, correspon-
diente al total de registrados en el Padrón Electoral de las últimas
elecciones nacionales”. Además, el artículo 77.7 de dicha ley exige
para la presentación de candidatos que el partidopolítico presente el
3% de firmas de ciudadanos identificados con el número de cédula,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 de dicha ley, ex-
cepto en el caso de los partidos políticos que en las últimas eleccio-
nes nacionales hubieren obtenido un mínimo de 3% de los votos
válidos en las elecciones presidenciales.57

124.23) El primer párrafo del artículo 77 de la Ley Electoral de 2000
establece que las organizaciones que deseen participar en las eleccio-
nesque no fueren de autoridades nacionales, como son las municipa-
les, para presentar candidatos deben “haber obtenido su Personalidad
Jurídica al menos […] seismeses” antes de la fecha de las elecciones,

5 6 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones
preliminares, contest ación a la demanda y observaciones al esc rito de solicitudes y
argumentos, anexo D, expediente sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones,
tomo II); Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nicaragua. Informe elaborado por el
Programa Nacional de Asesoría para la Formulación de Políticas con apoyo del Consejo
Nacional de PlanificaciónEconómica Social (CONPES) (expediente de anexosa la demanda,
tomo II, anexo 7, folio 513).

5 7 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones
preliminares, contestac ión a la demanda y observaciones al escrito de solici tudes
y arg ument os, a nexo D, exp ediente sobre excep ciones p relim ina res, fondo y
rep araciones, tomo I I).
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así como deben “someter[…] al Consejo Supremo Electoral una solici-
tud escrita”.58

124.24) El artículo 82 de la Ley Electoral de 2000 establece que para
las elecciones municipales los partidos políticos deben inscribir candi-
datos “al menos en el ochenta por ciento (80%) de losmunicipios [… y]
al menos el ochenta por ciento (80%) del total de las candidaturas”.59

124.25) Los artículos 83 y 84 de la Ley Electoral de 2000 establecen
que los partidos políticos o alianzas de partidos, “a través de sus res-
pectivos representantes legalespodrán sustituir sus candidatos en una,
varias o todas las circunscripciones en el período señalado o en la
prórroga que les conceda el Consejo SupremoElectoral”. En el caso de
que dicho Consejo “den[egara] una solicitud o recha[zara] a un candida-
to por no llenar los requisitos de Ley, lo notificará al partido político o
alianza de partidos dentro de tres días siguientes a la resolución, para
proceder a subsanar los defectos o a sustituir [a] los candidatos”.60

b) Constitución de YATAMA como partido político
124.26) El 8 de marzo de 2000 nueve miembrosde YATAMA firma-

ron una escritura pública para “enmarcar y reajustar su participación
Electoral […] como agrupación Etno-Política Regional de conformi-
dad con el artículo 71 de [la] Ley [Electoral de 24 de enero de 2000],
para presentarla ante el Consejo Supremo Electoral, con el fin de
obtener la autorización de realizar actividades tendientes a […] lega-
5 8 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones

preliminares, contestac ión a la demanda y observaciones al escrito de solici tudes
y arg ument os, a nexo D, exp ediente sobre excep ciones p relim ina res, fondo y
rep araciones, tomo I I).

5 9 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones
preliminares, contestac ión a la demanda y observaciones al escrito de solici tudes
y arg ument os, a nexo D, exp ediente sobre excep ciones p relim ina res, fondo y
rep araciones, tomo I I).

6 0 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones
preliminares, contest ación a la demanda y observaciones al esc rito de solicitudes y
argumentos, anexo D, expediente sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones,
tomo II, folio 36); recurso de amparo presentado por los representantes de YATAMA
ante la Sala de lo Civil y Laboral del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción
Atlántico Norte, Puerto Cabezas (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo
8.1, folio 53 0); y resolución emitida por el Consejo Supremo Electoral el 15 de agosto
de 2000 (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 15.2, folio 599).
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lizar dicha organización] y llenar las formalidades establecidas para
la solicitud de Personalidad jurídica y ser reconocida como ‘PARTI-
DO POLÍTICO REGIONAL’”. En dicha escritura, designaron como re-
presentante ante el mencionado Consejo aBrooklyn Rivera Bryan y
como suplentes a los señores Centuriano Knight Andrews para la
RAAN, y al señor John Alex Delio Bans para la RAAS.61

124.27) LaAsambleaGeneral de lasComunidades aprobó el Estatuto
de YATAMA, que fue certificado por notario público el 30 de marzode
2000. En ese estatuto se establece que dicha “organización etno-política
de los pueblos indígenas y comunidades étnicas […] se rige por los […]
principios [de l]a defensa de los intereses estratégicos de los pueblos
indígenas y comunidades étnicas de la CostaCaribe y Jinotega y[,] en
particular[,] en la defensa de los territorios y el autogobierno”.62

124.28) El 4 de mayode 2000, un día antesde que venciera el plazo
para que unaorganización pudiera obtener la personalidad jurídicapara
participar en las eleccionesmunicipales de 5 noviembre de 2000, de
conformidad con el artículo 77 de la Ley Electoral No. 331 de 2000 (supra
párr. 124.23), el Consejo Supremo Electoral emitió unaResoluciónme-
diante la cual otorgó a YATAMA personalidad jurídica como partido
político regional. En dicha Resolución el Consejo Supremo resolvió
que “apartir de [dicha] fecha [YATAMA] podr[í]a gozar de losderechos
y prerrogativasque le otorga[ba] la Constitución Política, la Ley Elec-
toral y demás leyesde la República”.63

124.29) El Consejo Supremo Electoral, de conformidad con los ar-
tículos 4 y 10 de la Ley Electoral No. 331 de 2000, acordó “aprobar el
[…] Calendario Electoral que regir[í]a el proceso electoral de autori-
dades municipales” de 5 de noviembre de 2000.64

124.30) El 15 de julio de 2000 vencía el plazo establecido en el
calendario electoral, publicado por el Consejo Supremo Electoral, para

6 1 Cfr. escritura pública de 8 de marzo de 2000 (expediente de anexos a la demanda,
tomo II, anexo 9, folio 556).

6 2 Cfr. artículo 3.a) del Estatuto de YATAMA de 20 de marzo de 2000 (expediente de
anexos a la demanda , tomo II, anexo 9, folios 560).

6 3 Cfr. resolución emi tida por el Consejo Supremo Elector al el 4 d e mayo de 2000
(expediente de anexos a l a demanda, tomo II, anexo 10, folio 573).

6 4 Cfr. calendar io electoral d el Consejo Supr emo Electoral (expediente de anexos a
la demanda, tomo II, anexo 11, foli o 577).



356 SUBSEC CIÓN DE ACTUALIDAD

JUSTICI A ELECTO RAL
VOL. 1, NÚM. 1, 2007

que lospartidos políticos que hubieren obtenido la personalidad ju-
rídica con la antelación establecida por la ley presentaran la lista de
candidatos que deseaban inscribir para las elecciones municipales
de 5 de noviembre de 2000.65

c) Presentación de candidatosde YATAMA en la RAAN
124.31) El 15 de julio de 2000 el representante legal de YATAMA

presentó ante el Consejo Electoral Regional de la RAAN las “[h]ojas de
inscripciones de los Candidatos de Waspam Río Coco, Puerto Cabe-
zas, Prinzapolka, Rosita y Bonanza”, una “copia de personería jurídi-
ca y emblemade la organización”, así comoun “[l]istado de candidatos
a Alcaldes, Vice-Alcaldes y Concejales [de] PuertoCabezas, Waspam,
Prinzapolka, Rosita y Bonanza”.66 El 18 de julio de 2000 el Presidente
del Consejo Electoral Regional firmó una comunicación en la que
manifestó que remitía dichosdocumentos al Director General de Aten-
ción a Partidos Políticos del Consejo Supremo Electoral.67

124.32) El Consejo Supremo Electoral publicó, como lo ordena la
Ley Electoral, una “lista preliminar” de candidatos de YATAMA para las
eleccionesde 5 de noviembre de 2000 en la RAAN. Ninguno de los
candidatos fue objeto de impugnación por algún partido político.68

6 5 Cfr. calendario electoral del Consejo Supremo Electoral (expediente d e anexos a la
demanda , tomo II, anexo 11, foli o 580).

6 6 Cfr . esc rito de 15 de juli o de 2000 del repr esent ante de YATAMA en la RAAN
(exp edient e sobr e excepciones prel iminares, fondo y r eparac iones, tomo III, folio
955); r ecibo de 15 d e julio de 2000 del Consejo Elect oral Regional de la RAAN
(exp edient e sobr e excepciones prel iminares, fondo y r eparac iones, tomo III, folio
954); y acta de entrega de la documentación original de candidatos de 16 de julio de
2000 del Consejo Electoral Regional de la RAAN (exped iente sobr e exc epciones
prelim inares, fond o y reparac iones, tomo III, fol io 942).

6 7 Cfr. escrito de 18 de julio de 2000 dirigido por el Pr esidente del Consejo Electoral
Regional de la RAAN al Director General de Atención a Partidos Políticos del Consejo
Supremo Electoral (exp ediente d e anexos a la demanda, tomo II, anexo 12, folios
582 y 583); y act a de entrega d e la documentac ión original d e Candida tos (as)
Sustit utos Municip ales a Alca lde, Vice-Al calde y Concejales de los municipios del
Atlántico Norte (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 12, folio 584).

6 8 Cfr. recurso de amparo presentado por los representantes legales de YATAMA ante
la Sal a de lo Civi l y Laboral del Tribuna l de Apelaciones de la C ircunscr ipción
Atl ántic o Norte, Puert o Cabezas (exp ediente d e anexos a la demanda, tomo II,
anexo 8.1, folio 530); y testimonio del señor Br ooklyn Rivera Bryan rendido ante la
Corte Interamericana durante la audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005.



357CASO YATAMA VS. NIC ARAGUA

© TEPJF
TERCERA ÉPOC A

d) Presentaciónde candidatos de YATAMA en la RAAS
en alianza con el Partidode Pueblos Costeños (PPC)

124.33) El 13 de junio de 2000 los representantesdel Partido de
los Pueblos Costeños (PPC), del partido YATAMA y del Partido Indí-
genaMultiétnico (PIM) constituyeron una alianza electoral mediante
escritura pública, “con el fin de participar en las Elecciones Municipa-
les del Cincode noviembre del […] 2000 paraAlcaldes, Vice-Alcaldes
y Concejales Municipales en la Región Autónoma del Atlántico Sur
(RAAS), […] con el nombre de UNIDAD PIM/YATAMA/PPC”. En dicha
escritura indicaron que el objetivo primordial de la alianza era “al-
canzar el Poder Público en los Municipiosde la RegiónAutónomadel
Atlántico Sur (RAAS), en beneficio de los ‘Pueblos Indígenas y Comu-
nidades Étnicas’ de la Costa Caribe de Nicaragua[, por lo cual] se
presentar[í]an dentro del período establecido por el Consejo Supre-
mo Electoral y de conformidad con la Ley Electoral, candidatos a los
distintos cargos de elección popular”. Además, los representantes de
los mencionadospartidospolíticos acordaron que losórganos ejecu-
tivos de los Partidos de la mencionada alianza crearían un reglamen-
to interno con normas, procedimientos y mecanismos, mediante los
cuales se regiría “la selección de candidatos a Alcaldes, Vice-Alcaldes
y Concejales”.69

124.34) Cada uno de los tres partidos políticos que integraban la
alianza PIM/YATAMA/PPC poseía personalidad jurídica otorgadapor
el Consejo SupremoElectoral.70 Los trespartidos acordaron que con-
servarían su “identidad política y personalidad jurídica propias”, por
lo cual, en el caso de que uno de los partidos se retirara de dicha

6 9 Cfr . testimonio notar ial de l a esc ritura públic a de 13 d e junio de 2000 sobre la
consti tuc ión de la a li anz a de pa rt id os polí ti cos UNIDAD PIM/YATAMA/PPC
(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 14, folios 589).

7 0 Cfr. resolución emitid a por el Consejo Supremo Electora l el 4 de mayo de 2000
(exped ient e d e anexos a la d emanda, tomo I I, a nexo 10, folio 590); test imonio
notari al de la esc ritura públi ca de 13 de junio de 2000 sobre la constitución de la
alianza de partidos políticos UNIDAD PIM/YATAMA/PPC (exp ediente de anexos a
la demanda, tomo I I, anexo 14, folios 588); y constanc ias emitidas el 13 de junio de
2000 por el Consejo Supr emo Electoral sobre la persona lidad juríd ica d el PPC y
del PIM como p art idos polít icos (exp edient e sobr e excepciones pr eliminares,
fondo y repar aciones, t omo III, folios 950 y 951).
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alianza, ésta “continuar[ía] con los que qued[ara]n”. Para poder parti-
cipar en la alianza cada uno de los partidos políticos que la compo-
nían debían reunir el requisito establecido en el artículo 65.9 de la
Ley Electoral (supra párr. 124.22).71 Se nombró al señor John Alex
Delio Bans representante legal de la alianza ante el Consejo Supremo
Electoral.72

124.35) El 14 de junio de 2000 los representantes legales de los
partidos regionales PIM, YATAMA y PPC presentaron ante el Consejo
Supremo Electoral una solicitud de autorización de la Alianza PIM/
YATAMA/PPC. El 24 de junio de 2000 el Consejo Supremo Electoral
les indicó que debían señalar el partido que encabezaría dicha alian-
za y “bajo la bandera de qué partido correr[í]an en las elecciones en
las que [dicha alianza iba] a participar”.73 El artículo 80 de la Ley
Electoral de 2000 establece que las alianzasde partidospolíticos par-
ticiparán en las elecciones correspondientes bajo “el nombre, bande-
ra y emblemadel partido político integrante de la alianza que ellos
mismos decidan y de esta formael partido escogido será quien enca-
bece dicha alianza”.74

124.36) El 5 de julio de 2000 el representante de la AlianzaPIM/
YATAMA/PPC presentó un escrito ante el Consejo Supremo Electoral,
en respuesta a su comunicación de 24 de junio de 2000 (supra párr.
124.35), en el cual indicó que “el nombre de la Alianza de Partidos
PolíticosRegionales e[ra] PIM y el partido político que encabezar[í]a la
Alianza e[ra] el Partido IndígenaMultiétnico (PIM)”. Además, en dicha
comunicación se informó que YATAMAhabía decidido unilateralmente

7 1 Cf r. ar tí culos 65 y 77 de l a Ley El ec tora l No. 331 de 24 de enero d e 2000
(a nexos al esc rit o d e excepci ones p rel im ina res, c ont est aci ón a l a d ema nda y
observac iones al escr it o de sol ic it udes y ar gument os, a nexo D, expedi ente
sobre exc epc iones p reli minares, fond o y rep ara ciones, tomo I I, foli os 30 y 33).

7 2 Cfr . testimonio notar ial de l a esc ritura públic a de 13 d e junio de 2000 sobre la
consti tuc ión de la a li anz a de pa rt id os polí ti cos UNIDAD PIM/YATA MA /PPC
(expediente de anexos a l a demanda, tomo II, anexo 14, folio 588).

7 3 Cfr. resolución emiti da por el C onsejo Supr emo Electoral el 15 d e agosto d e 2000
(expedi ente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 15.2, foli o 598).

7 4 C fr . Ley E l ec tor al N o. 331 d e 24 de ener o d e 2000 (anexos al escr i to d e
exc epciones p relim inares, contesta ción a la demanda y observ aciones al escr ito
d e sol i ci t ud es y a r gum ent os, a nexo D, exp edi ent e sobr e excep ci ones
pr elim inar es, fondo y re para ciones, tom o II ).
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retirarse de la alianza, “por lo tanto, [ésta] queda[ba] constituida por el
Partido Indígena Multiétnico (PIM) y el Partidode Pueblos Costeños
(PPC)”.75

124.37) El 11 de julio de 2000 el representante legal de YATAMA
en la RAAS informó al Presidente del Consejo Supremo Electoral que
“el partido Yatama en la Región Autónoma del Atlántico Sur terminó
una alianza de partido el día 13 de junio [de] 2000, para participar en
la contienda electoral de la elección municipal, [debido a que e]sta
Alianza después de firmar tuvo problemas”. Por ello, solicitó al Con-
se jo Supremo Electoral “que g ir[ ara] instrucciones a quien
correspond[ier]a a fin de notificar a los otros dos partidosque Yatama
participar[í]a solo” en las eleccionesde 5 de noviembre de 2000.76

124.38) Si bien el 5 y el 11 de julio de 2000 se presentaron comuni-
caciones al Consejo Supremo Electoral, el 14 de julio de 2000 los
representantesdel PPC y YATAMApresentaron unanueva comunica-
ción, en la que indicaron al Presidente de dicho Consejo, como res-
puesta a su comunicación de 24 de junio de 2000 (suprapárr. 124.35),
que “el nombre de laAlianza de PartidosPolíticos Regionales, e[ra] el
PPC y el Partido Político que encabezar[ía] la Alianza e[ra] el Partido
de Pueblos Costeños (PPC)”. Además, dichos representantes infor-
maron que el Partido Indígena Multiétnico (PIM) decidió de manera
unilateral retirarse de laAlianza, por lo tanto,[ ésta] queda[ba] consti-
tuida por el Partido de Pueblos Costeños (PPC) y el partido Yapti
Tasbah Masraka Nanih Aslatakanka (YATAMA)”. Asimismo, indica-
ron que “[eran] las últimas decisiones tomadas por esta Alianza y si
ha[bían] algunas inconsistencias con comunicaciones anteriores, esta

7 5 Cfr. escrito de 5 de julio de 2000 dirigido por el representante legal nacional de la
Al ia nza PIM al Presid ente del Consejo Supremo Elec toral (exped iente sobre
exc epciones preliminares, fondo y reparac iones, t omo III, foli o 948); y escrit ura
pública de aclaración al Consejo Supremo Electoral de 4 de julio de 2000 (expediente
sobr e excepc iones p reliminares, fondo y r eparaciones, tomo III, folio 952).

7 6 Cfr. escrito de 11 de julio de 2000 dirigido por el representante legal de YATAMA en
la RAAS al Presidente del Consejo Supremo Electoral (expediente sobre excepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo II I, folio 936); y escrito de 17 de julio de
2000 dirigido por el representante legal del PIM al Presidente del Consejo Supremo
Electoral (expediente sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo III,
fol io 947).
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e[ra] la que val[ía] por encima de todo”.77 El 17 de julio de 2000 el
representante legal del PIM informó al Presidente del Consejo Supre-
mo Electoral que “por desacuerdos con las Organizaciones YATAMA
y PPC, [dicha] organización ha[bía] decidido ir sola en [l]os comicios
electoralesMunicipales [del] 5 de noviembre del 2000”.78

124.39) El 15 de julio de 2000, fecha en que vencía el plazo del
calendario electoral para presentar la lista de candidatos que partici-
parían en las elecciones de 5 de noviembre de 2000 (supra párr.
124.30), la Alianza del PPC y YATAMA (denominadaAlianza PPC), a
través de su representante legal, “presentó candidatos a Alcaldes,
Vicealcaldes y Concejales”79 ante el Consejo Electoral Regional con
sede en Bluefields.80

124.40) El 17 de julio de 2000 el representante legal nacional de la
Alianza PPC/YATAMA dirigió una comunicación al Director de Aten-
ción a PartidosPolíticos del Consejo Supremo Electoral, mediante la
cual, “[e]n cumplimiento de lo establecido por la Ley Electoral[, …]
remit[ió] la lista de candidatos a Alcaldes, Vice-alcaldes y Concejales
Municipales, con sus respectivos suplentes, de los municipios de
Bluefields, Corn Island, [K]ukraHill, Lagunade Perlas, LaDesemboca-
dura del RíoGrande, Tortuguero y La Cruz de Río Grande”.81

124.41) El Consejo Supremo Electoral hizo referencia a la constitu-
ción de la alianza PPC/YATAMA recién en su Resolución de 15 de

7 7 Cfr . escri to d e 14 d e julio de 2000 d irigid o por los rep resentantes legales de
YATAMA y del PPC al Presidente del Consejo Supremo Elector al (expediente sobre
excep ciones p rel iminar es, fond o y repar aciones, tomo III , foli os 938 y 939); y
certific ación emitida el 3 de mayo de 2005 por el Direct or General de At ención a
Par tidos Polí ticos del Consejo Supremo Elector al (expediente sobr e exc epciones
preliminares, fondo y r eparaciones, tomo V , folio 1735).

7 8 Cfr. escri to de 17 de julio de 2000 dirigido por el representante leg al del PIM al
President e del Consejo Supr emo Elec tora l (exp ed ient e sobr e excepc iones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo II I, folio 947).

7 9 Cfr. resolución emitida por el Consejo Supr emo Electoral el 15 d e agosto d e 2000
(exped iente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 15.2, folios 599).

8 0 Cfr. escrito de 17 de julio de 2000 dirigido por el representante legal de la Alianza del
PPC y YATAMA (denominada Alianza PPC) al Presidente del Consejo Supremo Electoral
(expediente sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo III, folio 937).

8 1 Cfr. escrito de 17 de julio de 2000 dirigido por el representante legal de la Alianza
del PPC y YATAMA (denominada Alianza PPC) al Presidente del Consejo Supremo
Elect oral (expediente sobre excepciones preliminares, fondo y rep araciones, tomo
III , fol io 937).
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agosto de 2000 (infra párr. 124.51).82 La Ley Electoral No. 331 no
contiene disposición alguna que impida que alguno de los partidos
políticos que se presentó en alianza participe en las elecciones para
las que habían constituido dicha alianza, cuando otro partido que
integraba la misma no sea autorizado a participar.83

124.42) El 20 de abril de 2005 el Director General de Atención
de Partidos Polít icos del Conse jo Supremo Electoral emitió una
constancia en la que indicó que, “según los registros de inscr ip-
ción de candidatos que llevó [la] Dirección General para las elec-
ciones de Alcaldes, Vicealcaldes y Miembros de los Conce jos
Municipales para las elecciones de noviembre de 2000, el partido
Yapti Tasba Masraka Nanih Asla Takanka (YATAMA) no presentó
candidatos ante el Consejo Supremo Electoral, ni ante el Consejo
Ele ctoral Regional de la Región Autónoma del Atlántico Sur
(RAAS)”.84

124.43) El 3 de mayo de 2005 el Director General de Atención a
Partidos Políticos del Consejo Supremo Electoral certificó “que de los
folios números dos al ciento diecinueve del Tomo I del libro de can-
didatos, correspondiente al año dos mil, se encuentran las fichas de
candidatos a Alcaldes y Concejales de la Región Autónomadel Atlán-
tico Sur [RAAS], presentadas: [a]nte el Consejo Electoral Regional del
Atlántico Sur con sede en Bluefields, organismo sin atribucionespara
recepcionar candidaturas conforme Ley, por la Alianza Partido de los
Pueblos Costeños (PPC) y extemporáneamente, el diecisiete de julio
de dosmil, ante el Consejo Supremo Electoral; fichas que se corres-
ponden con [un] listado [de candidatos cuyosnombres se] detall[aron]”
en la referida constancia.85

8 2 Cfr. resolución emitida por el Consejo Supr emo Electoral el 15 d e agosto d e 2000
(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 15.2, foli o 599).

8 3 Cfr. Ley Electoral No. 331 de 24 de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones
preliminares, contest ación a la demanda y observaciones al esc rito de solicitudes y
argumentos, anexo D).

8 4 Cfr. certificación de 20 de abril de 2005 emitida por el Director General de Atención
a Par tidos Pol íticos d el Consejo Supremo Electora l (expediente sobre excepc iones
preliminares, fondo y r eparaciones, tomo V , folio 1701).

8 5 Cfr. certificación de 3 de mayo de 2005 emitida por el Director General de Atención
a Par tidos Pol íticos d el Consejo Supremo Electora l (expediente sobre excepc iones
preliminares, fondo y r eparaciones, tomo V , folio 1735).
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E) Decisiones del Consejo Supremo Electoral, la Sala Civil
del Tribunal de Apelaciones de la RAAN, la Sala de lo
Constitucional de la Corte Supremade Justicia y la
Procuraduría para laDefensa de los Derechos Humanos,
relacionadas con la participación de Candidatos de
YATAMA en las elecciones de 5 de noviembre de 2000

124.44) El Poder Electoral es uno de los cuatro poderes estableci-
dos por la Constitución Política de Nicaragua, junto a los poderes
ejecutivo, legislativo y judicial. Está integrado por el Consejo Supre-
mo Electoral, máximo órgano de dicho poder, así como por organis-
mos electorales subordinados, tales como Consejos Electorales de
los Departamentos y de las Regiones Autónomas de la Costa Atlánti-
ca, Consejos Electorales Municipales y Juntas Receptoras de Votos.
Le corresponde de formaexclusiva “organizar y dirigir las elecciones,
plebiscitos [y] referendos”.86

124.45) El 7 de junio de 2000 el Consejo Supremo Electoral realizó
“un Acto de Apertura de la Verificación de Firmas”, en el cual inició
un proceso de verificación de las firmasque requiere el artículo 77.7
de la Ley Electoral de 2000 No. 331 para la inscripción de los candida-
tos de los partidos políticos con personalidad jurídica.87

124.46) El 18 de julio de 2000 el Consejo Supremo Electoral emitió
una resolución en la cual indicó que “[l]as firmas presentadaspor [los]
partidos políticos fueron sometidas al Proceso de Verificación de Fir-
mas, de conformidad con el procedimiento administrativo dictado para

8 6 Cfr. Constitución Polí tica de la Rep ública de Nic aragua de 1987 con las reformas
constitucionales. Publicación of icial de la Presidenc ia y Ley Electoral No. 331 de 24
de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones preliminares, contestación a la
demanda y observac iones al escrit o de solici tudes y ar gumentos, anexos C y D,
expediente sobre excepciones prelim inares, fondo y reparaciones, tomo II, folio 5);
y Observa ción Elector al en Nicaragua: elecciones municip ales 2000/Unidad p ara
la Pr omoción d e la Democracia, Serie Américas, No. 27, Secretaría General de la
Org aniz ación de los Estados Americanos (expediente de anexos a la d emanda,
tomo II , anexo 19, foli os 624 y 625).

8 7 Cfr. resolución emitida por el ConsejoSupremo Electoral el 18de julio de2000 (expediente
de anexos a la demanda, tomo II, anexo 15.1, folio 596); y Ley Electoral No. 331 de 24
de enero de 2000 (anexos al escrito de excepciones preliminares, contestación a la
demanda y observaciones al escrito de solicitudes y argumentos, anexo D, expediente
sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo II, folio 34).
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ese efecto y losAcuerdos de los Fiscales y el Consejo Supremo Elec-
toral”.88 En esa Resolución el Consejo Supremo Electoral “rechaz[ó]
las impugnaciones” de distintos candidatos de diversos partidos po-
líticos e “inici[ó] el proceso de cancelación de personalidad jurídica
de aquellos partidos políticos que no presentaron candidatos y la de
aquellosque no participa[ría]n en el […] proceso electoral, ya que no
cumplieron con los requisitos para la inscripción de candidatos”. El
Consejo Supremo Electoral indicó que, entre otros, el Partidode los
PueblosCosteños (PPC), que lideraba la Alianza con YATAMA en la
RAAS (supra párrs. 124.38 y 124.39), no alcanzó el 3% de las firmas
requeridas por el artículo 77 de la Ley Electoral de 2000 para la ins-
cripción de sus candidatos en la Región89 (supra párr. 124.22). Según
lo decidido por el Consejo Supremo Electoral, solamente el Partido
Liberal Constitucionalista y el PartidoConservador alcanzaron el 3%
de las firmas requeridas. En dicha resolución el Consejo Supremo
Electoral no hizo referencia expresa al cumplimiento de los requisi-
tospor YATAMA en la RAAN ni en la RAAS. En esta resolución de 18
de julio de 2000 el Consejo Supremo Electoral resolvió una solicitud
presentada el 21 de julio de 2000 por el PPC, mediante la cual impug-
nó el procedimiento de verificación de firmas, alegando “que no se
realizó el cotejo de firmas con ‘Número de IdentificaciónVálido’ con
los datos contenidos en el padrón electoral […] y que se realizó un
cotejo ilegal de firmas válidas, a pesar de que ya había superado el
numero de firmas válidas que la Ley Electoral requiera para partici-
par en las eleccionesmunicipales”.90 Además del PPC, otros partidos
políticos solicitaron al Consejo Supremo Electoral que cancelara “el
trámite de verificaciónde firmas argumentandoque éste e[ra] ilegal”,
porque el único requisito exigido por el artículo 77.7 de la Ley Electo-
ral de 2000 era que las firmas estuvieran “notariadas” y no se estable-
cía un procedimiento de verificación de firmas.91 El Consejo Supremo
8 8 Cfr . resolución em itida por el Consejo Sup remo Elect oral el 18 de julio de 2000

(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 15.1, foli o 596).
8 9 Cfr . resolución em itida por el Consejo Sup remo Elect oral el 18 de julio de 2000

(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 15.1, foli o 596).
9 0 Cfr . resolución em itida por el Consejo Sup remo Elect oral el 18 de julio de 2000

(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 15.1, foli o 594).
9 1 Cfr . resolución em itida por el Consejo Sup remo Elect oral el 18 de julio de 2000

(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 15.1, foli o 592).
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Electoral no notificó a YATAMA está decisión, ni le concedió a dicho
partido, que integraba la Alianza con el PPC, el plazo de tres días
“para proceder a subsanar los defectos o sustituir candidatos”, como
lo establece el artículo 84 de la Ley Electoral No. 331 de 2000 (supra
párr. 124.25).92

124.47) El 31 de julio de 2000 el señor Brooklyn Rivera, repre-
sentante legal de YATAMA, dirigió una comunicación al Presiden-
te del Consejo Supremo Electoral, mediante la cual le sol icitó que
autorizara la participación de YATAMA en la RAAS, dado que en
las últimas elecciones regionales “ha[bía] cosechado cantidades de
votos que rebas[ab]an el porcentaje requerido por la ley para ser
autor izada su participación e lectoral en las dos regiones; RAAN y
RAAS”. En dicho escrito el mencionado representante legal señaló
que, “al no recibir a la fecha una comunicación oficial de parte del
organismo rector, como agrupación participante esta[ba] siendo
afectada en el ánimo de las comunidades y sectore s bases, al igual
[que] en el ritmo de trabajo de la Organización en ambas regiones
autónomas”.93

124.48) YATAMA solicitó al Consejo Supremo Electoral que “ins-
cribiera a [dicho partido] para las elecciones de lasRegiones Autóno-
ma del Atlántico Sur , RAAS bajo su propia denominación[ ,]
presentándole [su] propia lista de candidatos al delegado regional
del Consejo SupremoElectoral[, …] comunicacionesde las que nunca
recibi[eron] respuesta”.94 En unade estas comunicacionesYATAMA
solicitó que se le permitiera registrar como candidatosde ese partido

9 2 Cfr. testimonio del señor Brooklyn Rivera Bryan rendido ante la Corte Interamericana
durante la audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005; y testimonio del señor
John Alex Deli o Bans rend ido ante la Corte Interameri cana durant e la audiencia
pública celebrada el 9 de marzo de 2005.

9 3 Cfr. escrito de 31 de julio de 2000 dirigido por el representante legal de YATAMA
al Presidente del Consejo Supr emo Electoral (expediente de anexos a l a demanda,
tomo II, anexo 16.1, foli os 600).

9 4 Cfr . recur so de revisión de 18 de agosto de 2000 presentad o ante el Consejo
Supremo Electoral por los rep resentantes leg ales de YATAMA (exp ediente de
anexos a la demanda, tomo II, anexo 18, folio 605); y recurso de amparo presentado
por los r ep resent ant es de YATAMA ant e la Sa la de lo C ivi l y Labora l del
Tri buna l de Apelaciones de la Ci rcunscrip ción Atl ánti co Norte, Puerto Cabezas
(exped ient e de anexos a la d emanda, tomo II, anexo 8.1, folio 528).
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en la RAAS a los presentados por la Alianza del PPC y YATAMA (de-
nominada Alianza PPC).95

124.49) El 11 de agosto de 2000 el señor Brooklyn Rivera Bryan
presentó personalmente una comunicación ante el Consejo Supremo
Electoral, dirigida al Presidente de dicho órgano, mediante la cual
hizo “formal entrega de la lista de fotocopias de cédulas y constancias
de solicitud de cédulas de candidato[s] a Alcaldes, Vice-Alcaldes y
Concejales propietarios y suplentes de los municipios de Bluefields,
Kubra Hill, Laguna de Perlas, La Desembocadura del Río Grande,
Tortuguero y la Cruz de Río Grande [RAAS], inscrito[s] por la organiza-
ción[…] YATAMA […] en reposición de los candidatos” que renuncia-
ron a sus candidaturas en el partido.96

124.50) El 11 de agosto de 2000 el señor Brooklyn Rivera Bryan
presentó personalmente otra comunicación dirigida al Presidente
de l Consejo Supremo Electoral , mediante la cual manifestó que
“[a]unque el PIM a última hora ha[bía] abandonado unilateralmente
su compromiso de unidad costeña y el PPC no ha[bía] completado
las firmas reque ridas, esto no menoscaba[ba] la buena intención
o impe[día] el derecho de participación de YATAMA en los comicios
previstos”. Además, en dicha comunicación el señor Rive ra Bryan
indicó que “YATAMA dispon[í ]a de todos los requisitos legales
ante el Honorable Conse jo Supremo Electoral, incluyendo la lista
de sustitución de los candidatos renunciantes en los dife rentes
municipios de ambas regione s autónomas, RAAN y RAAS. En el
caso de la RAAN ya se [había] public[ado] oportunamente la li sta
de los candidatos en los municipios que participa[ban], pero no
se ha[bía] publicado oportunamente la l ista de candidatos en la
RAAS, incidiendo [en] forma negativa en el ánimo de las comuni-

9 5 Cfr. escrito de 31 de julio de 2000 dirigido por el representante legal de YATAMA
al Presidente del Consejo Supr emo Electoral (expediente de anexos a l a demanda,
tomo II, anexo 16.1, folio 600); recurso de amparo presentado por los representantes
legales de YATAMA ante la Sala de lo Civil y Laboral del Tribunal de Apelaciones de
la Circ unsc ripc ión Atlántic o Norte, Puerto Cabezas (exp ediente de anexos a la
demanda, tomo I I, anexo 8.1, folio 529).

9 6 Cfr. escrito de 11 de agosto de 2000 dirigido por el representante legal de YATAMA
al Presidente del Consejo Supr emo Electoral (expediente de anexos a l a demanda,
tomo II, a nexo 16.2, folio 601).
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dades y sectores de bases, al igual [que] en el ri tmo de trabajo de
la Organización”.97

124.51) El 15 de agosto de 2000, un mesdespuésde que venciera
el plazo establecido en el calendario electoral para que lospartidos
políticospresentaran la lista de candidatos, el Consejo Supremo Elec-
toral emitió una resolución, que excluyó a YATAMA de las elecciones
de 5 de noviembre de 2000, tanto en la RAAN, como en la RAAS. El
Consejo Supremo Electoral no otorgó a YATAMA la oportunidad de
que “proced[iera] a subsanar los defectos o a sustituir los candida-
tos”, de conformidad con los artículos 83 y 84 de la Ley Electoral No.
331 de 2000 (suprapárr. 124.25). En su Resolución, el Consejo Electo-
ral resolvió:98

a) en cuanto a la participaciónde YATAMA en la RegiónAu-
tónoma del Atlántico Sur, “[n]o ha lugar a la solicitud de YATAMA
de registrar como candidatos de ese partido a los presentados
por laAlianza YATAMA/PPC en la Región Autónomadel Atlánti-
co Sur” (supra párr. 124.48). En este sentido, consideró “que
YATAMA e[ra] un partido legalmente constituido y enpleno uso
de los derechos que establec[ía] la Ley Electoral y que como
tal[,] p[odía] participar en las elecciones de noviembre de 2000,
ya sea en alianzas o individualmente, siempre y cuando
cumpl[ier]a con la Ley Electoral y Términos establecidos en el
Candelario Electoral. Asimismo, señaló que “como consecuen-
cia [de que el PPC] no cumpli[ó] con el porcentaje de firmas a
que se refiere el art[ículo] 77 numeral 7, […] el número de muni-
cipios en los cuales YATAMA present[ó] candidatos no
alcanza[ba] el 80%aque se refiere el art[ículo] 82 párrafo segun-
do en concordancia con el art[ículo] 80 in fine de la Ley Electo-
ral[,] que establec[ía] que los partidos o Alianzas de partidos
deb[ían] inscribir candidatos para todas las elecciones y cargos
a que se refier[ía] el art[ículo] 1 de [dicha] Ley, así como el párra-

9 7 Cfr. escrito de 11 de agosto de 2000 dirigido por el representante legal de YATAMA
al Presidente del Consejo Supr emo Electoral (expediente de anexos a l a demanda,
tomo II, a nexo 16.3, folio 602).

9 8 Cfr. resolución emitida por el Consejo Supr emo Electoral el 15 d e agosto d e 2000
(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 15.2, foli o 599).
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fo primero del art[ículo] 89 de laConstitución Política establece
que ‘Las comunidades de la Costa Atlántica son parte indisolu-
ble del pueblo nicaragüense y, como tal, gozan de los mismos
derechos y tienen lasmismas obligaciones’; y

b) en cuanto a la participación de YATAMA en la Región
Autónomadel AtlánticoNorte (RAAN), que “no se registr[aría]n
los candidatos presentados en el AtlánticoNorte por dichaOr-
ganización, en vista de que […] no llena[ba] el tiempo requeri-
do consignado en la Ley Electoral”.
124.52) El 17 de agosto de 2000 el Consejo SupremoElectoral no-

tificó la mencionada Resolución de 15 de agosto de 2000 a los repre-
sentantes legales de YATAMA.99

124.53) El 17 de agosto de 2000 el Presidente del Consejo Electo-
ral Regional de la RAAN dirigió una comunicación al presidente, al
vice-presidente y a unmagistrado del Consejo SupremoElectoral, en
la que solicitó “de forma enérgica” una aclaración respecto de la ex-
clusión de YATAMA de las elecciones municipales, e indicó que
“[u]rg[ía] que se present[ara] unMagistrado a lo inmediato para aclarar
esta situación y evitar[a] daños posteriores[, o que,] en su efecto [se]
brindar[a a YATAMA] un despacho ante los magistrados del C[onsejo
Supremo Electoral]”. El Presidente del Consejo Electoral Regional in-
dicó que “de no tener una respuesta clara y positiva la organización
política regional a lo inmediato: no se responsabiliza[ba]n de lo[s]
acto[s] que pu[dieran] suceder en” la RAAN.100

124.54) El 18 de agosto de 2000 los representantes legales de
YATAMA presentaron ante el Consejo Supremo Electoral un recurso
de revisión en contra de la Resolución de 15 de agosto de 2000 emiti-

9 9 Cfr. resolución emitida por el Consejo Supr emo Electoral el 15 d e agosto d e 2000
(exped iente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 15.2, folio 599); y recurso de
amparo p resentado por los representantes legales de YATAMA ante la Sa la de lo
Civil y Laboral del Tribunal de Apelaciones de la Cir cunscripción Atlántico Norte,
Puerto Cabezas (exped iente de anexos a la demanda, tomo II, a nexo 8.1, folio 529).

100 Cfr. escrito de 17 de agosto de 2000 dirigido por el Presidente del Consejo Electoral
Regional de la RAAN al presidente, al vice-presidente y a unmagistrado del Consejo
Supremo Electoral (anexos al escrito de excepciones preliminares, contestación a la
demanda y obser vaciones al esc rit o de soli ci tudes y a rg umentos, anexo A,
exp ediente sobre excepciones p relim inares, fondo y reparac iones, tomo II , folio
338).
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dapor dicho Consejo (supra párr. 124.51). En el mencionado recurso
los referidos representantes señalaron que en diversas comunicacio-
nes solicitaron al Consejo SupremoElectoral que “inscribiera aYATAMA
para las elecciones de la Región Autónoma del Atlántico Sur, RAAS
bajo su propia denominación[,] presentándole [su] propia lista de can-
didatos al delegado regional del Consejo SupremoElectoral[, …] co-
municaciones de las que nunca recibi[eron] respuesta”. Asimismo,
señalaron que, de conformidad con el artículo 81 de la Ley Electoral,
no se “p[odía]n postular para cargos de elección popular aquellas
personas que no llen[aba]n las calidades, que tuvieren impedimento
o les fuere prohibido de conformidad a la Constitución Política y las
leyes de la materia; sin embargo[,] ningunode [sus] candidatos t[enía]
impedimento para postularse, razón por la que los partidos existen-
tesno los impugnaron dentro del término que establece el [a]rt[ículo]
85 de la ley electoral”. Además, plantearon que “habiendopublicado
[el Consejo SupremoElectoral] la lista de [los] candidatos [de YATAMA]
en la Región Autónoma del AtlánticoNorte RAAN, […] e[ra] inconce-
bible que la resolución emitida […] concluy[era] que el hecho de no
dar lugar a la alianza en la RAAS, […] afect[ara] a [sus] candidatos de la
RAAN”. Los representantes de YATAMA indicaron que lo anterior
“constituye una violación a los derechos políticos del pueblo coste-
ño, por cuanto no les estarían permitiendo ejercer su derecho a la
oportunidad de elegir y la libertad de elección de los pobladores de
la Costa Atlántica[, f]omentando de esta manera el bipartidismo”.101
No consta en el expediente ante la Corte que el Consejo Supremo
Electoral haya emitido algúnpronunciamiento sobre este recurso.

124.55) El 30 de agosto de 2000 los señores Brooklyn Rivera y
Centuriano Knight presentaron ante el Tribunal de Apelaciones de la
Circunscripción Atlántico Norte, Sala de lo Civil y Laboral, Puerto
Cabezas, un recurso de amparo administrativo, con base en el artícu-
lo 23 de la Ley de Amparo vigente, en contra de la Resolución emitida
por el Consejo Supremo Electoral el 15 de agosto de 2000 (supra párr.

101 Cfr . recur so de revisión de 18 de agosto de 2000 presentad o ante el Consejo
Supremo Electoral por los rep resentantes leg ales de YATAMA (exp ediente de
anexos a la demanda, tomo II, anexo 18, folio 605).
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124.51), mediante el cual solicitaron “la suspensión del acto y de sus
efectos”. En dicho recurso manifestaron que:102

a) la decisión del Consejo SupremoElectoral sobre la parti-
cipación de YATAMA en la RAAN “contrad[ecía…] las actas de
entrega presentadaspor el Presidente del Consejo Electoral en
la RAAN”, ya que YATAMA presentó la lista de los candidatos a
Alcaldes, Vice Alcaldes y Concejales el 15 de julio de 2000, y
que “por tanto la extemporaneidad alegada queda[ba] sin fun-
damentos”;

b) en cuanto a la decisión del Consejo Supremo Electoral
sobre la participaciónde YATAMA en la RAAS, “la Ley Electoral
no prohib[ía que un partido que] dejar[a] de participar en un
proyecto de alianza[,] tratar[a] de participar en las elecciones
municipales por [su] propia personalidad jurídica”; y

c) el artículo 84 de la Ley Electoral dispone que cuando el
Consejo Supremo Electoral “deniegue una solicitud o rechace un
candidato por no llenar los requisitosde Ley lo notificará al par-
tido político o alianza de partidosdentro de los tresdías siguien-
tes a la resolución, para proceder a subsanar los defectos o a
sustituir a los candidatos”. Sin embargo, el Consejo Supremo
Electoral “emiti[ó] una resolución excluyente que […] dej[ó a
YATAMA] en total inactividad”, puesnuncanotificó a sus repre-
sentantes “que se estuviera desarrollando un proceso adminis-
trativo sobre la inscripción de [los candidatosde YATAMA]” con
el fin de “garantizar [su] participación en las elecciones”.103
124.56) El 21 de septiembre de 2000, de conformidad con el calen-

dario electoral, comenzó la campaña electoral, que tenía una duración
de 42 días de acuerdo a la Ley, y culminó el 1 de noviembre de 2000.104

102 Cfr. recurso de amparo presentado por los representantes de YATAMA ante la Sala
de lo Civil y Labor al del Tribuna l de Apelaciones de la Circunscripción Atlántico
Norte, Puerto Cabezas (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 8.1, folio
530).

103 Cfr. recurso de amparo presentado por los representantes de YATAMA ante la Sala
de lo Civil y Labor al del Tribuna l de Apelaciones de la Circunscripción Atlántico
Norte, Puerto Cabezas (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 8.1, folio
530).

104 Cfr. calendario electoral del Consejo Supremo Electoral (expediente d e anexos a la
demanda , tomo II, a nexo 9, foli o 580).



370 SUBSEC CIÓN DE ACTUALIDAD

JUSTICI A ELECTO RAL
VOL. 1, NÚM. 1, 2007

124.57) El 11 de octubre de 2000 la Sala de lo Civil y Laboral del
Tribunal de Apelacionesde la Circunscripción Atlántico Norte, Puer-
to Cabezas, resolvió tramitar el recurso de amparo presentado por
YATAMA el 30 de agosto de 2000 (supra párr. 124.55), y acordó “sus-
pender de oficio el acto en lo referente a dejar al Partido Regional
YATAMA sin registrar a sus candidatos y por ende fuera de la con-
tienda Electoral para autoridades Municipales el día [5] de noviembre
de [2000], QUEDANDO LA SITUACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN
YATAMAANTE ELCONSEJO SUPREMO ELECTORAL EN ELESTADO
EN QUE SE ENCONTRABA ANTES DE LA RESOLUCIÓN DICTADA
PORELCONSEJO SUPREMO ELECTORAL[,…] YA QUE DECONSU-
MARSE DICHO ACTO HARÍA FÍSICAMENTE IMPOSIBLE RESTITUIR
LOS DERECHOS DE LOS RECURRENTES”.105

124.58) El 20 de octubre de 2000 el Consejo SupremoElectoral
interpuso un recurso de reposición ante la Sala de lo Civil y Laboral
del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción Atlántico Norte,
Puerto Cabezas, contra la resolución de esa Sala, de 11 de octubre de
2000 (supra párr. 124.57), con el propósito de que “revo[cara] dicha
resolución […] declarando su nulidad” y dispusiera que el recurso
admitido era improcedente y “no t[e]n[ía] efecto legal alguno”, debido
a que la resolución del Consejo Supremo Electoral era de estricta
materia electoral.106

124.59) El 23 de octubre de 2000 los señores Brooklyn Rivera y
Centuriano Knight, representantes de YATAMA, presentaron un es-
crito ante la Sala de lo Civil de Bilwi del Tribunal de Apelaciones de
la Región Autónoma del AtlánticoNorte, RAAN, mediante el cual le
solicitaron que rechazara por improcedente el recurso de reposición
interpuesto por el Consejo Supremo Electoral (supra párr. 124.58),
por cuanto la ley de amparo vigente establecía que para que quedara

105 Cfr. resolución de 11 de octubre de 2000 emitida por el Tribunal de Apelaciones de
la C ircunscripción Atl ántico Norte, Sala de lo Civil y Laboral, en Puer to Cabezas
(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 8.2, foli o 536).

106 Cfr. recurso de reposición interpuesto por el Consejo Supremo Electoral ante la Sala
de lo Civil y Labor al del Tribuna l de Apelaciones de la Circunscripción Atlántico
Norte, Puerto Cabezas (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 8.2, folio
538).
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sin efecto la suspensión decretada sólo cabría el ofrecimiento de ga-
rantía. Además, señalaron que se trataba de una “impugnación […]
contra una resolución administrativa que violenta[ba los] derechos
constitucionales a la participación política[, …] la que de llegar a
materializarse haría físicamente imposible la restitución de [su]s dere-
chos, por cuanto no sólo [l]os inhib[iría] de participar en las eleccio-
nes sino también […] traería como consecuencia la pérdida de [su]
personalidad jurídica, tal y como lo establece el inc[iso] 4 del art[ículo]
74 de la Ley Electoral”.107

124.60) El 24 de octubre de 2000 la Sala de lo Civil y Laboral del
Tribunal de Apelacionesde la Circunscripción Atlántico Norte, Puer-
to Cabezas, rechazó el recurso de reposición interpuesto por el Con-
sejo Supremo Electoral (supra párr. 124.58) “por […] notoriamente
improcedente”, y dejó “a salvo los derechos que consideren tener los
peticionarios para hacerlos valer en la instancia correspondiente”.108

124.61) El 25 de octubre de 2000 la Sala de lo Constitucional de la
Corte Suprema de Justicia emitió la sentencia No. 205, en la que de-
claró “improcedente In Limine Litis” el recurso de amparo interpuesto
por los representantes de YATAMA (supra párr. 124.55), dado que la
resolución del Consejo Supremo Electoral de 15 de agosto de 2000
“esuna resolución de materia electoral”, y la mencionada Sala “care-
ce[…] de competencia en materia electoral, con base en la parte final
del [a]rtículo 173 de la Constitución Política que establece: ‘De las
resolucionesdel Consejo Supremo en materia electoral no habrá re-
curso alguno ordinario ni extraordinario’”. Además, dicha Sala seña-
ló que el artículo 1 de la Ley Electoral dispone en sus “incisos 5 y 6
que los procesos electorales para las elecciones de Alcaldes, Vice-
Alcaldes, Miembros de los Consejos Municipales, no serán objeto de
recurso alguno ordinario ni extraordinario”. La referida Sala de lo

107 Cfr. escrito de 23 de octubre de 2000 presentado por los representantes de YATAMA
ante la Sala de lo Civil y Laboral del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción
Atl ántic o Norte, Puert o Cabezas (exp ediente d e anexos a la demanda, tomo II,
anexo 8.4, foli o 542).

108 Cfr. resolución de 24 de octubre de 2000 emitida por la Sala de lo Civil y Laboral del
Tri buna l de Apelaciones de la Ci rcunscrip ción Atl ánti co Norte, Puerto Cabezas
(expediente de anexos a la demanda , tomo II, anexo 8.5, foli o 545).
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Constitucional también indicó que en la legislaciónde Nicaragua “no
exist[ía] procedimiento contencioso administrativo ni constitucional
por la vía del amparo en materia electoral”, y que en otra sentencia
“se pronunció sobre decisiones del Consejo Supremo Electoral en
materia administrativa referidas a partidospolíticos, sobre las cuales
ten[ía] competencia y así lo h[abía] declarado”. Además, la menciona-
da Sala hizo “un fuerte llamado de atención a la Sala de lo Civil y
Laboral del Tribunal de Apelaciones de la Circunscripción Atlántico
Norte, por haber tramitado el […] Recurso de Amparo, cuando en su
lugar debió rechazarlo”109 (supra párr. 124.57).

124.62) El 30 de octubre de 2000 el Consejo SupremoElectoral
emitió un comunicado, mediante el que se dirigió a la “ciudadanía en
general y a la comunidad internacional para hacer de su conocimien-
to [… q]ue […] se otorgó personalidad jurídica al partido político […]
YATAMA, la que se mant[enía] en toda su vigencia y fuerza legal”, así
como que dicho partido político regional “podr[ía] participar y pre-
sentar candidatos en sus respectivas Regiones Autónomasen las elec-
cionesde noviembre de [2001]”.110

124.63) YATAMA, así como la Procuraduría para la Defensa de los
DerechosHumanos, el Presidente del Movimiento de Unidad Nacio-
nal (MUN), la Misión de Observación Electoral de la OEA y otras
organizaciones, como Ética y Transparencia Internacional, solicita-
ron “que se posterg[ara]n las elecciones municipales en la Región
Autónomadel AtlánticoNorte por un período que permit[ier]a al par-
tido YATAMAhacer campaña y participar en” dichas elecciones, dado
que el Consejo Supremo Electoral estaba facultado para suspender-
las “con fundamento en los artículos 4 y 10 inciso 4) de la Ley Electo-
ral […]”111. El Consejo SupremoElectoral no suspendió las referidas

109 Cfr . sent enci a No. 205 de 25 de octubr e de 2000 emi tid a por la Sa la d e lo
Constit ucional de la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua (anexos al esc rito de
exc epciones p relim inares, contesta ción a la demanda y observaciones al escr ito
de soli citudes y arg umentos, anexo A, expedient e sobre excep ciones prelim inares,
fondo y repar aciones, tomo II , fol io 384).

110 Cfr. comunicado de 30 de octubre de 2000 emitido por el Consejo Supremo Electoral
(expediente de anexos a l a demanda, tomo II, anexo 17, folio 604).

111 Cfr. declaración jurada escrita del señor Roberto Courtney rend ida el 21 de febrero
de 2005 (exp ediente sobre excepciones preliminares, fondo y repara ciones, tomo
II I, folio 843); Informe f ina l sobre las elec ciones muni cipa les 2000. Gr upo Cívi co
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elecciones, argumentando que la suspensión era competencia de la
Asamblea Nacional.112

124.64) La Procuraduría para la Defensa de los Derechos Huma-
nos, como consecuencia de una denuncia interpuesta por el señor
Brooklyn Rivera Bryan el 24 de agosto de 2000, pidió al Consejo
Supremo Electoral “un informe detallado de las causas que motiva-
ron loshechos denunciados”. El Consejo Supremo Electoral no per-
mitió que la Procuraduría realizara la inspección del “Libro de
Resoluciones en el que se enc[ontraba] contenida la resolución que
este mismo Consejo tomó por unanimidad” el 15 de agosto de 2000
(supra párr. 124.51), dado que según una autoridad de dicho Conse-
jo “el libro se encontraba bajo llave y [la] única [persona] que tenía la
clave […] había fallecido”.113

124.65) El 3 de marzo de 2005 la Procuraduría para la Defensa de
los Derechos Humanos emitió una resolución final respecto de la
mencionada denuncia interpuesta por el señor Brooklyn RiveraBryan
(supra párr. 124.64), mediante la cual declaró que el Consejo Supre-
mo Electoral y la Corte Suprema de Justicia “han vulnerado los dere-
chos civiles y políticos, traducidos en el derecho a la igualdad ante la
ley, el derecho a no ser sujetos de discriminación, derecho de partici-
pación política, a elegir y a ser electos, al respeto de su identidad

Éti ca y T ranspa rencia . Dic iembre de 2000 (expediente de anexos a la demanda,
tomo II , a nexo 21, folio 741); Observaci ón El ect ora l en Nic aragua: elecc iones
municipales 2000/Unidad para la Promoción de la Democracia, Serie Américas, No.
27, Sec retaría General de la Or ganización de los Est ados Americ anos (expediente
de anexos a la demanda, tomo II, anexo 19, folio 650); y artículo periodístico titulado
“Procurador de D.H. aconseja suspender elecciones en la RAAN. CSE no debe medir
fuerzas con YATAMA”, publicado en “El Nuevo Diario” el 3 de noviembre de 2000
(expediente de anexos a l a demanda, tomo II, anexo 22, folio 808).

112 Cfr. artículo periodístico titulado“CSE persiste en jugar con fuego. Mantienen elecciones
sin YATAMA”, publicado en “El Nuevo Diario” el 4 de noviembre de 2000 (expediente
de anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folio 816); y Second Report. The Carter
Center Mission to Evaluate Electoral Conditions in Nicaragua , November 1-8, 2000
(expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 20, folio 731).

113 Cfr. resolución de 3 de marzo de 2005 emitida por la Procuraduría para la Defensa de
los Derec hos Humanos (exp ediente sobr e exc ep ciones preliminar es, fondo y
repa raciones, tomo IV, folio 985); y artí culo p eriodí stico t itulad o “Procurador de
D.H. aconseja suspender elecc iones en la RAAN. CSE no debe medir fuerzas con
YATAMA”, publicado en “El Nuevo Diario” el 3 de noviembre de 2000 (expediente
de anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folio 808).
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cultural, así como al derecho a la protección judicial de los candida-
tos a Alcaldes, Vice-alcaldes, concejales y población en general de las
RegionesAutónomas del Atlántico Norte y Sur”.114

Sobre las eleccionesmunicipalesde 5 de noviembre de 2000
124.66) El 5 de noviembre de 2000 se celebraron lasprimeras elec-

ciones municipales bajo la vigencia de la Ley Electoral No. 331 de
2000, conforme al calendario electoral del Consejo SupremoElectoral
(supra párr. 124.29).115

124.67) El partidoYATAMA no participó en las eleccionesde 5 de
noviembre de 2000, como consecuencia de la decisión del Consejo
SupremoElectoral de 15 de agosto de 2000 (supra párr. 124.51). Esto
provocó una tensión que adquirió repercusión nacional e internacio-
nal116. Hubo enfrentamientos con la policía, protestas y detenciones
de manifestantes que cuestionaban esa decisión.117

114 Cfr. resolución de 3 de marzo de 2005 emitida por la Procuraduría para la Defensa de
los Derec hos Humanos (exp ediente sobr e exc ep ciones preliminar es, fondo y
repar aciones, tomo IV , folio 992).

115 Cfr. Observac ión Electoral en Nicaragua: el ecciones munic ipales 2000/Unidad para
la Pr omoción d e la Democracia, Serie Américas, No. 27, Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos (expediente de anexos a la demanda, tomo
II, anexo 19, fol io 620).

116 Cfr. Observación Elector al en Nicaragua: elecciones municipales 2000/ Unidad para
la Promoción de la Democraci a, Serie Américas, No. 27, Secret aría General de la
Organización de los Estados Americanos, y Second Report. The Carter Center Mission
to Evaluat e Electoral Conditions in Nicaragua, November 1-8, 2000 (exp ediente de
anexos a l a demanda, tomo II , anexos 19 y 20, folios 649, 656 y 715); art ículos
periodísticos publicados en “El Nuevo Diario” titulados “Fraude Consumado” de19 de
julio de 2000, “YATAMA afuera” de 27 de octubre de 2000, “YATAMA preocupa a la
OEA” de28 de octubre de 2000 y “Policía cree que puede controlar a los Yatama” de
31 de octubre de 2000 (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folios
773, 796, 798 y 802); y solicitud de nulidad de las elecciones en la RAAN presentada
el 8 de noviembre de 2000 ante el Consejo Supremo Electoral por el Partido Frente
Sandinista de Liberación Nacional (PFSLN), Partido Liberal Constitucional (PLC), Partido
Movimiento de Unidad Costeña (PAMUC), el Partido Indígena Multiétnico (PIM), el
Partido Camino Cristiano Nicaragüense (CCN) y el Partido Conservador de Nicaragua
(PCN) (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folio 846).

117 Cfr. declaración juradaescrita del señorCenturiano Knight Andrewsrendidaantefedatario
público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones preliminares,
fondo y reparaciones, tomo III, folio 895); Second Report. The Carter Center Mission to
Evaluate Electoral Conditions in Nicaragua, November 1-8, 2000 (expediente de anexos
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124.68) Solamente seis partidos políticos participaron en las elec-
cionesmunicipales de 5 de noviembre de 2000, a saber: Frente Sandinista
de Liberación Nacional (FSLN), Partido Liberal Constitucionalista (PLC),
Camino Cristiano, Partido Conservador, Partido Indígena Multiétnico
del Atlántico Sur y Partido Movimiento de UnidadCosteña (PAMUC).118
Los candidatos que ganaron las elecciones pertenecían a los partidos
tradicionales.119 Los partidos políticos PLC, FSLN y PC obtuvieron 94,
52 y 5 alcaldías, respectivamente.120 Las únicas organizaciones políti-

a la demanda, tomo II, anexo 20, folio 715); artículos periodísticos publicados en “El
Nuevo Diario” titulados “YATAMA afuera” de27 de octubre de2000,“YATAMA preocupa
a la OEA” de 28 de octubre de 2000 y “Policía cree que puede controlar a los Yatama”
de 31 de octubre de 2000 (expediente deanexos a la demanda, tomo II, anexo22, folios
796, 798 y802); y solicitud de nulidad de las elecciones en la RAAN presentada el 8 de
noviembre de 2000 ante el Consejo Supremo Electoral por el Partido Frente Sandinista
de Liberación Nacional (PFSLN), Partido Liberal Constitucional (PLC), Partido Movimiento
de Unidad Costeña (PAMUC), el Partido Indígena Multiétnico (PIM), el Partido Camino
Cristiano Nicaragüense (CCN) y el Partido Conservador de Nicaragua (PCN), de 8 de
noviembr e de 2000, presentada ante el Consejo Supremo Electoral (exped iente de
anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folio 846).

118 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nac ional de Asesoría p ara l a Formula ción de Políti cas c on apoyo del
Consejo Nacional de Planificación Económica Social (CONPES) (expediente de anexos
a l a demanda, tomo II, anexo 7, folio 513); Observac ión Elect oral en Ni carag ua:
elecciones municip ales 2000/Unidad par a la Promoción de la Democraci a, Serie
Américas, No. 27, Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos
(expediente de anexos a la demanda , t omo II , a nexo 19, foli o 649); y art ículo
periodístico titulado “Fraude Consumado”, publicado en “El Nuevo Diario” el 19 de
julio d e 2000 (exped iente de anexos a la demand a, tomo II, a nexo 22, foli o 773).

119 Cfr. Second Report. T he Carter Center Mission to Evaluate Electoral Conditions in
Nic aragua , November 1-8, 2000 (expediente d e anexos a l a demand a, t omo II,
anexo 20, folio 715); artículos periodísticos publicados en “El Nuevo Diario” titulados
“YATAMA afuera” de 27 de octubre de 2000, “YATAMA preocupa a la OEA” de 28
de octubre d e 2000 y “Polic ía cree que puede contr olar a l os Yatama” de 31 de
octubre de 2000 (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folios 796,
798 y 802); y solicitud de nulidad de las elecciones en la RAAN presentada el 8 de
novi embre de 2000 ante e l C onsej o Sup remo El ect or al por el Par ti do Fr ente
Sandinista de Liberaci ón Nacional (PFSLN), Par tido Liberal Constit ucional (PLC ),
Partido Movimiento de Unidad Costeña (PAMUC), el Part ido Indígena Mul tiétnico
(PIM), el Partido Cam ino Cristiano Nicaragüense (CCN) y el Pa rtido Conservador de
Nicaragua (PCN) (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folio 846).

120 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nac ional de Asesoría p ara l a Formula ción de Políti cas c on apoyo del
Consejo Nacional de Planificación Económica Social (CONPES) (expediente de anexos
a l a demanda, tomo II, anexo 7, folio 513); Observac ión Elect oral en Ni carag ua:
elecciones municip ales 2000/Unidad par a la Promoción de la Democraci a, Serie
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cas costeñas que participaron en las elecciones municipales de no-
viembre de 2000, fueron el Partido Multiétnico (PIM) en la RAAS y el
Partido Multiétnico de la UnidadCosteña (PAMUC) en la RAAN, los
cuales obtuvieron “el 0,3% de los votos válidos en las dos Regiones
Autónomas”.121

124.69) En la RAAN se registró un nivel de abstencionismo de
aproximadamente 80%, dado que unaparte del electorado, compues-
to por miembros de comunidades indígenas y étnicas, no se encon-
traba debidamente representado por los partidos nacionales.122

124.70) La aplicación de la Ley Electoral No. 331 de 2000 y la exi-
gencia de los requisitos para constituir un partido político disminu-
yeron las posibilidades de participación de las organizaciones
indígenas y étnicas de la Costa Atlántica. En la elección presidencial
de 1996 participaron másde 20 partidos políticos.123

Américas, No. 27, Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos
(exped ient e de anexos a l a demand a, t omo II, anexo 19, fol ios 649); y ar tículo
periodístico titulado “Fraude Consumado”, publicado en “El Nuevo Diario” el 19 de
julio d e 2000 (exped iente de anexos a la demand a, tomo II, a nexo 22, foli o 773).

121 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nac ional de Asesoría p ara l a Formula ción de Políti cas c on apoyo del
Consejo Nacional de Planificación Económica Social (CONPES) (expediente de anexos
a l a demanda, tomo II, anexo 7, folio 513); Observac ión Elect oral en Ni carag ua:
elecciones municip ales 2000/Unidad par a la Promoción de la Democraci a, Serie
Américas, No. 27, Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos
(exped ient e de anexos a l a demand a, t omo II, anexo 19, fol ios 649); y ar tículo
periodístico titulado “Fraude Consumado”, publicado en “El Nuevo Diario” el 19 de
julio d e 2000 (exped iente de anexos a la demand a, tomo II, a nexo 22, foli o 773).

122 Cfr. Observac ión Electoral en Nicaragua: el ecciones munic ipales 2000/Unidad para
la Pr omoción d e la Democracia, Serie Américas, No. 27, Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos y Second Report. The Carter Center Mission
to Evaluate El ectoral Conditions in Nicaragua, November 1-8, 2000 (expediente de
anexos a la demanda , tomo II, anexos 19 y 20, folios 651 y 715).

123 Cfr. Observac ión Electoral en Nicaragua: el ecciones munic ipales 2000/Unidad para
la Pr omoción d e la Democracia, Serie Américas, No. 27, Secretaría General de la
Organización de los Estados Americanos, y Second Report. The Carter Center Mission
to Evaluat e Electoral Conditions in Nicaragua, November 1-8, 2000 (exp ediente de
anexos a la demanda, tomo II, anexos 19 y 20, folios 644 y 715); artículos periodisticos
publicados en “El Nuevo Diario” titulados “YATAMA afuera” de 27 deoctubre de 2000,
“YATAMA preocupa a la OEA” de 28 de octubre de 2000 y “Policía cree que puede
controlar a los Yatama” de 31 de octubre de 2000 (expediente de anexos a la demanda,
tomo II, anexo 22, folios 796, 798 y 802); y solicitud de nulidad de las elecciones en la
RAAN presentada el 8 de noviembre de 2000 ante el Consejo Supremo Electoral por el
Partido Frente Sandinista de Liberación Nacional (PFSLN), Partido Liberal Constitucional
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124.71) El 8 de nov iembre de 2000 los partidos Libe ral
Constitucionalista (PLC), Movimiento de Unidad Costeña (PAMUC),
Indígena Multiétnico (PIM), Camino Cristiano Nicaragüense (CCN)
y Conservador de Nicaragua (PCN), “con personería jur ídica y re-
presentación nacional y regional, participantes en la […] contienda
electoral municipal del día [5]de noviembre de [2000], en la Región
Autónoma del Atlántico Norte (RAAN)”, solicitaron al Conse jo Su-
premo Electoral que “[d]eclarar[a] la nulidad de las elecciones en la
RAAN[… y r]eprogramar[a] nuevas ele cciones municipales en la
RAAN, con inclusión del Partido Indígena YATAMA”, dado que
“[d]urante el desarrollo de la campaña electoral y los comicios en
[dicha] región se observaron actos de violencia y tensionamiento
social, que no permitieron el normal ejercicio del derecho al voto[,
s]ituación que se origin[ó] a parti r de la exclusión del Partido Indí-
genaYATAMA y como manifestación de inconformidad de la pobla-
ción costeña, que culminó con [un] abstencionismo electoral […]
mayor al 80% del Padrón Ele ctoral”.124

124.72) YATAMA noobtuvo el reembolso de los gastos de la cam-
paña electoral para las elecciones municipales de 5 de noviembre de
2000, dado que no participó en dichas elecciones.125

Eleccionesmunicipales de noviembre de 2004
124.73) En las elecciones de 2004 YATAMA “obt[uvo] 3 alcaldías

en losmunicipios más grandes de la Región Autónoma del Atlántico

(PLC), Partido Movimiento de UnidadCosteña (PAMUC), el Partido Indígena Multiétnico
(PIM), el Partido Cam ino Cristiano Nicaragüense (CCN) y el Pa rtido Conservador de
Nicaragua (PCN) (expediente de anexos a la demanda, tomo II, anexo 22, folio 846).

124 Cfr. Solicitud de nulidad de las elecciones en la RAAN presentada el 8 de noviembre
de 2000 ant e el Consejo Supr emo Elec toral por el Part ido Frent e Sandinista de
Liberación Nacional (PFSLN), Partido Liberal Constitucional (PLC), Partido Movimiento
de Unidad Costeña (PAMUC), el Partid o Ind ígena Mul tiédnico (PIM), el Part ido
Camino Cristiano Nicaragüense (CCN) y el Partido Conservador de Nicaragua (PCN)
(expediente de anexos a l a demanda, tomo II, anexo 22, folio 846).

125 Cfr. testimonio del señor John Alex Delio Bans rendido ante la Corte Interamericana
durante la audiencia pública celebrada el 9 de marzo de 2005; y declaración jurada
escrita de la señora Cristina Póveda Montiel rendida ante fedatario público (affidávit)
el 14 de febr ero de 2005 (exped iente sobre excepc iones p rel iminares, fondo y
repa raciones, tomo III, folio 903).
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Norte y la mayoría de concejales en todos los municipios”.126 Dada
la cantidad de miembrosde YATAMA, estos “sólo pueden ser candi-
datos una vez para dar […] oportunidad a que otros miembros par-
ticipen”. Una minoría de los candidatos de YATAMA que iban a
participar en las elecciones del 2000 participaron en las elecciones
de 2004.127

Representatividad de las comunidadesde las regiones
autónomas del Atlántico
124.74) Las comunidades indígenas y étnicas de laCostaAtlántica

representan el 3,13% de la población nacional. En la RAAN aproxi-
madamente el 62%de la población pertenece a comunidades indíge-
nas y étnicas y en la RAAS alrededor del 14,5% de la población

126 Cfr. certific ación emitida p or el Consejo Supremo Electora l el 30 de noviembre de
2004, mediant e la cual hace c onsta r el nombr e de los c andida tos electos en las
elecciones municipa les d e 7 de noviembre de 2004 (expediente de exc epciones
prel iminares, fondo y repar aciones, tomo I II, fol ios 713 a 720); declar ación jurada
escrita del señor Centuriano Knight Andrews rendida ante fedatario público (affidávit)
el 14 de febr ero de 2005 (exped iente sobre excepc iones p rel iminares, fondo y
reparaciones, tomo III, folio 896); y declaración jurada escrita de la señora Hazel Law
Blanco rendida ante fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente
sobre excepciones preliminar es, fondo y reparac iones, tomo III, folio 911).

127 Cfr. declara ción jurada escrita del señor Centuri ano Knight Andrews rendida ante
fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expediente sobre excepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo II I, folio 894); acta emitida por el Consejo
Electoral Regionalde la RAAN el 16 de julio de 2000 relativa a las inscripcionesde los
candidatos para elecciones municipales de cincomunicipios de la RAAN (expediente
de excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomoIII, folios 942 a 946); acta de
entrega emitida por el Consejo Electoral Regional de la RAAN el 18 de julio de 2000
relativa a la “documentación original de Candidatos Sustitutos Municipales a Alcalde,
Vicealcalde y Concejales de los municipios del Atlántico Norte” remitida al Director
General de Atención a Partidos Políticos del Consejo Supremo Electoral (expediente
de anexos a la demanda, tomo II, anexo 13, folios 584 a 587); constancia emitida por
el Director General de Atención a Partidos Políticos del Consejo Supremo Electoral el
3 de mayo de 2005 relativa a los candidatos propuestos por “la Alianza Partidode los
Pueblos Costeños (PPC )” (exp ed iente d e exc ep ciones preliminar es, fondo y
repar aciones, tomo V, folio 1735); y cert ificación emitida por el Consejo Supremo
Electoral el 30 de noviembre de 2004 relativa a los candidatos electos en las elecciones
municipales de 7 de noviembre de 2004 (expediente de excepciones preliminares,
fondo y repar aciones, tomo III, folios 713 a 720).
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pertenece a dichas comunidades.128 El artículo 132 de la Constitu-
ción Política de Nicaragua establece que la Asamblea Nacional “está
integrada por noventa diputados[.] En carácter nacional, […] se elegi-
rán veinte diputados, y en las circunscripciones departamentales y
regiones autónomas setenta diputados”. Cinco diputados represen-
tan a la RAAS y la RAAN en la Asamblea Nacional, y pertenecen a
partidos tradicionales.129

Respecto de la reformadel sistemaelectoral de Nicaragua
124.75) El 8 de noviembre de 2002 laCorte Supremade Justicia de

Nicaragua, mediante sentencia No. 103, declaró inconstitucional “el
artículo 65 numeral 9) párrafos 1 y 2 de la Ley [Electoral] No. 331 […]
referidos a la presentación del tres por ciento de firmaspara que un
partido político obtenga la personalidad jurídica[,…así como el] artículo
77 numeral 7) de lamisma Ley, referido a la presentación del trespor
ciento de firmasde ciudadanospara la presentaciónde candidatos”.130
LaCorte Supremade Justicia fundamentó su decisión en que “habrán
partidos políticos que por unau otra razón no logren obtener la canti-
dad de firmas exigidas, […por lo que] no podrán constituirse legalmente
y quedarán excluidos comoopciones electorales en campañas futuras,
lo que violenta las garantíaspolíticasde los nicaragüenses [… y] consti-
tuye una intromisión y menoscabo de losderechos individuales, al esta-
blecer en la Ley Electoral, unadisposición que obliga a los ciudadanos a
poner de manifiesto a travésdel proceso de identificación de firmasde
respaldo, sus inclinaciones ideológicas partidistas”, lo cual “constitu[ye]

128 Cfr. Desarrollo humano en la Costa Caribe de Nica ragua. Informe elaborado por el
Programa Nac ional de Asesoría p ara l a Formula ción de Políti cas c on apoyo del
Consejo Nacional de Planificación Económica Social (CONPES) (expediente de anexos
a la demanda, tomo II, anexo 7); e informe denominado Población total por área de
residencia y sexo, según d epart amento y grup os de edad es, años 2002 y 2003.
Instituto Nacional de Estadísticas y Censos de Nicaragua (INEC), en www.inec.gob.ni.

129 Cfr. declar ación jur ada escrit a del sr. Centuria no Knight Andr ews rendida ante
fedatario público (affidávit) el 14 de febrero de 2005 (expedientes sobre eccepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo II I, folio 897).

130 Cfr. sentencia No. 103 de 8 de noviembre de 2002 emitida por la Corte Suprema
de Justici a de N icaragua (exp edient e de anexos a la demanda, tomo I , anexo 6,
foli o 425).
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una indebida y odiosa intromisión en la actividad política de los ciuda-
danos, propia de lospaíses totalitarios”.131

124.76) En el Plan Nacional de Desarrollo del Poder Ejecutivo de
Nicaragua el Presidente de la República propuso reformas institucionales
en el sistema electoral nicaragüense, cuyos temas centrales giran en
torno al “órgano electoral y sus características[, el] fundamento jurídico
o cómo mejorar las reglas del juego[, y l]as características deseables del
sistema electoral”.132

Sobre las costas y gastos
124.77) Los representantes legales de YATAMA realizaron gestiones

para lograr que sus candidatosparticiparan en las eleccionesde 5 de no-
viembre de 2000, así comohanparticipado en lasdiligencias ante las auto-
ridades electorales y judiciales en el trámite interno. El partido YATAMA,
CENIDHy CEJIL han sufragado los gastos generadospor haber recurrido
al Sistema Interamericano de Protección de losDerechosHumanos.133

131 Cfr. sentencia No. 103 de 8 de noviembre de 2002 emitida por la Corte Suprema
de Justici a de N icaragua (exp edient e de anexos a la demanda, tomo I , anexo 6,
foli o 425).

132 Cfr. Propuesta de Plan Naciona l de Desarrollo d el Pod er Ejecutivo de Nicaragua
(anexos al esc rit o d e excepciones p rel im ina res, c ont est ación a l a d emanda y
observaciones al escri to de solici tudes y argumentos, anexo X, expediente sobre
excep ciones p relimina res, fond o y repa raciones, tomo II , folio 347).

133 Cfr. testimonios notariales de los poderes de representación ante la Comisión y Corte
Interamericanas otorgados por 34 presuntas víctimas a favor de abogados de CENIDH
y CEJ IL (exped iente de anexos a la demanda , t omo II , a nexo 24); poder es de
representación ante la Comisión y Corte Interamericanas otorgados por 25 personas
a favor de abogados de CENIDH y CEJIL (expediente de anexos a la demanda, tomo
II, a nexo 24); testimonio notar ial del poder de represent ación ante la Comisión y
Corte Interamericanas otorgados por 7 pr esuntas víctimas a favor d e abogados de
CENIDH y CEJIL (expediente sobre excepciones preliminares, fondo y rep araciones,
tomo III, anexo al escrit o de los r epresentant es de 17 de febr ero d e 2005, fol ios
780-783); testimonios nota riales de los poderes de representa ción ante la Comisión
y Corte Interamericanas otorgados por 79 presunta s víctimas a favor d e abogados
de CENIDH y CEJIL (sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo III,
anexo I a l esc rito de alegatos fina les de los representantes 11 de abril de 2005,
folios 1484-1614); fa cturas y r eci bos pr esentados como r esp ald o d e los g ast os
real iz ad os por YATAMA, CEN IDH y CEJIL (exped ient e sobr e excepc iones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo V, anexos a los alegatos finales escritos de
los r epresentantes de 17 de febrero de 2005, anexos 4 y 5, folios 1647 a 1686).
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VIII
CONSIDERACIONES RESPECTO DE LA DETERMINACIÓN

DE PRESUNTAS VÍCTIMAS

125. Se han presentado diversos problemas en cuanto a la deter-
minación de las presuntas víctimas, por lo que antes de analizar las
violaciones alegadas, la Corte establecerá quiénes serán considera-
das como tales.

126. La Comisión indicó que las supuestas violaciones a la Con-
vención fueron cometidas “en perjuicio de los candidatos a alcaldes,
vicealcaldes y concejales presentados por el partido político regional
[…] ‘YATAMA’ para las eleccionesmunicipalesdel 5 de noviembre de
2000, en la RegiónAutónoma del AtlánticoNorte y la Región Autóno-
ma del Atlántico Sur”. Explicó que en la RAAS el partido YATAMA
presentó candidatos en alianza con el Partido de los Pueblos Coste-
ños (PPC), alianzaque se denominó PPC, y que en la RAAN el parti-
do YATAMAparticipó de manera independiente.

127. La determinación de laspresuntas víctimas requiere, en princi-
pio, el sustento de documentosoficialespresentados ante las autorida-
des electoralesnicaragüenses o emitidospor éstas, en losque conste
de manera fehaciente el nombre de quienes fueron propuestos por
YATAMA como candidatos, de manera independiente o en alianza.

128. Durante el procedimiento ante la Comisión los representan-
tes de las presuntas víctimas solicitaron en diversas oportunidades al
Director de Atención de PartidosPolíticos del Consejo Supremo Elec-
toral, al Secretario de Actuaciones y a los magistrados de dicho con-
sejo que les facilitara copias de las listas de candidatos presentadas
por YATAMA en las RegionesAutónomasdel Atlántico. El único do-
cumento oficial que Nicaragua proporcionó fue el acta de entregade
18 de julio de 2000 de la “documentación original de candidatos sus-
titutos municipales a alcalde, vicealcalde y concejales de los munici-
pios del Atlántico Norte recibida el 15 de julio de 2000”, que remitió
el Presidente del Consejo Electoral Regional de la RAAN al Director
General de Atención a Partidos Políticos del Consejo SupremoElec-
toral. En ese instrumento consta el nombre de los candidatos que
aportó la Comisión en la demanda. Sin embargo, no informa sobre la
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lista de candidatos presentada en la RAAS y no permite conocer to-
dos los candidatos presentados en la RAAN, pues se trata de una lista
de candidatos sustitutos.

129. En sus escritos de solicitudes y argumentos y de alegatos
sobre las excepcionespreliminares los representantes solicitaron a la
Corte que requiriera al Estado la presentación de las listas oficiales
de candidatospostulados por YATAMA tanto en la RAAN comoen la
RAASpara las eleccionesmunicipalesde 2000, debido a que ellos lo
habían hecho sin obtener del Estado información completa.

130. En virtud de que era necesario contar con las listas oficiales
de candidatos presentados por YATAMA y de que había diferencias
entre las listas de presuntas víctimas aportadaspor la Comisión y por
los representantes, la Secretaría, siguiendo instrucciones del Presi-
dente y del pleno de la Corte, requirió al Estado su cooperación en la
presentación de tales listas, mediante notas de 12 de mayode 2004, 9
de diciembre de 2004, 31 de marzode 2005, 15 y 27 de abril de 2005
(supra párrs. 22, 24, 39, 45 y 47). Asimismo, en la audiencia pública,
celebrada el 9 y 10 de marzode 2005, la Corte requirió a laspartes
que presentaran la información necesaria, en sus alegatos finales es-
critos, para que el Tribunal pudiera determinar la relación de presun-
tas víctimas en este caso, pedido que fue recordado a las partes
mediante nota de la Secretaría de 31 de marzo de 2005 (supra párr.
39). Laspersonas propuestaspor YATAMAparaparticipar en las elec-
ciones municipalesde 2000 no fueron inscritos como candidatospor
el Consejo SupremoElectoral, pues éste consideró que el partido no
cumplía requisitos legales. Por lo tanto, ninguno de ellos participó
en las elecciones celebradas el 4 de noviembre de ese año. En conse-
cuencia, las listas cuyapresentación se requirió al Estado no podrían
referirse a candidatos inscritos.

131. En las diversas solicitudes de las listas de candidatos, se hizo
notar al Estado que en la RAAS la lista habría sido presentada por la
alianza del Partido de los Pueblos Costeños y del partido YATAMA,
así como que debía proporcionar tales listas independientemente de
que YATAMA y sus candidatos no hubieran participado en las elec-
cionesmunicipalesde 2000 y de que se tratara de documentos que
nohubieran sido presentadospor YATAMAdirectamente ante el Con-
sejo Supremo Electoral, sino ante una autoridad regional, o de cons-
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tancias que no hubiesen sido emitidas por dicho Consejo sino por
una autoridad regional.

132. Despuésde las dos primeras solicitudespara que prestara su
colaboración en el envío de las referidas listas, realizadasmediante no-
tasde 12 de mayoy 9 de diciembre de 2004 (suprapárrs. 22 y24), el 1 de
marzode 2005 el Estado aportó un documento emitido por el Consejo
Electoral Regional de la RAAN el 15 de julio de 2000, en el que se hace
constar que ese mismodía “el Representante Legal del partido regional
[…] YATAMApresentó lashojasde inscripcionesde los Candidatospara
elecciones […] de losmunicipiosde WaspamRíoCoco, Puerto Cabezas,
Prinzapolka, Rosita y Bonanza”, y se indica el nombre de aquéllos (supra
párr. 33). Así se pudo contar con información completa respecto de las
personas propuestaspor YATAMA como candidatos en la RAAN, dado
que ya se contaba con la lista oficial de candidatos suplenteso sustitutos
(supra párr. 128). Sin embargo, el Estado no aportó información alguna
sobre la lista de candidatos propuestos en la RAAS.

133. Finalmente, el 5 de mayo de 2005 (supra párr. 49), después
de cinco solicitudes de la Corte o su Presidente (supra párrs. 22, 24,
39, 45 y 47), el Estado entregó una constancia emitida el 3 de mayode
2005 por el Director General de Atención a PartidosPolíticosdel Con-
sejo Supremo Electoral, que contiene los nombres de los “candidatos
a Alcaldes y Concejales de la Región Autónoma del Atlántico Sur,
presentadas [… a]nte el Consejo Electoral Regional del Atlántico Sur
con sede en Bluefields, organismo sin atribuciones para recepcionar
candidaturas conforme [a la] Ley, por la Alianza Partido de los Pue-
blos Costeños (PPC) y extemporáneamente el 17 de julio de dos mil,
ante el Consejo Supremo Electoral”.134

134 En cuanto a las personas propuestas para ser inscritas como candidatos en la RAAS,
la Corte nota que en la constancia emitida el 3 de mayo de 2005 por el Director de
Atenc ión a Part idos Polít icos del Consejo Supremo Elec toral resp ecto de la RAAS
(sup ra pá rr. 49), se encuentran los nombres de q uienes fuer on propuest os por la
al ianz a de los pa rtid os PPC y YATAMA , si n que sea p osible d ist inguir q uiénes
pertenec ían a cada uno d e dichos partid os. Aunque la Comisión no incl uyó como
hecho violatorio de la Convención la forma como fueron excluidos de parti cipar el
PPC y sus candid atos en l as el ecc iones munici pa les de 2000, sí incl uyó como
presuntas víctimas a todas las personas que fueron propuestas por la alianza y que,
posteriormente, a l ser excl uid o el PPC, YA TAMA soli cit ó a l C onsejo Supremo
Electoral que fueron tomados como candida tos de YATAMA.
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134. LaCorte ha establecidoque las partesdeben allegar al Tribu-
nal oportunamente las pruebas solicitadas por éste, a fin de que la
Corte cuente con el mayor número de elementos de juicio para cono-
cer los hechos y motivar sus resoluciones.135 En los procesos sobre
violación de derechoshumanospuede ocurrir que el demandante no
cuente con la posibilidad de aportar pruebas que sólo puedan
obtenerse con la cooperación del Estado, que en muchos casos tiene
el control de los medios para aclarar hechos ocurridosdentro de su
territorio.136

135. LaCorte estima que el Estado contaba con la información oficial
requerida y que, pese a los reiterados requerimientosque se le hicieron
con base en el artículo 45.2 del Reglamento, omitió la presentación opor-
tuna invocando diversos argumentos sin sustento (supra párrs. 23, 40 y
46). Adujo que YATAMAnohabía cumplido requisitos legales para par-
ticipar en las elecciones (algunosde los cuales ni siquiera fueron consi-
deradospor el Consejo SupremoElectoral cuandodecidió no inscribir a
los candidatos de YATAMA—suprapárr. 124.51—), y actuó como si no
comprendiera que al pedírsele información sobre los candidatos pro-
puestospor YATAMA en la RAAS debía aportarla aunque YATAMA los
hubiere presentado en alianza con el PPC.

136. Dicha omisión del Estado motivó dificultades innecesarias en
la determinación de las presuntas víctimas y significó el incumpli-
miento de la obligación de cooperar con el Tribunal al no haber apor-
tado oportunamente la información que le fue requerida. No
corresponde al Estado, ni a ninguna otra parte, determinar la proce-
dencia y consecuencias de la aportación de documentos requeridos
por el Tribunal o su Presidente.

137. A la fecha de emisión de esta Sentencia, la Corte cuenta con
documentación oficial para determinar los nombresde las presuntas
víctimas, por lo que este problema ha quedado resuelto.

135 Cfr. Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 83; Caso
“Instituto de Reeducación del Menor”. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie
C No. 112, párr. 93; y Caso 19 Comer ciantes, supra nota 5, p árr. 77.

136 Cfr. Caso Tibi, supra nota 135, p árr. 83; Caso 19 Comercia ntes, supra nota 5, párr.
77; y Caso Juan Humberto Sánchez. Interpretación de la Sentencia sobre Excepciones
Preliminares, Fondo y Reparaciones. (art. 67 Convención Amer icana sobre Derechos
Humanos). Sentencia de 26 de noviembre d e 2003. Seri e C No. 102, párr. 47.
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138. LaCorte ha tenido en cuenta los siguientes elementos proba-
toriospara determinar quiénes fueron presentadospor YATAMA como
candidatos para participar en las elecciones municipales de 2000: a)
acta de entrega de 18 de julio de 2000 de la “documentación original
de Candidatos Sustitutos Municipales a Alcalde, Vicealcalde y Conce-
jales de los municipios del Atlántico Norte”, que el Presidente del
Consejo Electoral Regional de la RAAN remitió al Director General de
Atención a Partidos Políticos del Consejo SupremoElectoral; b) do-
cumento emitido por el Consejo Electoral Regional de la RAAN el 15
de julio de 2000, en el que hace constar que ese mismo día “el Repre-
sentante Legal […] del partido regional […] YATAMApresentó lashojas
de inscripciones de los Candidatos(as) para elecciones […] de los
municipios de Waspam Río Coco, PuertoCabezas, Prinzapolka, Rosita
y Bonanza”; c) constancia de 3 de mayo de 2005 expedida por el
Director General de Atención aPartidos Políticos del Consejo Supre-
moElectoral, que contiene losnombres de los “candidatos aAlcaldes
y Concejales de la Región Autónoma del Atlántico Sur, presentadas
[… a]nte el Consejo Electoral Regional del Atlántico Sur con sede en
Bluefields […] por la AlianzaPartido de losPueblos Costeños (PPC) y
extemporáneamente el 17 de julio de dos mil, ante el Consejo Supre-
mo Electoral”; d) lista de candidatos presentada por los peticionarios
en el trámite ante la Comisión; e) lista de candidatos presentada por
la Comisión como anexo 1 de su demanda; f) lista de candidatos
incluida por los representantes en el escrito de solicitudes y argu-
mentos; g) relación final de candidatos presentada por los represen-
tantes en sus alegatos finales escritos;137 h) escrito de 13 de mayo de

137 La Cor te ha notado que hay 20 personas que fueron incluidas en sus listas por los
rep resentantes, pero cuyos nombres no aparec en en la d emand a ni en la s listas
ofi ciales del Estado. Al explicar esta difer encia, los r epresentantes indi caron, en
su esc rit o d e 13 de mayo d e 2005, que p osteriormente a l a “ disoluc ión de la
alianza PPC/YATAMA” solicitaron l a inscripción de tales personas como candidatos
y solic itaron a la Corte que sean tenid os como p resuntas víctimas. La Corte no
consid er ar á a t a les per sonas como p resuntas víc t imas pues no consta su
presentación en ningún documento oficial, no fueron incluidos en la lista presentada
por los petic ionar ios en el t rám ite ante la Comisión ni fuer on incluidos en la
demanda p or la Comisión, de forma tal q ue el Estad o no t uvo la posibilidad de
conocer al respecto.
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2005 por el que los representantespresentaron aclaraciones y expli-
caciones respecto de las diferencias surgidas en relación con las lis-
tas de candidatos aportadas durante el proceso ante la Corte;138 i)
escrito de 16 de mayo de 2005, mediante el que la Comisión expuso
aclaraciones y explicaciones respecto de las diferencias surgidas en
relación con las distintas listas de candidatos aportadas durante el
proceso ante la Corte; y j) escritosde 18 y 19 de mayo de 2005, me-
diante los cuales el Estado presentó observaciones a los dos anterio-
res escritos.

139. En la determinación de quiénes fueron las personas presen-
tadas para ser inscritas como candidatos por YATAMA, la Corte ha
dado preeminencia a los tres primeros documentos señalados en el
párrafo anterior, que son constancias oficiales emitidas por los órga-
nos electorales, cuya autenticidad y contenido no fueron objetados
ni puestos en duda.

140. Con base en lo anterior, la Corte considera presuntas vícti-
mas a las siguientes pe rsonas que fueron propuestas por YATAMA
para ser inscritos y participar como candidatos a alcaldes, vicealcaldes
y concejales municipales para las elecciones municipales de 2000
en la RAAN: Municipio de Puerto Cabezas: Rodolfo Spear Smith (al-
calde), AniciaMatamorosBushey (vicealcalde), Lilly Mai Henríquez
James (concejal), Donly Mendoza Cisnero (concejal suplente),
Ovencio Maikell Barwell (concejal), Gumersindo Rodríguez Francis
(concejal suplente), Edmundo Catriciano Joseph (concejal), Sonia
Pedro Feliciano (concejal suplente), Jerry Labonte Moody (conce-
jal), Evaristo Lacayo Salvador (concejal suplente), Elmer Emsly Blanco
(concejal), Winston Joel Livy (concejal suplente), Rodolfo Alciriades
Sánchez (conce jal), Alfredo Gabr iel Gabrino (conce jal suplente),
Teresa Jonson Bengis (concejal), Roberto Labonte Centeno (conce-
jal suplente), Minario Emsly Wilson (concejal); Municipio de San

138 En el escrito de acla raciones y expli caciones los rep resentantes reconocieron que
dos personas que habían si do inc luida s como presuntas víctim as en su li sta fi nal
de cand idatos de la RAAN, habían sido sustituidos, por lo que no serían candidatos
p ropuestos por YAT AMA. A si m ismo, los repr esent antes rec onoc ieron que
incluyeron a cuatro personas en sus listas de c andidatos de la RAAS que d eberían
ser consi dera dos c om o “ ví ct ima [s] en su c al ida d de el ec tor[es]” y no como
candid atos.
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Juan de Río Coco Waspam: Celio Thomas Zamora (alcalde), Calistro
Osorio Bans M. (vicealcalde), Diego Guzmán Vanegas Allington (con-
cejal), Aguilar Salomón Dixon (concejal suplente), Adrián Padilla
Richard (concejal), Morano Castro Castro (concejal suplente),
Gilberto Williams Jirón (concejal), Alonso Fresly Gabriel (concejal
suplente ), Lucio Alfred Lacayo Kitler (concejal), Armando Thomas
(concejal suplente), José GuzmánGuzmán Briman (concejal), Anto-
nio AvilaGutiérrez (concejal suplente), BernaldoGarcía Pantin (con-
cejal), Arturo SolórzanoWhite Solórzano (concejal suplente), Loenida
Martínez Pasly (concejal), Lobres Josenes Josenes Figueroa (conce-
jal suplente), Remigio Narciso Zepeda (concejal), Antonio Reyes
Waldan (concejal suplente); Municipio de Bonanza: Mario Peralta
Bands (alcalde), Jorge Chacón Wilson (vicealcalde), Ceferino Wilson
Bell (concejal), Patricio LópezDíxon (concejal suplente), Icasio Díxon
Reyes (concejal), Cindy luz Carol ina Couberth Cárdenas (concejal
suplente), Neiria El izabeth Fúnez Muller (conce jal); Municipio de
Rosita: Cristina Poveda Montiel (alcalde), Morgan Johnny Anderson
(vicealcalde), Daniel Manue l Juwith (concejal), Oliverio Mairena
Ocampo (concejal suplente), Edison Johnny Ande rson (concejal),
Lorenzo Mairena Ocampo (concejal suplente), Andrés López Martínez
(concejal); Municipio de Prinzapolka: Eklan James Molina (alcal-
de), Jaime Timoteo Hammer Berig (vicealcalde), Marvin Ignacio
Serapio (conce jal), Romer Barkley Hemphry (conce jal suplente),
Alonso Edwards Salomón (concejal), Antonio López Hans (concejal
suplente), Domingo Peralta Cristóbal (concejal), F idencio Rivera
Janneth (concejal suplente), Melancio Hernández Budier (concejal)
y Pedro Morley Rivera (concejal suplente).

141. Asimismo, la Corte conside ra presuntas víctimas a las si-
guientes personas que fueron postuladas por YATAMA para ser ins-
critos y participar como candidatos a alcaldes, vicealcaldes y
concejales municipales para las elecciones municipales de 2000 en
la RAAS: Municipio de Bluefields: Manuel Salvador Paguagua García
(alcalde), Yahaira Ivonne Amador Gadea (vicealcalde); Concejales:
Eustacio Flores Wilson, Ashmet Alexander Ally, Julio Cesar Delga-
do Pacheco, Israel Díaz Amador, Angela Gibson Morales, Reynaldo
Lagos Amador, Eduardo Alexander Siu Estrada, Isabel Reina Estrada
Colindres, Lillian Elizabeth Francis Wilson, Carlos John Omeir, Nelly
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Sánchez Castillo, Flor Deliz Bravo Carr, William Wong López, Jenny
Mitchell Omeir, Sergio Warren León Corea, Olga Orelia Shepperd
Hodgson; Municipio de Corn Island: Dayne WinstonCashCassanova
(alcalde), Cristina Morris Anisal (vicealcalde); Concejales: Lorenzo
Fidencio Britton Calderón, Keston Orville López Lewis, Lowell Alvin
Rigby Downs, Cherrul El tina Tucker Hunter, Marlene del Socorro
Hebbert Escorcia, VadenDavis Downs White, Erick Alvaro Archibol
Lavonte , Olga María Leyman Francis; Municipio de la Cruz de Río
Grande: Exibia AlarcónHerrera (alcalde), Gloria Maritza Colindres
Romero (vicealcalde); Concejales: Angela Barbarina Hurtado, Juan
Francisco Díaz Matamoro, Marcel ino Lanzas Amador , Juan Carlos
Loáisiga, Digno Días González, Gloria Isabel Lira Díaz, Teodora
Duarte Sequeira, Maritza Collado Plazaola; Municipio de Desembo-
cadura de Río Grande: RobertoChow Molina (alcalde), EdwardNixon
Ellis Brooks (vicealcalde); Concejales; Kramwel Frank James, Donald
Wilson Martínez Roland, Cristina Josefina Hills Thompson, Caroli-
na De l Socorro Hurtado Rocha, Car los Julián Prudo, Norman
Marcelina Inglish, Belarmino Young Richard, HipólitoGarcía López;
Municipio de Tortuguero: Gorge Antonio Gutiérrez Robledo (alcal-
de), Pastora Carmen García Guillen (vicealcalde); Concejales: Jacinta
Pérez González, Juana María Jirón Rodríguez, Ale jandro Miranda
Reyes, Sandra Esther Reyes López, Emelina Valle Solano, Andrea
Lira Gaitán, Guillermina López García, Hilda María Miranda Reyes;
Municipio de KukraHill: Juan Casterio Reyes Craford (alcalde), José
Mateo López Rigby (vicealcalde); Concejales; Dionicio Márquez
Méndez, Ruth Vargas Smith, Leonor Haydé Maesk Thompson, Mi-
guel Amador Huate, Alicia Reyes, Roberto Ramos Renis, Hilda Este-
la Méndez Sinclair, Samue l Walter Lewis Fedrick; Municipio de
Laguna de Perlas: Rodolfo Chang Bennett (alcalde), Alonso Florencio
Will is Tucker (vicealcalde); Concejales: Liston Hooker Al len,
Constantino Franklin HumpheysHogdson, Jason Kenred Gutiérrez
Peral ta, Arlen Joan Pe ralta Dav is, Winston Brown Martin López,
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Clarinda Catalina Hamphys Moses,139 Ilva Bernard, Wilma Janeth
Taylor Hebbert, y William Martin.140

IX
VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 8.1 Y 25 DE LA

CONVENCIÓN
EN RELACIÓN CON LOS ARTÍCULOS 1.1 Y 2 DE LA MISMA
(GARANTÍAS JUDICIALES Y PROTECCIÓN JUDICIAL)

142. Alegatosde la Comisión:
a) fueron arbitrarias las decisiones del Consejo Supremo

Electoral de no aceptar la solicitud de YATAMA de registrar
como candidatosde ese partido a lospresentados por la alian-
za entre YATAMA y el Partido de los Pueblos Costeños en la

139 La Corte observa que en la lista de la demanda aparece como presunta víctima la
señora “Catalina Hamphuys”, en el escrito de solicitudes y argumentos aparece como
presunta víctima una señora con el nombre de “Clarinda Catalina Hamphys Moses”,
en la lista final de los representantes aparecen ambos nombres como si fueran dos
personas disti ntas, es decir, t anto “Cat alina Hamphuys” c omo “Clar inda Cat alina
Hamphys Moses” . Ant e la Corte los r epresentant es pr esenta ron d os testimonios
notariales de poderes otorgados por las señoras “ Catalina Hamphuys” y “Clarinda
Catalina Hamphys Moses”. Sin embargo, en la constancia emitida el 3 de mayo de
2005 por el Di rector General de Atención a Partidos Políticos del Consejo Supremo
Electoral respecto de la RAAS (supra párr. 49) solamente aparece la señora “Clarinda
Catalina Hamphys Moses”. La Corte tomará como presunta víctima a la persona que
tenga este último nombre, ya que es el nombre que se encuentra consignado en la
referida constancia emitida por el Director General de Atención a Partidos Políticos
del Consejo Sup remo Elect oral respecto de la RAAS, la c ual fue tr ansmitida a los
represent antes y a la Com isión, y se les solicitó que al pr esentar sus observaciones
también i ncluyeran una explicación sobre las diferencias que pudieran sur gir de la
compa ración d e las di stintas listas d e presuntas víct imas en la RAAS con la l ista
present ada por el Estad o dentro de dicha cer tifi caci ón, y ni la Comi sión ni los
repr esentantes di eron explicac ión alguna respecto de que en di cha cer tifica ción
solamente se encontraba el nombre de “Clarinda Catalina Hamphys Moses”.

140 En cuanto al señor Wi lliam Martin, cuya inscr ipción como candid ato habría sido
solicitada con posterioridad a la decisión del Consejo Supremo Electoral que excluyó
al PPC, según lo expresado por los representantes, quien no aparece en la constancia
emitida el 3 d e mayo de 2005 por el Direc tor de Atención a Partidos Políticos del
Consejo Sup remo Elec tor al respecto de la RAAS ( supr a párr . 49), la Cor te lo
consider ará como presunta víctima debido a que se encuentra en la lista de la
demanda presentada por la Comisión y en la lista que los peticionarios presentaron
en el procedimiento ante dicho órgano, la cual consta en el anexo 6 de la demanda.
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RAAS y “no registrar los candidatos presentadospor YATAMA
en la RAAN porque la organización no llenaba el tiempo reque-
rido consignado en la Ley Electoral”. La Ley Electoral de Nica-
ragua dispone que, vencido el período de presentación de
candidatos, si el Consejo deniega una solicitud o rechaza un
candidato “debe notificar, dentro de los tresdías siguientes a la
resolución, al partido político que lo presentó para que proce-
da a subsanar los defectos o sustituir los candidatos”;

b) el Consejo Supremo Electoral señaló en su resoluciónde
15 de agosto de 2000 que YATAMAno llenaba el tiempo reque-
rido previsto en la Ley Electoral, lo cual “sólo [podía] referirse
al plazo de seismeses contemplado en el artículo 77 de la Ley
Electoral”, lapsomínimo que debe transcurrir entre el recono-
cimiento de la personalidad jurídica del partido político y la
fechade las elecciones. Sin embargo, el Consejo SupremoElec-
toral reconoció aYATAMA su condición de partido político el 4
de mayo de 2000, es decir, seis meses antes de las elecciones
municipales de 2000, cumpliendo así el requisito establecido
en el artículo 77 de la Ley Electoral; y

c) el Estado “privó a los candidatos de YATAMA para las
elecciones municipales del 5 de noviembre del año 2000 del
derecho de acceder a un juicio justo, ser oídos y ejercer su
derecho a [la] defensa, al no prever en el derecho interno un
recurso sencillo y efectivo para impugnar resoluciones del Con-
sejo SupremoElectoral”.
143. Alegatos de los representantes de las presuntas víctimas:

a) la resolución que emitió el Consejo Supremo Electoral
“no presenta ningún tipo de razonamiento con respecto a […]
las decisiones que contiene”, y al ordenar que no se registren
los candidatos por no llenar el tiempo requerido por la ley, “no
aclara si el tiempo a que se refiere es el que debe poseer de
existencia un partido para participar en las eleccioneso el tiem-
po señalado para la inscripción de candidatos”;

b) YATAMA no fue notificada de la decisión del Consejo
Supremo Electoral de “no aceptar a los candidatospropuestos
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por el PPC”, con el cual YATAMA había conformadouna alian-
za en la RAAS. Al comunicarse con funcionarios del Consejo
SupremoElectoral, éstos informaron que “la lista completa de
YATAMA iba a salir en la publicación definitiva de candidatos”,
lo cual no aconteció;

c) el artículo 84 de la Ley Electoral dispone que cuando el
Consejo rechace a un candidato por no llenar los requisitos
legales, lo notificará al partido político o alianza de partidos
dentro de los tresdías siguientes, para que subsane losdefec-
tos o sustituya los candidatos. “El Consejo Supremo Electoral
no sólo no inició el procedimiento de subsanación de candida-
tos, sino que tampoco notificó el rechazo de los mismos”;

d) el artículo 98 de la Ley Electoral establece la posibilidad
de que los partidos y alianzas interpongan recursos “ante el
Consejo Supremo Electoral contra las decisiones de los Conse-
jos Electorales que consideren han violado sus derechos”. Como
la resolución de 15 de agosto de 2000 fue emitida en “única
instancia”, los representantes de YATAMA interpusieron un re-
curso de revisión ante aquél, que “nunca fue resuelto”;

e) el Estado estaba obligado a “respetar el procedimiento
establecido en la [l]ey”, aunque sus resoluciones fuesen admi-
nistrativas o jurisdiccionales;

f) debido a que la consecuencia legal de que YATAMA no
participara en las eleccionesmunicipalesde 2000 era “la cance-
lación de la personalidad jurídica” de partido político, “los re-
presentantes legales de YATAMA presentaron un recurso de
amparo con base en el artículo 76 de la ley electoral[,] que per-
mite que los partidos recurran [al] amparo por la cancelación
de la personería jurídica”. Sin embargo, el procedimiento de
cancelación de la personería jurídica de los partidos que “no
participarían en el proceso electoral de 2000” nunca se inició
oficialmente, lo que implica que si “para poder recurrir en am-
paro era necesaria la existencia de una resolucióndefinitiva, el
Estado ya había cercenado este derecho al no iniciar el proceso
de cancelación de YATAMA, como lo establece la Ley Electo-
ral”. El Tribunal de Apelaciones, que adelantó el trámite inicial
del recurso de amparo, resolvió “suspender de oficio el acto en
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lo referente a dejar al PartidoRegional YATAMA sin registrar a
sus candidatos”. Esta decisión no fue cumplida por el Consejo
Supremo Electoral;

g) la Corte Suprema de Justicia rechazó el recurso de amparo
interpuesto por YATAMA sin referirse a las “razonesque [..] justi-
ficaban su competencia” ni al “objeto principal del recurso”;

h) el Consejo Supremo Electoral no ejerce funciones juris-
diccionales, sino administrativas. La legislación nicaragüense
no exige que los miembrosde dicho órgano sean expertos en
materia legal o electoral. Además, “en el caso de Nicaragua no
existe recurso judicial alguno contra las decisiones enmateria
electoral, mientrasque en los demás países cuyo órgano elec-
toral posee las mismas características, existe la posibilidad de
recurrir ante el órgano judicial”; e

i) el Estado dejó en indefensión a las presuntas víctimasdel
caso y violó su derecho a un “recurso rápido y efectivo” al no
prever un medio para “impugnar las decisiones del Consejo
Supremo Electoral”.
144. Alegatosdel Estado:

a) en el caso de YATAMA “no era aplicable [el] procedimien-
to[ establecido en la Ley ELectoral,] por cuanto no estaba recha-
zando a un candidato en particular, no se estabadenegando una
solicitud de inscripción de candidatos, sino que el partido políti-
coYATAMA, no cumplió con los requisitos exigidos para la pre-
sentación de candidatos según el título VI de la Ley Electoral”;

b) YATAMA no cumplió lo previsto en el artículo 77 de la
Ley Electoral, ya que solicitó que los candidatos presentados
por la alianza política fueran inscritos a su favor, y esta solici-
tud debió presentarla ante el Consejo Supremo Electoral;

c) el Consejo Supremo Electoral resolvió que “de los parti-
dospolíticosque presentaron las firmas de ciudadanos, de con-
formidad al art[ículo] 77 [de la] Ley Electoral, únicamente
alcanzaron el 3% a que se refiere el mencionado artículo, las
presentadas por el Partido Liberal Constitucionalista y las pre-
sentadaspor el Partido Conservador”;
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d) “el partidopolítico YATAMA, como efecto de la disolu-
ción de la alianza política que había conformado, no cumplió
con el artículo 82 párrafo 2 de la Ley Electoral que exige, para
las elecciones municipales, inscribir candidatos al menos en el
ochenta por ciento de los municipios”;

e) la resolución que el Consejo SupremoElectoral emitió el
15 de agosto de 2000 “es de contenido y materia estrictamente
electoral”, y contra tal decisión “no cabe recurso alguno, ni
ordinario ni extraordinario” (artículos 173 de la Constitución
Política, 1 de la Ley Electoral e inciso 5 del artículo 51 de la Ley
de Amparo). La Corte Supremade Justicia de Nicaraguaha sos-
tenido que contra las resolucionesdel Consejo SupremoElec-
toral en materia electoral no procede recurso alguno;

f) el partido YATAMA fundamentó su recurso de amparo en el
artículo 76 de la Ley Electoral, en el cual se dispone que dicho
recurso procede ante losTribunalesde Justicia contra las resolucio-
nesque el Consejo SupremoElectoral emita enmateria de partidos
políticos. No obstante, la resolución dictada el 15 de agosto de
2000 por el Consejo SupremoElectoral es estrictamente electoral y
no se refiere a partidospolíticos. Esta últimamateria está regulada
en los “incisos 17, 18 y 19” del artículo 10 de la Ley Electoral; y

g) los representantes señalan que no se siguió el procedi-
miento establecido en “el artículo 37 y siguientes”, pero no ex-
presaron que el inciso 5 del artículo 51 de la Ley de Amparo
declara improcedente este recurso contra las resoluciones del
Consejo Supremo Electoral en materia electoral.
Consideraciones de laCorte
145. El artículo 8.1 de la Convención señala que:
1.Toda persona tienederechoa seroída, con las debidasgarantías
y dentro deunplazo razonable, porun juez o tribunal competen-
te, independiente e imparcial, establecidoconanterioridad porla
ley, en la sustanciación decualquier acusación penal formulada
contra ella, opara ladeterminación de susderechos y obligaciones
deorden civil, laboral, fiscal o de cualquierotro carácter.
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146. Como haquedado establecido en los hechosprobados (supra
párr. 124.51, 124.57 y 124.61), el Consejo SupremoElectoral, la Sala
de lo Civil y Laboral del Tribunal de Apelaciones de la Circunscrip-
ción Atlántico Norte, Puerto Cabezas, y la Sala de lo Constitucional
de la Corte Suprema de Justicia adoptaron decisiones relativas a la
participación de los candidatosde YATAMA en las eleccionesmunici-
palesde noviembre de 2000.

1) Aplicación del artículo 8.1 con respecto a las decisiones
del Consejo Supremo Electoral

147. El artículo 8 de la Convención Americana se aplica al conjun-
to de requisitos que deben observarse en las instancias procesales,
cualesquiera que ellas sean, a efecto de que las personas puedan
defenderse adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado
que pueda afectar sus derechos.141

148. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Conven-
ción, en la determinación de los derechosy obligacionesde lasper-
sonas, de orden penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter,
se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, según el
procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso.

149. Todos losórganos que ejerzan funcionesde naturaleza mate-
rialmente jurisdiccional tienen el deber de adoptar decisiones justas
basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso esta-
blecidas en el artículo 8 de la Convención Americana.142 El artículo
8.1 de la Convención, que alude al derecho de toda persona a ser
oída por un “juez o tribunal competente” para la “determinación de
sus derechos”, es igualmente aplicable al supuesto en que alguna

141 Cfr. Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr.
102; Caso Baena Ricardo y otros. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72,
párr. 124; Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie
C No. 71, párr. 69; y Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y
8 Convención Americ ana sobre Derec hos Humanos). Op inión Consultiva OC-9/87
del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 27.

142 Cfr. Caso Ivcher Bronstein, supra nota 141, párr. 104; y Caso del Tribunal Constitucional,
supra nota 141, párr. 71.
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autoridad pública, no judicial, dicte resolucionesque afecten la de-
terminación de tales derechos,143 como ocurrió en el presente caso.

150. Las decisiones que emiten los órganos internos en materia
electoral pueden afectar el goce de los derechospolíticos. Por lo tan-
to, en dicho ámbito también se deben observar las garantías mínimas
consagradas en el artículo 8.1 de la Convención, en cuanto sean aplica-
bles al procedimiento respectivo. En el presente caso, debe tomarse en
cuentaque el procedimiento electoral que antecede a la celebración de
elecciones municipales requiere celeridad y un trámite sencillo que
facilite la tomade decisiones en el marcodel calendario electoral. El
Consejo SupremoElectoral debía respetar las garantías específicas dis-
puestas en la Ley Electoral No. 331 de 2000, la cual regula el proceso
para las elecciones de alcaldes, vicealcaldes y concejales.

151. Lasdecisiones que emitió el Consejo SupremoElectoral inci-
dieron directamente en el ejercicio del derecho a la participación po-
lítica de laspersonaspropuestaspor el partidoYATAMApara participar
en las elecciones municipales de noviembre de 2000, por cuanto se
trataban de decisiones que les negaban su inscripción como candida-
tos, y la posibilidad de ser elegidos para determinados cargos públi-
cos. La normativa nicaragüense ha asignado al Consejo Supremo
Electoral el cumplimiento de funciones de naturaleza materialmente
jurisdiccional. Inclusive, el Estado en sus alegatos indicó que “la Ley
en materia electoral le da al Consejo una función jurisdiccional […] y
por ello resolvió como un organismo judicial de última instancia, de
acuerdo con laConstitución Política vigente”.

152. Las decisiones que adopten losórganos internosque puedan
afectar derechos humanos, tal como el derecho a la participación
política, deben estar debidamente fundamentadas, puesde lo contra-
rio serían decisiones arbitrarias.144

153. Las decisiones que el Consejo Supremo Electoral emitió en
materia electoral y que implicaban una afectación de los derechos

143 Cf r. Caso Ivcher B ronstein , sup ra not a 141, p ár r. 105; y Caso del T ribuna l
Constitucional, supr a nota 141, párr . 71.

144 Cfr. García Ruiz v. Spain [GC], no. 30544/96, § 26, ECHR 1999-I ; y Eur. Court H .R.,
Case of H. v. Belgium, Judgment of 30 November 1987, Series A no. 127-B, para. 53.
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políticos de las personas propuestas por YATAMA como candidatos
para participar en las elecciones municipales de noviembre de 2000,
debían estar debidamente fundamentadas, lo que implicaba señalar
las normas en las que se fundamentaban los requisitos que estaba
incumpliendo YATAMA, loshechos en que consistía el incumplimiento
y las consecuencias de ello.

154. Como ha quedado probado (supra párr. 124.46), el 18 de
julio de 2000 el Consejo SupremoElectoral emitió una resolución en
la cual indicó, inter alia, que el Partido de los Pueblos Costeños (PPC),
que lideraba la alianza con YATAMA en la RAAS (supra párr. 124.38 y
124.39), no cumplió con un requisito para la inscripciónde candida-
tos. LaCorte ha constatado que en dicha resolución no se hizo refe-
rencia alguna al incumplimiento de requisitos en que incurrióYATAMA
en la RAAS ni en la RAAN, lo cual creó inseguridad respecto de la
aprobación de participación de sus candidatos. El Consejo no notifi-
có aYATAMA esta decisión, a pesar de que le afectabapor cuanto la
exclusión del Partido de los Pueblos Costeños (PPC) podría tener
consecuencias para la participación de los candidatos de YATAMA en
la RAAS. Tampoco se indicó que existiera problema alguno para la
participación de los candidatos de YATAMA en la RAAN.

155. Con posterioridad a dichadecisión de 18 de julio de 2000, los
representantes de YATAMA remitieron diversos escritos al Consejo
SupremoElectoral, en los cuales fundamentalmente requerían a di-
cho Consejo que definiera la situación de sus candidatos, ya que
YATAMA nohabía recibido comunicación oficial respecto de la parti-
cipación política de sus candidatos en las elecciones municipales de
ese año (supra párr. 124.47 a 124.50).

156. El Consejo SupremoElectoral se pronunció sobre la partici-
pación política de los candidatos de YATAMA en la RAAS y en la
RAAN el 15 de agosto de 2000, y decidió no inscribir a los candidatos
de dicho partido en el proceso electoral de noviembre de dicho año
(supra párr. 124.51).

157. En cuanto a la participación de los candidatos propuestospor
YATAMA en la RAAS, en la resolución de 15 de agosto de 2000 el Conse-
jo Supremo Electoral declaró: “[n]o ha lugar a la solicitud de YATAMAde
registrar como candidatosde ese partido a lospresentados por la Alian-
zaYATAMA/PPC en la Región Autónomadel Atlántico Sur” (supra párr.
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124.51.a). No se indicó fundamentación alguna respecto de esta deci-
sión. Por otra parte, en el “Considerando II” señaló que “YATAMA e[ra]
un partido legalmente constituido y enpleno uso de los derechos que
establec[ía] la Ley Electoral y que como tal[,] p[odía] participar en las
eleccionesde noviembrede 2000, ya sea en alianzaso individualmente[,]
siempre y cuando cumpl[ier]a con la Ley Electoral y Términos estableci-
dos en el Candelario Electoral”. Sin embargo, el Consejo manifestó que
al no contar el Partido de los Pueblos Costeños (PPC) con el porcen-
taje de firmas a que se refiere el artículo 77.7 de la Ley Electoral, “el
número de municipios en los cualesYATAMA present[ó] candidatosno
alcanza[ba] el 80% aque se refiere el art[ículo] 82 párrafo segundo en
concordancia con el art[ículo] 80 in fine de la Ley Electoral”. El Consejo
no indicó en qué municipios careció YATAMAde representación.

158. En cuanto a la participación de los candidatos propuestos
por YATAMA en la RAAN, la aludida resolución de 15 de agosto de
2000 declaró que “no se registr[ara]n los candidatos presentados en el
Atlántico Norte por dichaOrganización, en vista de que la misma no
llen[ó] el tiempo requerido consignado en la Ley Electoral” (supra
párr. 124.51.b). En los “Considerandos” no se alude a los fundamen-
tos de esta decisión. El Consejo Supremo Electoral no indicó si el
“tiempo requerido consignado en la Ley Electoral” que YATAMA “no
llen[ó]” era el necesario para la obtención de la personalidad jurídica
de YATAMA comopartido político para participar en dichas eleccio-
nes (supra párr. 124.23), o el establecido en el calendario electoral
para la presentación de la lista de candidatos (supra párr. 124.30).

159. Dado que, como se encuentra probado, YATAMAhabía obte-
nido su personalidad jurídica con la antelación exigidapor el artículo
77 de la Ley Electoral para participar en las eleccionesmunicipalesde
noviembre de 2000 (supra párr. 124.23 y 124.28), y que había presen-
tado las listas de candidatos dentro del plazo estipulado en el calen-
dario electoral (supra párr. 124.30, 124.31 y 124.39), el Consejo debió
señalar qué requisito específico de la Ley Electoral había incumplido
YATAMA, indicando la norma correspondiente, con el fin de que se
comprendiera qué “tiempo requerido consignado en la Ley Electoral”
era el que YATAMAno “llen[ó]” y las razones de dicha conclusión.

160. El cumplimiento de la garantía de la fundamentación de las
decisiones adoptadas en el proceso electoral de noviembre de 2000
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era especialmente importante, tomando en cuentaque la Ley Electo-
ral No. 331 que regía dicho proceso entró en vigencia aproximada-
mente 9 meses antes del día estipulado para la celebración de las
elecciones, es decir, se trataba del primer proceso electoral que se
realizaba bajo la vigencia de esa ley, la cual consagraba importantes
modificaciones respecto de la ley anterior, tales como la eliminación
de la figura de la asociación de suscripción popular y la nueva exi-
gencia de que sólo se puede participar como candidato a través de un
partido político (supra párr. 124.20).

161. El Tribunal considera que al excluir a las presuntas víctimas
de participar en las elecciones municipales de 2000, el Consejo Su-
premo Electoral no respetó la garantía prevista en el artículo 84 de la
Ley Electoral No. 331, que dispone:

[c]uandoelConsejo SupremoElectoral deacuerdo con loestablecido
en la presenteLey,deniegue una solicitudo rechacea uncandidato
por no llenar losrequisitosdeLey, lonotificará al partido políticoo
alianzade partidosdentrodelos tresdíassiguientesa la resolución,
paraproceder asubsanarlosdefectos oa sustituir loscandidatos.

162. Al resolver que YATAMA no cumplía los requisitos para la
inscripción de sus candidatos en la RAAS y en la RAAN, el Consejo
Supremo Electoral no otorgó a esa organización la oportunidad de
subsanar la deficiencia existente. Tampoco se había notificado a
YATAMA la resolución que emitió el Consejo el 18 de julio de 2000
(supra párr. 124.46), que excluyó de participar en las elecciones al
PPC, partido que lideraba la alianza con YATAMA en la RAAS, alian-
za que se encontraba pendiente de autorización por el Consejo Su-
premo Electoral. Un mes más tarde el Consejo dispuso que los
candidatos propuestos por YATAMA no podían participar porque no
estaban satisfechos todos los requisitos para ello (supra párr. 124.51).

163. El 30 de octubre de 2000 el Consejo SupremoElectoral se diri-
gió “a la ciudadanía en general y a la comunidad internacional para
hacer de su conocimiento [… q]ue […] se otorgó personalidad jurídica
al partido político […] YATAMA, la que se mant[enía] en toda su vigen-
cia y fuerza legal”, y que dicho partido político regional “podr[ía] parti-
cipar y presentar candidatos en sus respectivas Regiones Autónomas
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en las eleccionesde noviembre de [2001]” (supra párr. 124.62). Resulta
extraño este proceder del Consejo SupremoElectoral, e incluso contra-
rio a lo establecido en la Ley Electoral No. 331, que prevé como causal
de cancelación de la personalidad jurídicade un partidopolítico que
éste “[n]o particip[e] en las eleccionesque se convoquen” (artículo 74.4).
Por un lado, el Consejo decide que los candidatos propuestos por
YATAMAnopuedenparticipar en las eleccionesde noviembre de 2000
(supra párr. 124.51), lo cual conllevaría la cancelaciónde la personali-
dad jurídica comopartidopolítico, y por otro emite un comunicado en
que indica que YATAMA conserva tal personalidad de partido.

164. A partir de las anteriores consideraciones, la Corte concluye
que las decisiones adoptadas por el Consejo Supremo Electoral que
afectaron la participación política de los candidatos propuestos por
YATAMA para las eleccionesmunicipales de noviembre de 2000 no
se encontraban debidamente fundamentadas ni se ajustaron a los
parámetros consagrados en el artículo 8.1 de laConvención America-
na, por lo que el Estado violó el derecho a las garantías judiciales
consagrado en dicho artículo, en relación con el artículo 1.1 de dicho
tratado, en perjuicio de los referidos candidatos.

2) Derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier
otro recurso efectivo consagrado en el artículo 25.1
de la Convención

165. El artículo 25.1 de laConvención señala que:
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a
cualquierotro recurso efectivo antelos jueces o tribunalescompe-
tentes, que laamparecontra actos queviolen sus derechosfunda-
mentalesreconocidos porlaConstitución, la leyo la […]Convención,
aun cuando tal violación seacometida porpersonasque actúenen
ejerciciodesus funcionesoficiales.

166. El artículo 2 establece que
[s]i el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el
artículo1 no estuviere yagarantizadopor disposicioneslegislati-
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vaso deotrocarácter, los Estados Partesse comprometen a adop-
tar, con arregloa susprocedimientos constitucionalesy a las dispo-
siciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro
carácterque fueren necesariasparahacerefectivos talesderechos
ylibertades.

167. La salvaguardade la persona frente al ejercicio arbitrario del
poder público es el objetivo primordial de la protección internacio-
nal de los derechos humanos.145 La inexistencia de recursos internos
efectivos coloca a las personas en estado de indefensión. El artículo
25.1 de laConvención ha establecido, en términos amplios,

laobligacióna cargodelos Estados deofrecer, a todas laspersonas
sometidas asu jurisdicción, un recurso judicial efectivo contraac-
tosviolatorios de susderechosfundamentales. Dispone, además,
que la garantía allí consagradase aplica nosólo respecto de los
derechos contenidos en laConvención, sino también de aquéllos
queestén reconocidos por laConstitución o por la ley.146

168. La inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones
de los derechos reconocidos por la Convención constituye una trans-
gresión de la mismapor el Estado Parte.147

169. Para que el Estado cumpla lo dispuesto en el artículo 25 de la
Convenciónno basta con que los recursos existan formalmente, sino
que los mismosdeben tener efectividad,148 esdecir, debe brindarse

145 Cfr. Caso Tibi, supra nota 135, párr. 130; Caso “Cinco Pensionistas”. Sentencia de 28
de febrero de 2003. Serie C No. 98, p árr. 126; y Caso del Tribunal Constitucional,
supra nota 141, párr. 89.

146 Cfr. Caso Tibi, supra nota 135, párr. 130; Caso Cantos. Sentencia de 28 de noviembre
de 2002. Serie C No. 97, párr. 52; Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas
Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 111; y Garantías
Judiciales en Estados de Emergencia, supr a nota 141, párr. 23.

147 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni, supra nota 146, párr. 13;
Caso Ivcher Bronstein, supra nota 141, párr. 136; y Caso del Tribunal Constitucional,
supra nota 141, párr. 89.

148 Cfr. Caso Tibi, supr a nota 135, p árr. 131; Caso Maritz a Urrutia. Sentenci a de 27 de
noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 117; y Caso Juan Humber to Sánchez.
Sentencia de 7 de junio de 2003. Ser ie C No. 99, párr . 121.



401CASO YATAMA VS. NIC ARAGUA

© TEPJF
TERCERA ÉPOC A

a la persona la posibilidad real de interponer un recurso, en los tér-
minos de aquél precepto. La existencia de esta garantía “constituye
unode lospilares básicos, no sólo de la ConvenciónAmericana, sino
del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el
sentido de laConvención”.149

170. El deber general del Estado de adecuar su derecho interno a
las disposicionesde dicha Convención para garantizar los derechos
en ella consagrados, establecido en el artículo 2, incluye la expedi-
ción de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la obser-
vancia efectiva de los derechos y libertades consagrados en lamisma,
así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácti-
cas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garan-
tías previstas en la Convención.150 Este deber general del Estado Parte
implica que lasmedidasde derecho interno han de ser efectivas (prin-
cipio del effet utile), para lo cual el Estado debe adaptar su actuación
a la normativa de protección de la Convención.151

171. La Constitución Política de Nicaragua establece en su capí-
tulo VI un Poder Electoral independiente de los otros tres poderes y
cuyo órgano de mayor jerarquía es el Consejo Supremo Electoral
(artículo 129). La Constitución dispone que respecto de las resolu-
ciones de dicho Consejo enmateria electoral “no habrá recurso algu-
no, ordinario ni extraordinario” (artículo 173.14), la Ley de Amparo
estipula que noprocede el recurso de amparo “[c]ontra las resolucio-
nes dictadas en materia electoral” (artículo 51.5), y la Ley Electoral
establece que “[d]e las resoluciones definitivasque enmateria de par-
tidos políticos dicte el Consejo Supremo Electoral en uso de sus fa-
cultades que le confiere la presente Ley, los partidos políticos o
agrupaciones solicitantes podrán recurrir de Amparo ante losTribu-
nales de Justicia” (artículo 76).
149 Cfr. Ca so de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 75; Caso Tibi, sup ra

nota 135, pá rr. 131; y Caso 19 Comer ciantes, supr a nota 5, párr. 193.
150 Cfr. Caso Caesar, sup ra nota 11, pá rr. 91; Caso Lori Ber enson Mejía, supra nota 11,

párr. 219; Caso “ Instituto de Reeduca ción del Menor”, sup ra nota 135, párr. 06; y
Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados . Opinión Consultiva
OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 78.

151 Cf r. C aso Lor i Berenson Mejí a, supr a nota 11, pá rr . 220; Ca so “ Inst it ut o de
Reeducación del Menor”, supra nota 135, párr. 205; y Caso Bulacio. Sentencia de 18
de sept iembre de 2003. Serie C No. 100, pár r. 142.
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172. El30 de agosto de 2000 los señoresBrooklyn Rivera y Centuriano
Knight, representantes legales de YATAMA, presentaron ante el Tribu-
nal de Apelacionesde la RegiónAutónoma del AtlánticoNorte, RAAN
(SalaCivil, Bilwi), un recurso de amparo administrativo (supra párr.
124.55), con base en el artículo 23 de la Ley de Amparo vigente, en
contra de la Resolución de 15 de agosto de 2000, mediante la cual el
Consejo SupremoElectoral excluyó aYATAMAde las eleccionesmunici-
palesde 2000 (suprapárr. 124.51). El 25 de octubre de 2000 la Sala de lo
Constitucional de laCorte Supremade Justicia resolvió el recurso de
amparo interpuesto, declarándolo improcedente in limine litis (supra
párr. 124.61) con fundamento en que no tenía competencia para cono-
cer en materia electoral, ya que la resolución que dictó el Consejo
Supremo Electoral se refería a dicha materia y el artículo 173 de la
Constitución dispone que contra las resoluciones de dicho órgano no
cabrá recurso ordinario ni extraordinario. En esta decisión la Sala de lo
Constitucional también señaló que, de conformidad con la sentencia
que había emitido el 16 de julio de 1999 en otro caso, las únicas deci-
siones del Consejo Supremo Electoral recurribles a través del amparo
son las relativas a materia administrativa referidas a partidospolíticos,
aunque no hizo ninguna consideración respecto de lasdiferencias exis-
tentes entre los asuntos relativos apartidos políticos y lamateria elec-
toral, ni sobre las razones por las cuales la decisión que YATAMA
recurría quedaba comprendida en esta última categoría.

173. No existía ningún recurso judicial contra la decisión que adop-
tó el Consejo Supremo Electoral el 15 de agosto de 2000 (supra párr.
124.51), por lo cual ésta no podría ser revisada, en caso de que hubiere
sido adoptada sin observar las garantías del proceso electoral previs-
to en la Ley Electoral ni la garantías mínimas previstas en el artículo
8.1 de la Convención, aplicables a dicho proceso.

174. Si bien la Constitución de Nicaraguaha establecido que las
resoluciones del Consejo SupremoElectoral en materia electoral no
son susceptibles de recursos ordinarios o extraordinarios, esto no sig-
nifica que dichoConsejo no deba estar sometido a controles judicia-
les, como lo están los otros poderes del Estado. Las exigencias
derivadas del principio de independencia de los poderes del Estado
no son incompatibles con la necesidad de consagrar recursoso meca-
nismospara proteger los derechos humanos.
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175. Independientemente de la regulación que cadaEstado haga
respecto del órgano supremoelectoral, éste debe estar sujeto a algún
control jurisdiccional que permita determinar si sus actos han sido
adoptados al amparo de los derechos y garantías mínimas previstos
en laConvención Americana, así como las establecidos en su propia
legislación, lo cual no es incompatible con el respeto a las funciones
que son propias de dicho órgano en materia electoral. Ese control es
indispensable cuando los órganos supremos electorales, como el
Consejo Supremo Electoral en Nicaragua, tienen amplias atribucio-
nes, que exceden las facultades administrativas, y que podrían ser
utilizados, sin un adecuado control, para favorecer determinados fi-
nes partidistas. En este ámbito, dicho recurso debe ser sencillo y rá-
pido, tomando en cuenta las particularidades del procedimiento
electoral (supra párr. 150).

176. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado violó el
derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25.1 de la
Convención Americana, en perjuicio de los candidatos propuestos
por YATAMA para participar en las elecciones municipales de 2000,
en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma.

177. En cuanto a otros alegatos de los representantes, la Corte no
encuentra que los hechos planteados por la Comisión en el presente
caso demuestren que se configurara una violación al artículo 25.2.c)
de la Convención.

X
VIOLACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 23 Y 24

DE LA CONVENCIÓN AMERICANA EN RELACIÓN
CON LOS ARTÍCULOS 1.1 Y 2 DE LA MISMA

(DERECHOS POLÍTICOS E IGUALDAD ANTE LA LEY)
178. Alegatosde la Comisión:
Respecto de la violación al artículo 23 en relación con los artículos

1.1 y 2 de la Convención alegó que:
a) los candidatos presentados por YATAMA para las elec-

cionesmunicipales de 5 de noviembre de 2000 en la RAAN y en
la RAAS se vieron impedidosde participar en ellas como conse-
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cuencia de la resolución emitida por el Consejo Supremo Elec-
toral de Nicaragua el 15 de agosto de 2000. No tuvieron acceso
a un recurso eficaz que les permitiera hacer valer susderechos
políticos fundamentales. “[L]os electores de la Región Autóno-
ma del Atlántico de Nicaragua se vieron impedidos de elegir
entre los candidatos a los presentados por el partido indígena
YATAMA”;

b) “el ejercicio de losderechospolíticos, entre ellos ‘ser ele-
gido’, implica que losórganosencargadosde velar por su prác-
tica y cumplimiento actúen de acuerdo a lasnormas del debido
proceso y que sus decisiones sean susceptibles de revisión”.
Losorganismos electorales deben garantizar el ejercicio de los
derechos políticos “a través de la independencia e imparciali-
dad con que desempeñen sus funciones”;

c) “[d]entro del derecho internacional en general, y en el
derecho interamericano específicamente, se requiere de pro-
tección especial para que los pueblos indígenas puedan ejercer
susderechos plena y equitativamente con el resto de la pobla-
ción. Además, quizá sea necesario establecer medidas especia-
les de protección para los pueblos indígenas[,] a fin de garantizar
su supervivencia física y cultural”, así como garantizar su parti-
cipación efectiva en los procesos de toma de decisionesque les
afectan;

d) el artículo 23 de la ConvenciónAmericanadebe ser inter-
pretado a la luz de las disposiciones normativas de la Constitu-
ciónPolítica, del Estatuto de Autonomía de la CostaAtlántica y
de la Ley de Municipios, que tienden a fortalecer la participa-
ción política de los pueblos indígenas;

e) a pesar de las normasde carácter constitucional y legal que
reconocen el derecho de las comunidadesde laCostaAtlántica a
vivir y desarrollarse bajo formas de organización social que co-
rrespondan a sus tradiciones históricas y culturales, la Ley Elec-
toral de 2000 obligó a las organizaciones indígenas de la Costa
Atlántica a constituirse como partidos políticos. Si bien el artícu-
lo 71 de la referida ley expresa que se respetará la forma natural
de organización y participación de lasorganizaciones indígenas
para que formen partidos regionales, “en la práctica deben so-
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meterse a las mismas reglas que se aplican a lospartidos nacio-
nales o regionalesno indígenas electorales”. Losmiembros de
YATAMA cumplieron las exigenciasde la Ley Electoral;

f) la Ley Electoral despoja de algunos derechos a unaparte
de la población en razón de su origen étnico; y

g) solicita a la Corte que declare que Nicaragua es responsa-
ble por la violación del artículo 23 de la Convención, en rela-
ción con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de los
candidatos a alcaldes, vicealcaldes y concejales presentados
por el partido político regional indígena YATAMA en la RAAN
y en la RAAS, “por no prever normas en la [L]ey [E]lectoral, en
orden a facilitar la participación política de las organizaciones
indígenas en los distintos procesos electorales de la Región
Autónoma de la Costa Atlántica de Nicaragua, de acuerdo al
derecho consuetudinario, los valores, usos y costumbres de
los pueblos indígenas que la habitan”.
179. Alegatos de los representantes
Además de alegar la violación al artículo 23 de la Convención,

los representantes de las presuntas víctimas alegaron que el Estado
violó el artículo 24 de la Convención, en relación con los artículos
1.1 y 2 de la misma, apreciaciónque no figura en la demanda pre-
sentada por la Comisión. Con respecto a la violación de todos los
referidos artículos, los representantes expresaron los mismos argu-
mentos resumidos en el párrafo 143 de esta Sentencia y además
señalaron que:

a) el Estado violó los derechos políticos consagrados en la
Convención en perjuicio de los candidatos presentados por
YATAMA y de las comunidades indígenasque los eligieron por
haber excluido a losmencionados candidatos de las elecciones
municipales, a través de la resolución que emitió el Consejo
Supremo Electoral el 15 de agosto de 2000 y la confirmación de
esta resoluciónpor sentencia de la Corte Suprema de Justicia
de 25 de octubre del mismo año; “no haberles permitido con-
tradecir la resolución del CSE, arguyendo que se trataba de
‘materia electoral’; y por no haber cumplido su propio derecho
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interno que ordena al Estado eliminar los obstáculos que impi-
dan de hecho la igualdad entre los nicaragüenses y su partici-
pación efectiva en la vidapolítica, económica y social del país”;

b) los candidatos de YATAMAno pudieron representar po-
líticamente a susorganizaciones y comunidades indígenas, que
loshabían escogido de conformidad con su derecho consuetu-
dinario, valores, usos y costumbres, y no pudieron cumplir sus
expectativas personales y comunales ni participar en los asun-
tospúblicos. Además, “las comunidades indígenas y sus miem-
brosno tuvieron la posibilidad de verse representados por sus
propios integrantes”. “[L]as autoridades que fueron electas en
la Costa Atlántica no representan al 85% de votantes, en su
gran mayoría indígenas, que no concurrieron a las urnas en
señal de protesta por la exclusión de YATAMA. Esta falta de
representación política ha tenido un efecto directo en las deci-
siones que se han tomado a nivel municipal respecto al uso y
manejo de los recursos”;

c) la organizaciónYATAMA no tuvoparticipación en los asun-
tosmunicipales, pese a que la población indígena esmayorita-
ria en las Regiones Autónomasdel Atlántico. Además, se puso
en riesgo la existencia jurídica del partido político YATAMA;

d) el Estatuto de Autonomía de las Regiones de la Costa
Atlántica “no garantiza el derecho de los pueblos indígenas
que habitan esta región a participar activamente en la toma de
decisiones que les afectan”;

e) el Proyecto de Declaración Americana sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas reconoce el derecho al
autogobierno de los pueblos indígenas, y el Proyecto de De-
claración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las
Poblaciones Indígenas señala que éstos tienen derecho a par-
ticipar plenamente, si lo desean, en todos los niveles de adop-
ciónde decisiones que afecten sus derechos, vidas y destinos,
por conducto de representantes elegidos por ellos de confor-
midad con sus propios procedimientos, así como a mantener
y desarrollar sus instituciones. El Consejo Supremo Electoral
“hizo todo lo contrario, es decir, puso barreras a la participa-
ciónde YATAMA”;
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f) la discriminación del Estado a los miembros de YATAMA
en lo que respecta a su derecho a elegir y ser elegidos se pro-
dujo por la imposición de una serie de requisitos excesivos,
que preveían una carga desmedida para lospueblos indígenas;
la interpretaciónque el Estado dio a la Ley Electoral, al señalar
que se exige la presentaciónde documentos exclusivamente
ante el Consejo Supremo Electoral en Managua; diversos obs-
táculos interpuestos por el Consejo Supremo Electoral y por la
propia administración de justicia, que se tradujeron en graves
violaciones al debido proceso y a la tutela judicial efectiva; y
falta de adopción de medidas especiales que permitieran la
participaciónpolítica en condiciones igualitarias. “[L]as organi-
zaciones indígenasno tienen las mismas posibilidadesque los
partidos políticos nacionales para cumplir con los requisitos
que exige la Ley Electoral”;

g) lasmedidas de protección especial son necesarias e im-
perativas para que las comunidades indígenas puedan ejercer
susderechos efectivamente, en plano de igualdad con el resto
de la población, y a fin de garantizar la supervivencia de los
valores culturales y, en particular, las formasde participación
política;

h) la legislación del Estado dispuso requisitos inadecuados
con impacto discriminatorio sobre los pueblos indígenas, no
previó medios de tutela de losderechos de las presuntas vícti-
mas y excluyó arbitrariamente a los candidatos presentados
por YATAMA;

i) “el Estado no permitió que los candidatos de YATAMA
particip[ara]n en igualdad de condiciones en las elecciones
municipales de 2000, no garantizó la igualdad de acceso a las
funciones y cargos públicos y, con ello, no garantizó que los
electores indígenas fueran representados en igualdad de con-
dicionesque el resto de electores”; y

j) el Estado también ha violado el derecho a la igualdad por
no haber adoptado medidas especialesde protección para faci-
litar y asegurar la participación política de los pueblos indíge-
nas, de conformidad con sus valores, usos y costumbres.
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180 . Alegatos del Estado:152

a) en las eleccionesmunicipales del año 2000 se respetaron
las normas constitucionales y la Ley Electoral vigentes;

b) los candidatos a alcaldes, vicealcaldes y concejales no
obtuvieron resultados favorables en dichas elecciones, por de-
ficiencia en la observancia de los requisitos establecidos en la
legislación electoral;

c) las declaraciones rendidas mediante affidávits por la seño-
ra Lidia Chamorro y el señor Mauricio Carrión Matamoros de-
mostraron la validez de la Ley Electoral, el nivel constitucional
del Consejo SupremoElectoral y la aplicación de las leyes. Las
declaracionesde los peritosCarlos HurtadoCabrera, Secretario
de la Presidencia para Asuntos de la Costa Atlántica, y Saúl
Castellón demostraron la preocupacióndel Estado por el desa-
rrollo económico, político y social del Caribe Nicaragüense y
por su vinculación plena con el norte, centro y oeste del país;

d) en las eleccionesde 4 de noviembre del 2004 YATAMA
cumplió los requisitos de la Ley Electoral, y obtuvo triunfos en
Puerto Cabezas, Waspam, Prinzapolka, Desembocadura de Río
Grande, Corn Island y Tortuguero;

e) los candidatos electosdentro de las comunidades indígenas
tienen que someterse a lo dispuesto por la legislación, al igual que
los candidatosde lasotras regioneso departamentosde Nicaragua;

f) el criterio que sostuvo la perito María Luisa Acosta respec-
to de que YATAMA tiene el objetivo estratégico de alcanzar el
autogobierno indígena implica “contemplar una agrupación
independiente dentro de un Estado independiente, lo cual es
totalmente inaceptable”;

g) “la [L]ey [Electoral…], como otras leyes, tiene que refor-
marse”. Nicaragua se encuentra “en el proceso de modificar y
perfeccionar las leyes”. Probablemente, el Estado pueda “en-
contrar unmétodo [que,] de acuerdo con recomendaciones [de]

152 El Estado no presentó alegatos ind ependientes p ara referirse específicamente a la
alegada viola ción del artículo 23 de la Convención.
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los organismos internacionales”, permita flexibilizar la referida
ley “a efectosde que la participación seamásefectiva, especial-
mente cuando se refiere a las regiones alejadasde la capital”;

h) confía en que laCorte “[le] ayudará[… con] recomenda-
ciones […para] mejorar la ley en beneficio, no sólo de la comu-
nidad YATAMA, […] sino [de] todas las comunidades que
integra[n] losmestizosdel Pacífico y otras comunidadesdel Norte
y del Centro del país”;

i) la Ley Electoral tiene rango constitucional. Su reforma “re-
queriría sacar el 60% de los votos”;

j) “no acepta y protesta” que haya violado el derecho a la
igualdad y a la no discriminación; y

k) la Ley Electoral prevé medidas especiales de protección
para los pueblos indígenas, pues “les permite designar a quie-
nes aspiran a participar en la vida pública[,] tomando en cuenta
sus tradiciones, valores, usos y costumbres”, pero, una vez de-
signados, “[los] candidatos oficiales [de las comunidades indí-
genas] tienen que someterse a lo dispuesto por la legislación
comoel resto de candidatosde lasotras regiones [… D]e esta-
blecerse requisitos especiales para regiones determinadas[, se]
estaría en presencia del establecimiento de diferentes catego-
rías de ciudadanos nicaragüenses, ya que […] la ley es general
y de aplicación por igual para todos los Nicaragüenses”.
Consideraciones de laCorte
181. El artículo 23 de la Convención ordena que:
1.Todos losciudadanos deben gozar delossiguientes derechosy
oportunidades:

a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directa-
menteo pormediode representantes libremente elegidos;

b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas,
realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que
garanticela libre expresiónde la voluntad delos electores, y
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c) de teneracceso, en condiciones generales de igualdad, a las
funcionespúblicasde supaís.

2. La leypuede reglamentar el ejercicio delos derechos y oportu-
nidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por
razonesde edad,nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, ca-
pacidad civil omental, o condena, por juez competente, enpro-
cesopenal.

182. El artículo 24 de la Convención Americana dispone que:
Todaslas personasson igualesante la ley. En consecuencia, tienen
derecho, sindiscriminación, a igual protección de la ley.

183. LaCorte ha establecido que la presunta víctima, sus familiares
o sus representantes pueden invocar derechos distintos de los com-
prendidos en la demanda de la Comisión, sobre la base de los hechos
presentados por ésta.153

184. El principio de la protección igualitaria y efectiva de la ley y de
la no discriminación constituye un dato sobresaliente en el sistema
tutelar de los derechoshumanos consagrado en muchos instrumentos
internacionales154 y desarrollado por la doctrina y jurisprudencia in-

153 Cfr. Caso De la Cruz Flores, supra nota 15, párr. 122; Caso “Instituto de Reeducación
del Menor”, supra nota 135, pá rr. 125; y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri,
supra nota 10, p árr. 179.

154 Algunos de estos instr umentos internacionales son: Cart a de la OEA (ar tículo 3.l);
Convención Americana sobre Der echos Humanos (artí culos 1 y 24); Decla raci ón
Americana d e los Derechos y Deberes del Hombre (art ículo II); Protocolo Adicional
a la Convenc ión Ameri cana sobre Derec hos Humanos en Materia de Der echos
Ec onómicos, Soci al es y Cult ura les, “Protoc olo de San Sal vador” (a rt ículo 3);
Convención Int eramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
la Mujer (artí culos 4.f , 6 y 8.b); Convenc ión Inter americana para la Eliminaci ón de
Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (artículos
I.2.a, II, III, IV y V); Carta de las Naciones Unidas (artículo 1.3); Declaración Universal
de Derechos Humanos (artículos 2 y 7); Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Soci ales y Cultura les (ar tículos 2.2 y 3); Pa cto Int ernacional de Derechos Civil es y
Políticos (artí culos 2.1 y 26); Convención Internacional sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discrim inación Racial (artículo 2); Convención sobre los Derec hos del
Niño (art ículo 2); Declar ación de l os Der echos del Niño (Princ ipio 1); Convenc ión
Interna ciona l sobre la Pr ot ecc ión d e los Derechos de Todos los Traba jadores
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ternacionales. En la actual etapa de la evolucióndel derecho interna-
cional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha
ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él descansa el anda-
miaje jurídico del orden público nacional e internacional y permea
todo el ordenamiento jurídico.155

185. Ese principio posee un carácter fundamental para la salvaguar-
dia de los derechoshumanos tanto en el derecho internacional comoen
el interno; se trata de un principio de derecho imperativo. Por consi-
guiente, los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordena-

Migr atorios y de sus Familiares (art ículos 1.1, 7, 18.1, 25, 27, 28, 43.1, 43.2, 45.1,
48, 55 y 70); Convención sobre la Eliminac ión de Toda s las Formas de Discriminación
contra la Mujer (ar tículos 2, 3, 5, 7 a 16); Declaración sobre la Eliminación d e Todas
las Formas de Intoler ancia y Discr iminación Fundad as en la Relig ión o las
Convicc iones (ar tículos 2 y 4); Declar ación de la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) rela tiva a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su
Seguimient o (2.d ); Convenio No. 97 de la Organización Internacional del Trabajo
(OIT) sobre los Trabajadores Mig rant es (revi sado) (a rtículo 6); Convenio No. 111
de l a Organi zación Interna cional d el Trabajo (OIT) relat ivo a l a Discr iminación en
Materia de Empleo y Ocupación (artículos 1 a 3); Convenio No. 143 de la Organización
Internacional del Tr abajo (OIT) sobre los Trabaj ador es Migr antes (disp osi ciones
comp lement ar ia s) (ar tí culos 8 y 10); Convenio No. 168 de l a Or ganiz ac ión
Internacional del Trabajo (OIT) sobre el Fomento del Empleo y la Protección contra
el Desempleo (artí culo 6); Proclamación de Teherán, Conferenci a Inter naciona l de
Derechos Humanos de Teher án, 13 d e mayo de 1968 (pá rr s. 1, 2, 5, 8 y 11);
Dec lara ción y Pr ograma de Acción de Viena, Conferenci a Mundial de Derec hos
Humanos, 14 a 25 de junio de 1993 (I.15; I.19; I.27; I.30; II.B .1, ar tículos 19 a 24;
I I.B.2, a rt íc ulos 25 a 27); Dec la ra ción sobre los Der ec hos de las Per sonas
Pertenecientes a Minorí as Nacionales o Ét nicas, Religiosas y Lingüí sticas (artíc ulos
2, 3, 4.1 y 5); Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discrim inación Racial , la
Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, Declaración y Programa de Acción,
(párrafos de la Declaración: 1, 2, 7, 9, 10, 16, 25, 38, 47, 48, 51, 66 y 104); Convención
Relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza (artículos
1, 3 y 4); Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales (artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6,
7, 8 y 9); Declar ación sobr e los Derechos Humanos d e los Indi viduos que no son
Nacional es de Pa ís en que V iven (art ículo 1.b y 5.1.c ); Ca rta de los Der echos
Fund amentales de la Unión Europea (a rtículos 20 y 21); Convenio Eur opeo par a la
Prot ección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (artí culo
14); Carta Social Europea (artículo 19.4, 19.5 y 19.7); Protocolo No.12 al Convenio
Eur op eo p ar a la Protecc ión de los Der ec hos Humanos y de las Liber tades
Fundamentales (artículo 1); Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos
“Carta de Banjul” (artículos 2 y 3); Carta Árabe sobre Derechos Humanos (artículo 2);
y Decla ración de El Cairo sobre Derechos Humanos en el Islam (artíc ulo 1).

155 Cfr. Condi ción Jurídica y Derechos de los Migrantes Indoc umentados, sup ra nota
150, párr. 101.
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miento jurídico regulacionesdiscriminatorias, eliminar las regulaciones
de carácter discriminatorio, combatir lasprácticasde este carácter y esta-
blecer normas y otras medidasque reconozcan y aseguren la efectiva
igualdad ante la ley de todas las personas.156 Es discriminatoria una
distinciónque carezca de justificación objetiva y razonable.157

186. El artículo 24 de laConvención Americanaprohíbe la discrimi-
nación de derecho o de hecho, no sólo en cuanto a los derechos con-
sagrados en dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las leyes
que apruebe el Estado y a su aplicación. Es decir, no se limita a reiterar
lo dispuesto en el artículo 1.1 de la misma, respecto de la obligación de
los Estados de respetar y garantizar, sin discriminación, los derechos
reconocidos en dicho tratado, sino consagra un derecho que también
acarrea obligaciones al Estado de respetar y garantizar el principio de
igualdad y no discriminación en la salvaguardia de otros derechos y en
toda la legislación interna que apruebe.

187. En relación con la obligación de respetar los derechos, el
artículo 1.1 de la Convención dispone que:

Los Estados Partes en esta Convención se comprometen arespe-
tarlos derechosy libertadesreconocidos en ellay a garantizar su
libre y pleno ejercicio a toda persona queesté sujetaa su jurisdic-
ción, sindiscriminación algunapormotivosde raza, color, sexo,
idioma, religión,opiniones políticaso decualquier otra índole,ori-
gennacionalo social, posicióneconómica, nacimiento ocualquier
otracondición social.

156 Cfr. Condición Juríd ica y Derechos de los Mig rantes Indoc umentados, sup ra nota
150, párr. 88; Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva
OC -17/02 de 28 d e agost o d e 2002. Ser ie A No. 17, párr . 44; y Pr opuesta de
Modificación a la Constitución Política deCosta Rica Relacionada con la Naturalización.
Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, pár r. 54.

157 Cfr. Condi ción Jurídica y Derechos de los Migrantes Indoc umentados, sup ra nota
150, párr. 89; Condición jurídica y derechos humanos del niño, supra nota 156, párr.
46; y Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada
con la Naturalización, supra nota 156, párr. 56. Cfr. también Eur. Court H.R., Case of
Willis v. The United Kingdom, Jugdment of 11 June 2002, para. 39; Eur. Court H.R.,
Case of Wessels-B ergervoet v. The Nether lands, Jug dment of 4th June 2002, para.
46; Eur . Court H.R., Ca se of Petrovic v. Austri a, Judgment of 27t h March 1998,
Rep orts 1998-I I, pa ra. 30; y O.N.U., Comi té de Derec hos Humanos,Joseph Fra nk
Adam c. República checa, (586/1994), d ictamen de 25 de julio de 1996, párr. 12.4.
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188. Acerca del deber de adoptar disposiciones de derecho inter-
no, el artículo 2 de la Convención establece que:

Si el ejerciciodelos derechos y libertades mencionadosen el artícu-
lo1 no estuviere yagarantizado por disposiciones legislativas ode
otro carácter, los EstadosPartes secomprometen a adoptar, con
arreglo asus procedimientosconstitucionalesya las disposiciones
deesta Convención, lasmedidas legislativas ode otro carácter que
fuerennecesarias para hacer efectivos talesderechos ylibertades.

189. La Corte ha establecidoque el deber general del artículo 2 de
laConvención implica la supresión de las normasy prácticasde cual-
quier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la
Convención, así como la expedición de normasy el desarrollo de prác-
ticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías.158

190. La Corte debe determinar, a la luz de los hechos probados
en el presente caso, si Nicaragua restringió indebidamente los dere-
chos polí ticos consagrados en el artículo 23 de la Convención y si
se configuró una violación a la protección igualitaria consagrada en
el artículo 24 de la misma.

1) Derechos políticos en una sociedad democrática
191. LaCorte ha establecido que “[e]n una sociedad democrática los

derechos y libertades inherentes a la persona, sus garantías y el Estado
de Derecho constituyen una tríada”, en la que cada componente se defi-
ne, completa y adquiere sentido en función de losotros.159 Al ponderar

158 Cfr. Caso Caesar, sup ra nota 11, p árr. 91; Caso Lori Ber enson Mejía, supra nota 11,
párr. 219; Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, supra nota 135, párr. 206; y
Condi ción Jurí dica y Derechos d e los Mig rantes Indocument ados, supra not a 150,
párr. 78.

159 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, supra nota 156, párr. 92; Ciertas
Atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (arts. 41, 42, 44,
46, 47, 50 y 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva
OC-13/93 del 16 de julio de 1993. Serie A No. 13, pá rr. 31; Garantías Judiciales en
Estados de Emergencia, supra nota 141, párr. 35; y El Hábeas Corpus Bajo Suspensión
de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos).
Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8, párr. 26.
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la importancia que tienen losderechospolíticos la Corte observa que
incluso la Convención, en su artículo 27, prohíbe su suspensión y la de
las garantías judiciales indispensablespara la protección de éstos.160

192. Este Tribunal ha expresado que “[l]a democracia representativa
esdeterminante en todo el sistema del que laConvención forma par-
te”, y constituye “un ‘principio’ reafirmado por losEstados americanos
en laCarta de laOEA, instrumento fundamental del Sistema Interame-
ricano”.161 Los derechospolíticos protegidos en laConvenciónAmeri-
cana, así comoen diversos instrumentos internacionales,162 propician
el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político.

193. LosMinistrosde RelacionesExteriores de las Américas aproba-
ron el 11 de septiembre de 2001 durante la Asamblea Extraordinaria de
laOEA la CartaDemocrática Interamericana, en la cual se señala que:

[s]on elementos esenciales de la democracia representativa, en-
tre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fun-

160 Cf r. La Expresión “Leyes” en el Ar tículo 30 de la Convención Ameri cana sobre
Derec hos Humanos. Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Ser ie A
No. 6, párr. 34.

161 Cf r. La Expresión “Leyes” en el Ar tículo 30 de la Convención Ameri cana sobre
Derec hos Humanos. Opinión Consultiva OC-6/86 del 9 de mayo de 1986. Ser ie A
No. 6, párr. 34.

162 Algunos de estos instrumentos internacionales son: Carta Democrática Interamericana
(artíc ulos 2, 3 y 6); Convención Americana sobre Derechos Humanos (art ículo 23);
Decla ra ción Amer icana de los Der echos y Deberes d el Hombr e (art ículo XX );
Decl aración Universal de Der echos Humanos (art ículo 21); Pacto Interna cional de
Derechos C ivil es y Polí ti cos (a rt íc ulo 25); Convención Internac iona l sobr e la
Eliminación de todas las Formas de Discrim inación Racial (artículo 5.c); Convención
Internaciona l sobre l a Protec ción de los Der ec hos d e Todos los Traba jad or es
Mig ratorios y d e sus Famili ares (artíc ulo 42); Convención sobre la Eliminación de
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (artículo 7); Convención sobre
los Derechos Polít icos de la Mujer (artículos I, II y III); Decl aración d e las Nac iones
Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (artículo 6);
Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales
o Ét nic as, Rel ig iosas y Ling üísti ca s (ar tíc ulos 2 y 3); Convenio No. 169 d e la
Org aniz ación Internacional d el T raba jo (OIT) sobre Pueblos Ind ígenas y Tr ibal es
(artículo 6); Proclamación de Teherán, Conferencia Internacional de Derechos Humanos
de Teherán, 13 de mayo de 1968 (párr. 5); Declara ción y Prog rama de Acc ión de
Viena, Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 14 a 25 de junio de 1993 (I.8,
I.18, I.20, II.B .2.27); Protocolo No. 1 al Convenio Europeo para la Protección de los
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (artículo 3); y Carta Africana
de los Derechos Humanos y de los Pueblos “Carta de Banjul” (artíc ulo 13).
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damentales; el acceso al poder y su ejercicio consujeción al Esta-
do de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres,
justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expre-
sión de la soberanía delpueblo; el régimen plural de partidos y
organizacionespolíticas; y la separación eindependencia delos
poderes públicos.163

2) Contenido de los derechos políticos
194. El artículo 23 de la Convención consagra los derechos a la

par ticipación en la dirección de los asuntos públ icos, a votar , a
se r elegido, y a acceder a las funcionespúblicas, los cuales deben ser
garantizados por el Estado en condiciones de igualdad.

195. Es indispensable que el Estado genere las condiciones y me-
canismos óptimospara dichos derechos políticos puedan ser ejerci-
dos de forma efectiva, respetando el principio de igualdad y no
discriminación. Los hechos del presente caso se refieren principal-
mente a la participación política por medio de representantes libre-
mente elegidos, cuyo ejercicio efectivo también se encuentra protegido
en el artículo 50 de la Constitución de Nicaragua.164

196. La participación política puede incluir amplias y diversas ac-
tividades que las personas realizan individualmente u organizados,
con el propósito de intervenir en la designación de quienes goberna-
rán un Estado o se encargarán de la dirección de los asuntos públi-
cos, así como influir en la formación de la política estatal a través de
mecanismos de participación directa.

197. El ejercicio de los derechos a ser elegido y a votar, íntima-
mente ligados entre sí, es la expresión de lasdimensiones individual
y social de la participaciónpolítica.

198. Los ciudadanos tienen el derecho de participar en la dirección
de los asuntos públicospor medio de representantes libremente elegi-

163 Carta Democráti ca Interamericana. Aprobada en la primera sesión plenaria de la
Asamblea General de la OEA, celebrada el 11 de septiembre de 2001, artículo 3.

164 Establece que “ [l]os ciud adanos ti enen derec ho de part ici par en ig uald ad de
condiciones en [los] asuntos públicos y en la gestión estatal. Por medio de la ley se
garantizará, nacional y localmente, la participación efectiva del pueblo”.
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dos. El derecho al voto esuno de los elementos esencialespara la exis-
tencia de la democracia y una de las formasen que los ciudadanosejer-
cen el derecho a la participación política. Este derecho implica que los
ciudadanos puedan elegir libremente y en condiciones de igualdad a
quienes los representarán.

199. La participaciónmediante el ejercicio del derecho a ser elegido
supone que los ciudadanospuedanpostularse como candidatos en con-
dicionesde igualdad y que puedan ocupar los cargospúblicos sujetos a
elección si logran obtener la cantidad de votosnecesarios para ello.

200. El derecho a tener acceso a las funciones públicas en condi-
ciones generales de igualdad protege el acceso a una forma directa
de participación en el diseño, implementación, desarrollo y ejecu-
ción de las directrices políticas estatales a través de funcionespúbli-
cas. Se entiende que estas condiciones generales de igualdad están
referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular
comopor nombramiento o designación.

3) Obligación de garantizar el goce de los derechos políticos
201. La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 23,

24, 1.1 y 2 de la Convención, el Estado tiene la obligación de garanti-
zar el goce de los derechos políticos, lo cual implica que la regula-
cióndel ejercicio de dichos derechos y su aplicación sean acordes al
principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar lasmedi-
dasnecesariaspara garantizar su pleno ejercicio. Dicha obligaciónde
garantizar no se cumple con la sola expedición de normativa que
reconozca formalmente dichosderechos, sino requiere que el Estado
adopte las medidasnecesariaspara garantizar su pleno ejercicio, con-
siderando la situación de debilidad o desvalimiento en que se en-
cuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales.165

202. Al analizar el goce de estos derechos por las presuntas vícti-
mas en este caso, se debe tomar en consideración que se trata de

165 Cfr. Condi ción Jurídica y Derechos de los Migrantes Indoc umentados, sup ra nota
150, párr. 89; y Condic ión Jurídica y Derechos Humanos del Niño, sup ra nota 156,
párr. 46.
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personas que pertenecen a comunidades indígenas y étnicas de la
Costa Atlántica de Nicaragua, quienes se diferencian de la mayoría
de la población, inter alia, por sus lenguas, costumbres y formas de
organización, y enfrentan serias dificultades que los mantienen en
una situaciónde vulnerabilidad y marginalidad. Ello ha sido recono-
cido en el propio Estatuto de Autonomía de las Regiones de laCosta
Atlántica de Nicaragua (supra párr. 124.3) y en el informe “Desarrollo
Humano en la Costa Caribe de Nicaragua” de 2001.166 Además, la
perito María Dolores Álvarez Arzate y los testigos Jorge Frederick y
John Alex Delio Bans se refirieron particularmente a las dificultades
que enfrentaron los miembros de las referidas comunidades en el
proceso electoral municipal de 2000 (supra párr. 111).

203. Al analizar la Ley Electoral de 2000 No. 331, la Corte interpretará
el contenido de los artículos 23 y 24 de laConvención según los criterios
de interpretación previstos en el artículo 29.a) y b) de la misma.

204. De acuerdo al artículo 29.a) de laConvención no se puede
limitar el alcance pleno de los derechos políticos de manera que su
reglamentación o las decisiones que se adopten en aplicación de ésta
se conviertan en un impedimento para que las personas participen
efectivamente en la conducción del Estado o se torne ilusoria dicha
participación, privando a tales derechos de su contenido esencial.

166 Desarrollo humanoen la CostaCaribe de Nicaragua.Informe elaborado por el Programa
Nacional de Asesoría para la Formulación de Políticas con apoyo del Consejo Nacional
de Planificación Económica Social (CONPES). En este estudio se indica que: según el
Insti tuto Nacional de Est adístic as y Censos d e N icar agua (INEC ) “ ent re l os 25
municipios más pobres de Nicaragua, 12 corresponden a municipios de las regiones
autónomas”; “[u]na de las princ ipales br echas de equidad a destaca r en la Costa
Caribe es la baja dotación de infraestructura que existe en esta región del país[, lo
cual] coloca a la población en una posición de desventaja con relación a su capacidad
de acceso a los servicios y mayores dificultades para el transporte y la comunicación”;
y “[s]egún datos d e 1999 la Costa Caribe, con el 46% del territori o nacional[, ] solo
cuenta con el 8.26% de las vías de acceso”. Asimismo, el perito Rodolfo Stavenhagen
Gruenbaum, cuyo dictamen fue incorporado al acervo probatorio de este caso ( supra
párr. 123), indicó que “los pueblos de la Costa Atlántica de Nicaragua […] han estado
tradicionalmente marginados del poder central y vinculados a algunos intereses de
tipo económico o internacional, pero muy concientes de su identidad cultural, de su
autoper cepc ión soci al , al ser g rupos soc iales con una continuidad histór ic a,
vinculación con la ti erra, actividades de tipo económicas y formas de organización
propias que los han distinguido del resto de la población de Nicaragua”.
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205. De conformidad con lo establecido en el artículo 29.b) de la
Convención Americana, la Corte considera que para garantizar la efec-
tividad de los derechos políticosde los miembros de las comunida-
des indígenas y étnicas de laCosta Atlántica, como lo son laspresuntas
víctimas en este caso, Nicaraguadebe tomar en cuenta la protección
específica establecida en los artículos 5,167 49,168 89169 y 180170 de la
Constitución Política y en el artículo 11.7171 del Estatuto de Autono-
mía de lasRegiones de la CostaAtlántica.

206. La previsión y aplicación de requisitos para ejercitar los de-
rechos políticos no constituyen, per se, una restricción indebida a
los derechos políticos. Esos derechos no son absolutos y pueden
estar sujetos a limitaciones.172 Su reglamentación debe observar los
principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad en una so-
ciedad democrática. La observancia del principio de legalidad exige
que el Estado defina de manera precisa, mediante una ley, los re-
quisitos para que los ciudadanos puedan participar en la contienda
electoral, y que estipule claramente el procedimiento electoral que
antecede a las elecciones. De acuerdo al artículo 23.2 de la Conven-
ción se puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportuni-
dades a las que se refiere el inciso 1 de dicho artículo, exclusivamente
por las razones establecidas en ese inciso. La restricción debe en-

167 “El Esta do reconoc e l a existencia de los puebl os ind ígenas, q ue g oza n d e l os
derechos, deberes y garantías consignados en la Constitución y en especial los de
mantener y desarrollar su identidad y cultura, tener sus propias formasde organización
soci al y ad ministr ar sus a suntos locales[.]”

168 “En Nicaragua tienen derecho de constituir organizaciones […], las comunidades de
la Costa Atlántica y l os pobladores en general, sin discriminaci ón alguna, con el fin
de lograr la realización de sus aspiraciones según sus propios intereses y participar
en la construc ción de una nueva soc iedad . Est as organizac iones se form arán de
acuerdo a la voluntad participativa y electiva de los ciudadanos, tendrán una función
social y podrán o no tener carácter par tidario, según su naturaleza y fines.”

169 “Las comunidades de la Costa Atlántica tienen el derecho de preservar y desarrollar
su identid ad cult ura l en la uni dad naci ona l; d ota rse de sus prop ias for mas de
organi zación soc ial y admi nistrar sus asuntos locales conforme a sus tradici ones.”

170 “Las comunidades de la Costa Atlántica ti enen el derecho de vivir y desar rollarse
bajo las formas de organización social que corresponden a sus tradiciones históricas
y cultural es.”

171 “Los habitantes de las Comunidades de la Costa Atlántica tienen derecho a “[e]legir
y ser elegidos autoridades prop ias de las Regiones Autónomas”.

172 Cfr. Case of Hi rst v. the United Ki ngdom (no. 2), no. 74025/01, § 36, ECHR-2004.
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contrase prevista en una ley, no ser discriminatoria, basarse en cri-
terios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la
torne necesaria para satisfacer un interés público imperativo, y ser
proporcional a ese objetivo. Cuando hay varias opciones para al-
canzar ese fin, debe escogerse la que restrinja menos el de recho
protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que
se persigue.173

207. Los Estados pueden establecer estándares mínimos para re-
gular la participación política, siempre y cuando sean razonables de
acuerdo a los principios de la democracia representativa. Dichos
estándares, deben garantizar, entre otras, la celebración de eleccio-
nes periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal, igual
y secreto como expresión de la voluntad de los electores que refleje
la soberanía del pueblo, tomando en que cuenta que, según lo dis-
puesto en el artículo 6 de la Carta Democrática Interamericana,
“[p]romover y fomentar diversas formas de participación fortalece la
democracia”, para lo cual se pueden diseñar normas orientadas a
facilitar la participación de sectores específicos de la sociedad, tales
como los miembros de las comunidades indígenas y étnicas.

208. Con respecto a las limitaciones al derecho a ser elegido, el
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas señaló que

[e]l derecho de las personas a presentarse a elecciones no deberá
limitarsede forma excesivamediante el requisitode que loscandi-
datossean miembros de partidos o pertenezcan a determinados
partidos. Toda exigencia de que los candidatos cuenten con un

173 Cfr. Caso Ricardo Canese, supra nota 5, párrs. 96 y 133; Caso Herrera Ulloa. Sentencia
de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párrs. 121 y 123; y La colegiación obligatoria
de per iodi stas (ar ts. 13 y 29 Convención Amer icana sobre Derechos Humanos).
Opinión Consul tiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 46.
Asimismo cfr. Eur. Court H.R., Case of Barthold v. Germany, Jud gment of 25 March
1985, Ser ies A no. 90, par a. 58; Eur. Court H.R. , Case of Sunday Times v. Uni ted
Kingdom, Judgment of 26 April 1979, Series A no. 30, para. 59; O.N.U., Comité de
Der echos Humanos, Observac ión general Nº 27, Libertad de cir culaci ón (a rt. 12)
de 2 de noviembre de 1999, párrs. 14 y 15; y O.N.U., Comité de Derechos Humanos,
Observación general Nº 25, Derecho a part icipar en los asuntos públicos, derecho a
votar y derecho al acceso, en condiciones de igualdad a las funciones públicas (art.
25) de 12 de julio de 1996, párrs. 11, 14, 15 y 16.
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mínimode partidarios [parapresentarsu candidatura] deberá ser
razonabley no constituirunobstáculo a esacandidatura.174

209. La Ley Electoral No. 331 de 2000 exige el cumplimiento de
requisitos que no contemplaba la ley anterior y que limitan en mayor
medida la posibilidad de participar en las elecciones municipales
(supra párr. 124.20). Esa nueva Ley Electoral entró en vigencia aproxi-
madamente nueve meses antes del día estipulado para la celebración
de las elecciones, en el primer proceso electoral que se realizaba bajo
su vigencia.

210. LaCorte tomanota del reconocimiento hecho por el Estado
respecto de la necesidad de reformar la Ley Electoral No. 331 de 2000,
y considera que esto implica admitir que dicha ley contiene disposi-
ciones que afectan el ejercicio del derecho a la participaciónpolítica.
Durante la audiencia pública ante la Corte (supra párr. 37) el Agente
del Estado expresó “con convicción […] que hay que reformar tanto
esa ley comouna serie de leyes enNicaragua”, “para ello [le]s será
muy útil recibir el concurso de aportes, de recomendaciones, de bus-
car cómo flexibilizar la ley en aquellos puntos en que no se roce con
el fondo de la ley[,] a efectos de que la participación sea más efectiva,
especialmente cuando se refiere a las regiones alejadas de la capital”.
Asimismo, el mencionado Agente agregó que “procurar[ía] que cuan-
to antes se gestione, se negocie, una mejora a las leyes electorales,
que […] beneficie no solo al grupo YATAMA que lo merece, sino a los
demás grupos del país y a los miembros de los partidos políticos
[…]”. En igual sentido, el Secretario de Asuntospara la Costa Atlánti-
ca de Nicaragua, quien rindió dictamen ante la Corte, expresó que
existe “una necesidad imperiosa de que esa ley sea reformada” (supra
párr. 111).

211. La SecretaríaGeneral de la OEA en su “Observación electoral
enNicaragua: elecciones municipales, 2000” señaló que la Ley Elec-
toral No. 331 de 2000 “disminuyó considerablemente las oportunida-

174 ONU, Comité d e Derechos Humanos, Observación general Nº 25, supr a nota 173,
párr. 17.
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desde participación en la elección municipal”, y se refirió a la falta de
claridad de dicha ley al destacar que

la ley generó controversias encuanto a su interpretación y más
aún sobre suaplicación.Durantela estadíadelaMisión, seobservó
que ante casos similares se aplicaron criterios de interpretación
diferentes; yen consecuencia, se produjeron decisiones o resolu-
cionesdiferentes.

212. En cuanto a la observancia del principio de legalidad, la Cor-
te estima que la Ley Electoral No. 331 de 2000 es ambigua debido a
que no establece con claridad las consecuencias del incumplimiento
de ciertos requisitos tanto para quienes participaban a través de un
partido como para quienes lo hacían en una alianza de partidos; es
confusa la redacción sobre los procedimientos aplicables cuando el
Consejo Supremo Electoral determina que hay incumplimiento de al-
gún requisito; y no regula claramente las decisiones fundamentadas
que dicho órgano debería adoptar para establecer quiénes quedan
inscritos para participar en las elecciones y quiénes no cumplen los
requisitos para ello, así como losderechosde las personas cuyapar-
ticipación se vea afectada por unadecisión del Estado. Dicha ley no
permite un claro entendimiento del proceso por parte de los ciudada-
nos y de losórganos electorales y favorece su aplicación arbitraria y
discrecional mediante interpretaciones extensivas y contradictorias
que restringen indebidamente la participación de los ciudadanos,
restricción particularmente indeseable cuando afecta severamente
bienes fundamentales, como son los reconocidos a través de los de-
rechos políticos.175

213. En cuanto a los requisitos para ser electo establecidos en la Ley
Electoral de 2000, el Tribunal tomanota de que la Corte Supremade
Justicia de Nicaragua, mediante sentenciaNo. 103 emitida el 8 de no-
viembre de 2002, declaró inconstitucionales lospárrafos 1 y 2 del nu-
meral 9) del artículo 65 de dicha ley, así comoel numeral 7) del artículo

175 Cfr. Caso Ricardo Canese, supra nota 5, párr. 125; Caso Baena Ricardo y otros, supra
nota 141, párrs. 108 y 115; y Caso Cantoral Benavides. Sentencia de 18 de agosto de
2000. Serie C No. 69, párr . 157.
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77 de la misma ley, referidos al requisito de la presentación del tres
por ciento de firmas de ciudadanos para presentar candidatos, por
considerar que lo dispuesto en los referidos numerales del artículo
65 constituía “un obstáculo para el ejercicio de los derechos políti-
cos” y que lo dispuesto en el artículo 77.7 “constitu[ía] una indebida y
odiosa intromisión en la actividad política de los ciudadanos” (supra
párr. 124.75).

214. Por otra parte, la Ley Electoral No. 331 de 2000 sólo permite
la participación en los procesos electorales a través de partidospolí-
ticos (supra párr. 124.20). Esta formade organización no es propia de
las comunidades indígenasde la Costa Atlántica. Se ha probado que
YATAMA logró obtener personalidad jurídica para participar como
partidopolítico en las elecciones municipales de noviembre de 2000,
cumpliendo los requisitos correspondientes (supra párr. 124.28). Sin
embargo, los testigosBrooklyn RiveraBryan y Jorge Teytom Fedrick,
y la perito María DoloresÁlvarez Arzate, enfatizaron que el requisito
de transformarse en partido político desconoció las costumbres, or-
ganización y cultura de los candidatospropuestos por YATAMA, quie-
nes son miembros de comunidades indígenas y étnicas de la Costa
Atlántica.

215. No existe disposición en la Convención Americana que per-
mita sostener que los ciudadanos sólo pueden ejercer el derecho a
postularse como candidatos a un cargo electivo a través de un par-
tido político. No se desconoce la importancia que revisten losparti-
dospolíticos como formas de asociación esenciales para el desarrollo
y for talecimiento de la democracia,176 pero se reconoce que hay
otras formas a través de las cuales se impulsan candidaturas para
cargos de elección popular con miras a la realización de fines comu-
nes, cuando ello es pertinente e incluso necesario para favorecer o
asegurar la participación política de grupos específicos de la socie-
dad, tomando en cuenta sus tradiciones y ordenamientos especia-

176 Cfr . Refah Part isi (the Wel fare Par ty) and Others v. Turkey [GC], nos. 41340/98,
41342/98, 41343/98 and 41344/98, § 87, ECHR 2003-II; Case of Yazar and Ot hers v.
Turkey, nos. 22723/93, 22724/93 and 22725/93, § 32, ECHR 2002- II; y Eur . Court
H.R., Ca se of Soc ial ist Pa rty and Ot her s v. T urk ey, Jugdment of 25 May 1998,
Report s of Judgments and Decisions 1998- III, para . 29.
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les, cuya legitimidad ha sido reconocida e incluso se halla sujeta a
la protección explícita del Estado. Incluso, la Car ta Democrática
Interamericana señala que para la democracia esprioritario “[e]l for-
talecimiento de los partidos y de otras organizaciones políticas”.177

216. Lospartidos políticos y lasorganizacioneso grupos que parti-
cipan en la vida del Estado, comoes el caso de losprocesos electorales
en una sociedad democrática, deben tener propósitos compatibles con
el respeto de los derechos y libertades consagrados en laConvención
Americana. En este sentido, el artículo 16 de dicho tratado establece
que el ejercicio del derecho a asociarse libremente “sólo puede estar
sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en
una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la
seguridad o del orden público, o para proteger la salud o la moral
públicaso losderechos y libertadesde los demás”.

217. La Corte considera que la participación en los asuntos públi-
cos de organizaciones diversas de los partidos, sustentadas en los
términos aludidos en el párrafo anterior, es esencial para garantizar
la expresión política legítima y necesaria cuando se trate de grupos
de ciudadanos que de otra forma podrían quedar excluidos de esa
participación, con lo que ello significa.

218. La restricción de participar a través de un partido político
impuso a los candidatospropuestospor YATAMA una forma de orga-
nización ajena a sus usos, costumbres y tradiciones, como requisito
para ejercer el derecho a la participación política, en contravención
de lasnormas internas (supra párr. 205) que obligan al Estado a res-
petar las formas de organizaciónde las comunidades de la Costa At-
lántica, y afectó en formanegativa la participación electoral de dichos
candidatos en las elecciones municipales de 2000. El Estado no ha
justificado que dicha restricción atienda a un propósito útil y oportu-
no que la torne necesaria para satisfacer un interés público imperati-
vo. Por el contrario, dicha restricción implica un impedimentopara el
ejercicio pleno del derecho a ser elegido de los miembrosde las co-
munidades indígenas y étnicas que integran YATAMA.

177 Carta Democráti ca Interamericana. Aprobada en la primera sesión plenaria de la
Asamblea General de la OEA, celebrada el 11 de septiembre de 2001, artículo 5.
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219. Con base en las anteriores consideraciones, la Corte estima
que la limitación analizada en los párrafos precedentes constituye
una restricción indebida al ejercicio de un derecho político, que im-
plica un límite innecesario al derecho a ser elegido, tomando en cuenta
las circunstancias del presente caso, a las que no son necesariamente
asimilables todas las hipótesis de agrupaciones para fines políticos
que pudieran presentarse en otras sociedades nacionales o sectores
de una misma sociedad nacional.

220. Una vez establecido lo anterior, la Corte encuentra necesario
indicar que cualquier requisito para la participación política diseñado
para partidos políticos, que no pueda ser cumplido por agrupaciones
con diferente organización, es también contrario a los artículos 23 y 24
de la ConvenciónAmericana, en la medida en que limita, más allá de
lo estrictamente necesario, el alcance pleno de losderechospolíticos y
se convierte en un impedimento para que los ciudadanos participen
efectivamente en la dirección de los asuntospúblicos. Los requisitos
para ejercitar el derecho a ser elegido deben observar los parámetros
establecidos en lospárrafos 204, 206 y 207 de esta Sentencia.

221. El artículo 82 de la Ley Electoral de 2000 dispone como requi-
sito para participar en las elecciones municipales que los partidos
políticos presenten candidatos al menos en el 80% de los munici-
pios de la respectiva circunscripción territorial y respecto del 80%del
total de las candidaturas (supra párr. 124.24). En este caso, el Conse-
jo SupremoElectoral decidió no registrar a los candidatospropuestos
por YATAMA en la RAAS consideró que, al quedar excluido el parti-
do que se presentó en alianza conYATAMA, éste último, por sí solo,
no cumplía el requisito de haber presentado candidatos en el 80%de
losmunicipios de la circunscripción territorial (supra párr. 124.51.a).

222. El testigoBrooklyn Rivera Bryan explicó que fu[eron] obliga-
dos a […] entrar en otras áreas donde no existen indígenasporque la
Ley Electoral obliga [a que] se cumpla el 80% de candidatos que hay
que inscribir de todos los municipios. Entonces en la región autóno-
mahay municipiosde matriz indígena donde domina[n], donde t[ienen
su] liderazgo y estructura, pero hay otros municipios que sonmesti-
zos ladinos [con los] que no t[ienen] ni vinculación ni interés, pero la
ley [l]osobligó a entrar a organizar y participar en los procesos, de lo
contrario [serían] descalificados para participar en las elecciones.
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223. Esta exigencia de la Ley Electoral de 2000 No. 331 constituye
una restricción desproporcionada que limitó indebidamente la parti-
cipaciónpolítica de los candidatos propuestos por YATAMApara las
eleccionesmunicipales de noviembre de 2000. No se tomaen cuenta
que la población indígena y étnica es minoritaria en la RAAS, ni que
habríamunicipios en los que no se contaría con apoyo para presen-
tar candidatos o no se tendría interés en buscar dicho apoyo.

224. La Corte encuentra que Nicaragua no adoptó las medidas
necesarias para garantizar el goce del derecho a ser elegidosde los
candidatos propuestos por YATAMA, quienes son miembros de co-
munidades indígenas y étnicas de la Costa Atlántica de Nicaragua, ya
que se vieron afectados por la discriminación legal y de hecho que
impidió su participación en condiciones de igualdad en las eleccio-
nes municipales de noviembre de 2000.

225. La Corte estima que el Estado debe adoptar todas las medi-
das necesarias para garantizar que los miembros de las comunidades
indígenas y étnicasde la Costa Atlántica de Nicaragua puedanpartici-
par, en condiciones de igualdad, en la toma de decisiones sobre asun-
tos y políticas que inciden o pueden incidir en sus derechosy en el
desarrollo de dichas comunidades, de forma tal que puedan integrar-
se a las instituciones y órganos estatales y participar de manera direc-
ta y proporcional a su población en la dirección de los asuntos
públicos, así como hacerlo desde sus propias instituciones y de acuerdo
a sus valores, usos, costumbres y formas de organización, siempre
que sean compatibles con los derechos humanos consagrados en la
Convención.

226. Las violaciones a los derechos de los candidatospropuestos
por YATAMA son particularmente graves porque, como se ha dicho,
existe una estrecha relación entre el derecho a ser elegido y el dere-
cho a votar para elegir representantes (supra párr. 197). La Corte esti-
manecesario hacer notar que se afectó a los electores como consecuencia
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de la violación al derecho a ser elegidosde los candidatosde YATAMA.
En el presente caso, la referida exclusión significó que los candidatos
propuestospor YATAMA no figuraran entre lasopciones al alcance de
los electores, lo cual representó directamente un límite al ejercicio del
derecho a votar e incidió negativamente en lamás amplia y libre expre-
sión de la voluntad del electorado, lo cual supone una consecuencia
grave para la democracia. Dicha afectación a los electores deviene del
incumplimiento del Estado de la obligación general de garantizar el ejer-
cicio del derecho a votar consagrada en el artículo 1.1 de laConvención.

227. Para valorar el alcance de dicha afectación es preciso tomar
en cuenta que YATAMA contribuye a establecer y preservar la identi-
dad cultural de los miembros de las comunidades indígenas y étnicas
de la Costa Atlántica. Su estructura y fines están ligados a los usos,
costumbres y formasde organizaciónde dichas comunidades. Como
consecuencia de ello, al haber excluido la participación de los candi-
datos de YATAMA se afectó particularmente a los miembros de las
comunidades indígenas y étnicasque estaban representadospor di-
cha organización en las eleccionesmunicipalesde noviembre de 2000,
al colocarlos en una situación de desigualdad en cuanto a las opcio-
nes entre las cualespodían elegir al votar, pues se excluyó de partici-
par como candidatos a aquellas personasque, en principio, merecían
su confianza por haber sido elegidas de forma directa en asambleas,
de acuerdo a los usos y costumbres de dichas comunidades, para
representar los intereses de losmiembros de éstas. Dicha exclusión
incidió en la carencia de representación de las necesidades de los
miembros de las referidas comunidades en los órganos regionales
encargados de adoptar políticas y programas que podrían influir en
su desarrollo.

228. La referida afectación a los electores se vio reflejada en las
elecciones municipalesde 2000, ya que, por ejemplo, en la RAAN se
registró un abstencionismo de aproximadamente 80%, el cual se debió
a que un aparte de los electoresno se consideraba adecuadamente
representada por lospartidos que participaron (supra párr. 124.69), y
cinco partidospolíticos solicitaron al Consejo Supremo Electoral que
“[d]eclarar[a] la nulidad de las elecciones en la RAAN[…y r]eprogramar[a]
nuevas elecciones municipales […], con inclusión del Partido Indíge-
na YATAMA” (supra párr. 124.71). Asimismo, el perito Carlos Anto-
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nio Hurtado Cabrera resaltó que YATAMA “es la principal organiza-
ciónpolítica indígena que existe en el país” (supra párr. 111).

229. Por todo lo expuesto, la Corte considera que el Estado violó los
artículos 23 y 24 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2
de la misma, en perjuicio de los candidatos propuestos por YATAMA
paraparticipar en las eleccionesmunicipales de noviembre de 2000, ya
que dispuso y aplicó disposiciones de la Ley Electoral de 2000 No. 331
que establecen una restricción indebida al ejercicio del derecho a ser
elegido y lo reglamentan de formadiscriminatoria. Asimismo, el Tribu-
nal estima que el Estado violó el artículo 23.1 de la Convención, en
relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de dichos can-
didatos, como consecuencia de que las decisionesque los excluyeron
de ejercer dicho derecho fueron adoptadas en contravención de las ga-
rantíasprevistas en el artículo 8 de la Convención y nopudieron ser
controladas a través de un recurso judicial (supra párrs. 164, 173 y 176).

XI
REPARACIONES

APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1
OBLIGACIÓN DE REPARAR

230. Este Tribunal ha establecido que esun principio de Derecho
Internacional que toda violación de una obligación internacional que
hayaproducido daño comporta el deber de repararlo adecuadamen-
te.178 En sus decisiones a este respecto, la Corte se ha basado en el
artículo 63.1 de la Convención Americana, según el cual:

[c]uandodecida quehuboviolaciónde un derechoo libertadpro-
tegidosen [la] Convención, la Corte dispondrá que se garanticeal

178 Cfr. Caso Caesar, sup ra nota 11, párr. 120; Caso Huilc a Tecse. Sentencia de 3 de
marzo de 2005. Serie C No. 121, párr. 86; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz,
supra nota 10, párr. 133.
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lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados.Dis-
pondráasimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las con-
secuencias de la medida o situación que ha configurado la
vulneración de esos derechos yel pago de una justa indemniza-
ción a la parte lesionada.

231. El artículo 63.1 de laConvención Americana acoge unanorma
consuetudinaria que constituye uno de losprincipios fundamentales
del Derecho Internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de
losEstados. Al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado, sur-
ge la responsabilidad internacional de éste, con el consecuente deber
de reparar y hacer cesar las consecuencias de la violación.179

232. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una
obligación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena
restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento
de la situación anterior. De no ser esto factible, como ocurre en la
mayoría de los casos, entre ellos éste, el tribunal internacional deter-
minará medidas para garantizar losderechos conculcados, reparar las
consecuenciasque las infracciones produjeron y establecer una indem-
nización que compense por los daños ocasionados.180 Es necesario
añadir las medidas de carácter positivo que el Estado debe adoptar
para asegurar que no se repitan hechos lesivos como losocurridos en
el presente caso.181 La obligación de reparar se regula por el Derecho
Internacional, y no puede ser modificada o incumplida por el Estado
invocando para ello disposiciones de su derecho interno.182

233. Las reparaciones son medidas que tienden ahacer desapare-
cer los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto

179 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 121; Caso Huilca Tecse, supra nota 178, párr.
87; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, p árr. 134.

180 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 122; Caso Huilca Tecse, supra nota 178, párr.
88; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 135.

181 Cfr . Caso de las Hermanas Serra no Cr uz, supra not a 10, párr . 135; Ca so Carp io
Nicolle y otros, supra nota 18, párr. 88; y CasoMasacre Plan de Sánchez. Reparaciones
(ar t. 63.1 Convención Amer icana sobre Derechos Humanos). Sentencia d e 19 de
noviembre de 2004. Seri e C No. 116, párr . 54.

182 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 122; Caso Huilca Tecse, supra nota 178, párr.
88; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 135.
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dependen de las características de la violación y del daño ocasiona-
do en los planos material e inmaterial. No pueden implicar enriqueci-
miento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores, y deben
guardar relación con las violaciones declaradas en la Sentencia.183

a) Beneficiarios
234. Alegatosde laComisión:

a) son parte lesionada “los candidatos a alcaldes, vicealcaldes
y concejales presentados por el partido político regional indíge-
na” YATAMA para las eleccionesmunicipales de noviembre de
2000 en la RAAN y en la RAAS;

b) “los representantes han descrito a la Corte que los lista-
dos finales de víctimas han sido el resultado de consultas con
líderes y miembrosde Yatama”. Dichas consultas “son la fuente
más apropiada para conformar listados definitivos, particular-
mente en la RAAS”; y

c) la lista de 59 candidatosde la RAAN “es el resultado de
información confirmada por el Estado a travésde certificación”,
la cual es un medio probatorio idóneo. Respecto de dos perso-
nas que fueron sustituidas en la RAAS, la parte lesionada “está
en posiciónde explicar por qué consideró que, a pesar de ha-
ber sido sustituidos, fueron también [presuntas] víctimas”.
235. Alegatos de los representantesde las víctimas:

a) son titulares del derecho a la reparación los “candidatos
presentados por la organización indígena YATAMA” excluidos
de las elecciones municipales de 5 de noviembre de 2000;

b) el Estado “ha violado los derechospolíticos de las comu-
nidades indígenas de la Costa Atlántica” y, por ende, las repa-
raciones deben alcanzar a losmiembros de esas comunidades

183 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 123; Caso Huilca Tecse, supra nota 178, párr.
89; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 136.
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que se vieron impedidos de votar por los candidatos que ha-
bían elegido previamente y de ser representadospor éstos;

c) en varias oportunidades solicitaron al Consejo Supremo
Electoral que les “otorg[ara] copiasde las listas oficiales de can-
didatos”. El Estado “se negó a aportar el listado de candidatos
y candidatas presentados por YATAMA en la […] RAAS”;

d) en la lista de la RAAS “existe más de un candidato para
cada cargo de elección[, dado que…] no […] logra[ron] conse-
guir las listas oficiales de candidatos”. “[Dichas] inconsistencias
[…] pod[í]an despejarse una vez que el Estado present[ara] las
listas oficiales”; y

e) en casos en los que las presuntas víctimas no están
individualizadas y laCorte nopuede fijar indemnización algu-
na para ellas, el Tribunal ha establecido reparaciones para to-
dos los miembros de las comunidades indígenas afectadas por
los hechosdel caso.
236. Alegatosdel Estado
El Estado alegó que “no reconoce víctimas o presuntas víctimas” y,

en cuanto a que “no ha dado facilidades para conocer con exactitud a
las supuestas víctimas [y] para obtener sus listados oficiales, [indicó
que] en Nicaragua existen procedimientos legales [con el fin de] obte-
ner la exhibición de documentoso de cosas muebles según lo esta-
blecido en el artículo 921 del Código de ProcedimientoCivil”.

Consideraciones de laCorte
237. La Corte considera “parte lesionada”, con el carácter de vícti-

mas de las violaciones de los derechos consagrados en los artículos
23, 24 y 25 de la Convención Americana, todos en relación con los
artículos 1.1 y 2 de la misma, y del artículo 8.1 de dicho tratado, en
relación con el artículo 1.1 del mismo, a los candidatos a alcaldes,
vicealcaldes y concejales municipalespropuestospor YATAMA para
las elecciones municipales de 2000 en la RAAN y en la RAAS. Estas
personas serán beneficiarias de las reparaciones que fije el Tribunal.
238. La determinaciónde quiénes son los candidatos propuestos por
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YATAMA en la RAAN y en la RAAS para participar en las elecciones
municipales de noviembre de 2000, fue realizada por el Tribunal en
el capítulo VIII de esta Sentencia titulado “Consideraciones respecto
de la determinación de presuntas víctimas” (supra párrs. 125 a 141).

B) Daños Material e Inmaterial
239. Alegatosde laComisión:

a) respecto del daño material, solicita a la Corte que fije una
“sumaen equidad para determinar el monto indemnizatorio que
por concepto de daño emergente y lucro cesante le corresponde
a las víctimas”, para lo cual tome en consideración “no sólo la
afectación que les produjo a las víctimas verse impedid[a]s de
participar en las eleccionesmunicipalesde noviembre de 2000
en laCosta Atlántica[,] sino también […] el efecto en sus proyec-
tos de vida como líderes políticos representantes de sus pue-
blos, que vieron frustrada la posibilidad de representar los
intereses comunitarios en el gobierno local”;

b) respecto del daño inmaterial, “deben tenerse en cuenta
la entidad de las violaciones y el impacto individual y comu-
nitario de las acciones y omisiones del Estado”. Debe tenerse
en cuenta la afectación producida a los pueblos indígenas,
por lo cual la Corte debe ordenar reparaciones individuales y
colectivas;

c) los candidatos presentados por YATAMA para participar
en las elecciones municipales de 2000 en la Costa Atlántica
fueron elegidospor las comunidades; al no permitirse su parti-
cipación política en dicho proceso, “se sintieron menoscaba-
dos ante sus comunidades”;

d) la exclusión de los candidatosde YATAMA de las eleccio-
nes municipales de noviembre de 2000 “afectó además a los
miembros de losdiversospueblos indígenas […] y desmoralizó
a toda la sociedad de la Costa Atlántica”; y

e) el Estado causó “un daño inmaterial individual con impac-
to colectivo”, el cual debe considerar la Corte para “su resarci-
miento, ajustándose su liquidación a criterios de equidad”. Fue
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conculcado el derecho de los electores indígenas a votar y elegir
libremente a candidatos representativos de sus comunidades.
240. Alegatos de los representantesde las víctimas:

a) en cuanto al daño emergente:
i. los candidatos de YATAMA para las eleccionesde noviembre

de 2000 y las comunidades realizaron gastosnecesarios para par-
ticipar en las elecciones;

ii. “las comunidades indígenas a las que pertenecen los candi-
datos presentados por YATAMA, no solamente los eligieron se-
gún sususos, costumbres, valores y derecho consuetudinario, sino
que también aportaron, en apoyo a sus candidatos, […] ciertos
bienes y servicios”;

iii. la estimación del monto de los gastos realizados por los
candidatos de YATAMA y sus comunidadesdebe tener en cuenta
la tradición oral de los pueblos indígenas;

iv. la Corte debe fijar en equidad la indemnización por los gas-
tos realizados durante la campaña ele ctoral. Se presenta,
ejemplificativamente, un cálculo de las cantidades totales de gastos
en que incurrieron una candidata a alcaldesa (US$ 46.903,97), un
candidato a vicealcalde (US$ 12.190,80), un candidato a concejal
(US$ 16.057,05) y un candidato a concejal suplente (US$ 11.491,43);

v. la Corte debe fijar en equidad una indemnización a favor de
las comunidades indígenas de la RAAN y de la RAASpor el mismo
concepto, suma que “deberá ser invertida por el Estado” “en obras
o serviciosde interés colectivo en beneficio de [dichas] comunida-
des […,] de común acuerdo con éstas y con la organización indíge-
naYATAMA”; y

vi. en sus alegatos sobre costas y gastos se refirieron a los gas-
tos en que incurrió la organizaciónYATAMA en la campaña elec-
toral en PuertoCabezas y Waspam, pero no solicitaron una cantidad
específica por concepto de indemnización.

b) la Corte debe establecer en equidad las cantidades co-
rrespondientes a lucro cesante, debido aque los candidatos de
YATAMA tuvieron que abandonar sus trabajos o suspender sus
actividades económicaspara dedicarse a la campaña política;
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c) en cuanto al daño inmaterial solicitan a la Corte que
fije en equidad la indemnización que el Estado debe pagar a
los candidatos de YATAMA por el daño moral que les pro-
dujo la exclusión pol ítica, así como a las comunidades indíge-
nas de la Costa Atlántica. Las víctimas sufrieron vergüenza
familiar y social por la imposibilidad de “ejecutar el compromi-
so que habían [asumido] con su pueblo”. Además, han sufrido
angustia y problemas familiares “por haber perdido sus em-
pleos y […] sacrificado sus ahorros”. La Corte debe tomar en
“cuenta el daño causado al proyecto de vida de los candidatos
y candidatas al fijar el monto correspondiente al daño moral”,
“pues difícilmente podrán presentarse nuevamente como can-
didatos en otras elecciones populares”; y

d) la Corte debe ordenar al Estado “crear un fondo especial
de desarrollo de las comunidades indígenas”, cuya creación y
administración se consulte constantemente a éstas.
241. Alegatosdel Estado:

a) rechaza la pretensión de resarcir daño emergente y lucro
cesante debido a que no ha violado ningunode los derechos
consagrados en la Convención Americana en perjuicio de los
candidatos de YATAMA, y no reconoce la obl igación de in-
demnizar;

b) en los procesos electorales cada candidato actúa a su
propio riesgo. Las personasque aspiran a participar en la “vida
pública de Nicaragua” no están obligadas a abandonar su acti-
vidad laboral. Es “probable que los candidatos de YATAMA
hayan interrumpido voluntariamente su vida laboral”; y

c) respecto del daño inmaterial se opone a la pretensión de
haber producidoperjuicios a los planes de vida de los candida-
tos, así como “al reclamo sobre perjuicios morales causados a
los candidatosde YATAMA[,] por cuanto se hademostrado que
hicieron uso oportuno de los derechosque las leyes vigentes
contemplan”, y “cuando una persona o unaorganización políti-
ca se someten aunmarco legal preestablecido, se corre el ries-
go de ganar o no obtener resultados deseables”.
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Consideraciones de laCorte
242. El dañomaterial supone generalmente la pérdida o detrimen-

to de ingresos, los gastos efectuados conmotivo de los hechos y las
consecuenciasde carácter pecuniario que tengan un nexo causal con
los hechos sub judice.184 Cuando corresponde, la Corte fija una in-
demnización que busque compensar las consecuencias patrimonia-
les de las violaciones. Para resolver sobre el dañomaterial, la Corte
tendrá en cuenta el acervo probatorio, la jurisprudencia del propio
Tribunal y los argumentos de las partes.

243. Por su parte, el daño inmaterial puede comprender los sufri-
mientos y aflicciones causados a las víctimas, el menoscabo de valo-
resmuy significativos para las personas y las alteraciones, de carácter
no pecuniario, en las condiciones de existencia de éstas. Dado que
no es posible asignar al daño inmaterial un equivalente monetario
preciso, sólo puede ser objeto de compensación mediante el pago de
una cantidad de dinero que el Tribunal determine en ejercicio razo-
nable del arbitrio judicial y en términosde equidad, y mediante actos
u obras de alcance o repercusión públicos, tales como la transmisión
de un mensaje de reprobación oficial a las violaciones de los dere-
chos humanos de que se trata y de compromiso con los esfuerzos
tendientes a que no vuelvan a ocurrir, que tengan como efecto el
reconocimiento de la dignidad de las víctimas.185 El primer aspecto
de la reparación de los daños inmateriales se analizará en esta sec-
ción y el segundo en la sección C) de este capítulo.

244. Los candidatos a alcaldes, vicealcaldes y concejales propues-
tospor YATAMA, así como esta organización, incurrieron en diversos
gastos durante la campaña electoral antes de que el Consejo Supre-
mo Electoral decidiera no inscribir a esos candidatos. Losmiembros
de las comunidadesde la Costa Atlántica que eligieron en asambleas
a los candidatos realizaron aportes materiales para la participación

184 Cfr. Caso Huilca Tecse, supra nota 178, párr. 93; Caso de las Hermanas Serrano Cruz,
supra nota 10, pá rr. 150; y Caso “Insti tuto de Reeducación del Menor” , supra nota
135, párr. 283.

185 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 125; Caso Huilca Tecse, supra nota 178, párr.
96; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 156.
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de éstos. En el presente caso, se excluyó a los candidatospropuestos
por YATAMA de participar en la elección mediante decisiones
violatorias de la Convención. Como consecuencia de ello, merecen
una indemnización por concepto de daño material por los gastos en
que incurrieron, para lo cual se toman en cuenta los comprobantes
aportados por los representantes, diversos testimonios allegados a la
Corte y lo señalado por la perito María Dolores Álvarez Arzate res-
pecto de la tradiciónoral de las comunidades indígenas.

245. La Corte no fijará indemnización por concepto de lucro ce-
sante, relacionado con la omisión de actividades laboraleso econó-
micas, que no tiene un nexo causal con las violaciones declaradas.

246. En cuanto al daño inmaterial ocasionado a los candidatos, es
preciso tomar en consideración que ser propuesto como candidato
para participar en un proceso electoral reviste una especial importan-
cia y constituye un gran honor entre los miembros de las comunida-
des indígenas y étnicas de la Costa Atlántica. Quienes asumen una
candidatura deben demostrar capacidad, honestidad y compromiso
con la defensa de las necesidades de las comunidades, y adquieren
la gran responsabilidad de representar los intereses de éstas. El testi-
go John Alex Delio Bans expresó que los candidatos se sintieron dis-
criminados, puesto que nopudieron ejercer su derecho a ser elegidos.
La testigo AniciaMatamorosde Marly señaló que se “desmorali[zó y
sintió] que si toda la vida [habían sido] excluidos[, …] de nuevo [l]os
estaban excluyendo”; las comunidades “estaba[n] casi culpando a los
líderes, [porque pensaban] que habían hechopacto”. En sentido simi-
lar declararon el testigo Eklan JamesMolina y la peritoMaríaDolores
Álvarez Arzate.

247. La Corte pondera esas particularidades al evaluar la insatis-
facción que los candidatos sintieron al verse indebidamente exclui-
dos de participar en las elecciones y representar a sus comunidades.
Este sentimiento se vio acentuado por el hecho de que el Consejo
SupremoElectoral no fundamentó las razones por las que los candi-
datos propuestos por YATAMA no podían ser inscritos, lo cual pro-
vocóque las comunidades no entendieran los motivos que excluían
a sus candidatos. Estos se sintieron impotentespara dar una explica-
ción a sus comunidades y consideraron que la exclusión obedecía a
su condiciónde miembros de comunidades indígenas.
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248. Con base en las anteriores consideraciones, el Tribunal fija,
en equidad, la cantidad de US$ 80.000,00 (ochenta mil dólaresde los
EstadosUnidosde América) o su equivalente en monedanicaragüen-
se, como indemnizaciónpor concepto de los referidos dañosmaterial
e inmaterial, la cual deberá ser entregada a la organizaciónYATAMA,
que deberá distribuirla según corresponda.

c) Otras Formasde Reparación
(Medidas de Satisfacción y Garantías de No Repetición)

249. Alegatosde laComisión
Solicitó a la Corte que ordene al Estado que:

a) otorgue un reconocimiento público a los candidatos a
alcaldes, vicealcaldes y concejales presentados por el partido
político regional indígenaYATAMA para las eleccionesmunici-
pales del 5 de noviembre de 2000 en la RAAN y en la RAAS, a
través de un acto simbólico, acordado previamente con las víc-
timas y sus representantes;

b) adopte en su derecho interno las medidasque sean nece-
sarias para crear un recurso efectivo y sencillo de impugnación
de las resoluciones del Consejo SupremoElectoral, sin limita-
ciones respecto a la materia recurrida;

c) adopte las medidas legislativas, administrativas y de cual-
quier otro carácter que sean necesarias para garantizar la parti-
cipación de los pueblos indígenas de la Costa Atlántica de
Nicaragua en losprocesos electorales, de acuerdo con su dere-
cho consuetudinario, valores, usos y costumbres; y

d) adopte las medidasnecesariaspara evitar que en el futu-
ro se produzcan hechos similares.
250. Alegatosde los representantes de las víctimas
Solicitaron a la Corte que ordene al Estado que:

a) reconozca públicamente su responsabilidad por las viola-
ciones cometidas, lo cual debe realizarse en formaoral, traducirse
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al miskito, sumo rama e inglés y ser publicado y distribuido
entre las comunidades indígenas de laCostaAtlántica;

b) contrate un espacio radial en donde reconozcapública-
mente las violaciones a los derechos humanos cometidas, se
comprometa a evitar que se repitan y lea “los hechos y la parte
conclusiva de la sentencia que dicte la Corte”, y “destine un
fondopara que las comunidades puedan difundir el contenido
de esta publicación en los diferentes idiomas […] a través de
medios radiales”;

c) publique la sentencia de la Corte en los dos diarios de
mayor circulacióndel país y en el Diario Oficial de Nicaragua;

d) modifique los requisitos para participar en las elecciones
con el propósito de asegurar que las comunidades indígenas
puedan acceder a cargos públicos a travésde sus representan-
tes, elegidos de conformidad con su derecho consuetudinario,
usos, valores y costumbres;

e) modifique su legislación interna para que las organiza-
ciones puedan presentar candidatos en las zonas en las que
están asentadas;

f) adopte medidas legislativas que “asegur[en] la representa-
ción de las comunidades indígenas en las distintas estructuras
de poder”, en consulta con dichas comunidades y respetando
sus formas de organización. El Estado debe establecer circuns-
cripciones electorales que tomen en cuenta los territorios indí-
genas, y fijar una “cuota étnica” a favor de los pueblos indígenas
en la Asamblea Legislativa;

g) adopte medidas afirmativas con el objeto de fomentar y
garantizar la participación política de los pueblos indígenas,
previa consulta con éstos;

h) dicte medidasque permitan que las resolucionesdel Con-
sejo Supremo Electoral sean recurridas ante un órgano judicial,
sin considerar si se trata o no de materia electoral; e

i) cree “una Secretaría para Asuntos Indígenas a través de
una ley[,] que debe estar encargadade hacer frente a las necesi-
dades de este sector de la población y cuyo titular debe ser
elegido en consulta con las comunidades”.
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251. Alegatosdel Estado:
a) se opone a que se ordenen garantías de no repetición,

pues “mientras estén vigentes la Constitución Política y la Ley
Electoral los procesos electorales deberán ajustarse a dichas
leyes”;

b) no acepta la pretensión de que se adopten “medidas es-
peciales de protección” a favor de los indígenas organizados
enYATAMA para que participen en las eleccionesmunicipales,
de acuerdo con sususos y costumbres; y

c) la Ley Electoral, “como otras leyes[,] tiene que reformar-
se”. El Estado está en “el proceso de modificar y perfeccionar
las leyes”, y esposible que se pueda “encontrar un método de
acuerdo con recomendaciones que los organismos internacio-
nales” realicen para “flexibilizar la ley”, con el fin de “que la
participación sea más efectiva, especialmente cuando se refiere
a las regiones alejadas de la capital”.
Consideraciones de la Corte
a) Publicidad de esta Sentencia
252. Como lo ha ordenado en otras ocasiones,186 la Corte dispone

que el Estado publique en el DiarioOficial y en otro diario de amplia
circulación nacional, al menos una vez, el capítulo VII (HechosProba-
dos), lospárrafos 153, 154, 157 a 160, 162, 164, 173, 175, 176, 212, 218,
219, 221, 223, 224, 226 y 227, que corresponden a los capítulos IX y X
sobre las violaciones declaradas por la Corte, y los puntos resoluti-
vos de la presente Sentencia. En la publicación se deben incluir los
títulos de los referidos capítulos. El fallo se deberá publicar íntegra-
mente en el sitioweb oficial del Estado. Para estaspublicaciones se fija
plazo de un año, a partir de la notificación de la presente Sentencia.

253. La Corte toma en cuenta que “las comunidadesusan la radio
comunitaria como medio informativo”, por lo que considera necesa-

186 Cfr. Caso Huilca Tecse, supr a nota 178, p árr. 112; Caso de las Hermanas Ser rano
Cruz, supra nota 10, párr. 195; y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 11, párr. 240.
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rio que el Estado de publicidad, a través de una emisora radial de
amplia cobertura en la CostaAtlántica, a los párrafos 124.11, 124.20,
124.28, 124.31, 124.32, 124.39, 124.40, 124.46, 124.51, 124.62, 124.68,
124.70 y 124.71 del capítulo VII (Hechos Probados), los párrafos 153,
154, 157 a 160, 162, 164, 173, 175, 176, 212, 218, 219, 221, 223, 224,
226 y 227 que corresponden a los capítulos IX y X sobre las violacio-
nes declaradas por la Corte, y lospuntos resolutivos de la presente
Sentencia, lo cual deberá efectuarse en español, miskito, sumo, rama
e inglés. La transmisión radial deberá efectuarse al menos en cuatro
ocasiones con un intervalo de dos semanas entre cada una. Para ello,
el Estado cuenta con el plazo de un año, contado a partir de la notifi-
cación de la presente Sentencia.

b) Adopción de medidas legislativaspara establecer
un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo contra
las decisiones del Consejo Supremo Electoral

254. Tomando en cuenta la declaración de esta Sentencia acerca
de la violación del artículo 25.1 de la Convención, en relación con los
artículos 1.1 y 2 de lamisma, se requiere al Estado que adopte, den-
tro de un plazo razonable, las medidas legislativas necesarias para
establecer un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo que permita
controlar las decisiones del Consejo Supremo Electoral que afecten
derechos humanos, tales como losderechos políticos, con observan-
cia de las garantías legales y convencionales respectivas, y derogue
las normas que impidan la interposición de ese recurso.

255. Dicho recurso debe ser sencillo y rápido, tomando en cuenta
la necesidad de que la decisión definitiva se produzca oportunamen-
te dentro del calendario electoral (supra párrs. 150 y 175).

c) Reformas a la Ley Electoral No. 331 de 2000
y otrasmedidas

256. La Corte toma nota del reconocimiento realizado por el Esta-
do en la audiencia pública respecto de la necesidad que existe de
reformar la Ley Electoral No. 331 de 2000 y de su disposición favora-
ble a la recepciónde aportes para ese fin (supra párr. 210). Esta acti-
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tud podrá constituir un elemento positivo para el cumplimiento de
las obligaciones fijadas en la presente Sentencia.

257. Con respecto a la alegación del Estado en el sentidode que la
reforma “requeriría sacar 60%de los votos” y de que en noviembre de
2006 habrá elecciones y al estar “en unproceso electoral[,] es difícil
cambiar las reglas del juego”, la Corte recuerda que los Estados no
pueden invocar las disposiciones del derecho interno para justificar
el incumplimiento de obligaciones internacionales.187

258. Para atender los requerimientosdel principio de legalidad en
esta materia (supra párr. 212), el Estado debe reformar la Ley Electoral
No. 331 de 2000 de manera que regule con claridad las consecuencias
del incumplimiento de los requisitosde participación electoral, lospro-
cedimientosque debe observar el Consejo Supremo Electoral al deter-
minar tal incumplimiento y lasdecisiones fundamentadasque al respecto
debe adoptar dicho Consejo, así como los derechos de las personas
cuya participación se vea afectada por unadecisión del Estado.

259. El Estado debe reformar la regulación de los requisitosdispues-
tos en la Ley Electoral No. 331 de 2000 declarados violatoriosde laCon-
vención (supra párrs. 214, 218 a 221 y 223) y adoptar, en un plazo
razonable, lasmedidasnecesarias para que los integrantes de las comu-
nidades indígenas y étnicas puedanparticipar en losprocesos electora-
les en forma efectiva y tomando en cuenta sus tradiciones, usos y
costumbres, en el marcode la sociedad democrática. Los requisitos que
se establezcan debenpermitir y fomentar que losmiembros de esas co-
munidades cuenten con una representación adecuadaque lespermita
intervenir en losprocesos de decisión sobre las cuestiones naciona-
les, que conciernen a la sociedad en su conjunto, y los asuntosparticu-
laresque atañen adichas comunidades, por lo que dichos requisitosno
deberán constituir obstáculos a dichaparticipación política.

260. Finalmente, la Corte estimaque la presente Sentencia consti-
tuye, per se, una forma de reparación.188

187 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 133; Caso Ricardo Canese, supra nota 5, párr.
148; Caso Baena Ric ardo y otros. Competencia, supra nota 5, pá rr. 61; y Condi ción
Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, supra nota 150, párr. 165.

188 Cfr. Caso Caesar, supra nota 11, párr. 126; Caso Huilca Tecse, supra nota 178, párr.
97; y Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párrs. 157 y 201.
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D) Costas y Gastos
261. Alegatosde laComisión
Solicitó a la Corte que ordene al Estado “el pago de las costas

originadas a nivel nacional en la tramitación de losprocesos judicia-
les seguidos por las víctimaso sus representantes en el fuero interno,
así como las originadas a nivel internacional en la tramitación del
caso ante la Comisión y las que se originaran como consecuencia de
la tramitación de la […] demanda ante la Honorable Corte”, corres-
pondiendo “a la Corte apreciar prudentemente [su] alcance”.

262. Alegatosde los representantes de las víctimas
Solicitaron a laCorte que ordene al Estado reintegrar:

a) “a cada unode los candidatos excluidos de las elecciones
municipales todos los gastos en los cuales incurrieron dentro
de sus procesos de consulta de sus comunidades”;

b) US$ 61.222,04 (sesenta y un mil doscientos veintidósdó-
lares de los Estados Unidosde América, con cuatro centavos) a
favor de YATAMA,189 por los gastos en que incurrió a nivel
interno e internacional, con la presentaciónde “los recursos a
nivel administrativo ante el propio [Consejo Supremo Electoral]
y ante la vía judicial en el Tribunal de Apelaciones y la Corte
Suprema de Justicia”, así comoen las diversas reuniones que
hadebido realizar en la RAAN y en la RAAScon el fin de “con-
gregar a todos sus candidatos y planificar las mejores estrate-
gias para el litigio del caso a nivel interno y anivel internacional
[y] explicarles los avances del mismo”. YATAMA también incu-
rrió en los gastos relacionados con “la elaboración de los affidávit
y los poderes presentados [a la] Corte”, así como con “el trans-
porte y la estadía de algunas de las personaspresentadas como
testigos en la audiencia” ante la Corte;

189 La descrip ción de las cost as y gastos en q ue incur rió YATAMA y los rec ibos y
documentos presentados en respaldo de esos gastos se encuentran en: expediente
de excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo I, folio 200; expediente de
anexos al escrito de solicitudes y argumentos, anexo 16, folios 1108 a 1153; y anexos
a los a leg atos finales esc rit os de los r epr esent ant es, a nexo 4, exp edi ente de
excepciones p reliminares, fondo y repa raciones, tomo V, folios 1647 a 1650.
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c) US$ 13.137,99 (trece mil ciento treinta y siete dólaresde
losEstadosUnidos de América, con noventa y nueve centavos)
a favor de CENIDH190 por los gastos incurridos en el proceso
internacional; y

d) US$ 34.178,91 (treinta y cuatromil ciento setenta y ocho
dólaresde losEstadosUnidosde América, con noventa y un cen-
tavos) a favor de CEJIL191 por los gastos incurridos en el proceso
internacional.
263. Alegatosdel Estado
El Estado objetó el pago de costas y gastos a favor de YATAMA y de sus

representantes, pues se trata de “una demanda sin fundamento legal”.
Consideraciones de laCorte
264. LaCorte ha establecido que las costas y gastos están comprendi-

dosdentro del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de
laConvenciónAmericana.192 Corresponde al Tribunal apreciar pruden-
temente el alcance de aquéllos, considerando los gastos generados ante
las jurisdicciones interna e interamericana, y teniendo en cuenta la acre-
ditación de los gastos hechos, las circunstancias del caso concreto y la
naturalezade la jurisdicción internacional de protección de los derechos
humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en la equidad.193
190 La descripción de las costas ygastos en que incurrió CENIDH y los recibos y documentos

presentados en respaldo de esos gastos se encuentran en: expediente de excepciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo I, folio 201; expediente de anexos al escrito
de sol icitudes y a rgumentos, anexo 17, folios 1154 a 1167; y anexos a los al egatos
fi na les esc ri tos d e los r epr esentantes, anexo 5, expedient e d e excep ciones
preliminares, fondo y reparaciones, tomo V, fol ios 1651 a 1669.

191 La descripción de las costas y gastos en que incurrió CEJIL y los recibos y documentos
p resent ad os en resp aldo d e esos g astos se enc uent ran en: expediente d e
excepciones preliminares, fondo y reparaciones, tomo I, folios 201 y 202; expediente
de anexos al escrit o de solic itudes y ar gumentos, a nexo 14, folios 998 a 1042; y
anexos a los alegatos finales escritos de los representantes, a nexo 6, expediente de
excep ciones p relimina res, fondo y repa raciones, tomo V , folios 1670 a 1686.

192 Cfr. Caso d e las Hermanas Ser rano Cruz , supra not a 10, pá rr. 205; Caso Car pio
Nicolle y otros, supr a not a 18, pár r. 143; y Caso Masac re Plan d e Sánc hez.
Reparaciones, supra nota 181, párr. 115.193 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 10, párr. 205; Caso Lori Berenson
Mejía, supra nota 11, párr. 242; y Caso Carpio Nicolle y otros, supra nota 18,párr. 143.
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265. La organización YATAMA incurrió en gastos directamente por
las gestiones efectuadas en representación de las víctimas en el ámbi-
to interno e incurrió en algunos gastos en el proceso ante el sistema
interamericano de protección de los derechos humanos. Asimismo,
CENIDH y CEJIL incurrieron en gastos al representar a las presuntas
víctimas en el proceso internacional. Por ello, el Tribunal estima equi-
tativo ordenar al Estado que reintegre la cantidad de US$ 15.000,00
(quince mil dólaresde los Estados Unidos de América) o su equiva-
lente enmoneda nicaragüense a la organización YATAMApor con-
cepto de las costas y gastos, la cual entregará a CENIDH y CEJIL la
parte que corresponda para compensar gastos sufragados por éstas.

E) Modalidad de Cumplimiento
266. El Estado cubrirá la indemnización por concepto de daños

material e inmaterial (supra párr. 248), el reintegro de costas y gastos
(supra párr. 265) y adoptará las medidas de publicidad dispuestas
por la Corte (supra párrs. 252 y 253) dentro del plazo de un año,
contado a partir de la notificación de esta Sentencia.

267. Nicaragua deberá implementar lasmedidasde reparación relati-
vas a la creación de un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo contra
las decisionesdel Consejo SupremoElectoral (suprapárrs. 254 y 255), las
reformas a la Ley ElectoralNo. 331 de 2000 (suprapárrs. 258 y259), y a la
adopción de lasmedidasnecesariaspara garantizar losderechospolíticos
de los miembros de las comunidades indígenas y étnicas de la Costa
Atlántica (suprapárr. 259), dentro de unplazo razonable.

268. El Estado deberá cumplir sus obligaciones de carácter pecu-
niario mediante el pago en dólares de los EstadosUnidos de América
o su equivalente en moneda nicaragüense, utilizando para el cálculo
respectivo el tipo de cambio vigente en la plaza de NuevaYork, Esta-
dos Unidos de América, el día anterior al pago.

269. El pago de la indemnización por concepto de daños material
e inmaterial establecida en esta Sentencia se deberá entregar a la
organización YATAMA, que deberá distribuirla según corresponda
(supra párr. 248).

270. El pago correspondiente al reintegro de las costas generadas
por las gestiones realizadas por YATAMA, CENIDH y CEJIL en el trá-
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mite interno y ante el sistema interamericano de protección de los
derechos humanos será hecho a favor de la organización YATAMA,
según lo dispuesto en el párrafo 265 de la presente Sentencia.

271. Las cantidades asignadas en la presente Sentencia bajo los con-
ceptosde indemnización por dañosmaterial e inmaterial y por reinte-
gro de costas y gastos, no podrán ser afectadas o condicionadas por
motivos fiscales actuales o futuros. En consecuencia, deberán ser en-
tregadas a la organización YATAMA en forma íntegra conforme a lo
establecido en esta Sentencia.

272. Si por causas atribuibles a la organización YATAMA no fuese
posible que ésta las reciba dentro del indicado plazo de un año, el
Estado consignará los montos a favor de dicha organización en una
cuenta o certificado de depósito en una institución bancaria nicara-
güense solvente, en dólares estadounidenses o su equivalente en
moneda nicaragüense y en las condiciones financieras más favora-
blesque permitan la legislación y la práctica bancarias de Nicaragua.
Si al cabo de 10 años la indemnizaciónno ha sido reclamada, la can-
tidad será devuelta al Estado, con los intereses devengados.

273. En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar
interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al interés ban-
cariomoratorio en Nicaragua.

274. Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facul-
tad, inherente a sus atribuciones y derivada, asimismo, del artículo 65
de laConvención Americana, de supervisar el cumplimiento íntegro de
la presente Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el
Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente
fallo. Dentro del plazo de un año, contado apartir de la notificación de
esta Sentencia, Nicaragua deberá rendir a la Corte un informe sobre las
medidas adoptadas para dar cumplimiento a esta Sentencia.

XII
PUNTOS RESOLUTIVOS

275. Por tanto,
La Corte,

Decide,
Por unanimidad, que
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1. Desestima las cinco excepcionespreliminares interpues-
taspor el Estado, de conformidad con los párrafos 63 a 67, 71 a
73, 82 a 96 y 100 a 103 de la presente Sentencia.
Declara:
Por siete votos contra uno, que

2. El Estado violó el derecho a las garantías judiciales con-
sagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre
DerechosHumanos, en relación con el artículo 1.1 de la mis-
ma, en perjuicio de los candidatos propuestos por YATAMA
para participar en las elecciones municipales de 2000, en los
términos de los párrafos 147 a 164 de la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
3. El Estado violó el derecho a la protección judicial consa-

grado en el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la
misma, en perjuicio de los candidatospropuestos por YATAMA
para participar en las elecciones municipales de 2000, en los
términos de los párrafos 165 a 176 de la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
4. El Estado violó los derechos polí ticos y e l de recho a

la igualdad ante la ley consagrados en los artículos 23 y 24
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en re-
lación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de los
candidatos propuestos por YATAMA para participar en las elec-
ciones municipales de 2000, en los términos de los párrafos
201 a 229 de la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
5. Esta Sentencia constituye per se una formade reparación,

en los términos del párrafo 260 de la misma.
Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.

Y dispone:
Por siete votos contra uno, que:
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6. El Estado debe publicar, en el plazo de un año, en elDiario
Oficial y en otro diario de amplia circulación nacional, al menos
una vez, el capítulo VII (HechosProbados), los párrafos 153, 154,
157 a160, 162, 164,173,175, 176, 212,218,219, 221, 223,224,226
y 227, que corresponden a los capítulos IX y X sobre las violacio-
nes declaradas por la Corte, y lospuntos resolutivosde la presen-
te Sentencia, en los términosdel párrafo 252 de la misma.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
7. El Estado debe publicar íntegramente la presente Senten-

cia en el sitio web oficial del Estado, en el plazo de un año, en
los términosdel párrafo 252 de la misma.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
8. El Estado debe dar publicidad, a través de una emisora

radial de amplia cobertura en laCostaAtlántica, en el plazo de
un año, a los párrafos 124.11, 124.20, 124.28, 124.31, 124.32,
124.39, 124.40, 124.46, 124.51, 124.62, 124.68, 124.70 y 124.71
del capítulo VII (HechosProbados), lospárrafos 153, 154, 157 a
160, 162, 164, 173, 175, 176, 212, 218, 219, 221, 223, 224, 226 y
227, que corresponden a los capítulos IX y X sobre las violacio-
nesdeclaradas por la Corte, y los puntos resolutivos de la pre-
sente Sentencia, lo cual deberá efectuarse en español, miskito,
sumo, ramae inglés, al menos en cuatro ocasiones con un in-
tervalo de dos semanas entre cada una, en los términos del
párrafo 253 de la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
9. El Estado debe adoptar, dentro de un plazo razonable, las

medidas legislativasnecesariaspara establecer un recurso judi-
cial sencillo, rápido y efectivo que permita controlar las decisio-
nesdel Consejo SupremoElectoral que afecten derechoshumanos,
tales como losderechospolíticos, con observancia de las garan-
tías legales y convencionales respectivas, y derogar las normas
que impidan la interposición de ese recurso, en los términosde
los párrafos 254 y 255 de la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
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10. El Estado debe reformar la Ley Electoral No. 331 de 2000
de manera que regule con claridad las consecuencias del in-
cumplimiento de los requisitos de participación electoral, los
procedimientosque debe observar el Consejo SupremoElecto-
ral al determinar tal incumplimiento y las decisiones funda-
mentadas que al respecto debe adoptar dichoConsejo, así como
losderechos de laspersonas cuya participación se vea afectada
por una decisión del Estado, en los términos del párrafo 258 de
la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
11. El Estado debe reformar la regulación de los requisitos

dispuestos en la Ley Electoral No. 331 de 2000 declarados
violatorios de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos y adoptar, en un plazo razonable, lasmedidas necesa-
rias para que los miembros de las comunidades indígenas y
étnicas puedan participar en los procesos electorales en forma
efectiva y tomando en cuenta sus tradiciones, usos y costum-
bres, en los términos del párrafo 259 de la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
12. El Estado debe pagar, por concepto de la indemnización

por los daños material e inmaterial, la cantidad fijada en el
párrafo 248 de la presente Sentencia, la cual deberá ser entre-
gada a la organización YATAMA, que deberá distribuirla según
corresponda.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
13. El Estado debe pagar, por concepto de las costas y gas-

tos generados en el ámbito interno y en el proceso internacio-
nal ante el sistema interamericano de protección de losderechos
humanos, la cantidad fijada en el párrafo 265 de la presente
Sentencia, a favor de la organización YATAMA, la cual entrega-
rá a CENIDH y CEJIL la parte que corresponda para compensar
los gastos sufragados por éstas.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
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14. El Estado debe efectuar los pagos por concepto de da-
ñosmaterial e inmaterial y reintegro de las costas y gastos den-
tro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de la
presente Sentencia, en los términosde los párrafos 266 y 268 a
273 de la misma.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
15. Supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, y

dará por concluido el presente caso una vez que el Estado haya
dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma. Dentro
del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta
Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un informe sobre
las medidas adoptadas para darle cumplimiento, en los térmi-
nosdel párrafo 274 de la presente Sentencia.

Disiente el Juez ad hoc Montiel Argüello.
El Juez ad hoc Montiel Argüello hizo conocer a la Corte su Voto

Disidente sobre los puntos resolutivos segundo adecimoquinto. Los
Jueces García Ramírez, Jackman, Cançado Trindade y García-Sayán
hicieron conocer a la Corte susVotos Razonados. Dichos votos acom-
pañan esta Sentencia.

Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en
San José, CostaRica, el 23 de junio de 2005.

Sergio García Ramírez
Presidente

Alirio Abreu Burelli Oliver Jackmann
AntônioA. Cançado Trindade CeciliaMedinaQuiroga
Manuel E. Ventura Robles DiegoGarcía-Sayán

AlejandroMontiel Argüello
Juez ad hoc
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Pablo Saavedra Alessandri
Secretario

Comuníquese y ejecútese,

Sergio García Ramírez
Presidente

Pablo Saavedra Alessandri
Secretario
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VOTO DISIDENTE DEL JUEZ AD HOC
ALEJANDRO MONTIEL ARGÜELLO

1. De acuerdo con la legislación nicaragüense corresponde al Po-
der Electoral, independientemente de los tres Poderes tradicionales,
la organización, dirección y vigilancia de las elecciones. El organis-
mo másalto del poder electoral es el Consejo Supremo Electoral, el
cual tiene funciones jurisdiccionales y administrativas. Es indudable
que en el caso presente la inscripción de los candidatos que partici-
parían en la elección, era una función jurisdiccional en materia elec-
toral, que requería una decisión sobre si el partido o alianza de
partidosque presenta la solicitud están legalmente autorizados para
presentarla, si la misma solicitud cumple con los requisitosque exige
la ley y si los candidatos ostentan las cualidades necesarias.

2. En el caso presente el Consejo Supremo Electoral ejerció sus
funciones al denegar la inscripción de los candidatos presentados
por YATAMAparaAlcaldes, Vice-alcaldes y Concejales de losMunici-
pios de las Regiones Autónomas de la costaAtlántica en las eleccio-
nes que se celebraron en el año 2000. La resolución dictada por el
Consejo SupremoElectoral constituye la culminacióndel proceso se-
guido para la determinaciónde si YATAMA tenía derecho de presen-
tar candidatos y sobre ese proceso no se ha señalado concretamente
violaciónde las garantías judiciales contenidas en el artículo 8.2 de la
Convención que por una interpretación extensiva ha venido a apli-
carse a toda clase de procesos y no sólo a los penales.

3. Respecto del artículo 23 (DerechosPolíticos) de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos se ha alegado su violación por
haberse impedido a los candidatos de YATAMA su participación en
las elecciones, lomismo que la violacióndel artículo 24 (Derecho a la
Igualdad) por exigirse a los candidatos de YATAMA los mismos re-
quisitos que a los no indígenas y la violación del artículo 25 (Protec-
ción Judicial) por no proveerse un recurso para tutelar el derecho de
participar en las elecciones.

4. Cabe observar que el artículo 23.2 concede a losEstados el dere-
cho de reglamentar el ejercicio de losderechospolíticos exclusivamente
por razonesde edad y algunasmás. Otras regulaciones por diferentes
razones son contrarias a la Convención y constituirán violaciones de los
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derechos pero las reglamentacionesque sonpermitidas sólo con restric-
ciones son las referentes a laspersonas pues esta disposición nopuede
ser interpretada en el sentido de que todaotra reglamentación aunque
no sea referente a las personas sea violatoria de losderechos humanos
yaque es indudable que la celebración de elecciones requiere una regla-
mentación sobre los partidos que puedan participar en ellas, sobre la
nominación de los candidatosde esos partidos y muchos otrospuntos
más. Esmediante esas reglamentacionesque las eleccionespueden cele-
brarse en orden y ser representativas de la voluntad popular, y fue en
aplicación de esas reglamentacionespermitidas que el Consejo Supremo
Electoral denegó la inscripción de los candidatosde YATAMA.

5. Respecto del artículo 24 es precisamente en aplicación del prin-
cipio de la igualdad que se exigió a los candidatos indígenas los
mismos requisitos que a los no indígenas. Salvo algún caso excepcio-
nal un Estado no puede tener leyes diferentes para cada una de las
etnias que lo integran cuando se trata de la elección de autoridades
que ejercerán sus funciones en territorios habitados por diferentes
etnias como son los Municipios de las RegionesAutónomas.

6. En cuanto al artículo 25 se debe señalar que esta Corte en su
OpiniónConsultivaOC-9/87 (“Garantías Judiciales en Estado de Emer-
gencia”, párr. 22) dijo que “este artículo (el artículo 8 de la Convención,
párr. 1), cuya interpretación ha sido solicitada expresamente, esdeno-
minadopor la Convención “Garantías Judiciales” lo cual puede inducir
a confusión porque en ellosno se consagra un medio de esa naturale-
za en sentido estricto. En efecto, el artículo 8 no contiene un recurso
judicial propiamente dicho, sino el conjunto de requisitos que deben
observarse en las instancias procesales para que pueda hablarse de
verdaderas y propias garantías judiciales según la Convención.

El artículo 25 de la Convención se intitula “Protección Judicial”,
establece el derecho aun recurso sencillo y rápido ante los jueces o
tribunales competentes y más adelante precisa el compromiso del
Estado “a desarrollar las posibilidades de recurso judicial”.

Las dos disposiciones citadas han sido interpretadas como si ellas
establecieran el recurso de amparo como obligatorio en todos los casos,
máseso no es así.

7. La legislación electoral nicaragüense establece una serie de recur-
sos contra los funcionarios electorales inferiores, que en algunos casos
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pueden llegar hasta el SupremoConsejo Electoral, pero expresamente
excluye el recursosde amparo en cuestiones electorales al igual que lo
hacen las legislaciones de muchosotros países y también sonmuchos
los paísesque al igual que Nicaragua excluyen del recurso de amparo
las resoluciones judiciales por considerar que los recursos ordinarios
son suficientes para garantizar losderechoshumanos. Cuando el Supre-
moConsejo Electoral resolvió en el caso presente la solicitud de YATAMA
para la inscripción de sus candidatos no estaba ejerciendo una simple
función administrativa sino que actuaba como un tribunal judicial en
materia electoral y la consecuencia de ello esque contra esa resolución
no era procedente el recurso de amparo que se tramita ante funcionarios
del Poder Judicial. Como fundamento de esa disposición legal puede
tomarse en cuenta que el alto grado de politización partidista que existe
enmuchos países hace preferible en ellos la no politización del Poder
Judicial pues esto se produciría necesariamente al conferirle funciones
enmateria electoral. Así que, tanto por ser una resolución jurisdiccional
comopor ser materia electoral el recurso de amparo era improcedente.

8. Tratándose en el presente caso de reglamentaciones permiti-
das, está fuera de la competencia de la Corte entrar al examende la
resolucióndel Consejo Supremo Electoral para determinar si fue dic-
tada en correcta aplicación de la Ley Electoral de Nicaragua. Eso
equivaldr ía a convertir la Corte en un tr ibunal de apelación sobre
todos los tribunales nacionales, apartándose de sus funciones de
interpretación y aplicación de las disposiciones de la Convención.
Tampoco puede la Corte entrar a considerar la legislación nicara-
güense en ausencia de toda prueba de que ella sea contrar ia a los
derechos humanosy tomando en cuenta que YATAMAparticipó, bajo
lamisma legislación en las elecciones locales de 2004 y no tuvo pro-
blemaalguno.

9. Para concluir, deseo dejar constancia de las razones de mi di-
sentimiento en cuanto a los puntos sobre publicidad de la Sentencia,
sobre reforma de la legislación y sobre adopción de otras medidas
porque, como dije en el punto 14 de mi Voto en el Caso Hermanas
SerranoCruz contra El Salvador, Sentencia de 1 de marzodel presen-
te año, el artículo 63 de laConvenciónno encomienda a la Corte la
promoción de los derechos humanos y los puntos citados constitu-
yen una promoción y no una reparación a las víctimas.
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10. Lo dicho en el párrafo anterior no debe interpretarse como
que considero perfecta la legislaciónnicaragüense en cuanto al trata-
miento de los indígenasque habitan en la Costa Atlántica. El Gobier-
no de Nicaragua, respetuoso de los derechos de las comunidades
indígenas, está consciente de los defectos y por ello en la reforma
constitucional de 1995 se precisó el régimen de autonomía de las
comunidades étnicas y en 1987 se había dictado el Estatuto de la
Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica (Ley No. 28) y en
2003 se dictó la Ley del Régimen de PropiedadComunal de los Pue-
blos Indígenas y Comunidades Étnicas de las Regiones Autónomas
de laCosta Atlántica (Ley No. 445). Además, ha creado una Asesoría
Especial en la Presidencia de la Repúblicapara los casos de la Costa
Atlántica, que en la actualidad esdesempeñadapor una de las perso-
nas que declaró en la fase oral de este caso.

11. He disentido de los puntos de la parte resolutiva sobre daños
materiales e inmateriales y resarcimiento de gastos a favor de YATAMA
y sus candidatos, porque no se justifican en ausencia de violación de
los derechos humanos. Más aún, en el caso de que hubiera ocurrido
la violación la presente Sentencia constituiría suficiente reparación,
tomando en cuenta que los reclamantes solo contaban con una ex-
pectativa de participar en las elecciones y que los cargos públicos,
particularmente los que se disputaban en esas elecciones, constitu-
yen undeber cívico y un honor, no debiendo ser considerados como
una fuente de ingresos económicos. Además, es importante señalar
que YATAMA tuvoplenaparticipación en las elecciones de autorida-
des locales que se celebraron el año próximo pasado. Son muy nu-
merosos los casos en que la Corte Europea de Derechos Humanosha
decidido que su declaración de que el Estado ha violado los dere-
chos humanos constituye suficiente reparación y el caso presente
amerita la aplicación de esa jurisprudencia tomando en cuenta todas
las circunstancias del mismo.

AlejandroMontiel Argüello
Juez ad hoc
Pablo Saavedra Alessandri
Secretario
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VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ SERGIO GARCIA
RAMIREZ A LA SENTENCIA DEL CASO YATAMA
VS. NICARAGUA, DEL 23 DE JUNIO DE 2005

A) Categoríasde violaciones. Individuos e integrantes
de grupos o comunidades

1. La Corte Interamericana ha conocido violaciones cometidas en
agravio de individuos, aisladamente, que pueden reducirse a un caso
concreto o poner a la vista un patrón de comportamiento y sugerir
medidas destinadas a evitar nuevas transgresiones similares en agra-
vio de numerosaspersonas. Asimismo, este Tribunal ha conocido vio-
laciones que afectan anumerosos miembros de un grupo humano y
que reflejan actitudeso situaciones con alcance general y fuertes raíces
históricas, inclusive.

2. Esta segunda categoría de asuntos conduce a reflexionar, a par-
tir de un litigio concreto y de ciertas víctimas individualizadas, sobre el
estado que guardan los integrantes de ese grupo e incluso este mismo,
sin que ello represente, en modo alguno, desbordar las atribuciones
jurisdiccionales de la Corte Interamericana, puesto que cada resolu-
ción se refiere a un supuesto concreto y dispone acerca de él, sin per-
juicio de que aporte reflexiones y criterios que pudieran resultar
aprovechables para el examen de otras situaciones similares. Si éstas
se plantean ante lamisma jurisdicción seránmateria de examen indivi-
dual, pero a ese examen contribuirá la orientación jurisprudencial ela-
borada en otrasoportunidades.

3. Por lo demás, la idea de que la orientación jurisprudencial razo-
nablemente formada, ponderada, reiterada —hasta constituir una “ju-
risprudencia constante”—, puede proyectarse sobre situaciones en
lasque aparecen las mismas condicionesde hecho y de derecho que
han determinado aquélla, esperfectamente consecuente con el que-
hacer de un tribunal internacional de “convencionalidad”, como lo es
la Corte Interamericanade Derechos Humanos, llamada a aplicar la
Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumen-
tosmultilaterales que le confieren competenciamaterial.

4. El Tribunal regional de derechos humanos no constituye una
nueva instancia para revisar las resoluciones de los órganos judicia-
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les, sino una instancia única, de carácter internacional, dispuestapara
definir el alcance de losderechos humanos contenidos en laConven-
ción Americana, mediante la aplicación e interpretación de ésta. Así
lo resuelve la propia Convención, así lo ha entendido la Corte misma
y así lo reconocen, con creciente uniformidad y énfasis, losmás altos
tribunales de países americanos, cuya recepción de la jurisprudencia
de laCorte Interamericana constituye uno de los rasgos más recien-
tes, valiosos y alentadores en el desenvolvimiento de la tutela juris-
diccional de los derechos humanos en el plano continental.

5. La meditación de la Corte se despliega en todos los litigiosque
se someten a su conocimiento, así como en las opiniones consultivas
que emite. Ha sido en los casos que conciernen a integrantesde gru-
poshumanos minoritarios —generalmente comunidades indígenas y
étnicas— presentes en diversas sociedades nacionales, donde esa
reflexión suele adquirir mayor acento en el examen de factores de
eliminación, exclusión, marginación o “contención”. Se trata de ex-
presioneso vertientes de la violación de derechos, ejercida con di-
versa intensidad. Se identifican en una misma línea de conducta y
manifiestan distintosmomentosde losprocesoshistóricos en los que
se hallan inmersas. Poseen características específicas e implican un
quebranto o un inminente riesgo de quebranto de los principios de
igualdad y no discriminación, proyectados en diversos espacios de la
vida social. Se traducen en infracción de numerosos derechos.

6. Al examinar esos casos, la Corte ha tenido presente, en todo
momento, el alcance subjetivo de su competencia a la luz del artículo
1.2 de la Convención Americana sobre DerechosHumanos, que acla-
ra la connotación que ese instrumento internacional maneja acerca
del concepto de “persona”: el ser humano, el individuo, como titular
de derechos y libertades. El Tribunal no puede exceder esta frontera
establecidapor la Convención que fija su competencia. Pero tampoco
debe prescindir del examen profundo de las cuestiones que se le
proponen, a fin de precisar sus verdaderas características, raíces,
implicaciones, consecuencias, etcétera, para comprender la entidad
de las violaciones cometidas, en su caso, y resolver adecuadamente
en torno a las reparaciones que pudieran corresponder a ellas.

7. De ahí que en diversasdecisiones —sobre todo acercade inte-
grantes de esos grupos indígenas o étnicos— haya considerado la
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Corte los derechos de los individuos, miembros de las comunidades
o los grupos, dentro de su marconecesario, característico, sustancial:
losderechos colectivosde las comunidades a las que aquéllos perte-
necen, su cultura —que les confiere una “identidad cultural” a la que
tienen derecho y que incide en su individualidad y desarrollo perso-
nal y social—, sus costumbres y usos que concurren a integrar un
punto de referencia que la Corte necesita para entender y resolver los
casos que se le plantean. Sería infructuoso y conduciría a conclusio-
nes equivocadas extraer los casos individuales del contexto en el que
se presentan. Analizar aquéllos en su propia circunstancia —en el
más amplio sentidode la expresión; actual e histórica—no sólo aporta
datos de hecho para entender los acontecimientos, sino datos de de-
recho —a través de las referencias culturales— para establecer su
carácter jurídico y sus implicaciones de la misma naturaleza.

8. La Corte hadebido examinar igualmente ciertos temasque atañen
a otros grandes grupos humanos, también expuestos a violaciones o
victimados por éstas, aun cuando los elementos para su identificación
social no sean losmismosque concurren en los casos contenciosos a los
que he aludido en los párrafos anteriores. Así se ha hecho en sendas
opiniones consultivas, particularmente lasde fechasmás recientes, que
han contribuido a esclarecer el alcance de los derechos humanos de
personas expuestas a rechazo, abuso o marginación; así, los detenidos
extranjeros, en los términosde laOpiniónConsultivaOC-16; los niñoso
menoresde edad que incurren en conductas ilícitas o se hallan sujetos a
medidas de protecciónpública, conforme a laOpiniónConsultiva OC-
17, y los trabajadoresmigrantes, principalmente los indocumentados,
según la OpiniónConsultiva OC-18. He agregado Votos razonados a
estas tres opiniones. Me remito a lo que he dicho en ellos.

9. En otro orden de hechos, la Corte Interamericana también ha
examinado cuestiones que penden sobre conjuntos de personasuni-
das por ciertos vínculos de profesión, ocupación o interés. En estos
casosha sido necesario dictar medidas provisionales en los términos
del artículo 63.2 de laConvención, para preservar derechos y mante-
ner incólumes, por lo tanto, losbienes jurídicosprotegidospor aqué-
llos. En estas hipótesis, la Corte ha ido más lejos, avance que se
explica y justifica tomando en cuenta las características propias de los
casos planteados y la naturaleza misma de las medidas provisiona-
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les. Efectivamente, este Tribunal se ha pronunciado sobre la protec-
ción inmediata, de carácter precautorio, en relación con numerosas
personas no identificadas, pero siempre individualizables, cuyos de-
rechos se hallan en severo riesgo. No se trata de medidas sobre un
grupo, una corporación, una sociedad, un pueblo, sino sobre los
integrantesde éstos: personas físicas titulares de derechos en riesgo.

10. Este nuevo alcance de la tutela internacional, producto de la
evolución de la jurisprudencia interamericana —que aún podría ir
adelante en la medida en que lo permita la interpretación razonable
de laConvención— se produjo a partir de la resolución sobre medi-
dasprovisionales en el Caso de laComunidad de Paz de San José de
Apartadó, como se observa en el Voto razonado conjunto que emiti-
mosel Juez Alirio Abreu Burelli y yo, cinco años atrás, en ese primer
asunto abarcado por la nueva jurisprudencia, adoptando un criterio
en el que he insistido en otros Votos razonados referentes a medidas
provisionales que corren en la misma línea abierta en el Caso de San
José de Apartadó.

B) Comunidades indígenas
11. En su LXVII Período Ordinario de Sesiones (13 a 30 de junio de

2005), la Corte Interamericanahadeliberado y dictado sentencias so-
bre varios litigios a los que son aplicables las consideraciones que
expongo en este Voto agregado a la Sentencia del Caso YATAMA vs.
Nicaragua. Me refiero a este mismo, desde luego, y a las resoluciones
finales en el Caso de laComunidad Moiwana vs. Surinam y en el Caso
de la Comunidad IndígenaYakye Axa vs. Paraguay, e igualmente, en
algunamedida, a la resolución sobre medidas provisionales en el Caso
del Pueblo Indígenade Sarayaku, correspondiente a Ecuador.

12. En aquellos tres casos contenciosos, que han culminado en
sentencias de fondo y reparaciones, se analizan puntos relacionados
con cuestionesque atañen a miembros de comunidades indígenas y
étnicas, precisamente en tanto tales —no por motivos estrictamente
personales o individuales—, y que tienen su origen o desarrollo en
la relación que históricamente han guardado y mantienen todavía
esas comunidades con otros sectores de la sociedad y, en definitiva,
con el Estado mismo, relación que se proyecta sobre losmiembrosde
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dichos grupos e incide en los derechos humanos de éstos. Obvia-
mente, no se trata de cuestiones aisladas o contraídas exclusivamen-
te a los Estados o las sociedades nacionales en cuyo ámbito surgen
los conflictos examinados en estos casos, si bien las sentencias se
refieren —como es natural— aesos conflictos y solamente a ellos, y
no pretenden —ni podrían pretender— alcanzar otros litigios actua-
les o potenciales.

13. Para quien reflexiona sobre esta materia—y en todo caso para
quien suscribe este Voto— es interesante observar que también en
otros lugares del Continente Americano han surgido problemas como
los examinados ahora, que han llegado al conocimiento de la Corte
con creciente frecuencia y dete rminado cier tos desarrollos
jurisprudenciales. Estos, que obligan en el ámbito propio de cada
sentencia, pudieran interesar en un espacio más amplio —como he
dicho supra—, tomando en cuenta la gran semejanza y acaso identi-
dad que existe entre las condiciones jurídicas, sociales y culturales —
históricas y actuales— que se hallan en el origen de las controversias
que se observan en muy diversos territorios nacionales.

14. Conviene recordar, como referencia útil para la identificación
de determinadas categoríasde litigios y la definición del perfil gene-
ral de nuestra jurisprudencia, algunos precedentes significativos. La
relación se inicia, probablemente, con el Caso Aloeboetoe, uno de los
más antiguos en la historia jurisdiccional de laCorte Interamericana,
en el que se presentaron cuestiones asociadas a la pertenencia de las
víctimas a determinado grupo humano minoritario. Y en esamisma
dirección es indispensable destacar el Caso de la Comunidad Mayagna
(Sumo) Awas Tingni, de Nicaragua, que posee relevancia especial en
cuanto suscitó un amplio examen sobre derechosde los integrantesde
comunidades indígenas en unpaís americano, a cuya sentencia tam-
bién acompañé un Voto razonado en el que me refiero con alguna
extensión a estas cuestiones.

15. Por supuesto, ha habido otros casos en los que también han
venido a cuentas los temas de pertenencia a comunidades y culturas
indígenas, que ponen a la vista el derecho a la identidad y las diver-
sas implicacionesque éste puede tener y efectivamente tiene al am-
paro de laConvención Americana. Todo ello invita a considerar que
no nos encontramos ante litigios ocasionales, aislados, circunscritos
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a un solo espacio, como tampoco ante controversias ordinarias que
deban ser analizadas y resueltas a partir de fórmulas abstractas, uni-
formes, desatentas a la historia y al orden jurídico propio de los inte-
resados, un orden jurídico que concurre a establecer el alcance—aquí
y ahora: en espacios y tiempos precisos, no fuera de ellos— de los
conceptos jurídicos que provee la ConvenciónAmericana.

C) Eliminación. El Caso de la ComunidadMoiwana
16. En el Caso de la Comunidad Moiwana, la Corte no examinó la

masacre ocurrida el 29 de noviembre de 1986, porque se trata de
hechos anteriores a la fecha en que esposible ejercer la competencia,
ratione temporis, del Tribunal interamericano. Analiza, en cambio,
violaciones que se mantuvieron desde entonces —esto es, violacio-
nes continuaso permanentes, concepto que la jurisprudencia ha pun-
tualizado en otros casos, particularmente apropósito de hipótesis de
desaparición forzada— o infracciones más recientes a la Convención
Americana, sobre lasque ciertamente tiene competencia. No es exce-
sivo observar —porque se trata de un hecho histórico— que si debié-
ramosbuscar un punto de inicio para las tribulacionesde losmiembros
de la comunidad Moiwana, esa referencia tampoco se hallaría en la
fecha de la masacre, sino en el tiempo en que sus antecesores se
vieron forzados a salir de sus territorios africanos y fueron traslada-
dos a América en condición de esclavos, episodio que integra unade
las páginas más oscuras en la historia de la humanidad.

17. En este caso se haproducido —aunque laCorte no emite de-
claración o condena al respecto, por el dato de competencia temporal
al que me referí supra— la acción pública más severa que pudiera
dirigirse contra losmiembros de una comunidad: eliminación física.
De ahí provino la dispersión de los sobrevivientes, pero no la pérdi-
da de derechos de los miembros de aquélla, ni la alteración de las
características que esos derechos pudieran revestir, ni la desapari-
ción del deber del Estado de respetar y garantizar tales derechos pre-
cisamente en los términos que impone la naturalezade éstos, que se
mantienen vigentes.

18. Todo esto se acoge en la sentencia de laCorte, en la que des-
tacan: a) la titularidad de derechos sobre el territorio ocupado tradi-
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cionalmente, más allá de la falta de documentación que la acredite,
habida cuenta de que la formalidad documental no es elemento cons-
titutivo de la propiedad en estos casos, ni prueba única de la titulari-
dad de derechos y ni siquiera medio idóneo para acreditarla; b) la
naturaleza sui generis de la relación que losmiembrosde la comuni-
dad, en el marco de esta misma, guardan con el territorio que les
pertenece, relación que debe ser considerada y que influye sobre
otro deber a cargo del Estado (que tiene, por supuesto, su propio
fundamento): el deber de justicia penal, en tanto el ejercicio de ésta
permite la “purificación” del territorio, que a su vez auspicia el retor-
no de los pobladores, y c) la intangibilidad de la cultura comunitaria,
que se proyecta sobre los miembros del grupo a título de derecho a
una identidad cultural, como lo demuestran las decisiones que la
Corte construye precisamente a partir de los elementos característi-
cos de esa cultura.

D) Exclusión. El Caso de laComunidad Indígena Yakye Axa
19. El Caso de la Comunidad Indígena Yakye Axa trae al presente

problemas de antiguo origen: no sólo aquellos que principian con
los avatares de la primera conquista y colonización, comunes a los
países de Latinoamérica, sino losque derivan de ciertos sucesosme-
nos remotos, pero que también produjeron, como se vio en el proce-
so, consecuencias adversas para los grupos indígenas. Me refiero al
que describe, escuetamente, un párrafo revelador que figura en los
hechosprobados de la sentencia respectiva: “A finales del siglo XIX
grandes extensionesde tierra del Chaco paraguayo fueron vendidas
a través de la bolsa de valores de Londres”. Este segundoproceso de
colonización, si se puede llamar así, determina un largo proceso en
el que se produjeron, por diversos motivos, varios desplazamientos
de comunidades indígenas cuyos ancestros habían sido, alguna vez,
señores de esas tierras.

20. En la sentencia sobre este caso, la Corte Interamericana abor-
da dos cuestiones muy relevantes, entre otras (a estasúltimas perte-
nece el tema del debido proceso, aplicado a la reivindicación
territorial), a saber: a) la propiedad de la comunidad sobre sus tierras
ancestrales, o más que eso: la relación—que es mucho más que un
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tradicional derecho de propiedad, como indicaré infra—que aquella
tiene con el territorio que ha ocupado, relación que se proyecta, ob-
viamente, sobre los individuos integrantes de la comunidad y contri-
buye específicamente al conjunto de los derechos de estos, y b) el
derecho a la vida de los miembros de la comunidad, en los términos
del artículo 4.1 de laConvención y en conexión, además, con lo que
significa el derecho a la tenencia de la tierra y lo que deriva de las
modalidades que ésta reviste.

21. Una vezmás, la Corte fija el alcance de la propiedad cuando se
trata de integrantes de comunidades indígenas, o mejor dicho: una vez
más asume el alcance que aquélla tiene y que el Estado debe respetar,
al amparo de una cultura ancestral en la que ese derecho hunde su raíz
y del que toma sus características principales. En estos casos, la pro-
piedad posee caracteresdiferentes de losque tiene —válidamente tam-
bién, desde luego— en otros medios; implica una relación singular
entre el titular del derecho y el bien sobre el que éste se despliega. Es
más que un derecho real, conforme al sentido que se atribuye corrien-
temente a esta expresión. Atrae otros componentes, que también inte-
resan —oque sobremanera interesan—para redefinir la propiedad a
la luz de la cultura indígena en la que se ejerce la propiedad. En mi
concepto, la Corte afirma con ello la relectura del artículo 21 de la
Convención, a fin de que bajo éste hallen amparo tanto los derechos
de propiedad en su versión clásica—que los principios liberales pre-
valecientes en el siglo XIX trasladaron anuestro Continente—, como
los derechos de propiedad que subyacían y finalmente reaparecieron.
La relectura se hace con lamirada con que debe practicarse.

22. La misma legislaciónparaguaya, tanto en la norma constitucio-
nal como en otras disposiciones, ha reconocido la existencia de los
pueblos indígenas “comogruposde cultura anteriores a la formación
y organización del Estado paraguayo”. Este enfático reconocimiento,
no sólo de un hecho demográfico, sino de una realidad cultural, que
trae consigo consecuencias jurídicas, debe proyectarse en el respeto
a formas tradicionales de tenencia de la tierra —anteriores a la forma-
ción y organización del Estado— y en la seguridad de que losdere-
chos derivados de esa tenencia serán efectiva y eficazmente
garantizados por el poder público a través de las funciones legislati-
va, ejecutiva y jurisdiccional.
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23. Antes de ahora, la Corte ha examinado el derecho a la vida. En
este examen han quedadode manifiesto tanto las prohibiciones que
aquel derecho entraña con respecto a la acción arbitraria del Estado,
como las acciones, iniciativas, prestaciones o promociones que el
propio Estado debe asumir y desarrollar para establecer o favorecer
las condiciones de una vida digna. El primer sector de los deberes,
absolutamente indispensable, fue aportado por la etapa anterior en
el desarrollo del Derecho y en la provisión de los derechos. El segun-
do sector, también necesario —para que el derecho a la ‘vida’, un
concepto con vena moral, no se resuma en una simple ‘posibilidad
de existencia o subsistencia’, un dato biológico—, es característico
de la etapa actual. Este concepto ha ingresado con fuerza en la
jurisprudencial de laCorte.

24. Entiendo que la creación de condiciones para una vida digna,
que significan desarrollo de las potencialidades individuales y bús-
quedadel propio destino, debe ocurrir conforme a lasdecisionesde la
persona, las convicciones que ésta tiene, la cultura que comparte. De
ahí la vinculación estrecha entre el derecho a la vida digna, por una
parte, y el derecho a la “relacióndel hombre con la tierra” —tenencia,
propiedad en el sentidomás amplio—, que ha tomado en cuenta la
sentencia. Espor todo ello que hubo violacióndel derecho a la vida
consagrado en el artículo 4.1 de laConvención—con el alcance que
hemosprecisado—enperjuicio de losmiembrosde la comunidadYakye
Axa. La carencia de prueba sobre las causasque produjeron lamuerte
de dieciséismiembros de la comunidad, que explica el votomayorita-
rio en esta sentencia, no excluye o reduce los términos de la declara-
ción formulada en el punto resolutivo 3: hubo violacióndel derecho a
la vida y esta violación afectó a todos los miembros de la comunidad.

E) Contención. El Caso YATAMA
25. En el Caso YATAMA se ha tenido a la vista otro rango de vio-

laciones que agravian amiembrosde comunidades. No se trata aquí
de las vertientes más dramáticas advertidas en los casos anteriores:
supresión física, privación de territorios, afectación del derecho a la
vida, por ejemplo. Las circunstancias en que se producen los hechos
de este caso suponen que la organizaciónYATAMA, que reúne miem-
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bros de muchas comunidades, ha logrado, merced auna larga lucha
que ya ha producido avances apreciables, un espacio propio en la
vida política y social, que le confiere unaposición relevante y acepta-
da—no sin severas reticencias, con implicaciones jurídicas diversas—
y la pone a salvo de agresiones con las características que se obser-
van en los otros casos. De lo que ahora se trata es de acciones u
omisiones con las que se “contiene” el avance de los integrantes de
comunidades, en su calidad de tales. Nos hallamos, pues, ante una
situación distinta que acaso corresponde a una última etapa en la
sucesión de resistencias a la admisión de la igualdad y la no discrimi-
nación en favor de todas las personas, inclusive, por supuesto, los
miembros de estos grupos minoritarios.

26. Ahora las acciones y omisionesque lesionan derechos recono-
cidos por la Convención se concentran en la actividad política, y por
esta vía afectan la posibilidad de que los miembros de comunidades
indígenas intervengan en pie de igualdad material con sus conciuda-
danos integrantes de otros sectores sociales y participen con eficacia
en las decisiones que les atañen, conjuntamente con aquéllos. Esa
intervención y estaparticipación se producen a través del ejercicio de
los derechos políticos, entre otras vías.

27. Aquí me refiero, comohe dicho, a una igualdad material y a una
efectiva no discriminación, no a lamera igualdad formal que deja intac-
ta —o disimula apenas— la marginación y mantiene a salvo la discri-
minación. Se tiende a la obtención de aquella forma de igualdad por
medio de factoreso elementosde compensación, igualación, desarro-
llo o protección que el Estado brinda a los integrantesde las comuni-
dades, a través de un régimen jurídico que reconoce los datos
provenientesde cierta formación cultural y se instala sobre el genuino
reconocimiento de las limitaciones, discriminacioneso restricciones
reales y contribuye a superarlas, suprimirlas o compensarlas con ins-
trumentos adecuados, no apenas con declaraciones generales sobre
una igualdad inexistente e impracticable. La igualdad no es un punto
de partida, sino unpunto de llegada al que deben dirigirse los esfuer-
zos del Estado. En palabrasde Rubio Llorente, el “Derecho se pretende
justo, y es la idea de justicia la que lleva derechamente al principio de
igualdad que, en cierto modo, constituye su contenido esencial”. Aho-
ra bien, “la igualdad no es unpunto de partida, sino una finalidad”.
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F) Participación y derechos políticos
28. No se sirve a estosdesignios —ni se atiende, por lo tanto, a la

igualdad y a la no discriminación— si se siembra de obstáculos y
exigencias, innecesarios y desproporcionados, el caminode quienes
pugnan por la participación política a través del ejercicio de los dere-
chos que ésta entraña, entre ellos el derecho al sufragio. La exigencia
de participar a través de partidos políticos, que hoy se eleva como
natural en las democracias de nuestra América, debiera aceptar las
modalidades que sugiere la organización tradicional de las comuni-
dades indígenas. No se trata, en lo absoluto, de minar el sistema de
partidos, sino de atender, en la forma y términos que resulten razo-
nables y pertinentes, a las condiciones de vida, trabajo y gestión de
aquéllas. La admisión de estas condiciones y de las respectivas mo-
dalidades de participación política no se trasladan automáticamente
a todos losmedios ni van más allá del marco territorial, social y tem-
poral en el que se plantean y resuelven. La Corte dispone lo que
estima procedente dentro de las circunstancias que tiene a la vista.

29. Esta es la primera vez que incursiona la Corte en la reflexión
sobre derechos políticos, a los que se refiere el artículo 23 del Pacto
de San José, que el Tribunal ha analizado en conexión con otrasdis-
posiciones de alcance muy amplio: artículos 1.1, 2 y 24 del mismo
instrumento. En concepto del Tribunal—conforme ami propia apre-
ciación— esosderechos deben abastecerse con las circunstancias en
las que sus titulares han de asumirlos y ejercerlos. No es posible,
tampoco ahora, considerar losderechos en abstracto, como fórmulas
vacías, neutrales, incoloras, provistaspara conducir la vida de ciuda-
danos imaginarios, perfilados por los textos y no por las condiciones
de la realidad estricta.

30. De lo que se trata, en la especie, es de favorecer la participa-
ción de laspersonas en la conducción de sus propias vidas, a través
de la actividad política. En consecuencia, es preciso ver la forma en
que ese favorecimiento debe presentarse, conforme a las condiciones
específicas en que se hallan quienes son titulares en concreto de de-
rechos que no deben analizarse en abstracto. Para este fin, es preciso
remover obstáculos específicos, considerar alternativas de organiza-
ción, proveer medidas, en suma, “crear una circunstancia” que permi-
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ta a ciertos individuos, en determinada situación característica, alcan-
zar los objetivos que persiguen los derechos humanos en materia
política. Suponer que lasdeclaracionesgenerales serán bastantes para
facilitar el desempeño de personas que se hallan en una circunstan-
cia distinta y distante de las que tuvieron a la vista los autores de esas
declaraciones, es rotular a la ilusión como realidad.

31. La Corte no ha fijado, ni tendría que hacerlo, las particularida-
des que debe revestir una legislación —y, en general, una acción
pública, que es más que normasgenerales— favorable al ejercicio de
los derechos políticos de los miembros de las comunidades indíge-
nas, de manera que éstos sean, en verdad, “tan ciudadanos como los
otros ciudadanos”. El Estado deberá analizar las situaciones que tie-
ne al frente para establecer losmedios que permitan el ejercicio, pre-
cisamente en esas situaciones, de los derechos universalmente
asignadospor la Convención Americana. Que éstos tengan un alcan-
ce universal no significa que las medidas que deban adoptarse para
asegurar el ejercicio de los derechosy las libertades sean uniformes,
genéricas, parejas, como si no hubiese diferencias, distancias y con-
trastes entre sus titulares. Conviene leer con atención el artículo 2 del
Pacto de San José: los Estados deben adoptar las medidas necesarias
para hacer efectivos los derechos y las libertades. La referencia a
medidas “necesarias” que “hagan efectivos” los derechos, remite a la
consideración de especificidades y compensaciones.

32. Obviamente, no se ha agotado ahora el examen de la demo-
cracia, que se halla en el cimiento y en el destino de la participación
política, entendida a la luz de la Convención Americana. Es clara la
necesidad de contar con medios de participación en los órganos del
poder público, para intervenir en la orientación nacional y en la deci-
sión comunitaria, y esto se vincula con el derecho al sufragio activo y
pasivo, entre otros instrumentos participativos. Lograrlo significa un
paso histórico desde la época —que aún se instala en el presente,
como hemos visto en otros casos resueltospor la Corte Interamericana
en el actual período de sesiones y mencionados en este Voto— en
que la luchapor el derecho tenía que ver apenas con la subsistencia
física, el patrimonio y el asentamiento de la comunidad. Sin embar-
go, el avance en el camino hacia la presencia electoral —un avance
contenido, enfrentado, por medidas que prohíjan desigualdad y dis-
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criminación— no debe detener ni disuadir el acceso a la democracia
integral, en la que se propicia el acceso de los individuos a los me-
dios que propiciarán el desarrollo de sus potencialidades.

33. Como se observa, los casos contenciosos que menciono en este
Voto concurrente a las respectivas sentencias analizan cuestiones co-
munes a las comunidades indígenas y a losderechos de sus integran-
tes, aunque lo hagan frente a hechos diferentes y conforme a las
circunstancias específicas de cada caso. Estas decisiones se instalan
sobre unamisma realidad histórica y pretenden resolver lasmanifesta-
ciones particulares que aquélla ha traído hasta nuestro tiempo. De ahí
que alienten la aplicaciónde soluciones guiadas por unmismoobjeti-
vo liberador e igualitario, que permitan el despliegue de los derechos
individualesde quienes son miembros—y tienenpleno derecho a se-
guirlo siendo—de comunidades étnicas e indígenas que formanparte
de las más amplias comunidades nacionales. Se trata, en fin de cuen-
tas, de resolver en el siglo XXI losproblemas heredados de siglos pre-
cedentes. A esto puede contribuir la jurisprudencia específica, cada vez
más abundante y comprensiva, de laCorte Interamericana.

Sergio García Ramírez
Juez
Pablo Saavedra Alessandri
Secretario
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VOTO SEPARADO CONCURRENTE
DEL JUEZ JACKMAN

He votado a favor de esta sentencia porque estoy totalmente de
acuerdo con las conclusiones a que ha llegado laCorte, así como con
lo que haordenado.

Sin embargo, me siento obligado a dejar constancia de un cierto
grado de disconformidad con la ratio decidendi de la Corte en rela-
ción con la violación por el Estado de Nicaragua (“el Estado”) de los
derechos consagrados en el artículo 23 de la ConvenciónAmericana
sobre DerechosHumanos (“la Convención”), en perjuicio de los can-
didatos de YATAMA.

El enfoque par ticular de este voto es el análisis que realiza la
Corte (que se encuentra en los párrafos 214 a 229 de esta sentencia)
de la responsabilidad del Estado en relación con el artículo 23.1.b de
la Convención. Me propongo a considerar dicho análisis, tomando
en cuenta las disposiciones del artículo 1.2 y del artículo 2.

El artículo 1.2 establece lo siguiente:
2. Para los efectosde estaConvención, persona es todo ser humano.
El artículo 23.1.b establece lo siguiente:
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos

y oportunidades:
[…]
b. de votar y ser elegidos en eleccionesperiódicas auténticas, rea-

lizadaspor sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice
la libre expresión de la voluntad de los electores.

El artículo 2 dispone que:
Si el e jercicio de los derechos y libertades mencionados en el
artículo 1 no estuviere ya garantizadopor disposiciones legislati-
vaso deotrocarácter, los Estados Partesse comprometen a adop-
tar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las
disposiciones deesta Convención, lasmedidas legislativas o de
otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales de-
rechosy libertades.
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Los argumentos principales de la presente sentencia relativos a la
violación cometida por el Estado de los Derechos Políticos (artículo
23) y del Derecho a la Igualdad ante la Ley (artículo 24) pueden ser
resumidos de la siguiente manera:

(1) La Ley Electoral de 2000 sólo permitió la participación en los
procesos electorales a través de partidos políticos, forma de organi-
zación ajena a las costumbres, organización y cultura de las comuni-
dades “indígenas y étnicas” de la Costa Atlántica (párr. 214).

(2) No existe disposición en la ConvenciónAmericana que permi-
ta sostener que los ciudadanosdeben pertenecer a un partido políti-
co para postularse como candidatos a un cargo electivo. LaConvención
reconoce que otras formasde organización para fines electorales pue-
den ser apropiadas e incluso necesarias, con miras a la realización de
fines comunes, para favorecer o asegurar la participación de grupos
específicos (párr. 215).

(3) De acuerdo a la legislación interna, el Estado está obligado a
respetar las formas de organización de las comunidades de la Costa
Atlántica. El Estado no ha demostrado la existencia de un interés
público imperativo que pudiera justificar el requisito de que YATAMA
deba constituirse en partido político para que sus miembrospuedan
participar como candidatos en las elecciones o de que éstos deban
participar a travésde partidos políticos (párr. 218).

(4) Con base en las ante r iore s conside raciones (énfasis
añadido), la restricción impuesta constituye una limitación indebida
al ejercicio de un derechopolítico “tomando en cuenta las circunstan-
ciasdel presente caso, a las que no son necesariamente asimilables
todas las hipótesis de agrupaciones para fines políticos que pudieran
presentarse en otras sociedades nacionales o sectores de unamisma
sociedad nacional” (párr. 219). “[C]ualquier requisito para la participa-
ciónpolítica diseñadopara partidos políticos, que no podrá ser cum-
plido por agrupaciones con diferente organización, es también contrario
a los artículos 23 y 24 de laConvenciónAmericana” (párr. 220).

En mi entendimiento, la ratio expuesta en el punto (4) supra es
una interpretación innecesariamente indirecta y potencialmente
desorientadora de la naturaleza del derecho consagrado en el artícu-
lo 23.1.b, cuyos lenguaje y propósito no podrían ser más claros. Un
“ciudadano” —quien debe ser obviamente una “persona” y no un
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grupo, en los términos del artículo 1.2— tiene un derecho absoluto
“de votar y se r e legido ” en elecciones democráticas, tal como
lo e stablece el re ferido artículo. De ese modo, cualquier requisito
de que un “ciudadano” deba ser miembro de un partidopolítico o de
cualquier otra formade organización política para ejercer aquel dere-
cho viola claramente tanto el espíritu como la letra de la norma en
cuestión.

Es completamente irrelevante si ese requisito puede o no ser “cum-
plido por agrupaciones con diferente organización”, comopor ejem-
plo, en el presente caso, YATAMA. Es el derecho individual del
“ciudadano” individual el que se encuentra proclamado y debe ser
protegido por la Corte. Me preocupa que al incluir cuestionesde cul-
tura, costumbre y formas tradicionales de organización en su deci-
sión sobre este tema, la Corte está corriendo el riesgo de disminuir la
protección que debe estar disponible a todo “ciudadano” bajo la ju-
risdicción de cada Estado, independientemente de la cultura, las cos-
tumbres o formas tradicionales de asociación del ciudadano.

Por lo tanto, en mi opinión, al haber impuesto el requisito en
discusión —sin más—, el Estado violó el derecho de los miembros
de YATAMA de votar y ser elegidos.

Mi opinión se encuentra respaldada por una lectura cuidadosa de
las secciones relevantes de los trabajos preparatorios de la Conven-
ción. Surge de éstos que la conferencia que redactó y aprobó la Con-
vención rechazó específicamente una propuesta que pudiera haber
incluido en el actual artículo 23.1 un derecho a pertenecer a partidos
políticos cuyas actividades serían “protegidas” por la ley.

Sería una gran lástima si la presente sentencia de la Corte abriera
ahora el camino a interpretacionesde ese importante artículo que los
autores de la Convención, en su sabiduría, se esforzaron por excluir.

Oliver Jackman
Juez

Pablo Saavedra Alessandri
Secretario
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VOTO RAZONADO
DEL JUEZ A.A. CANÇADO TRINDADE

1. Al votar en favor de la adopción por la Corte Interamericana
de Derechos Humanos de la presente Sentencia en el caso Yatama
versus Nicaragua, me veo en la obligación de agregar este Voto Ra-
zonado, para destacar dos puntos que me parecen merecedores de
atención especial. En primer lugar, lo decidido por la Corte, al des-
estimar la tercera excepción prel iminar interpuesta por el Estado,
refleja el perfeccionamiento del procedimiento ante el Tribunal en
los últimos años, sobre todo a partir de la adopción de su actual
Reglamento, aprobado el 24.11.2000, y vigente a partir del 01.06.2001.
Mediante la evolución plasmada en dicho Reglamento, el individuo
se consolida como sujeto del Derecho Inte rnacional de los Dere-
chos Humanos dotado de plena capacidad jurídico-procesal inter-
nacional, en particular en virtud del histórico cambio introducido
por e l artículo 23 del Reglamento de la Corte , otorgándole locus
standi in judicio en todas las e tapas del procedimiento en materia
contenciosa ante la Corte.

2. Además, el agregado de un nuevo párrafo introducido por la
Corte en el artículo 33 in fine del referidoReglamento (párrafo vigen-
te apartir del 01.01.2004), en el sentido de que, en caso de que las
informaciones sobre los representantes de las presuntas víctimas y
sus familiares no sean presentadas en la demanda, la Comisión
Interamericana de DerechosHumanos

“será la representante procesal de aquéllas como garantedel inte-
rés público bajo la Convención Americana, demodo a evitar la
indefensión de las mismas”,

- vino a aclarar en definitiva todo el alcance del derecho indivi-
dual de acceso a la instancia judicial suprema bajo la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.

3. A mi juicio, esta notable evolución alcanzará su plenitud el día
en que se otorgue —como vengo sosteniendohace tiempos— a las
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presuntas víctimas el jus standi ante la Corte.194 De todos modos, ya
no puede haber duda de que no se puede invocar supuestas lagunas
atinentes a la representación legal de las presuntas víctimas para in-
tentar restringir su acceso a laCorte. El extraordinario salto cualitati-
vo dado por la Corte en el período noviembre 2000/enero 2004, en
cuanto a la capacidad jurídico-procesal internacional de los indivi-
duosbajo la ConvenciónAmericana, no admite retrocesos.

4. En el presente dominio, no hay vacatio legis, ni tampoco puede
haber indefensión de las presuntas víctimas. En circunstancias como
lasdel casd’espèce, la Corte puede y debe conocer el caso; comoel
Tribunal correctamente razonó al desestimar la tercera excepción pre-
liminar interpuesta por el Estado,

“Si no seadmitierauna demanda porque se carece de representa-
ción, se incurriríaen una restricción indebida que privaríaa la pre-
sunta víctimade laposibilidad deacceder a la justicia”.195

5. En suma, el derecho de la persona humana a la justicia interna-
cional bajo la Convención Americana encuéntrase hoy salvaguarda-
do tanto por las normas convencionales relevantes comopor la propia
determinación de la Corte, al haber perfeccionado notablemente su
interna corporis (sobre todo en el período noviembre 2000/enero
2004) y al no admitir restricciones indebidas a aquel derecho. Ésto
contribuye, ami modo de ver, al actual proceso de humanización del
Derecho Internacional, además de constituir una conquista definiti-
va de la civilización contemporánea, en el marco de la Convención
Americana.

6. El segundo punto que me permito destacar, en el presente Voto
Razonado en relación con ésta que es la primera Sentencia de la Cor-
te Interamericana sobre los derechos políticos en una sociedad demo-

194 A.A. Cançado T rind ade, Ba ses par a un Proyec to d e Protocolo a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos, para Fortalecer Su Mecanismo d e Protección,
1a. edición, San José de Costa Rica, Corte Int erameri cana de Derechos Humanos,
2001, p p. 1-669 (y 2a. edición, 2003, pp. 1-750).

195 Párrafo 86, y cf. párrs. 95-96.
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crática,196 bajo el artículo 23 de laConvención Americana, es la correc-
ta vinculación efectuada por la Corte de los derechospolíticos con el
derecho a la igualdad ante la ley, consagrado en el artículo 24 de la
ConvenciónAmericana. Este último está conformadopor un principio
básico que la propiaCorte ha reconocido pertenecer al dominio del jus
cogens internacional: el principio de la igualdad y no-discriminación.

7. En la presente Sentencia en el caso Yatamaversus Nicaragua, la
Corte confirma el gran avance jurisprudencial alcanzado al respecto
en su histórica Opinión Consultiva n. 18 sobre la Condición Jurídica
y Derechos de los Migrantes Indocumentados (2003), al razonar (en
lospárrafos 184-186 que

“Elprincipio de laprotección igualitaria y efectiva dela ley y dela
no-discriminación constituye un dato sobresalienteen el sistema
tutelarde los derechoshumanos consagrado en muchosinstru-
mentos internacionalesy desarrollado porla doctrina y jurispru-
dencia internacionales. En laactual etapa delaevolución del derecho
internacional, el principio deigualdady no-discriminación ha in-
gresado en el dominiodel jus cogens. Sobre éldescansa el anda-
miaje jurídicodel ordenpúblico nacional e internacional y permea
todoel ordenamiento jurídico.

Eseprincipio posee carácter fundamental para la salvaguardiade
losderechos humanos tantoen el derecho internacional comoen
el interno; se trata de un principio de derecho imperativo. Por
consiguiente, losEstados tienen la obligación de no introduciren
suordenamiento jurídico regulacionesdiscriminatorias, eliminar las
regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las prácticasde
este caráctery establecer normas yotras medidasque reconozcan
y aseguren laefectiva igualdad ante la ley de todas las personas.
Esdiscriminatoriauna distinciónquecarezca de justificaciónobje-
tivay razonable.

196 Y, en el presente caso Yatama, como reconoce la Sentencia de la Corte, la vigencia
de los derechos políticos crece en i mportancia por tener incidenci a directa en la
necesidad depreservar el derecho a la identidad cultural, y el derechode participación
en la vida pública, de las comunidades indígenas de la costa atlántica de Nicaragua
(pá rrs. 226-228).
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El artículo24 delaConvenciónAmericana prohíbeladiscriminación
dederechoo dehecho, no sólo en cuantoa los derechosconsagra-
dosendicho tratado, sinoen lo querespecta a todas las leyesque
apruebeel Estadoyasu aplicación.Esdecir, no se limitaa reiterarlo
dispuesto en el artículo1(1) de la misma, respecto de la obligación
delos Estadosderespetary garantizar, sin discriminación, losdere-
chos reconocidosen dicho tratado, sinoconsagra un derecho que
también acarreaobligaciones al Estadode respetar y garantizarel
principiodeigualdad yno-discriminaciónen la salvaguardiadeotros
derechosy en toda la legislación interna que apruebe”.

8. Sobre el amplio alcance del principio básico, propio del jus
cogens, de la igualdad y no-discriminación, yame referí enmi extenso
Voto Concurrente en laOpiniónConsultiva n. 18 de laCorte, sobre la
Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, al
cual me permito aquí referirme. En aquel VotoConcurrente señalé, por
ejemplo, que dichoprincipio permea todo el corpus juris del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos (párr. 59), del cual esuno de
los pilares,197 ademásde elemento integrante del propio derecho in-
ternacional general o consuetudinario, por cuanto la normativa del jus
gentium debe, por definición, “ser la mismapara todos los sujetosde la
comunidad internacional”198 (párr. 60).199 Las obligaciones estatales
de respetar y garantizar el principio de la igualdad y no-discriminación
tienen el carácter de verdaderasobligaciones erga omnes.

9. Lo que me permito aquí agregar, en el presente VotoRazonado,
es que el re conocimiento judicial del carácter de jus cogens del
principio básico de la igualdad y no-discr iminación se manifiesta

197 A. Eide y T . Opsahl, Equality and Non-Discrim ination, Oslo, Norwegian Inst itute of
Human Rights (publ. n. 1), 1990, p. 4, y cf . pp. 1-44 (est udio rep roducido in T .
Opsahl, Law and Equali ty - Sel ect ed Art icl es on Human Right s, Osl o, Not am
Gyld endal, 1996, pp . 165-206).

198 H. Mosler, “ToWhat Extent Does the Variety of Legal Systems of the World Influence
the App lica tion of the General Principles of Law wi thin the Meaning of Arti cle
38(1)(c) of the Statute of the Inter nationa l Cour t of Justice? ”, in Interna tional Law
and the Groti an Her itag e (Hag ue Commemora tive Colloquium of 1983 on t he
Occasion of the Fourt h Centenary of the Birth of Hugo Grotius), The Hague, T.M.C.
Asser Instituut, 1985, p. 184.

199 Cf. párr s. 61-64.
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hoy día en la jurisprudencia no sólo enmateria consultiva, sino también
—como lo atesta la presente Sentencia en el caso Yatama— en mate-
ria contenciosa, de esta Corte, rindiendo así un aporte positivo y de
vanguardia al desarrollo de lasbasesdel propio Derecho Internacio-
nal de los Derechos Humanos.

AntônioAugusto CançadoTrindade
Juez
Pablo Saavedra Alessandri
Secretario



475CASO YATAMA VS. NIC ARAGUA

© TEPJF
TERCERA ÉPOC A

VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ DIEGO
GARCÍA-SAYÁN

1. Este es el primer caso que conoce la Corte Interamericana de
DerechosHumanos sobre el crucial temade los derechospolíticos. A
la significación que esa sola circunstancia le da al caso, se añade la
importancia que en si mismo tiene para la afirmación y protección de
dichosderechos en situaciones como la que en aquí se plantea.

2. Más allá del caso mismo, no cabe duda que la vigencia de los
derechos políticos y de los componentes fundamentales de la demo-
cracia son delicados asuntos que en el pasado y en el presente han
tocado aspectos medulares de la vida de la población en la región.
Quedaron atrás los gobiernos surgidos de golpes militares pero la
realidad nosda cuenta de unamultiplicidad de amenazas a la demo-
cracia y a los derechos políticos que plantea retos cotidianos a ser
enfrentados en casi todos los países de la región. La Corte con esta
sentencia refuerza y desarrolla los aspectos medulares de los dere-
chos políticos estipulados en la Convención. Por todas estas razones
creo necesario emitir este voto concurrente que busca agregar consi-
deraciones y enfoques a los ya contenidos en la sentencia cuyo con-
tenido comparto en su integridad.

3. Comobien se señala en la sentencia, la democracia representa-
tiva es determinante en todo el sistemadel que laConvenciónAmeri-
cana sobre DerechosHumanos formaparte. En efecto, desde el inicio
de la Organización de Estados Americanos (OEA) fue explícito que la
democracia y su promoción es uno de sus objetivos fundamentales
de la organización. La Carta de la OEA proclamó ya en 1948 los dere-
chos fundamentales de la persona, sin distinción de raza, nacionali-
dad, credo o sexo y estipuló que respetar losderechos de la persona
es uno de los deberes fundamentales de los Estados. Entre los objeti-
vosprimigeniosde laOEA figuraba el de “...promover y consolidar la
democracia representativa”.

4. Asimismo, desde los inicios de la OEA, la democracia y el res-
peto a los derechos esenciales del hombre fueron concebidos de
manera interdependiente. Esta vinculación estápresente en el Preám-
bulo de la Carta, en la DeclaraciónAmericana de losDerechos y De-
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beres del Hombre y, particularmente, en la Convención Americana
sobre Derechos Humanos. LaDeclaración de Santiago de 1959 preci-
só esta unidad conceptual entre derechos humanos y democracia, al
definir los estándares democráticos interamericanos. Posteriormente
la Resolución 991, “Derechosy democracia”, estableció que losmiem-
brosde laOEA deben afianzar sus sistemas democráticos a travésdel
pleno respeto de los derechos humanos.

5. Es ese el contexto en el que se insertan las disposiciones conte-
nidas en el artículo 23º de la Convención acerca de los derechospo-
líticos. Este es un significativo componente de un amplio proceso
normativo y de afirmación conceptual acercade los derechos políti-
cos que, por cierto, no se agota en la letra de las disposiciones allí
contenidas. Por los fundamentos y consideraciones que se exponen
en la sentencia, la Corte considera correctamente que este es uno de
los derechos violados por el Estado de Nicaragua en este caso. El
sustento de la violaciónde los derechos políticos en el caso YATAMA
vs. Nicaragua hace aconsejable tomar en consideración el rico acervo
de razonamientos y enfoques que se han venido dando en el sistema
interamericano a lo largo de las últimas décadas en lo que atañe al
ejercicio de losderechos políticos en la afirmación de la democracia,
uno de los deberes esenciales de los Estados parte del sistema
interamericano.

6. A lo largo de la década del 90 se reafirmaron anivel global e
interamericano los valores democráticos. En el ámbito del sistema
interamericano se adoptaron importantes decisiones en las Cumbres
hemisféricas y en las AsambleasGenerales de la OEA orientadas a
afianzar losprincipios democráticos dándose los primeros pasospara
la generación de lo que después, con la Carta Democrática
Interamericana, se denominó “defensa colectiva de la democracia”.
Destacan en ese devenir la Resolución 1080 de 1991, el Protocolo de
Washington de 1992 y la Resolución 1753 de 2000 en relación al caso
del Perú. En ese curso se ha consolidado gradualmente la concepción
de que no existe oposición entre el principio de no intervención, la
defensa de la democracia y los derechoshumanos, entre otras razones
porque los compromisos enmateria de defensa de losderechoshuma-
nos y de la democracia son contraídos por los países en el libre ejerci-
cio de su propia soberanía.
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7. Es hecho conocido que el catálogo de los derechos humanos
nuncaha sido estático. Se ha ido definiendo y consagrando según el
desarrollo histórico de la sociedad, de la organizacióndel Estado y la
evolución de los regímenes políticos. Ello explica que actualmente
asistamos al desarrollo y profundización de los derechos políticos
identificándose, incluso, lo que algunos han denominado el “dere-
cho humano a la democracia”. Ese desarrollo se expresa en la Carta
Democrática Interamericana, el instrumento jurídico que el sistema
interamericano ha generadopara fortalecer la democracia y los dere-
chos a ella vinculados, en cuyoprimer artículo se estipula que “Los
pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos
la obligación de promoverla y defenderla”.

8. En esamisma lógica, el sistema interamericano ha ido precisan-
do y afinando el concepto de la democracia reforzando el sentido
evolutivo de los derechos políticos más allá de la letra de lo estipula-
do en el artículo 23º de la Convención. Dicho desarrollo debe ser
tomados en cuenta al momento de resolver un caso contencioso so-
bre lamateria como, en efecto, lo ha hecho laCorte en esta sentencia.

9. En este caso la Corte se pronuncia sobre la alegada violación a
losderechos políticos (artículo 23º de la Convención) y a la igualdad
ante la ley (artículo 24º de la Convención), además de la violación a
los artículos 8º y 25º. No cabe en este voto razonado reiterar las con-
sideracionesde la Corte que se encuentran contenidas en la senten-
cia a propósito del caso YATAMA. Como lo he señalado al inicio,
comparto plenamente el contenido de esta sentencia y a ellame remi-
to. La misma, sin embargo, motiva algunas reflexiones de índole ge-
neral que se suscitan apartir de este caso específico en lo que concierne
a los derechos políticos.

10. La Convención Americana sobre Derechos Humanos estipula
en su artículo 23º una serie de obligaciones de losEstados enmateria
de derechospolíticos que se agrupan en tres componentes de dere-
chosque tienen, como contrapartida lógica, obligaciones a cargo de
los Estados: 1) participar en la dirección de los asuntos públicos,
directamente o por medio de representantes libremente elegidos (art.
23.1 inc. a); 2) votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténti-
cas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que
garantice la libre expresión de la voluntad de los electores (art. 23.1
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inc. b), y; c) acceder, en condiciones generales de igualdad, a las
funciones públicas de su país (art. 23.1 inc. c). En esta sentencia la
Corte declara violados los derechos consignados en el conjunto del
artículo 23.1. En lo que atañe al derecho a la igualdad y a la no discri-
minación, la Corte declara violado el artículo 24º de laConvención.

11. Una primera consideración de tipo general es que en este caso
losderechospolíticos que la Corte considera violados por Nicaragua
lo son en un doble sentido. De un lado por cuanto los dispositivos
contenidos en la Ley Electoral Nº 331 del año 2000 violan el artículo
23º por la ambigüedad de varias de susdisposiciones, por los impe-
dimentos que establece para la participación electoral de organiza-
ciones distintas de los partidos políticos y por los requisitos que
establece de presentar candidatos al menos en 80%de los municipios
de la respectiva circunscripción y en el 80%del total de candidaturas.
Por otro lado, por cuanto el Estado ha incumplido su deber, estable-
cido en los artículos 1.1 y 2 en conexión con el artículo 23º, de gene-
rar las condiciones y mecanismos apropiados para la participación
en los asuntos públ icos de quienes pretendían ser candidatos en
la Costa Atlántica de Nicaragua como integrantes o representantes
de la organización YATAMA que expresa a pueblos indígenas de esa
zona del país.

12. El derecho a participar en la dirección de los asuntospúblicos,
como todas las categorías jurídicas, ha evolucionado y se ha recreado
con lamarcha histórica y social. En efecto, entraña hoy una concep-
tualizaciónque se ha ido enriqueciendo en su contenido en el tiem-
po transcurrido desde la aprobación de la Convención hace casi
cuarenta años. Si bien en los instrumentos primigeniosde la OEA, la
referencia a la democracia representativa y los derechos políticos casi
se agotaba en el derecho de votar y ser elegido, el texto de laCon-
vención ya fue un paso importante en el sentido evolutivo de los
derechos políticos abarcando otros componentes importantes como
la naturaleza de las elecciones (“… periódicas auténticas, realizadas
por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre
expresión de la voluntad de los electores…”; art. 23.1 b).

13. La evolución de losúltimos lustroshadesarrollado sustantivamente
el concepto del derecho a la participación en la dirección de los asuntos
públicosque a estas alturas esun referente que incluye un espectromuy
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amplio de ingredientes que puede ir desde el derecho apromover la
revocatoria de autoridades elegidas, fiscalizar la gestión pública, acceder
a información pública, plantear iniciativas, expresar opiniones, etc. En
efecto, la conceptualización amplia y general del derecho a “participar
en la dirección de los asuntospúblicos”, tal cual se encuentra literalmen-
te expresado en laConvención, se ha afinado y ampliado.

14. A inicios del siglo XXI los países integrantes del sistema
interamericano comparten una característica importante, que eramás
bien la excepción cuando se aprobó laConvenciónAmericana sobre
Derechos Humanosen 1969: todos los gobiernos son democrática-
mente elegidos. El actual contexto, resultante de complejos procesos
políticos y sociales, han dado lugar a nuevo problemas y retos en
materia de participación de los ciudadanos en la dirección de los
asuntos públicos. Esto ha tenido su impacto en las disposiciones de
los instrumentos jurídicos fundamentalesdel sistema interamericano.

15. Es en ese contexto que surge laCartaDemocrática Interamericana,
aprobada por consenso de todos los países del sistema en el 2001
luego de un amplio proceso de consultas a la sociedad civil del conti-
nente. LaCarta recogió en este y otros aspectos los desarrollos concep-
tuales que a ese momento se habían ido derivando de esta nueva
situación dándole formalmente una nueva dimensión a una serie de
categorías jurídicas constituyéndose en unhito trascendental en el sis-
tema interamericano en lo que atañe al contenido evolutivo de los
derechos políticos. Entre otros aspectos, en la Carta Democrática se
desarrollan el concepto del mencionado derecho a la participación en
la dirección de los asuntos públicos y, como contrapartida, los deberes
del Estado en esamateria.

16. En la Carta Democrática Interamericana se enfatiza la impor-
tancia de la participación ciudadana como un proceso permanente
que refuerza a la democracia. Así, se declara en la Carta que “La de-
mocracia representativa se refuerza y profundiza con la participación
permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un marco de
legalidad conforme al respectivo orden constitucional” (artículo 2º).
Esta declaración general adquiere un sentido teleológico fundamen-
tal para el desarrollo conceptual de los derechospolíticos que la pro-
piaCarta produce en el artículo 4º de la Carta Democrática. Todo ello
configura un enfoque de expresión consensual que tiene relación
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directa con la interpretación y aplicación de una disposición amplia
como la contenida en el artículo 23º de la ConvenciónAmericana.

17. En efecto, en el artículo 4º de laCartaDemocrática Interamericana
se enumera un conjunto de “componentes fundamentales” del ejercicio
de la democracia que expresan el desarrollo conceptual del derecho a
la participación en los asuntos públicosque se condensan en este ins-
trumento interamericano. Se pone allí de relieve un conjunto de debe-
resde los Estados, que no son otra cosa que la contrapartida de derechos
de los ciudadanos: “…la transparencia de las actividades gubernamen-
tales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión
pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión
y de prensa”. De no avanzarse en precisiones como éstas que la comu-
nidad americana consensualmente ha adoptado, resulta evidente que
el mencionado derecho a la participación en los asuntos públicos se
estaría congelando en el tiempo sin expresar los cambiantes requeri-
mientosde las democracias en nuestra región.

18. El segundo componente de los derechos políticos, conforme
se encuentran expresados en el artículo 23º de la Convención, es el
de “votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realiza-
daspor sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la
libre expresión de la voluntad de los electores” (subrayado añadido).
Esta disposición nos remite a uno de los requisitos fundamentales de
la democracia representativa que inspira la normativa y propósitos
del sistema interamericano desde sus inicios. Se destaca allí la perio-
dicidad y autenticidad de las elecciones así como las características
del sufragio: universal, igual y secreto. Ello para cumplir un requeri-
miento que se expresa también en el mismo artículo 23º: garantizar la
libre expresión de la voluntad de los electores. Es evidente que sin el
cumplimiento de este ingrediente fundamental, se debilitarían otras
formas de participación que no encontrarían en el sufragio una forma
de construir fuentes democráticaspara la asunción y ejercicio de la
funciónpública.

19. Con claridad la Corte ha puesto de manifiesto en esta senten-
cia las consideracionesque la han llevado a concluir que en este caso
el Estado de Nicaraguaha violado la norma citada en el párrafo ante-
rior. A ese razonamiento y conclusiones, pues, me remito. El artículo
23º tiene en este aspecto una formulación muy clara y los hechos
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probados dan cuentaque esa violación se produjo. Sin embargo, no
puede desconocerse teniendo en cuenta las complejidades de los pro-
cesos políticos en general, y de losprocesos electorales en particular,
los componentes establecidos en la referida disposición del artículo
23º resultan a estas alturas de la evolución jurídica insuficientes y así
lo han entendido, en efecto, lospaíses del sistema interamericano.

20. La riqueza de los procesos políticos, sociales y jurídicos vivi-
dos en la región se ha ido expresando en un paralelo proceso de
afinamiento de las características fundamentalesque deben tener los
procesos electorales y el voto de los ciudadanos. El curso variado y
accidentado de los procesos políticos fue poniendo de manifiesto
que para garantizar “la libre expresión de la voluntad de los electo-
res”, el componente del “sufragio universal e igual y por voto secreto”
era esencial pero, a la vez, insuficiente dadas lasmuy distintas ame-
nazas y dificultades que la realidad iba planteando. Así, las dificulta-
des —o facilidades— para el acceso a los medios de comunicación,
las complejidades para la inscripción de candidaturas o las caracterís-
ticas del padrón de electores, se fueron planteando como seriospro-
blemas en un contexto en el que yano parecía estar en cuestión, por
el nuevo contexto político, el “sufragio universal e igual y por voto
secreto”.

21. Así, pues, como en otros componentes de los derechos políti-
cos expresadosen el artículo 23.1 de la Convención, el concepto fun-
damental de “libre expresión de la voluntad de los electores” se ha
ido enriqueciendo al calor de importantes evoluciones institucionales
en el derecho interno y en el propio sistema interamericano a la luz
de las cuales tiene que ser interpretada y aplicada esta disposición
general de la Convención, tanto en lo que respecta a losderechosde
los ciudadanos como a los deberes del Estado. En lo que atañe al
derecho a la participación en los asuntos públicos, la Carta Democrá-
tica Interamericana ha condensado y expresado el estado consensual
vigente en el sistema interamericano en lo que respecta a la “libre
expresión de la voluntad de los electores”.

22. En efecto, en la Carta se reitera principios gruesamente coinci-
dentes con los contenidos en la Convención cuando se señala que
“Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros,
el respeto a los derechos humanosy las libertades fundamentales; el
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acceso al poder y su ejercicio con sujeción al estado de derecho; la
celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el
sufragio universal y secreto comoexpresión de la soberanía del pue-
blo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la
separación e independencia de los poderes públicos” (artículo 3º).

23. Como se ve, los requisitos ya contenidos en la Convención,
fueron precisados y desarrollados por la CartaDemocrática Interame-
ricano al menos en dos aspectos importantes: a) no sólo el acceso al
poder sino su ejercicio debe sujetarse al Estado de Derecho; se agre-
ga, así, la “legitimidad de ejercicio” comoprincipio interamericano a
la ya reconocida “legitimidad de origen”; b) el régimen plural de par-
tidos y organizaciones políticas. Los partidos políticos, por su parte,
merecen una consideración específica adicional en la Carta ya que se
estipula que “El fortalecimiento de los partidos y de otras organiza-
ciones políticas es prioritario para la democracia. Se deberá prestar
atención especial a la problemática derivada de los altos costos de
las campañas electorales y al establecimiento de un régimen equili-
brado y transparente de financiación de sus actividades” (artículo 5º,
subrayado añadido). Leída la ConvenciónAmericana a la luz de estas
evoluciones conceptuales que el consenso interamericano ha expre-
sado en laCartaDemocrática resulta, pues, que la libre expresión de
la voluntad de los electores se vería afectada si autoridades elegidas
conforme al Estado de Derecho (legitimidad de origen) ejercen sus
funciones en contravención al Estado de Derecho.

24. En cuanto a los partidos y organizaciones políticas, este es un
asunto absolutamente medular que tiene directa repercusión en la
afectación de los derechosde quienes pretendieron infructuosamen-
te ser candidatos por YATAMA en la Costa Atlántica de Nicaragua.
Este tema, curiosamente, no aparece mencionado explícitamente en
la Carta de la OEA ni en la Convención Americana. Sin embargo, la
propia esencia conceptual de la democracia representativa supone y
exige vías de representación que, a la luz de lo estipulado en la Carta
Democrática, serían los partidos y “otras organizaciones políticas” a
los que se trata no sólo de proteger sino de fortalecer conforme se
estipula en el artículo 5º.

25. A propósito de los partidos políticos y “otras organizaciones
políticas”, un primer asunto a mencionar es que al ser considerados
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ingredientes esenciales para canalizar la libre expresión de los elec-
tores, resulta un deber del Estado generar las condiciones para el
fortalecimiento de estas vías de representación; contrario sensu, abs-
tenerse de adoptar medidas que pudieren debilitarlos. LaCarta De-
mocrática menciona explícitamente el tema de la financiación de las
campañas electorales como un asunto a poner atención así como
enfatiza la necesidad de asegurar “un régimen equilibrado y transpa-
rente de financiación de sus actividades”. Sin mencionarlo la Carta
Democrática está expresando que frente a eventuales desequilibrios
o desigualdades, se debe procurar un régimen que contrapese ello
con lo que se lograría la igualdad deseada. De suyo se desprende
que ello supondría acciones efectivas orientadas preferentemente en
beneficio de los afectados por tales equilibrios y desigualdades.

26. En este caso resulta probado que la forma de organización que
YATAMA tenía para participar en el proceso electoral de 2000 encon-
tró impedimentos en la ley electoral Nº 331 de ese mismo año. Con
ello se violó los derechos de quienespretendían ser candidatos y se
afectó el principio de poder organizarse en modalidadesdistintas de
los partidos políticos para ejercer el derecho de participación en los
asuntos públicos, en este caso perjudicando a una organización que
expresaba a pueblos indígenas de esa zona de Nicaragua. El Estado,
pues, no solo dificultó la participación sino que no adoptó las medi-
dasnecesarias para facilitar la participación de unaorganización como
YATAMA.

27. En ese orden de razonamiento, debe entenderse que otorgar
las facilidades que sean necesarias a las denominadas “organizacio-
nes políticas” va en la perspectiva de generar las condiciones para
ampliar y consolidar la participación de los ciudadanos en la direc-
ción de los asuntos públicos. Esto no debe entenderse comoun cami-
no opuesto sino complementario al de la existencia y fortalecimiento
de los partidos políticos, mediosnecesarios de representación y par-
ticipación en una sociedad democrática. En tal perspectiva, esperfec-
tamente legítimo y concordante con la letra y espíritu de laConvención
que en el orden jurídico nacional existan normas homogéneas que
hagan énfasis en la participación de lospartidos políticos en los pro-
cesos electorales así como regulaciones orientadas a fortalecer el ca-
rácter representativo y democrático de los mismos, sin desmedro de
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su independencia respecto del Estado. Adicionalmente, resulta legí-
timo que en el derecho interno existan disposiciones legales sobre
las “otras organizaciones políticas” en procura de facilitar la partici-
pación de sectores específicos de la sociedad, como puede ser el caso
de los pueblos indígenas.

28. En el tercer componente de los derechos políticosprotegidos
por el artículo 23º de la Convención se estipula que todos los ciuda-
danos deben “… tener acceso, en condiciones generales de igualdad,
a las funcionespúblicasde su país” (subrayado añadido). Este aspec-
to de losderechos políticos tiene que ser entendido de manera siste-
mática tanto en relación con los demás ingredientes explícitos de los
derechos políticos contenidos en el artículo 23.1 como con el resto de
laConvención y el ordenamiento interamericano, en particular con el
artículo 24º de la Convención referido al derecho a la igualdad y a la
no discriminación.

29. En ese sentido, al tratar esta norma del artículo 23º sobre las
“condicionesgenerales de igualdad” ello debe ser referido a dos as-
pectosque pueden y deben ser entendidos de manera concurrente y
simultánea. Primero, la norma establece que se debe garantizar a to-
dos el acceso a las funciones públicas “en condiciones generales de
igualdad”. Esto significa que para facilitar el acceso a la función pú-
blica de sectores de la poblaciónque podrían encontrarse en particu-
lar desventaja y, por ende, desigualdad —como puede ser el caso de
los pueblos indígenas— debería dictarse medidas específicasorien-
tadas a facilitar dicho acceso. En este caso ha quedadoprobado que
Nicaraguano adoptó dichas medidas; por el contrario la ley electoral
de 2000 generaba dificultades para ese acceso.

30. En segundo lugar, que esta disposición de índole genérica
sobre el acceso a la función pública, en coherencia con el artículo 29º
de la Convención debe ser interpretada no sólo en relación a las
designacioneso nombramientos por la autoridad sino como referida
también a las funcionespúblicas que se ejerzan por elección popular.
Es decir, para la Corte no cabe una interpretación restrictiva referida
sólo a los cargoso funcionespúblicas derivadas de nombramientos o
designaciones. Ese es, sin duda, el sentido de esta norma que busca,
precisamente, enfatizar el principio de igualdad en el ámbito especí-
fico del acceso a la función pública.
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31. Lo anterior debe ser leído e interpretado en estrecha conexión
con lo establecido en el artículo 24º de la Convención en lo que atañe
a la igualdad y a la no discriminación. Como se señala en la senten-
cia, en el artículo 24º de la Convención se prohíbe la discriminación
de hecho y derecho con las obligaciones que ello entraña para el
Estado de respetar el referido principio de igualdad y nodiscrimina-
ción para todos los derechos consagrados en la Convención y en
toda la legislación interna que apruebe. Lo estipulado en el artículo
23.1 c), en ese orden de ideas, se orienta enfatizar la significación
que para la Convención tiene el principio de igualdad y no discrimi-
nación en el derecho a la participación en los asuntos públicos.

32. En consecuencia, vistos loshechos probados en este caso a la
luz de los razonamientos derivados de lo estipulado en el artículo
23.1. c) en cuanto a las condiciones generales de igualdad y en el
artículo 24º en lo que atañe a la igualdad y no discriminación, resulta
clara la obligación del Estado de no tolerar prácticas o normas que
pudieren tener un efecto discriminatorio. Ello no debe entenderse
como opuesto a reglas y condicioneshomogéneaspara toda la socie-
dad y ciudadanosen lo que atañe al pleno ejercicio de lo derechos
políticos.

Diego García-Sayán
Juez
Pablo Saavedra Alessandri

Secretario


